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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores subrogante, señor Alfonso Silva Navarro; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Felix de Vicente Mingo; de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg y de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, señor Jorge Atton Palma. Asimismo, estuvo presente el asesor legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (boletín Nº 8.677-07).



2.- Proyecto de ley que modifica el sistema privado de salud, incorporando un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



3.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



4.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que reconoce a la rayuela como deporte nacional (boletín Nº 8.404-29).



2.- El que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que prohíbe la existencia de guarderías infantiles en casinos de juego para personas que indica (boletín N° 8.137-23) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio”, suscrito en Colombo el 26 de junio de 2012 (boletín N° 8.800-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Letelier, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor Massimo Tarenghi, en los mismos términos en que lo hizo el Senado (boletín N° 8.455-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los dos últimos informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que establece la elección directa de los consejeros regionales (boletín N° 7.923-06).



2.- El que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (boletín Nº 8.814-02).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus respectivos antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad acerca de los artículos 25 y 25 bis del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia de las resoluciones recaídas en dos acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, en relación con el artículo 32 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Envía ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Envía, conforme a lo que dispone el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes.



Del señor Ministro de Hacienda:



Remite, en formato digital, los Balances de Gestión Integral 2012 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento de lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Adjunta ejemplar del Balance de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado, en cumplimiento del mandato contenido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Remite, en ejecución del mandato establecido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2012 correspondientes a dicha Secretaría de Estado y a sus servicios dependientes o relacionados.



De la señora Ministra de Justicia:



Acusa recibo del informe emitido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en materia de evaluación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.



Remite, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



De la señora Ministra de Obras Públicas:



Envía ejemplares de los planes regionales de infraestructura y gestión de recursos hídricos al 2012, que esa Secretaría de Estado trabajó en conjunto con gobiernos regionales, autoridades locales y representantes de la comunidad.



Del señor Ministro de Obras Públicas subrogante:



Adjunta, en formatos impreso y digital, ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2012 correspondientes a los catorce servicios dependientes de dicha Secretaría de Estado.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Envía, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del señor Ministro de Salud:



Da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, mediante la remisión, en formato digital, de los Balances de Gestión Integral 2012 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del señor Ministro de Minería:



Envía los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, dando cumplimiento al mandato del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Hace llegar, en formato digital, los Balances de Gestión Integral 2012 correspondientes a esa Secretaría de Estado y a sus servicios dependientes o relacionados, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Ministra Directora subrogante del Servicio Nacional de la Mujer:



Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 de dicho órgano administrativo del Estado.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a los estudios científicos y criterios técnicos que sustentan las resoluciones exentas Nos 374 y 380, de 2013, para ampliar las actividades pesqueras extractivas de varias especies de mictófidos.



Del señor Subsecretario de Servicios Sociales subrogante:



Remite, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 correspondientes a dicha Subsecretaría y a sus servicios dependientes.



De la señora Subsecretaria de Evaluación Social:



Expide el Balance de Gestión Integral 2012 de la mencionada Subsecretaría, en aplicación del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario de Salud Pública:



Contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo a la elaboración de un registro estadístico epidemiológico de los casos de fibromialgia que permita evaluar su incorporación a las patologías AUGE (boletín Nº S 1.541-12).



De los señores Subsecretario de Agricultura, Director Nacional subrogante del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario, Director Nacional subrogante del Servicio Agrícola y Ganadero, Director Nacional subrogante de la Oficina Nacional de Políticas Agrarias y Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego:

 

Envían, en cumplimiento de lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplares del Balance de Gestión Integral 2012 de aquellas instituciones.



Del señor Subsecretario de Minería:



Contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de la Senadora señora Allende, con el que pide a Su Excelencia el Presidente de la República una reforma integral, a nivel constitucional y legal, con el objeto de delimitar el alcance de los contratos especiales de operación para las sustancias minerales no concesibles (boletín Nº S 1.519-12).



Del señor Subsecretario de Energía:



Envía, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 correspondiente a dicha Subsecretaría.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile:



Da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, mediante la remisión del Balance de Gestión Integral 2012 de dicho servicio público.



Del señor Director Administrativo, Presidencia de la República:



Envía el Balance de Gestión Integral 2012 de dicha repartición pública, con lo que da ejecución al mandato del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos:



Remite comunicaciones con las que reitera peticiones de designación, conforme a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.405, de dos nuevos consejeros del Instituto, debido a la cesación en el cargo de la señora Carolina Carrera, a contar del 2 de julio próximo, y a la renuncia del exconsejero señor Luis Hermosilla (boletines Nos S 1.561-13 y S 1.562-13, respectivamente).



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios subrogante:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre estudios destinados a medir los efectos de la descarga de plantas de celulosa en los ríos del país, especialmente en el río Biobío.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía:



Remite, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 de la referida Comisión.



Del señor Director Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear:



Envía, en virtud de lo establecido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 de la mencionada institución.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente de La Araucanía:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor García, relativa a acciones de monitoreo de la calidad del aire en la comuna de Nueva Imperial.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que incorpora un título nuevo sobre navegación fluvial en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (boletín Nº 8.913-02) (Véase en los Anexos, documento 4).


De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley General de Bancos en lo relativo a la fijación de tarifas por productos o servicios que indica (boletín N° 8.958-05) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Senador señor Orpis, con el que da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 20.084 para hacer efectiva la sanción accesoria que somete al joven infractor de ley penal a un tratamiento de rehabilitación desde que sea manifiesta su dependencia de las drogas o del alcohol (boletín N° 8.957-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, Frei, Horvath, Kuschel, Carlos Larraín, Muñoz Aburto y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República la implementación y financiamiento de un plan que determine las reservas de hidratos de gas submarinos existentes en las costas de Chile y la factibilidad de su explotación (boletín Nº S 1.574-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores Chahuán, Hernán Larraín, Prokurica y Ruiz-Esquide, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto que extienda hasta el 31 de diciembre de 2014 el bono por retiro voluntario que el artículo 9° transitorio de la ley N° 20.501 estableció para los profesionales de educación, sin menoscabo del bono poslaboral dispuesto por la ley N° 20.305 (boletín Nº S 1.575-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Senadores señores Chahuán, Hernán Larraín, Prokurica y Ruiz-Esquide, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República la remisión de un proyecto que prorrogue hasta el 31 de diciembre de 2014 las bonificaciones que la ley N° 20.374 estableció como incentivo al retiro para los funcionarios de las universidades estatales (boletín Nº S 1.576-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

ACUERDOS ANTE EXPRESIONES ANTISEMITAS EN PROGRAMA DE TELEVISIÓN 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hace pocos minutos la Comisión de Derechos Humanos ha adoptado un acuerdo, que quisiera que de inmediato fuera ratificado por esta Sala, en los siguientes términos:



“La Comisión de Derechos Humanos del Senado condena de la manera más categórica y absoluta los dichos antisemitas emitidos a través del personaje Murdock el día lunes 20 de mayo en el programa Hazme reír, de Chilevisión”.



En ese programa se hace una alusión de corte total y absolutamente antisemita, en los siguientes términos: “¿Qué culpa tienen los judíos de ser mejor combustible que la leña?”.



En ocasiones anteriores sus alusiones antisemitas y discriminatorias fueron: “¿Cuál es la diferencia entre un judío y una pizza?”. La respuesta: “Es que la pizza no grita cuando la meten al horno”.



En otra oportunidad se hace la pregunta: “¿Cómo caben muchos judíos en un auto? En un cenicero”.



Esto resulta completamente inaceptable a juicio de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, y lo condena de la manera más categórica.



Por lo tanto, ese órgano técnico, por la unanimidad de sus miembros, ha decidido presentar una denuncia ante el Consejo Nacional de Televisión.



Y formalmente solicitamos en este minuto que este acuerdo no solo sea adoptado por la Comisión de Derechos Humanos, sino que sea acordado por la Sala del Senado.



Señor Presidente, para evitar que en el futuro sigamos viendo, escuchando o siendo testigos de este tipo de hechos, desde enero de 2011 en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se encuentra un proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso. Esta es una iniciativa parlamentaria de los Senadores señora Lily Pérez y señores Cantero, Girardi y Ruiz-Esquide, y del ex Senador señor Chadwick. La Comisión de Derechos Humanos solicita que este proyecto se exima del trámite de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -atendida su recarga de trabajo-, y que sea tratado de manera directa por la Comisión de Derechos Humanos.



En función de lo anterior, y resumiendo, solicitamos estos dos acuerdos.



Primero, que se ratifique el acuerdo de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en orden a condenar, de la manera más absoluta, los hechos que he reseñado, y que sea el Senado, como institución, el que presente esta denuncia ante el Consejo Nacional de Televisión.



Y segundo, que esta Honorable Sala acuerde eximir del trámite de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia a la moción referida, por cuanto esta tiene por objeto tipificar como delito ese tipo de conducta, que hoy día no está contemplada como tal en nuestra legislación y que la Ley Antidiscriminación la sanciona, básicamente, con una pena de carácter pecuniario, por constituir una circunstancia agravante según el artículo 12 del Código Penal.



Por las razones expuestas, señor Presidente, pido recabar de inmediato la anuencia del Senado respecto de ambos puntos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Con relación al primer punto, solicito el asentimiento unánime de la Sala para transformarlo en un proyecto de acuerdo de esta Corporación, aprobarlo desde ya de manera extraordinaria, y hacerlo llegar al Consejo Nacional de Televisión.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor LARRAÍN.- Sí. Y que se redacte bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Secretaría se encargará de ello, señor Senador.


Respecto al proyecto de ley, originado en moción de algunos señores Senadores, la idea es obviar su estudio por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, donde se encuentra radicado, y que esta lo remita a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, para que pueda ser tratado con algún nivel de prioridad.


¿Alguna opinión al respecto?


Senador señor Patricio Walker, como Presidente de la Comisión de Constitución ¿tiene alguna objeción en que así se proceda?

El señor WALKER (don Patricio).- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



--Se aprueban ambas proposiciones.

IV. FÁCIL DESPACHO

ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, ENTRE CHILE, COLOMBIA, MÉXICO Y PERÚ

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú”, suscrito en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8801-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 23ª, en 14 de mayo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es construir un área de integración profunda para avanzar progresivamente hacia la libre circulación de los bienes, servicios, capitales y personas e impulsar un mayor crecimiento, desarrollo y competitividad de las economías de las partes.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el texto por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Es de quórum simple.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.

. ORDEN DEL DÍA

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A DON DAVID FEUERSTEIN WIELGUS

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la Senadora señora Pérez San Martín, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor David Feuerstein Wielgus, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8894-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de la Senadora señora Pérez San Martín):


En primer trámite, sesión 14ª, en 16 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es conceder la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor David Feuerstein Wielgus.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió la iniciativa en general y en particular, por tratarse de aquellas de artículo único, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Pérez San Martín y señores Gómez y Orpis.



La Comisión deja constancia en su informe de que, después de analizar el proyecto y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de la comunidad nacional, se formó la convicción de que don David Feuerstein Wielgus, con su ejemplo y fortaleza y su trascendente lucha por la tolerancia y los derechos humanos, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma del número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.

El señor PIZARRO (Presidente).- El proyecto es de quórum simple.



Ruego al señor Secretario ordenar que se toquen los timbres, porque a continuación hay iniciativas de quórum calificado.

El señor LETELIER.- Pido abrir la votación, señor Presidente.


El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, por esas casualidades del destino, cuando en este Hemiciclo acordamos, por unanimidad, condenar los dichos antisemitas emitidos por el personaje de un programa de televisión, justamente hoy día se somete a nuestra consideración este proyecto de ley, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don David Feuerstein Wielgus, quien hace poco estuvo aquí en el Senado, ocasión en la cual se le rindió un  homenaje en su calidad de sobreviviente del campo de exterminio nazi de Auschwitz-Birkenau, uno de los más terribles que han existido en la historia de la humanidad.



Creo que él y muchas otras personas que han vivido experiencias similares, son un ícono de la lucha que se ha de dar siempre por el respeto y la dignidad de los seres humanos, cualesquiera que sean su religión, color de piel, nacionalidad, etnia, condición social, orientación sexual o identidad de género.



Ayer fueron los judíos; mañana puede ser gente de origen árabe; pasado mañana, las mujeres; en otra oportunidad, quienes padecen algún tipo de discapacidad. Nadie está libre de sufrir alguna de tales discriminaciones, que pueden terminar en crímenes por el odio al prójimo. Por eso digo que don David Feuerstein es un ícono, pues representa el instinto de sobrevivir, pero además, permanece con la alegría de vivir y transmitir, generación tras generación, lo que significa la lucha por la vida, sin resentimiento, sin odio, aunque sin olvidar aquellos sucesos, que marcaron tristemente la historia de la humanidad solo hace poco más de 60 años.


Por eso, señor Presidente, quiero agradecerles a los miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía su total apoyo a este proyecto de ley, y pido a las Senadoras y Senadores darle su aprobación.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, semanas atrás yo propuse tributar un homenaje a don David Feuerstein -el que ya se realizó-, al enterarme de que es un sobreviviente del campo de concentración de Auschwitz-Birkenau. 



En la sesión de esta mañana pedí a la Sala  tratar ahora, como si fuese de Fácil Despacho, este proyecto de ley -presentado por la Senadora Lily Pérez-, como expresión de profundo rechazo a la intolerancia manifestada en una emisión televisiva, y, al mismo tiempo, de apoyo a la vida y de reconocimiento hacia una persona que reside en nuestro país y que en el mundo de hoy es un caso excepcional, enteramente singular: sobreviviente de una situación terrible, de un genocidio que costó la vida de varios millones de seres humanos.  



Es decir, tenemos el honor de que don David Feuerstein haya decidido residir en tierra chilena y, en consecuencia, nuestra patria no podía sino retribuírselo concediéndole la nacionalidad por gracia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, yo concurrí con entusiasmo a otorgar la unanimidad de esta Sala a fin de condenar las expresiones odiosas para con los judíos, aunque sean a modo de broma o de chiste. 



También accedí entusiastamente a que se viera en el primer lugar de la tabla de esta sesión el otorgamiento de la nacionalidad chilena por especial gracia a una víctima del holocausto registrado en los campos de concentración.



En mi concepto, el Senado debe dar muestras claras de condena categórica a los actos de discriminación racial, a las conductas que tengan que ver con el sufrimiento de un pueblo, como el que conocimos a raíz del holocausto que afectó al pueblo judío.



Empero, quiero llamar la atención en el sentido de que hay sociedades que aún no aprenden la lección, que no se han sensibilizado frente a la experiencia horrible que vivió el mencionado pueblo. 



Curiosamente, es el Estado de Israel el que no ha aprendido la lección y está sometiendo a un holocausto permanente al pueblo palestino.



Hoy día, 700 niños palestinos se hallan detenidos, presos. Miles de palestinos se han visto privados de su derecho a subsistir, del derecho a vivir en su tierra. Varios millones de palestinos se encuentran fuera de su territorio porque el Estado de Israel se ha negado a desocupar las zonas que mantiene ocupadas. Y, asimismo, algunos parlamentarios palestinos todavía se hallan presos por el hecho de representar democráticamente el derecho de su pueblo a sobrevivir.



Señor Presidente, quiero llamar a este Senado, que ha sido consecuente con la condena a las violaciones a los derechos humanos y que también ha condenado en reiteradas oportunidades al Estado de Israel, a que reafirme tal voluntad.



Felicito a esta Alta Corporación por su consecuencia al condenar sistemáticamente las vulneraciones a los derechos humanos, vengan de donde vengan y se cometan donde se cometan.



Por tanto, reafirmo mi voluntad de condenar hoy día al Estado de Israel y reconocer el derecho que todos los ciudadanos del mundo tienen a vivir en paz, a vivir en su tierra, a vivir con dignidad, y a que su honor no sea mancillado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto que otorga la nacionalidad chilena por especial gracia al señor David Feuerstein Wielgus (29 votos favorables), y queda concluida su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Rossi.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Existe acuerdo para tratar, también como si fueran de Fácil Despacho, las dos designaciones de integrantes del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos que debe hacer la Cámara Alta (números 16 y 19 de la tabla de esta sesión).



Para aprobarlas se requieren cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.



Sugiero que las tratemos en conjunto.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

DESIGNACIONES DE SEÑORA CAROLINA CARRERA FERRER Y DE DON CARLOS FRONTAURA RIVERA COMO CONSEJEROS DEL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo recién determinado por Sus Señorías, corresponde ocuparse en las proposiciones que hicieron los Comités del Senado para designar a la señora Carolina Carrera Ferrer y al señor Carlos Frontaura Rivera como integrantes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, con informes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


--Los antecedentes sobre la designación de la señora Carrera (S 1561-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 98ª, en 23 de enero de 2013.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 16ª, en 17 de abril de 2013.

--Los antecedentes sobre la designación del señor Frontaura (S 1562-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 9ª, en 9 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 24ª, en 15 de mayo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia en el informe pertinente, por la unanimidad de sus miembros presentes (señora Pérez San Martín y señores Orpis y Sabag), de que en la designación de la señora Carolina Carrera se cumplen los requisitos y formalidades previstos en el ordenamiento jurídico.



Por otra parte, la Sala debe ocuparse de la proposición de los Comités para designar como integrante del Consejo del referido Instituto a don Carlos Frontaura Rivera, por renuncia al cargo de don Luis Hermosilla Osorio y por el período que le restaba a este, hasta el año 2016.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes (señora Pérez San Martín y señores Gómez, Orpis y Ruiz-Esquide), de que en esta designación se cumplen los requisitos y las formalidades previstos en el ordenamiento jurídico. 



Cabe tener presente que para aprobar ambas designaciones se requiere el pronunciamiento favorable de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, esto es, 21 votos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como vamos a abrir la votación, señor Secretario, es necesario hacer sonar los timbres.



Además, les pido a los Comités Parlamentarios que les avisen a los Senadores que se hallan en reuniones paralelas que concurran al Hemiciclo para emitir su voto.



En votación las dos designaciones propuestas por los Comités del Senado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las dos designaciones (27 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum legal exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se hace constar la intención de voto favorable del Senador señor Bianchi.

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa dos solicitudes de permiso constitucional: del Senador señor Coloma, a partir de las 16:35 del 22 de mayo, y del Presidente de la Corporación, Senador señor Pizarro, del 22 de mayo al 1° de junio.



--Se aprueban.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Acaba de llegar a la Mesa otra petición de permiso constitucional: de la Senadora señora Allende, desde el 28 de mayo al 5 de junio.



--Se aprueba.

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª, en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª y 19ª, en 10 de abril de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 20ª, 21ª y 24ª, en 7, 8 y 15 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 25ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Les agradeceré a los señores Senadores ir a la página 107, donde comienza el artículo 50 que propusieron las Comisiones unidas. 



Como las indicaciones renovadas fueron rechazadas, corresponde votar el inciso segundo del referido artículo.



Dicho inciso es de quórum calificado.



Cabe recordar que el inciso primero del artículo 50 quedó aprobado en la sesión especial de esta mañana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Qué dice el inciso segundo?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo siguiente: “El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales a aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo califique como culturales o educativas por resolución. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de 7 de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero en este último caso, no podrá hacerlo a menos de un 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de 7 de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento, deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destinará para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.”.

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero solicitar que se autorice el ingreso del señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Recabaré la autorización necesaria una vez que termine la votación, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Entiendo que está como Ministro subrogante, y a lo mejor no sabe que en tal caso no necesita autorización.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No la necesita.

El señor NOVOA.- Le vamos a avisar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación el inciso segundo del artículo 50 propuesto por las Comisiones unidas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba (27 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, hay que pronunciarse sobre el artículo 2°, nuevo, del proyecto (intercala en el artículo 69 de la Ley sobre Propiedad Intelectual un inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto), precepto que fue sugerido unánimemente por las Comisiones unidas y no es de quórum especial.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 2°, nuevo, del proyecto, propuesto por las Comisiones unidas (19 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación vienen los artículos transitorios.

El señor PROKURICA.- ¡Aleluya…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Artículo Primero transitorio fue aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas. No requiere quórum especial.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”.

La señora RINCÓN.- “Si le parece”.

La señora ALLENDE.- Votemos, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se está pidiendo votar.



En votación el Artículo Primero transitorio sugerido por las Comisiones unidas.



¿Senadora señora Rincón?

La señora RINCÓN.- Quería hacerle una pregunta al Ministro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No es factible, pues estamos en votación.



Su Señoría puede fundar el voto.

La señora RINCÓN.- No, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Artículo Primero transitorio propuesto por las Comisiones unidas (21 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Sala debe pronunciarse respecto del Artículo Segundo transitorio, que figura…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Secretario, pero hay dos peticiones de palabra: del señor Ministro y de la Senadora señora Rincón.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- No haré uso de ella, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, puede intervenir la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quería hacerle una pregunta al Ministro. Y consideré legítimo formularla porque estábamos votando una norma que, de acuerdo a lo que señalan los expertos, iba en el sentido contrario de lo que debíamos hacer.



Según los especialistas, al permitírsele a un canal quedarse con una opción distinta de la digital se le está posibilitando ocupar más espectro que el correspondiente.



Mi consulta al Ministro recaía en ese aspecto. Pero, como ya pasó la votación, la dejo ahí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Decía que ahora procede votar el Artículo Segundo transitorio propuesto por las Comisiones unidas, que no es de quórum especial.

El señor BIANCHI.- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  No hay acuerdo.



En votación el Artículo Segundo transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Artículo Segundo transitorio (20 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y el señor Gómez.

La señora ALVEAR.- Pido que se agregue mi voto positivo, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Y el mío.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Senadores señora Alvear y señor Espina.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pronunciarse acerca del Artículo Tercero transitorio, norma de quórum calificado que fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión el Artículo Tercero transitorio.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, antes de votar, solo quiero preguntarle al Ministro subrogante si es efectivo que si aprobamos esta disposición transitoria el texto quedará incongruente después de lo que se eliminó en el artículo 15.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- No es así, señor Presidente, porque este artículo transitorio versa sobre la migración que deberán efectuar los actuales canales analógicos a la televisión digital.



La norma en votación regula todo el procedimiento de cómo deberán ser presentados los proyectos para la migración, y por eso quedó incorporada dentro de las disposiciones transitorias.



El artículo 15 permanente fue elaborado para los efectos de la renovación de las nuevas concesiones, para cuando corresponda proceder a las próximas renovaciones.



En resumen, este artículo transitorio apunta a la migración de la televisión analógica a la digital.

El señor BIANCHI.- Muy bien.



“En votación”, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación el Artículo Tercero transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que esta norma es de quórum calificado, razón por la cual requiere 18 votos favorables para su aprobación, de acuerdo a los permisos constitucionales solicitados.



--(Durante la votación). 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, debo manifestarle al señor Subsecretario de Telecomunicaciones -hoy Ministro subrogante- que el tema del derecho preferente lo hemos discutido latamente.



El Artículo Tercero transitorio señala que la nueva concesión tendrá el “derecho preferente que establece el inciso quinto del artículo 15 de la ley Nº 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales”.



Es decir, se repite un debate que ya hemos tenido: para el que cumple la ley, ¡premio! Solo por cumplir la ley, ¡derecho preferente!



Siento que el derecho preferente es un regalo gratuito, una dádiva absolutamente innecesaria, igual que la que se otorgó en la Ley de Pesca.



Ya dijimos que esta última, con condiciones inaceptables desde el punto de vista del cumplimiento de las tareas laborales, concedió un derecho preferente que hoy se vuelve a plantear bajo circunstancias que los canales jamás cumplirán, porque nunca superarán el 50 por ciento del promedio anual de las sanciones aplicadas a la totalidad de las concesionarias.



¡Eso no será posible! ¡Esta es una renovación casi automática! ¡Derecho preferente! ¿Y por qué? 



La verdad es que uno puede escuchar argumentos, señor Presidente, pero yo me cansé de debatir en Comisiones por qué los canales gozarán de derecho preferente. ¿Por qué no opera el mercado? ¿Dónde están los libremercadistas, los creadores de la competencia, los que creen que con ella habrá desarrollo, los que piensan que la competencia es, en definitiva, lo que mueve el capital?



¡Pero aquí no! En este mercado, ¡derecho preferente! ¿Para quiénes? Para los concesionarios. Y, en mi opinión, ese derecho preferente sigue siendo un hecho absolutamente inaceptable.



Dice el artículo transitorio: “a solicitud del interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso quinto del artículo 15 de la ley Nº 18.838”.



Yo lo rechazo, porque creo que quienes tengan la posibilidad de administrar una concesión del Estado -un bien nacional de uso público- no pueden estar blindados. Y el derecho preferente constituye una barrera de entrada, significa negar la competencia.



Ojalá las bancadas de enfrente respondan por qué desean blindar a los canales a través de un derecho preferente. Lo voy a poner en términos de mercado: si alguien es más eficiente o presenta un mejor proyecto, ¿por qué entonces no va a poder participar de esta industria?



A los libremercadistas se les acaba toda la defensa de la libertad cuando se trata de los poderosos, pues no hay explicación alguna que facilite la existencia de un derecho preferente para los concesionarios. 



Por el contrario, opino que esto va a dificultar el desarrollo del sector, porque permitirá la creación de monopolios, duopolios y, en definitiva, alimentará la sensación de que el que administra tiene seguro lo que está administrando, por lo que el incentivo para un mayor desarrollo decaerá, al tenerse garantizada la continuidad, todo lo cual impide la entrada de nuevos actores.



El derecho preferente para los concesionarios de las señales de televisión abierta es, en realidad, un privilegio, un blindaje que la legislación otorga de manera gratuita.



Le hemos pedido una explicación al Gobierno, y a la Derecha, que proclama el libre mercado y la competencia, coherencia.



“¡Cri-cri!”, señor Presidente. ¡Ahí no hay mucha respuesta! Solo se trata de favorecer a quienes hoy día tienen las concesiones para gozar de un derecho preferente en su renovación.



Creo que eso habla mal de nosotros; nos deja en cuestión. Ya sabemos todos lo que ha pasado con la Ley de Pesca. Ojalá que las donaciones secretas a las campañas puedan ser eliminadas durante este Gobierno, antes de las próximas elecciones, mediante un proyecto de ley que hemos presentado con la firma de los Senadores señores Gómez y Muñoz Aburto. Porque efectivamente, después de la aprobación de dicha normativa, con todos esos derechos especiales, en la ciudadanía se ha instalado la sombra de la duda y hemos quedado bajo la mira, bajo el escrutinio, de manera injusta, en mi opinión.



Sin embargo, por votaciones como esta, donde uno debiera cautelar los intereses del Estado y proteger la libre competencia, se consagra un derecho preferente que yo rechazo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no pensaba hablar, pero lo voy a hacer, porque si voto distinto del Senador Navarro mi posición podría interpretarse en forma contradictoria con lo que deseo plantear.



Yo no veo el problema que indica el señor Senador, toda vez que este artículo aborda la forma como se hará la transición entre el actual sistema analógico de televisión y la tecnología digital. 



Existen varios canales regionales, comunitarios y nacionales que deben hacer esa transformación obligada desde el momento en que estamos dictando una legislación para pasar del formato analógico al digital.



¿Y qué es lo único que hace este artículo? Respetar una concesión actual -por eso es transitorio- para que pueda llegar a la nueva televisión digital, pero, una vez vencida la concesión en dicho formato, tendrá que concursar de acuerdo a los términos del artículo 15 ter, que es distinto. 



Aquí estamos ante una disposición transitoria.

El señor PROKURICA.- Así es: no tiene carácter permanente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y por eso, con ese convencimiento, voto a favor del precepto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, esta es una ley que discutimos no a partir de algo que no existe, sino a partir de una industria que ya existe y que surgió de una manera más bien experimental en los años sesenta, en manos de las universidades. Y, en el contexto de la tragedia que padeció nuestro pueblo -es decir, durante la dictadura-, se generaron fenómenos que la regularon y la hicieron cambiar mucho. ¡Mucho! El hecho es que hoy varios concesionarios poseen concesiones indefinidas.



Quizás el Senador Navarro o el Senador Pérez Varela -por su intermedio, señor Presidente-, que son de la Octava Región, nos puedan rectificar, pero yo entiendo que la concesión del Biobío fue otorgada antes de ciertas fechas y, por tanto, es indefinida. Así ocurre también con Televisión Nacional, Canal 13, Chilevisión, y hasta con Mega. Creo que con La Red no, pero puedo estar equivocado. Todos ellos tienen hoy derechos indefinidos. Y lo que esta ley hace es limitar ese ejercicio, en el marco de la transición de una forma de transmisión a otra.



Pueden no hacerlo. Y si el Estado quisiera quitarles la señal, según la gran mayoría de los abogados, tendría que pagar, indemnizar a los canales.



A mí no me gusta cómo ha ocurrido la historia necesariamente. Si cada uno de nosotros pudiésemos escribirla según nuestros deseos, el mundo probablemente sería distinto. 



El Artículo Tercero transitorio se sitúa en una ley que permite el tránsito de una forma de transmisión a otra; que limita a 20 años las concesiones; que establece criterios para todos los nuevos que vienen, ya que hay un espacio de espectro muy amplio gracias al cambio tecnológico. Pero es cierto que estamos discutiendo este artículo a destiempo, porque aún no nos hemos puesto de acuerdo en el concepto de “derecho preferente”, que precisamente “se cayó” debido a que algunos de nosotros no estuvimos dispuestos a votarlo en razón de no haberse alcanzado consenso en torno a la redacción que propuso el Ejecutivo. No hubo acuerdo sobre cuáles eran los requisitos mínimos para ejercer este “derecho preferente”, que tenían que ver con el “correcto funcionamiento”, es decir, pluralismo, etcétera. Y, en ese sentido, si esta ley ya estuviera definida bajo el concepto de “correcto funcionamiento”, habría causales para quitarle la concesión a Chilevisión en virtud de los comentarios antisemitas emitidos en uno de sus programas.



Lo que queremos es establecer criterios de “correcto funcionamiento” y la exigencia del respeto a las leyes laborales.



Como eso no está bien redactado, señor Presidente, a mí me hubiese gustado que antes de esta votación hubiéramos visto el artículo permanente, pero entiendo que hay acuerdo para abordarlo después, en la seguridad de que ya vamos a tener definido un concepto de resguardo, de respeto de las leyes laborales, en serio. 



Yo quiero creer que es dentro de ese marco que estamos votando este artículo transitorio.



Y tenemos otro tema, señor Presidente, por lo que me gustaría pedir la anuencia de la Sala para extenderme un minuto más.



En la página 114 del comparado hay un párrafo que, si no se rectifica, la ley va a quedar mal. Me gustaría, con la venia de los señores Senadores, que esta votación sirviera para todo, menos para lo que se señala en esa página respecto del cien por ciento de las concesiones. Hay una referencia ahí que dice relación, no al derecho preferente, sino a otro tema que es fundamental.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Cuál?

El señor LETELIER.- Está en el primer inciso que figura en la página 114.



Las concesionarias no tienen una concesión, sino muchas. Y necesitamos asegurar que cuando migren, lo hagan con el cien por ciento de sus concesiones, como digitales, y que, adicionalmente, aseguremos que el 85 por ciento de la cobertura, de la que se habla en otro artículo, se refiera al 85 por ciento, no de la población, sino de la población de cada concesión.



¿Cuál es la sutileza? Que algunos canales podrían dejar de lado todas sus concesiones a nivel nacional y quedarse solamente con las de la Octava y Quinta Región y de Santiago, con lo cual ya alcanzarían el 85 por ciento de la población, pero no necesariamente el 85 por ciento de la población de todas las concesiones.



He conversado el punto con el Subsecretario. Es necesario hacer la rectificación. Y habrá que ver en qué minuto se logra una redacción más precisa.



Lo importante es que el Artículo Tercero transitorio concuerde con el otro, señor Presidente. Yo lo voy a votar a favor, en el entendido de que, uno, hoy existen concesiones indefinidas y que aquí se les pone una restricción, y dos, de que se va a precisar lo relativo a la garantía de los derechos laborales, que no logramos resolver en la primera parte de las votaciones.



He dicho. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Terminada la votación. 



--Se aprueba el Artículo Tercero transitorio (25 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Gómez, Muñoz Aburto y Navarro.



Se abstuvieron la señora Rincón y el señor Rossi.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pasamos al Artículo Cuarto transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta norma no es de quórum especial y fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas.

El señor CHAHUÁN.-  ¡“Si le parece”, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, este artículo define un plazo máximo de 60 días para que la Subsecretaría saque el Plan de Radiodifusión Televisiva que permita implementar esta ley. De hecho, en la Cámara se habían aprobado 120 días y en las Comisiones unidas del Senado se bajaron a 60. 



Por lo tanto, es absolutamente un tema de procedimiento para poder hacer la migración a la televisión digital.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación el Artículo Cuarto transitorio.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo señalar, a propósito de una votación anterior, que el artículo 15 ter establece el uso preferente con un sistema de negación absurdo. Y el Artículo Tercero transitorio, que acabamos de votar, habla claramente de “renovaciones posteriores”, para que no quede lugar a equívoco. Es para la transición y para todas las posteriores. ¡Está clarísimo!



Ahora, el Artículo Cuarto transitorio establece un plazo de 60 días hábiles para realizar las modificaciones al Plan de Radiodifusión Televisiva. Ese es trabajo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Lo ideal sería que ese Plan fuera entregado antes de la entrada en vigencia de la ley. Y debe dar cuenta de cada zona geográfica de cobertura, de cuántos canales hay en la actualidad, de cuántos habrá en cada una de las nomenclaturas: nacionales, regionales, locales y comunitarias.



Yo no sé cuál es el impedimento técnico para poder hacer eso antes del comienzo de la vigencia de la ley y me gustaría saberlo. Ignoro si no tienen la información, o si ya la tienen y se conoce exactamente todo. Nuevamente: ¡No nos pisemos la capa entre superhéroes…! Si la SUBTEL no tiene claro eso después de esta larga tramitación y necesita darse 60 días, yo no quiero ninguna sorpresa, señor Presidente. Exijo claridad sobre cómo se va a distribuir el espectro.



El Gobierno nos pide a cada rato -en el proyecto sobre Ministerio del Deporte, por ejemplo- que firmemos cheques en blanco. Pero en este caso yo no voy a firmar ninguno. 



Requiero saber exactamente cómo se va  hacer la distribución del espectro radioeléctrico, cuáles serán las coberturas de los canales regionales, locales y comunitarios. 



¿Por qué esperar 60 días? Es posible contar con esa información antes de que la ley entre en funcionamiento. El punto es que, después de dicho plazo, con la normativa ya en vigor, no queda más que aceptarla. ¡Es lo que hay!



No sé si existe algún informe previo que el Subsecretario, hoy como Ministro subrogante, nos pueda entregar. Lo debe tener. Está claro que toda esta legislación se hizo con calculadora en mano respecto de cómo se distribuirá el espectro. Por lo tanto, dicha autoridad nos podría ilustrar sobre la materia.



Quisiera disponer de tales antecedentes antes de que la ley entre en vigencia para tener algún grado de apelación.



La pregunta del millón: ¿son apelables las modificaciones que deberán efectuarse al Plan de Radiodifusión Televisiva, como propone el Artículo Cuarto transitorio? De la norma se desprende que hay un plan. Nos están pidiendo que aprobemos una facultad para hacerle enmiendas. ¿Cuáles serán estas? ¿Por qué no se plantearon en el debate? ¿Por qué no fueron discutidas aquí? 



No quiero sorpresas en esas modificaciones y tampoco en las nomenclaturas de los canales nacionales, regionales, locales y comunitarios. 



¿La SUBTEL cuenta con esa información? Hubiera sido transparente, objetivo y concreto que tales cambios al Plan de Radiodifusión Televisiva se hubiesen explicitado en el debate, antes de conceder la atribución pertinente. 



Quiero que el Ministro subrogante señale cuál es ese plan y cuente por qué hay que modificarlo.



Señor Presidente, el Ejecutivo tiene tanto poder en este ámbito que darle nuevas facultades al efecto me resulta a lo menos curioso.



Pido a dicha autoridad que nos explique qué modificaciones se van a hacer; por qué se requieren 60 días, y si tiene claro o no qué enmiendas se pretenden incorporar.



Anuncio mi voto en contra, porque no hay otra alternativa.



Me habría gustado que esa información la hubiésemos debatido en las Comisiones unidas o en la Sala, para saber exactamente qué estamos votando. 



Los señores Senadores debieran tener muy claro qué se va a aprobar en cada una de sus regiones. Eso lo hacemos a diario, tanto en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos como en la de todas las iniciativas legales. ¡No andamos con sorpresas! ¡No entregamos un cheque en blanco para hacer modificaciones y definir cómo se va a distribuir el espectro!



Cuando debatimos el proyecto sobre la Ley de Pesca, teníamos clarito al menos cómo se iban a asignar las cuotas. ¡No había sorpresas! No dimos una facultad al Ejecutivo para ello. Se definió en el Congreso Nacional.



Si bien se trata de una redistribución técnica -todo indica que es así- y en esa área hay poco espacio para el error, me gustaría que lo pudiéramos saber ahora, señor Presidente.



Anuncio mi voto en contra, salvo que nos tenga una sorpresa importante el señor Ministro subrogante.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Ministro, solo le puedo dar la palabra para rectificar algo que se halla dicho.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Sí, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Solo deseo aclarar un punto, señor Presidente.



La verdad es que existe el Plan de Radiodifusión Televisiva, pero aplicado a la televisión analógica. En el inciso cuarto transitorio se plantea un plazo de 60 días una vez publicada la normativa, para hacer las modificaciones necesarias a dicho plan a fin de incorporar los conceptos vertidos en la futura Ley de Televisión Digital. Por ejemplo, que ha de operarse con una gama de frecuencias UHF; que se consideran concesiones del tipo nacional, regional, local y comunitaria; que deben reservarse frecuencias para dichas concesiones, etcétera. 



Todo eso tiene que quedar expresado en el plan. Una vez que esté listo, se convierte en un decreto supremo, del cual toma razón la Contraloría. Senador señor Navarro, si enviáramos hoy dicho decreto al órgano contralor, sin incluir el concepto legal de televisión digital, evidentemente sería rechazado. 



Por lo tanto, las atribuciones que se están entregando corresponden a las adecuaciones que debe hacer el Ejecutivo, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Ello luego se constituirá en un decreto supremo, que se enviará a la Contraloría para la toma de razón, acto que sirve para verificar que el texto actualizado está de acuerdo a lo que exactamente dice la ley.



Gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Artículo Cuarto transitorio (20 votos a favor, 1 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, veremos el Artículo Quinto transitorio.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero plantear una cuestión previa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solicité al señor Ministro subrogante que explicara si tenía la indicación para corregir el error de redacción que se vislumbró en algunos artículos transitorios respecto de los porcentajes de concesiones que tenían que transitar.



Se detectó dicho error de redacción. Ello se conversó con el Gobierno. Guarda relación con la total cobertura digital una vez cumplido el periodo de transición.



Por su intermedio, pido al Ejecutivo que nos diga si cuenta con una indicación a ese efecto. Si fuera así, podríamos despacharla antes de seguir con el artículo que corresponde tratar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, entiendo que está pendiente el inciso séptimo del Artículo Segundo transitorio, en el que se discutirá…

El señor LETELIER.- No es ese, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿No?



Tiene la palabra.

El señor LETELIER.- El señor Ministro subrogante reconoció el problema aludido y señaló que prefiere perfeccionar la redacción en un inciso distinto del séptimo.



Por eso sugiero, antes de seguir con el debate, que se ofrezca la palabra al señor Atton para que precise el asunto.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, si revisamos hacia atrás, notaremos que efectivamente ya se aprobó el Artículo Segundo transitorio.



Su inciso tercero señala: “Las concesionarias a que se refiere el inciso anterior deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de su zona de servicio en el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.


La redacción aprobada habla también de un 85 por ciento de la población y un 85 por ciento de las concesiones. Entonces, se podría producir un incentivo perverso, como planteó el Senador señor Letelier: que los concesionarios actuales, para cumplir con la migración, se vayan a operar solo a las principales ciudades. Con eso, efectivamente cumplirían la norma, pero no seguirían hacia el resto de las localidades, que son -entre comillas- el 15 por ciento de la población. 



La pena por ello es la pérdida de la concesión.



Por lo tanto, es factible el riesgo de que las concesiones no cumplan la cobertura del 100 por ciento, en perjuicio de las localidades menores, las cuales podrían no resultar atractivas para tales efectos.



En consecuencia, sugerimos reemplazar los incisos tercero y noveno del Artículo Segundo transitorio por los siguientes: 



Inciso tercero: “Las concesionarias a que se refiere el inciso anterior deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de su zona de servicio en el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”. 



Inciso noveno: “El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme con el artículo 33º Nº 4 de la ley Nº 18.838. Por su parte, el incumplimiento de las condiciones previstas en el inciso tercero de este artículo se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la presente ley.”.



Con esos cambios, todo lo que hemos aprobado respecto de retransmisión consentida y obligaciones de migración operará con una cobertura digital del 100 por ciento de las concesiones que detenten los actuales concesionarios y no habrá riesgo de que solo llegue al 85 por ciento.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador señor Letelier acaba de entregar la indicación respectiva a la Mesa. Pero se requiere la unanimidad de la Sala para incorporarla y votarla.



¿Habría acuerdo?

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Claro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se trata de la indicación que acaba de leer el señor Ministro y que hizo llegar a la Mesa el Honorable señor Letelier. 

El señor NAVARRO.- No la tenemos en nuestro poder. Quiero leerla primero.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El señor Secretario le dará lectura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto que se ha hecho llegar a la Mesa dice: “Para reemplazar, en el Artículo Segundo transitorio, sus incisos tercero y noveno por los siguientes”. 



Luego se plantea el nuevo inciso tercero. Dice: “Las concesionarias a que se refiere el inciso anterior deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de su zona de servicio en el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.



La Secretaría puntualiza que el inciso tercero propuesto por las Comisiones unidas expresa exactamente lo que acabo de leer.



De consiguiente, a lo mejor el problema se halla en el inciso noveno. El que plantea la indicación dice lo siguiente: “El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme con el artículo 33º Nº 4 de la ley Nº 18.838. Por su parte, el incumplimiento de las condiciones previstas en el inciso tercero de este artículo se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la presente ley.”.



El inciso noveno que sugiere la indicación efectivamente es diferente de la proposición que aprobaron las Comisiones unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, requiero tener la indicación por escrito, tal como lo indica el Reglamento. Los señores Senadores debemos contar con dicho texto en nuestros escritorios antes de votar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay problema en ello, señor Senador. Se hará llegar la indicación a todos. 



Yo pedí la unanimidad de la Sala para incorporar la referida indicación y votarla. Si no la hay, no podremos tratarla.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero estudiar la indicación primero.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, dejaremos este asunto para el final. Así, los señores Senadores podrán leer detenidamente el texto de la indicación pertinente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar la proposición de las Comisiones unidas, acordada por unanimidad, para suprimir el artículo sexto transitorio.



Hago presente que no se requiere quórum especial.



La norma que se sugiere eliminar dice: “Dentro del plazo de noventa días desde la entrada en vigencia de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá incluir, conforme  al  artículo  28 C  de  la  ley Nº 18.168, como proyecto subsidiable, el otorgamiento de una o más  de las concesiones a las que se refiere el artículo 31 A, que se introduce en la ley Nº 18.838.  Los subsidios se asignarán conforme a las reglas del Título IV de la ley Nº 18.168 que le resulten aplicables. El o los proyectos respectivos podrán tener cobertura local, regional o nacional.”.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está el artículo sexto transitorio antiguo, que fue objeto de modificación, y el artículo sexto transitorio nuevo.



Entiendo que se votará este último.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No. Se pondrá en votación la proposición para suprimir el sexto transitorio antiguo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Justamente.

El señor NAVARRO.- Bien. 



Luego votaremos el nuevo inciso sexto transitorio.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se votará primero la eliminación del artículo sexto transitorio que venía aprobado de la Cámara de Diputados. Si se aprueba la proposición de las Comisiones unidas, dicha norma queda suprimida.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como yo no soy partidario del nuevo artículo sexto transitorio -daré mis razones cuando tal norma se ponga en votación-,  debo dejar claro que estarán los votos para aprobarlo si se acoge la supresión propuesta.



Me referiré en su momento al artículo sexto transitorio propuesto por las Comisiones unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Ministro, el artículo sexto transitorio que se propone eliminar se refiere a los subsidios que reciben las señales regionales. ¿Eso está repuesto en algún otro artículo?

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Sí, señor Presidente. 



De hecho, se contemplan dos tipos de subsidios: uno, al contenido, que es una atribución entregada al Consejo, conforme a la Ley de Presupuestos; y otro, al equipamiento y a la infraestructura de transmisión, consignado en el artículo 47.



Se estableció así en esos dos artículos, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Okay.



En votación la proposición de las Comisiones unidas para suprimir el artículo sexto transitorio del proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de las Comisiones unidas para eliminar el artículo sexto transitorio del proyecto (23 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Enseguida, las Comisiones unidas proponen consultar, como artículo sexto transitorio nuevo, el siguiente: “Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso quinto del artículo 15º de la ley Nº 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el artículo 15 de la presente ley.



“El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de 30 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.



“Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicarán íntegramente lo dispuesto en el inciso octavo del Artículo Segundo transitorio de la presente ley.”. 



Esta norma, que es de quórum calificado, fue aprobada por mayoría en las Comisiones unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, esta situación fue analizada en las Comisiones unidas. Se trata de que, en la famosa ley de antenas, todos los permisos -por llamarlos de alguna forma- que existían eran del Consejo Nacional de Televisión, otorgados necesariamente para llevar televisión a localidades rurales apartadas, donde había un solo canal. Nos dimos cuenta de que dicho organismo, efectivamente, no había seguido el régimen de entregar por concurso público estas concesiones y no hubo decreto de concesión. 



Por lo tanto, si la futura ley no contiene este artículo sexto transitorio -que lo que hace es, al otorgarse una concesión, obligar a los canales a entregar todos los antecedentes técnicos en un plazo de 60 días-, nos vamos a encontrar que en localidades chicas o menores no habrá la obligación de pasar a televisión digital. Eso significa que van a quedar con la analógica, sin tener algún tipo de exigencia. 



Por lo tanto, con este artículo sexto transitorio se impone la obligación de que en todas aquellas localidades que fueron financiadas por el fondo de antenas -subsidio del Consejo Nacional de Televisión en su minuto- exista la misma exigencia que en cualquier ciudad importante de Chile para migrar a televisión digital en 5 años. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación. 



Es de quórum calificado. 



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solo llamar la atención de que cuando votamos el artículo 15 ter, no alcanzó el quórum requerido. Por lo tanto, no existe el artículo 15 al cual hace referencia la disposición sobre la que nos estamos pronunciando. En él se establecía el derecho preferente también para los grandes concesionarios. 



Este precepto habla de los pequeños en las zonas extremas. Estoy de acuerdo, por cierto. Pero se hace referencia al artículo 15, que se votará en la indicación que propone el Senador señor Letelier. 



Se va a otorgar este derecho preferente a los actuales concesionarios que transmiten en las zonas extremas. Hay parlamentarios que hoy día tienen concesiones en aquellas. Y por el solo efecto de la ley se les va a garantizar que las pueden renovar. Será el Consejo Nacional de Televisión el que, primero, las reserva y asigna directamente y, para todos los efectos, se establece que será como si hubiera habido concurso público. 



En realidad no se trata de concurso público. Habrá una designación o asignación para los actuales operadores en las zonas extremas. Yo no sé si ellos cumplen con todos los requisitos que nosotros queremos. Porque algunos han hecho canales casi personales, y los utilizan estrictamente contra sus adversarios políticos, no para promover la cultura ni la defensa de los kawashkar, en Punta Arenas. Los usan como una herramienta política. 



Ignoro si los Senadores de la zona austral estarán tomando en cuenta lo que aquí se hace. Porque, a lo menos, vamos a tener que confiar en el criterio del Consejo Nacional de Televisión. Pero, a través de este artículo, estamos entregando una renovación con uso preferente y la incorporamos de manera inmediata, sin evaluación previa. 



Por tanto, el Consejo no tendrá sino que entregarla a los actuales concesionarios. Y si alguien más la desea o si lo que queda de comunidad kawashkar en Magallanes quiere postular, nos iremos a la reserva del 40 por ciento. Pero esto tiene que ser con evaluación, porque en este artículo estamos entregando la renovación, nuevamente, a los actuales concesionarios. Solo hago uso del beneficio de la duda. Yo no sé si todos ellos cumplen con aquellos preceptos del buen funcionamiento que establece esta ley. Por lo tanto, será materia del Consejo Nacional de Televisión su verificación. 



Sin duda, todos estamos de acuerdo en apoyar los canales regionales. Queremos efectivamente que allí, de verdad, no haya pago y sí una garantía de subsidio. Espero que el Consejo Nacional de Televisión tenga la lucidez, la responsabilidad y la tolerancia necesarias para entender que en las zonas australes o fronterizas tales instrumentos, por ser únicos, se transforman en un poder extraordinariamente potente. Y yo no quisiera que ese poder esté en manos de uno o de unos pocos, sino en manos de la comunidad y de quien garantice acceso libre y preocupación por los intereses públicos. Porque, si estamos garantizando en esa zona a los dueños de canales que los tienen para ellos, por cierto no es lo más adecuado. 



Quiero advertir de esa posibilidad. Porque esto no es color de rosa. Tiene contenidos, personas reales, intereses concretos. 



Estoy por apoyar a los canales de las zonas extremas y facilitarles incluso que tengan subvención, pero tiene que haber un criterio mínimo de cómo se comportan esos canales. 



A mi juicio, el buen funcionamiento -tema que ha planteado el Senador señor Letelier reiteradamente- debiera dar garantía de que esos canales son plurales, están abiertos a la comunidad y se la juegan por los intereses regionales y no por los de carácter particular de su dueño. De lo contrario, lo que estamos haciendo es entregar un canal para intereses particulares, lo que desvirtúa el espíritu de la propia ley. 



Por lo tanto, tenemos una situación contradictoria. Aquí se vuelve a introducir el derecho preferente. Estoy de acuerdo en que sea para los pequeños, con las observaciones que he señalado, porque no hay artículo 15. Por ende, estamos haciendo referencia a una norma inexistente, confiados en que va a haber una disposición de consenso. 



Pregunto al señor Ministro si estos nuevos concesionarios van a financiar su paso a la nueva modalidad. ¿Todos tienen la capacidad económica suficiente, o van a ser inversiones privadas? Si se van a requerir decodificadores, ¿cómo lo harán? Porque algunos son muy pequeños, pero otros tienen capacidad económica. Cuando se haga la transferencia, ¿usarán recursos propios los canales regionales o los comunitarios? 



Entiendo que esta instancia da la posibilidad de aclarar las dudas. He planteado las mías, que tienen una cierta contradicción que no es propia, pues emana del debate que hemos tenido respecto de artículos que hoy día no existen y a los cuales hacemos referencia. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en mi opinión, es conveniente aclarar lo que está planteando el Honorable señor Navarro, como consulta al Ministro, porque la lectura que uno tiene del artículo sexto transitorio es exactamente al revés; o sea, donde hay infraestructura y canales funcionando en las zonas extremas, se desprende que se asignarán directamente por el Consejo Nacional de Televisión para que lo continúen haciendo, en el entendido de  que lo obtienen sin necesidad de concursar, en el caso de que se llame a ello. 



Entonces, sería conveniente aclarar el asunto, para saber exactamente qué estamos votando. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, en efecto, la situación es absolutamente al revés de como la plantea el Senador señor Navarro. 



Lo que estamos haciendo acá respecto de los que tienen una concesión y que en su minuto recibieron un subsidio para efectos de hacer las extensiones a localidades rurales, es que las normalicen. Es la exigencia que pone esta ley, pues todos los canales tienen la obligación de migrar de televisión analógica a digital. Si no fuera de esa forma, quedaríamos con el problema de que no habría exigencia para tener televisión digital en las zonas extremas. 



El subsidio acerca de la infraestructura está en el artículo 47, que ya se aprobó. Se trata de una ayuda del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, que se entrega efectivamente por concurso y que va a ser asignada en particular a los canales regionales, locales o comunitarios antiguos y nuevos, para que puedan migrar a la televisión digital e instalar nuevos canales. Para eso se halla definido el subsidio en la referida norma. 



Por lo tanto, lo que estamos haciendo es poner la exigencia, de tal forma de que exista la obligación de los canales de migrar a televisión digital, en particular en las zonas extremas, y que fueron financiados en su minuto con subsidios del Consejo Nacional de Televisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Ministro, lo otro que debe precisarse es que hay artículo 15, pero no incluye el inciso séptimo -que se cayó- relativo al derecho preferente. 



Pero tal disposición existe. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo sexto transitorio, nuevo, propuesto por las Comisiones unidas (26 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Gómez y Navarro

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Vuelvo a solicitar la unanimidad de la Sala para discutir la modificación propuesta al Artículo Segundo transitorio.

El señor CHAHUÁN.- Muy bien.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El señor Secretario va a leer la indicación referida al Artículo Segundo transitorio. Se detectó un error en la especificación del plazo máximo y en el porcentaje de cobertura digital.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación al Artículo Segundo transitorio propone modificaciones a sus incisos segundo y tercero. 



En el caso del inciso segundo, establece: 



“Inciso segundo: para reemplazar la palabra “tres” por la palabra “cinco”, y la cifra “85%” por la cifra “100%”.”.



Tales conceptos figuran casi al final del texto del inciso segundo, en la parte que dice: “tendrán un plazo máximo de tres años, a contar de tal fecha” -se entiende que es la fecha de la entrada en vigencia de la ley- “para lograr una cobertura digital de al menos un 85% de las concesiones que detenten”.



Y en el caso del inciso tercero, dispone:



“Inciso tercero: para eliminarlo”.



En ambas situaciones, se requiere la unanimidad de la Sala.

El señor NAVARRO.- No hay unanimidad. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la cuestión radica en que, tratándose de las concesiones televisivas, cada canal posee más de una concesión en diferentes territorios. La modificación propuesta apunta a asegurar que el cien por ciento de ellas sean digitales. Porque los territorios que interesan a las concesionarias son los de grandes consumos: Santiago, Valparaíso, la Octava Región. Y si no se pone esto aquí, las comunidades más pequeñas quedan en situación de perjuicio. 



A mi entender, es un error que no se corresponde con la voluntad del Ejecutivo. Lo detectamos en el debate. 



Insisto en que la indicación permite asegurar que el cien por ciento de las concesiones pasen a digital -y no solamente algunas-, de forma tal que ciertas provincias no queden en situación de desmedro.

El señor CANTERO.- Tiene toda la razón.

La señora RINCÓN.- ¿Únicamente se trata del Artículo Segundo transitorio?

El señor LETELIER.- Sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La indicación se refiere al Artículo Segundo transitorio y dice:



“Inciso segundo: para reemplazar la palabra “tres” por la palabra “cinco”, y la cifra “85%” por “100%”.”.



“Inciso tercero: para eliminarlo”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Recabo nuevamente la unanimidad de la Sala.

El señor NAVARRO.- La doy, pero solo para eso.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación, entonces, las enmiendas propuestas a los incisos segundo y tercero del Artículo Segundo transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación que propone introducir modificaciones al inciso segundo y eliminar el inciso tercero del Artículo Segundo transitorio (27 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ocuparse del artículo séptimo transitorio, aprobado en la Cámara de Diputados y acogido en general por el Senado. Las Comisiones unidas proponen suprimirlo.



El precepto establece:



“Artículo séptimo.- Siguiendo las recomendaciones internacionales de la Unión Internacional de Telecomunicaciones a las cuales Chile está adherido, no podrán asignarse canales adyacentes de libre recepción televisiva en la banda VHF. Por canales adyacentes, se entiende a aquellos que están físicamente contiguos en el espectro radioeléctrico y que sí podrán asignarse, cuando corresponda, en la Banda UHF”. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, se trata de una cuestión de concordancia. 



Desde el punto de vista de la distribución técnica, no corresponde dejarlo establecido en esta norma, pues forma parte de lo que ya se dispuso en el artículo 15, que es la migración. 



Por lo tanto, no tiene sentido plantearlo en este artículo transitorio. Por eso en las Comisiones unidas se acordó eliminarlo.



Lo mismo cabe precisar en el caso del artículo octavo transitorio, que viene a continuación -y aprovechando el uso de la palabra-, que también fue normalizado e incorporado en otros preceptos dentro del cuerpo del proyecto.



Debido a eso se pide suprimir ambas materias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la supresión del artículo séptimo transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación la supresión del artículo séptimo transitorio, precepto que fue aprobado por la Cámara de Diputados y acogido en general por el Senado. 



La norma no es de quórum especial.

El señor LARRAÍN.- Podríamos votar los dos juntos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si se aprueba la supresión del artículo séptimo transitorio, con la misma votación se podría acoger la enmienda al octavo transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del artículo séptimo transitorio (23 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Zaldívar (don Andrés). 



Se abstuvieron los señores Gómez y Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pasamos al artículo octavo transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Tampoco requiere quórum especial. Las Comisiones unidas también proponen suprimirlo.

El señor CHAHUÁN.- Que se apruebe con la misma votación anterior. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de las Comisiones unidas con la misma votación anterior.



Acordado.



--Se aprueba la supresión del artículo octavo transitorio (23 votos a favor y 2 abstenciones).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora, corresponde tratar las indicaciones renovadas para incorporar nuevos artículos transitorios.



La primera es la indicación N° 569 bis, que propone agregar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:



“La totalidad de las bandas del espectro radioeléctrico que se conocen como VHF y UHF y que no sean asignadas a concesiones de radiodifusión de Televisión Digital Terrestre, pasarán a formar parte del patrimonio de Televisión Nacional de Chile para su uso o administración, ya sea a través de la explotación directa o del usufructo de su arrendamiento.”.



No es una norma de quórum calificado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente deseo solicitar que, si es posible, las indicaciones que se han sumado para agregar artículos transitorios sean votadas en conjunto.

El señor NAVARRO.- No.

El señor QUINTANA.- No.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo, Su Señoría. Además, algunas son de quórum especial y, por lo tanto, no pueden votarse juntas.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, respecto a este mismo proyecto, aprobamos en la Sala un artículo que dispone que el espectro radioeléctrico forma parte de los bienes nacionales de uso público y, por ende, no es susceptible de apropiación. Sin embargo, aquí se le adjudica por ley una parte de ese espectro radioeléctrico a una institución, que aunque sea del Estado, sigue siendo una institución. De esa manera se particulariza una propiedad.



En consecuencia, me parece completamente improcedente esta indicación.

El señor CANTERO.- ¡Está privatizando el espectro…!

El señor PROKURICA.- ¡No a la privatización…!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta situación es muy similar a la que sucede en el Ministerio de Vivienda con los retazos de las áreas verdes y de las propiedades que ha tenido el SERVIU. Y lo mismo ocurre con la Cartera de Bienes Nacionales.



La clave de esto radica en el tipo de Gobierno: hay Ministros y Ministros de Bienes Nacionales, Ministros y Ministros de Vivienda, algunos más privatizadores, otros que rematan y tiran los bienes del Estado por la ventana.



Yo le pregunto al señor Ministro: ¿Dónde van a quedar estos remanentes? ¿Quién va a ser su custodio? ¿Quién garantizará que sigan siendo bienes nacionales de uso público y se preocupará de su administración? Estos no se hallan incorporados en esta iniciativa. Imagino que se regirán por la ley general de concesiones o que estarán sujetos a la misma normativa en proyecto siendo bandas diferentes.



Entonces, se abre toda una disputa sobre un espacio que tiene que ser ocupado. Me habría gustado que incorporáramos eso en la legislación, que también hubiéramos debatido acerca de cómo se otorgan tales frecuencias. Porque, si no, su entrega será discrecional, dependerá más bien del Gobierno de turno.



De ahí que le consulte al señor Ministro: ¿Estos remanentes se van a regir por las normas estrictas de la ley en proyecto, pese a ser de naturaleza diferente, ya que esta consagra la modernización, la digitalización de las señales? ¿O ello quedará a criterio del Ejecutivo de turno?



¿Quién debiera custodiar este espacio? Por cierto, un especialista, que sepa de televisión. TVN es del Estado. Allí están representados todos. Hay un directorio, que no me gusta, pero que tiene una representación muy amplia y puede administrar estos bienes. Uno pudiera decir que estos son inenajenables. El Senador Hernán Larraín ha señalado: “estos son bienes del Estado, no pueden pertenecer a un privado”.

El señor LARRAÍN.- A una empresa. Nadie ha hablado de “privado”.

El señor NAVARRO.- No obstante, esta es una empresa estatal. Su dueño es el Estado. Y es una empresa pública que administra uno de los mejores canales de Chile. Por tanto, que la propiedad la resguarde una institución especializada del Estado resulta del todo coherente. Lo incoherente sería dejar esto en una Subsecretaría con un claro fin político.



Pueden gustarnos o no los estatutos de TVN. Yo estoy por una televisión pública que no tenga que autofinanciarse, que sea solventada por el Estado. Por consiguiente, me interesa empoderar a Televisión Nacional de Chile para generar un equilibrio en un mercado altamente competitivo, en donde el sector privado cuenta con miles y miles de recursos mayores que los que posee TVN, porque la obligamos a autofinanciarse.



Entonces, ¿cuál es el temor a que estas señales queden en manos de Televisión Nacional de Chile, por cierto, con la formalidad de que no puedan ser enajenadas?

El señor LARRAÍN.- Es un usuario.

El señor NAVARRO.- El Senador Hernán Larraín tiene razón. Puede ser un usuario, porque posee el mismo estatus que el resto de los canales. Pero yo tengo más confianza en que sean resguardados por un estatuto dentro de Televisión Nacional de Chile a que lo sean por el Subsecretario de turno. No es que desconfíe de este Subsecretario: puede ser de cualquier signo político.



Espero que el señor Ministro nos aclare dónde van a quedar estos remanentes. Lo peor que podría pasar es que después esto se convirtiera en el reservorio de privados mediante mecanismos que la ley en proyecto no contempla. Si los procedimientos de asignación de esas concesiones son los que esta establece, incluso de opción preferente, el sistema será muy complejo. Y en esta dimensión, ¿qué mecanismo regirá para el remanente?



Siento que esta indicación se encuentra bien orientada. Es posible perfeccionarla. Pues, en verdad, desconfío mucho de las facultades que pueda tener un Gobierno de turno en este ámbito.



No quiero un paquete liquidador, un “combo uno”, un “combo dos”. No quiero que las frecuencias salgan a remate al mejor postor. Debiera haber un uso orientado por el Estado. Y la única manera de conseguirlo sería que este las conservara. Si quedan en la Subsecretaría, no se hallarán seguras. Porque podrán ser entregadas a privados. Contrariamente a lo que plantea el Senador Hernán Larraín, si se dejan en manos de la Subsecretaría, será posible otorgarlas a privados. Y prefiero que se encuentren en una empresa estatal, donde haya una vasta gama de representación en su directorio, en lugar de en una Subsecretaría, que las pueda entregar a discreción.



Salvo que el señor Ministro nos aclare ese punto, yo voy a apoyar esta indicación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Ministro.

El señor CANTERO.- No. Estamos en votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría, le puedo ofrecer la palabra al Ministro, porque va a rectificar. Y yo estoy dirigiendo el debate.

El señor CANTERO.- No puede hablar. Estamos en votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, solo deseo hacer una rectificación.



Las frecuencias del espectro se entregan por concurso público establecido por la Ley de Telecomunicaciones. Y, en este caso, las de televisión de libre recepción son otorgadas por la ley del Consejo Nacional de Televisión.



Por lo tanto, las facultades desde el punto de vista de cómo se asignan, se entregan o se concursan las frecuencias están definidas por este Poder del Estado a través de las leyes. Y así funciona el régimen completo desde el punto de vista político en Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación Nº 569 bis (17 votos en contra, 3 a favor y 2 abstenciones).



Votaron en contra las señoras Allende y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron a favor la señora Pérez (doña Lily) y los señores Navarro y Rossi.



Se abstuvieron la señora Rincón y el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, en cuanto al uso de la palabra por parte del Ministro, les quiero decir que el artículo 37 de la Constitución establece que “Durante la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier diputado o senador al fundamentar su voto”.



Por lo tanto, a los Secretarios de Estado les asiste el derecho a utilizar la palabra durante una votación cuando quieran rectificar. Por eso procedí de esa forma. Y cumplo con la Constitución, aunque esta no me guste.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero hacer presente que en la votación anterior mi pronunciamiento fue negativo. Está mal consignado. Y habría que agregar el voto en contra del Senador Kuschel.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia de ello.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí, por favor. Es para rectificar mi voto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ello no se puede hacer. Pero lo vamos a dejar consignado.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¿Aunque haya sido de inmediato?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así es.

La señora PÉREZ (doña Lily).- No importa. Está bien.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia de ambas situaciones.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Pasamos, señores Senadores,…

La señora RINCÓN.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, se puede pedir la unanimidad de la Sala para la rectificación de los votos de los colegas.

El señor PROKURICA.- Sí, porque se citó mal el artículo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Debo manifestarle a la Senadora señora Rincón que tal vez en esta oportunidad no haya dificultad. Pero podrían producirse situaciones complejas en las cuales después de votar alguien quisiera rectificar su pronunciamiento.

La señora RINCÓN.- Pero no inmediatamente. 



Si usted pide la unanimidad de la Sala, no creo que haya problema.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tendríamos que votar de nuevo la indicación.



Si le pareciera a la Sala, podríamos repetir la votación. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Se puede repetir.

La señora RINCÓN.- Repitámosla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si hubiese unanimidad.



¿La hay?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hay que considerar que sentar precedentes es complicado. Y, por eso, debemos aplicar bien las normas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo señalar que, conforme al artículo 177 del Reglamento, “No procederá reclamo alguno después de proclamada la votación”.



Sin perjuicio de lo anterior, el señor Presidente manifestó que se dejará constancia del cambio solicitado por la Senadora señora Lily Pérez, en el sentido de que por equivocación votó a favor, en circunstancias de que su intención era votar en contra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así se procederá.



Ello porque, si nos saltamos las normas reglamentarias cuando existen dificultades en alguna situación, se genera un precedente. Y me parece que esa no es la forma correcta de dirigir el Senado.



En consecuencia, se deja constancia, por una parte, de la intención de voto negativo de la Honorable señora Lily Pérez, quien se pronunció a favor, y por otra, de la intención de voto en contra del Senador señor Kuschel.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Muy bien.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Conforme.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que el Honorable señor Escalona me remplace en la testera por algunos minutos. 



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada N° 569 ter propone agregar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:



“Pasados 60 días desde la entrada en vigencia de esta ley, deberá efectuarse una renovación total y de una sola vez del Consejo Nacional de Televisión, para dar cumplimiento con nuevos perfiles del Consejero”.



Esa norma es de quórum calificado, por referirse a la elección del Consejo Nacional de Televisión.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la indicación en debate da cuenta de la renovación de los consejeros. 



Con la entrada en vigencia de la ley en proyecto, la actual conformación del Consejo -en algunos casos, sus miembros no se renovarán hasta 8 años más- no reflejará el nuevo perfil que deben tener los consejeros.



Todo apunta a que “a ley nueva, Consejo y consejeros nuevos”. Es decir, el Consejo Nacional de Televisión deberá adaptarse a lo que hemos discutido vastamente: a los consejeros designados por el Presidente de la República; a la representación muy amplia.



Por lo tanto, como planteamos en la indicación, “Pasados 60 días desde la entrada en vigencia de esta ley, deberá efectuarse una renovación total y de una sola vez del Consejo Nacional de Televisión, para dar cumplimiento a los nuevos perfiles del Consejero”.



Actuar de otra forma implicaría tener una nueva ley y consejeros de arrastre. O, haciendo un símil, disponer de una ley de nuevos CORE con los cores antiguos. 



Resultaría absolutamente coherente que, si va a entrar en vigencia una ley -repito: debatida con amplitud- donde se establece el mecanismo de designación de los 10 integrantes del Consejo Nacional de Televisión, ella contemplara más diversidad, mayor presencia de gente de regiones, garantizando la de la mujer.



Eso me habría gustado, pero es lo que hay. Y ya que es así -aquello siempre ha sido un mínimo-, quiero que el Consejo se adapte a la nueva ley y renueve la totalidad de sus miembros después de 60 días de su entrada en vigencia.



Ello es del todo razonable, señor Presidente. Y como todos estos cargos tienen una amplia influencia, algunos de los actuales consejeros podrían ser designados para un nuevo período. Porque es perfectamente factible que el Presidente de la República diga: “Reitero tales nombres”. Pero hay que dar la posibilidad de una nueva integración y de que no exista un parche.



Yo soy partidario de la renovación total de los consejeros. Muchos podrán continuar, algunos nombres me satisfacen a plenitud; otros, llegado el momento, deberán ser evaluados conforme a la nueva legislación.



Esos son los fundamentos de la presente indicación, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, dado que existen consejeros nombrados recientemente -los miembros del Consejo se renuevan por parcialidades, en un proceso que ha funcionado bastante bien-, y que resulta claro que cuando entre en vigencia la nueva ley su implementación va a requerir personas con experiencia, nosotros votaremos en contra de esta indicación.

El señor LARRAÍN.- Y si cambiamos la Constitución ¿va a cambiar el Senado?

El señor NAVARRO.- La divergencia nunca hace mal, colega. 



Al menos, todos irían a la reelección.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 569 ter (16 votos contra 2).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Navarro y Rossi.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Quiero saludar a los miembros de la organización civil “Amor de Papá”, que se encuentran en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Imagino que están atentos al trabajo de la Comisión Mixta con relación al proyecto de ley que les preocupa.



¡Bienvenidos! 



Gracias por acompañarnos.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, la indicación renovada N° 580 agrega un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:



“En la totalidad de las bandas del espectro conocidas como VHF y UHF y durante el período conocido como simulcasting, sólo se podrán otorgar concesiones de televisión de libre recepción. Luego del apagón analógico, estas bandas se podrán asignar a otros usos distintos a la teleradiodifusión, que no impliquen cobro por acceso a los usuarios, y seguirán consagradas a la libre recepción de las personas y las comunicaciones ciudadanas”.



Esa norma es de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, deseo hacer una precisión.



La verdad es que esa materia ya se recogió en el artículo 17. Además, el concepto de telerradiodifusión no existe. Solo existen la radiodifusión sonora y la radiodifusión televisiva, analógica y digital.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Es que la indicación incursiona en un nuevo descubrimiento científico-tecnológico, señor Ministro.



¡No nos cerremos al avance de la ciencia y de la técnica…!

El señor NOVOA.- ¿La firmó Julio Verne…?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Exacto.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, independiente del contenido de la indicación, no me parece adecuado utilizar expresiones cuyo significado se desconoce.



Por ejemplo, el término “simulcasting” es una expresión anglosajona que no debería contemplarse en una ley chilena en esa versión, y menos todavía cuando su significado puede ser discutible y no uniforme en su acepción castellana.



Así que -creo yo- eso invalida una indicación de esta naturaleza.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en las Comisiones unidas se discutió largamente lo relativo al people meter on-line. Yo no sé si al final quedó así en el texto o se remplazó por “medición en línea”. Pero la mayoría de los colegas utilizó la expresión anglosajona en todo el debate, porque era asimilable.



La indicación en debate fue formulada por el Senador Pizarro, y tiene un elemento absolutamente rescatable. Yo pedí al señor Subsecretario o al señor Ministro que nos informaran cómo se van a usar las bandas que quedarán disponibles.



¿Se va a cobrar a los usuarios por el acceso? ¿Van a experimentar modificaciones? No se ha dicho que se regirán por la legislación en vigor. Pero quienes no nos sentimos plenamente satisfechos con esta necesitamos esos datos. 



La indicación expresa que luego del apagón analógico tales bandas “seguirán consagradas a la libre recepción de las personas y las comunicaciones ciudadanas”.



¿El Ejecutivo está en condiciones de garantizarnos que así ocurrirá?



Quizás la indicación no se apruebe, pero plantea un debate que viene. En este Gobierno o en el próximo comenzará el uso de esas bandas del espectro público y su correcta implementación.



Por lo tanto, señor Presidente, a pesar de no ser una indicación que yo haya patrocinado, creo que, más allá de las observaciones lingüísticas, tiene un contenido que me parece pertinente. Y me gustaría que el señor Ministro subrogante nos pudiera ilustrar sobre aquello, independiente de que sea o no su responsabilidad inmediata aplicar la ley para tal asignación. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 



¿Algún nuevo aporte lingüístico?

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, claramente lo que voy a expresar no es un aporte lingüístico de origen anglosajón, como lo plantea el Senador Navarro, sino muy por el contrario.



Cabe recordar que esta indicación fue aprobada con modificaciones como parte del artículo 17, nuevo.



Los usos del espectro deben ser definidos, a nuestro juicio, a través de un plan de radiodifusión televisiva y no mediante una ley, ya que tienen que ser flexibles.



Insisto en que esta indicación fue aprobada con modificaciones, por unanimidad, por las Comisiones unidas. Por lo tanto, la idea es rechazarla.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 580 (14 votos en contra, 4 a favor y una abstención).


Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.



Se abstuvo la señora Rincón.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el documento que los señores Senadores tienen a su disposición figuran las últimas indicaciones renovadas, que son las números 573, 574, 575, 576 y 577, para agregar como artículo transitorio, nuevo, el siguiente:



“Las primeras concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción de carácter comunitario que se otorguen en cada localidad, deberán ser asignadas a las organizaciones que tengan experiencia o en las cuales participen personas con experiencia en la creación de contenidos de radiodifusión televisiva de libre recepción de carácter comunitario en esa localidad”.



Esta norma es de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechazan las indicaciones renovadas N°s 573, 574, 575, 576 y 577 (13 votos contra 7 y una abstención).


Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Cantero, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Walker (don Ignacio).

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la normativa que queda pendiente y respecto de la cual se reabrió el debate es el inciso séptimo del artículo 15, que fue votado y rechazado por falta de quórum. En consecuencia, el inciso octavo, que estaba directamente relacionado con aquel, también se dio por rechazado.



Por lo tanto, ahora corresponde ver si se presenta un nuevo texto alternativo que tuviese aceptación mayoritaria -la disposición requiere quórum especial-, o de lo contrario, dado que se reabrió el debate, efectuar nuevamente la votación. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, si reabrimos el debate debiéramos discutir de nuevo la materia.



Deseo saber si reglamentariamente es posible pedir segunda discusión o postergación de la votación, porque el tema que aborda la norma en cuestión es, probablemente, uno de los más importantes. Además, requiere quórum especial para su aprobación, el cual  no se alcanzó en la sesión anterior. Entonces, yo sugiero llevar a cabo el debate ahora y ver después si procede o no postergar la votación, según los Senadores que estén presentes en la Sala.



Mi consulta es de orden reglamentario. En caso de ser procedente la petición de segunda discusión, la haríamos efectiva en su momento.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Senador, al reabrirse el debate, la normativa queda sujeta a una nueva discusión y, por consiguiente, es posible pedir segunda discusión si se quiere resolver el tema en la próxima sesión. Lo único que ocurriría sería que no se despacharía el proyecto ahora, quedando pendiente solo esa norma.



Hago presente a los señores Senadores que el artículo 15, inciso séptimo, figura en la página 53 del boletín comparado, y se halla relacionado con el derecho preferente en las renovaciones de las concesiones.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, efectivamente, se acordó reabrir el debate. Con el Senador Letelier y el Ejecutivo hemos tratado de encontrar una redacción que satisfaga a la mayoría.



Entiendo que la idea es, precisamente, especificar, clarificar o definir qué es una renovación preferente…

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Perdón, señora Senadora, pero no logro escucharla...

La señora ALLENDE.- Continuaré cuando termine de hablar el Senador Navarro.



Señor Presidente, decía que con el Senador Letelier y el Ejecutivo estábamos viendo una redacción nueva que recogiera nuestras inquietudes y, en ese sentido, llegar a cierto entendimiento.



Y quiero saber si existe acuerdo con el Ejecutivo.



Lo último que conversamos tuvo que ver con hacer una rectificación a la nueva redacción que se había propuesto. Porque allí hay un párrafo que no nos satisface, que es del siguiente tenor:



“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión”. Hasta ahí no hay problemas. Luego, continúa: “Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido sancionado por infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad de la misma. Se considerará que ha cometido infracciones reiteradas, aquella concesionaria que durante la vigencia de la concesión original o de su respectiva renovación, le hubieren sido aplicadas más de cinco sanciones de suspensión de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 N° 3 de esta ley”.



Se consultó al Ejecutivo -para ser precisa- acerca de qué significa “infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad” de la concesión y que se considerará el hecho de que “le hubieren sido aplicadas más de cinco sanciones de suspensión”.



Debo informar a mis Honorables colegas que nunca, en 20 años -¡nunca, en 20 años!-, ninguna estación de televisión ha tenido una suspensión de su transmisión. Por lo tanto, poner “más de cinco sanciones”, cuando en todo ese tiempo jamás ocurrió tal hecho, me parece que está totalmente de más y es desproporcionado.



Por eso, propongo al señor Ministro subrogante que a lo menos se diga “una vez”, ya que nunca se ha aplicado una suspensión de ese tipo.



Tengo entendido de que en eso hay un principio de acuerdo.



En segundo lugar, se incluyó un párrafo que sí es fundamental. La vez anterior tuvimos una diferencia al respecto y no se reunió el quórum para aprobarlo, porque se estaba discutiendo el derecho preferente.



El inciso final que se agrega a la nueva indicación es el siguiente:



“Tampoco podrá otorgarse la concesión al solicitante que no dé fiel cumplimiento a las leyes N°s. 17.336, 19.889 y 20.243”.



De ese modo, por supuesto, estamos preservando y garantizando los derechos de los trabajadores de las estaciones de televisión, cuestión que habíamos discutido ampliamente, porque en muchos casos hay contratos ficticios, etcétera. Había una serie de aspectos donde era substancial resguardar tales derechos.



Dicho lo anterior, señor Presidente, solo pido -por su intermedio- que consulte al Ejecutivo si está de acuerdo en que es un exceso establecer cinco sanciones de suspensión, toda vez que no se ha aplicado ninguna en 20 años. Carece de todo sentido poner esa cantidad. Si quieren disponerlo así, debo decir simplemente que eso es algo que nunca va a ocurrir. Entonces, ¿para qué exigir cinco sanciones de suspensión?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este artículo tenía dos aspectos que habían motivado el debate: primero, el ya reiterado “derecho preferente” -vale decir, en la renovación de una concesión con medios propios la concesionaria titular tendrá derecho preferente en la adjudicación-; y dos, el relativo a las infracciones cometidas en los términos en que ha planteado la Senadora Allende. 



En verdad, el nivel exigido es de tal magnitud que ninguna empresa va exceder el límite y, por lo tanto, nadie va a ser sancionado. Se ha puesto una vara altísima para que ello se cumpla. 



A ese respecto, debo decir que se cayó la norma pertinente porque no se reunió el quórum necesario y porque, además, insistimos en que, acerca del correcto funcionamiento -esto se encuentra en el artículo 1° del proyecto-, se debía contemplar el cumplimiento de las normas laborales, el derecho de autor; en definitiva, la protección de quienes participan en el proceso de televisión, como actores, locutores, etcétera.



En esa materia tampoco hubo consenso. El correcto funcionamiento no deja del todo claro el tema laboral. Dice la norma: “Se entenderá por correcto funcionamiento de esos servicios el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación; a la dignidad de las personas; a la protección de la familia; al pluralismo; a la democracia; a la paz; a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico.”. 



Estoy plenamente de acuerdo con lo que señala dicho precepto. Espero que el respeto a la democracia y al pluralismo se cumpla, porque en todos los canales de televisión escasean los panelistas de Izquierda. O sea, no hay lugar para ellos, salvo un programa de Televisión Nacional, donde se incorporó a la Presidenta de la CUT, que es dirigenta sindical. Como la Constitución le prohíbe ser candidata la llevan como panelista política. En todo caso, es muy bueno que Bárbara ocupe ese espacio.



Ojalá que la protección del pluralismo pueda darse en todos los sectores, no importando si son minoritarios. ¡Y la Izquierda en este país no es una minoría, sino un actor importante!



Sin embargo, señor Presidente, en esta legislación no se halla incorporado lo relativo al cumplimiento de las normas laborales. Y creo que el correcto funcionamiento de una concesión del Estado, que es un bien nacional de uso público, debiera contemplar aquello.



El Presidente Piñera pronunció ayer, 21 de mayo, un extenso discurso de despedida, o más bien de proclamación para el 2017, porque la verdad es que el 70 por ciento de lo que allí planteó se encuentra dirigido para un próximo Gobierno; no incorporó nada de lo laboral. No hizo mención en absoluto a los trabajadores de nuestra patria ni a ninguna reforma, sindicalización, derecho a huelga, protección, etcétera.



Ha sido algo sistemático dejar fuera los derechos laborales. Y pareciera ser que el correcto funcionamiento va a cumplir con todo aquello. 



No obstante, alguien que concesiona un bien nacional de uso público tiene que respetar los derechos de los trabajadores. De modo que debería estar incorporado en esta normativa el derecho a la propiedad intelectual, tal como lo han planteado los sindicatos de artistas y de locutores, pero ello ha sido reiteradamente negado.



Por lo tanto, hay tres observaciones a este artículo, aun cuando estamos discutiendo -así lo entiendo, señor Presidente- solo lo relativo al derecho preferente -que esto lo aclare la Mesa-, ya que este fue el único precepto que quedó marginado del debate, a pesar de que había tres elementos en cuestión: uno, la inclusión del correcto funcionamiento, que no recoge el tema laboral; dos, el derecho preferente, que algunos deseamos eliminar para que exista verdadera competencia, y tres, el hecho de que para terminar con una concesión no sea necesario excederse en 50 por ciento al promedio anual de las sanciones aplicadas a la totalidad de los canales concesionarios, en un lapso de 10 años. Ello equivale a decir que no existe disposición alguna a ese respecto, porque lo que se exige no va a ocurrir. Así lo señaló claramente la Senadora Allende sobre la base de las estadísticas de los últimos 20 años.



En consecuencia, me gustaría que se precisara si estamos discutiendo solo el inciso vinculado con el derecho preferente o el artículo 15 completo. Entiendo que se trata nada más que de ese inciso.



Siendo así, nuevamente me opondré a que haya derecho preferente, tal como lo hicimos la vez pasada. Yo prefiero esa opción para los canales pequeños, para los regionales y, por cierto, que exista competencia respecto de aquellos que legítimamente quieran hacer de su concesión un elemento de mercado, de lucro necesario. 



La televisión abierta debe ser privada. No obstante, para que sea competitiva, garantizarle y blindarle la concesión es un error.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, dado que no se ve voluntad por parte del Ejecutivo para avanzar en esta materia, especialmente en los temas laborales, nuestra bancada pide segunda discusión.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En la primera discusión, tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero referirme a un asunto que se ha mencionado acá. Al analizar el buen uso o el correcto funcionamiento de los canales de televisión, se dice que es preciso incluir dentro de ese concepto el cumplimiento de las leyes laborales, de las normas sobre propiedad intelectual. La pregunta es por qué no agregamos también el cumplimiento de la legislación tributaria y el de todas las otras normativas.



El concepto “correcto funcionamiento” se refiere específicamente a cómo opera la televisión. 



Y si incorporamos la exigencia de cumplir las leyes laborales en todas las normativas que aprobamos -porque esto es algo que ocurre sistemáticamente-, lo que se está haciendo al final es debilitar la legislación laboral, que es una sola y se aplica a todas las empresas, sean de televisión, de radio o de cualquier actividad. La justicia laboral es la misma para todas ellas. Quien va a resolver el correcto funcionamiento es el Consejo Nacional de Televisión, el cual no tiene aptitudes para determinar si se cumplen o no las leyes laborales.



Por eso deseo referirme más al concepto que a la norma específica.



Sobre el particular -y la señal que se ha dado es que la norma se cayó no tanto por el derecho preferente para renovar la concesión, sino porque no se incluían todas las prevenciones señaladas- debo manifestar, respetando la opinión distinta, que no soy partidario de incorporar esos aspectos cada vez que analizamos una legislación específica, porque al final lo que estamos haciendo es debilitar la normativa laboral.



En efecto, desde esa perspectiva, ¿por qué en la Ley de Bancos no se establece que estas entidades deben cumplir las normas laborales y sí se dispone en otras normativas? ¿Las entidades bancarias están exentas de esa obligación? No lo están.



Por lo tanto, esta es una cuestión de fondo. Aquí estamos hablando de un derecho preferente para que quien está operando una concesión pueda renovarla. 



Desde ese punto de vista, deseo señalar que la Cámara de Diputados aprobó un precepto muy simple en relación con esta materia. Y, como las normas aprobadas por las Comisiones unidas no alcanzaron el quórum necesario aquí, no sé si se votó o no la acogida por dicha Corporación, porque bien podría aprobarse ella acá. En todo caso, si no se aprueba ni lo uno ni lo otro, este asunto irá a la Comisión Mixta.



Entiendo que se llevará a cabo una segunda discusión sobre este tema. No obstante, quiero manifestar que no debemos alarmarnos si en cada normativa que discutamos relacionada con una institución no incluimos normas ambientales, laborales, tributarias o de propiedad intelectual. ¿Por qué no alarmarnos? Porque esas materias se encuentran reguladas por leyes, y estas las tienen que cumplir todos; son de aplicación general.



Considero que es una gran confusión pedirle al Consejo Nacional de Televisión que entre a pronunciarse sobre aspectos de índole laboral.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ATTON (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, en efecto, había acuerdo para revisar, en el artículo 15, el inciso séptimo, relativo al derecho preferente, junto con el inciso final, relacionado con el cumplimiento de las leyes laborales.



Dado que no existió acuerdo inicial en la propuesta que estábamos redactando, nuestra sugerencia es que se vote y que el asunto vaya a la Comisión Mixta, en el entendido de que el Ejecutivo se compromete a concordar allí una redacción que nos deje a todos conformes en cuanto a la idea que anima a las Comisiones unidas -según entiendo- y al Gobierno, cual es dar estabilidad en el largo plazo.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, habiendo un compromiso del Ejecutivo para concordar una redacción sobre esta materia, quiero pedir que este proyecto de ley salga finalmente de la Sala del Senado al objeto de, en la prosecución de su estudio, generar un espacio de conversación y negociación que nos permita llegar a un nuevo texto.



De hecho, el Ejecutivo estaría disponible, según hemos conversado con el Ministro de Transportes subrogante, para bajar de cinco infracciones a tres o para llegar a una redacción de común acuerdo.



Entonces, le pido al Senador que solicitó segunda discusión que reevalúe su posición a los efectos de que se despache la iniciativa y, si no se llega a acuerdo, la Comisión Mixta resuelva el problema.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, daríamos un buen paso si termináramos la discusión de este proyecto, que ha sido eterna y que -todos somos conscientes de ello- nos está dejando cada vez más rezagados.



Entiendo que esta es una cuestión compleja. Pero, en mi concepto, ya no da para más.



Por lo tanto, si hay empeñada una palabra y vamos a hacer un acto de confianza en el sentido de que el Ejecutivo entiende nuestros razonamientos sobre la relevancia de, por un lado, incorporar el fiel cumplimiento de las leyes -y en este punto tengo una diferencia con el Senador Novoa, pues considero fundamental ratificar la importancia que reviste el sometimiento a las normativas laborales en lo concerniente a los trabajadores-, y por otro, rebajar las cinco sanciones, toda vez que no se ha aplicado ninguna en veinte años, me parece una buena salida que vayamos a la Comisión Mixta y tratemos de resolver la situación allí.



Esa es mi opinión, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Perfecto.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- El Honorable señor Rossi no ha retirado su solicitud de segunda discusión en torno al inciso séptimo del artículo 15.



No hay más inscritos.



Por consiguiente, queda pendiente.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No, Su Señoría. El Senador señor Rossi me ratificó que no retira su solicitud de segunda discusión.



En consecuencia, se cierra la primera discusión.



--El inciso séptimo del artículo 15 queda para segunda discusión.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Corresponde discutir en particular el proyecto de ley sobre quiebras.



El Honorable señor Pérez Varela, en virtud de lo avanzado de la hora, me sugirió recabar el acuerdo de la Sala para comenzar el debate en la sesión del martes 4 de junio.



También, podríamos proceder de inmediato a la relación...

La señora RINCÓN.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).-... e iniciar la discusión particular en la referida sesión.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- La tiene, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un proyecto largo y complejo, pero hay acuerdo unánime prácticamente en todas las materias.



El texto que se nos propone es resultado de un trabajo que hicieron no solo las Comisiones de Constitución y de Economía unidas, sino también un órgano técnico representativo de todos.



Ahora, señor Presidente, si no se quisiera analizar esta iniciativa hoy, yo desearía que nos comprometiéramos a tratarla en la sesión del martes 4 de junio, como expresó Su Señoría, en el primer lugar de la tabla, pero renunciando a los derechos a solicitar segunda discusión o aplazamiento de la votación. De lo contrario, nos estaríamos haciendo trampa en el solitario.



Quien estudie el articulado puede concluir que se trata de un proyecto notable, que fue objeto de un trabajo muy detenido por parte de los integrantes de ambas Comisiones y cuyo contenido se encuentra en conocimiento del resto de los Senadores desde hace bastante rato.



Por lo tanto, pido que procedamos al análisis de esta materia en la forma y con las condiciones que indiqué.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora  Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, tal como expresó el colega Hernán Larraín, este proyecto es muy extenso y fue estudiado exhaustivamente por los miembros de las Comisiones respectivas.



No se trata de una iniciativa menor.



Cuando uno lee el mensaje, lo comparte. Entonces, la tendencia debiera ser a aprobar la iniciativa, tal como sucedió en la discusión general.



No estamos hablando de cualquier legislación, sino de una legislación positiva que afecta a personas y a empresas y que, por lo tanto, requiere mucho cuidado en su tramitación.



Vamos a empezar la discusión particular. En consecuencia, pido que no nos apuremos. De lo contrario, podemos cometer errores. Y si esa va a ser la tónica, yo estaré inclinada a no aprobar el proyecto en esta instancia.



De otro lado, creo que no debemos tomarnos un tiempo demasiado amplio para discutir el articulado -por cierto, no el que hemos destinado a la iniciativa que introduce la televisión digital terrestre, que ha sido en extremo prolongado-, sino el razonable para despachar un buen texto.



De ahí que acojo la petición del Senador Pérez Varela en el sentido de que comencemos el debate el martes 4 de junio. Eso nos permitirá a quienes no estuvimos en las Comisiones respectivas leer el articulado, estudiarlo -el boletín comparado es bastante extenso- y llegar ese día a la discusión particular debidamente informados.



Como jefa de mi Comité, le expliqué el punto al señor Ministro, a quien le señalé que íbamos a pedir en la Sala no comenzar la discusión particular en la sesión de hoy porque quienes estábamos en la situación descrita necesitábamos tiempo para el efecto indicado.



Solo deseaba plantear eso, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en la misma idea que se ha expuesto, deseo ratificar que esta es una materia compleja, que requiere una discusión mayor.



Hablé con la gente del Ejecutivo, y creo que estamos en condiciones de llegar a un compromiso: iniciar el debate particular el martes 4 de junio y fijar ese día o el miércoles 5 como plazo límite para despachar completamente el articulado. 



Me parece que no vamos a caer en las dificultades que tuvimos con el proyecto de ley sobre televisión digital.



Así que le reitero esa propuesta, señor Presidente, en el entendido de que con tal fórmula habrá tiempo suficiente para que todos los Senadores estudien el contenido preciso de cada norma.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo participé tanto en la Comisión de Economía como en las Comisiones unidas de Constitución y de Economía, donde hicimos un trabajo bastante intenso sobre esta iniciativa, primero en la etapa que presidió el Senador Hernán Larraín y luego en la que condujo el colega Patricio Walker.



Considero bueno que cada Senador se compenetre del articulado, si bien casi en su totalidad fue aprobado unánimemente, tras un estudio bastante a fondo que hicimos con la asesoría de expertos en la materia.



Por eso, el plazo del 4 de junio me parece adecuado.



De otro lado, quiero dejar una constancia.



Algunos Senadores presentaron proyectos relacionados más que nada con la insolvencia de las personas. Porque la Ley de Quiebras solo rige para empresas o negocios.



En la iniciativa que aprobamos viene una normativa vinculada con la posibilidad de declarar la insolvencia de las personas y acogerse a un sistema de quiebras equivalente.



En las Comisiones estudiamos proyectos de los Senadores Pedro Muñoz Aburto y Juan Pablo Letelier y del Senador Alejandro Navarro, y nuestro compromiso fue seguir adelante con su tramitación -ya estaba prácticamente terminada- en la Comisión de Economía.



En mi concepto, aquello resulta factible, pese a que lo planteado por los colegas Muñoz Aburto y Letelier es más bien una modificación al Código de Procedimiento Civil a los fines de crear una excepción distinta de la existente, que sería la imposibilidad de una persona de cumplir sus obligaciones, lo cual podría llevar a un juez a determinar la iniciación de un proceso equivalente a uno de liquidación, como el de la quiebra.



En consecuencia, señor Presidente, me parece bien que veamos la iniciativa que nos ocupa el primer martes o el primer miércoles de junio, comprometiéndonos a despacharla en su totalidad.



Desde luego, no vamos a poder debatir cada uno de los artículos. Ya hay un estudio hecho,…

El señor LARRAÍN.- ¡Es todo un año de trabajo!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-… y es bueno que los Senadores se impongan de él y tomen una decisión informada sobre el proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Entonces, entiendo que hay acuerdo en la Sala para proceder de esa manera en la sesión ordinaria del primer martes de junio.



Quiero, sí, hacer una precisión.



En el proyecto sobre televisión digital quedó pendiente solo una materia. Por consiguiente, debiésemos partir por ella -constituiría un absurdo no hacerlo así-, para inmediatamente después de su resolución entrar a la iniciativa que sustituye el régimen concursal vigente, con el propósito de terminar su despacho.

El señor LARRAÍN.- ¡Obvio!

El señor PROKURICA.- ¡Ese es el acuerdo!

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda. 

AGRAVAMIENTO DE PENAS Y RESTRICCIÓN DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (8677-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 61ª, en 19 de noviembre de 2012.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Discusión:


Sesión 13ª, en 10 de abril de 2013 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de abril de 2013.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos primero y segundo no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.



--Se aprueban reglamentariamente. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora bien, la Comisión efectuó solo una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, la cual fue acordada unánimemente, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnarla.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe la modificación introducida por la Comisión de Constitución y en la cuarta señala cómo quedaría el texto si ella se acogiera.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará la modificación propuesta por la Comisión de Constitución.



--Se aprueba; el proyecto queda despachado en particular, y su discusión, terminada en este trámite.

)---------------( 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán para una cuestión reglamentaria.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero solicitar que veamos como si fuera de Fácil Despacho el proyecto que figura en el quinto lugar del Orden del Día, conocido como “Ley Emilia”. Tiene “suma” urgencia.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No, señor Presidente.

El señor ROSSI.- No es de Fácil Despacho. Se trata de una materia compleja.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- ¿Su Señoría quiere cambiar el orden de la tabla? Porque corresponde pasar al número 4, no al 5.

El señor CHAHUÁN.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo?



No lo hay.

PROBIDAD EN EJERCICIO DE FUNCIÓN PÚBLICA

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7616-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es regular y actualizar en un solo texto legal el ejercicio de la función pública por autoridades del Estado, desde la perspectiva del principio de la probidad, y prevenir los conflictos de interés mediante una declaración de intereses y patrimonio.



Por acuerdo de Comités del año 2012, el proyecto debía ser informado en general también por la Comisión de Constitución. Sin embargo, con fecha 2 de abril de 2013 los Comités acordaron enviarlo a la Sala, para su tratamiento en general, con el solo informe de la Comisión de Gobierno. Luego de ello, de aprobarse la idea de legislar, la iniciativa deberá ser informada en particular por ambas Comisiones, pero unidas.



La Comisión de Gobierno discutió este proyecto únicamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Rossi, Sabag y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 34 a 61 del informe.



Se deja constancia de la existencia de disposiciones orgánicas constitucionales. Por lo tanto, para la aprobación en general de la iniciativa se requieren 20 votos favorables, atendidos los permisos constitucionales vigentes.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En discusión general el proyecto.



Está inscrito para intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Todavía no, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



La tiene el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, estamos en presencia de una iniciativa de ley que ha sido objeto de gran debate y tramitación al interior del Congreso Nacional.



Para información de los señores Senadores, debo señalar que ella tuvo origen en dos proyectos separados, enviados en períodos presidenciales anteriores: uno, el destinado a profundizar la declaración de patrimonio e intereses por los funcionarios y servidores públicos obligados a realizarla, y el otro, el tendiente a regular la institucionalidad del fideicomiso ciego.



Ambas iniciativas, finalmente, se refundieron en un solo texto a través de una indicación sustitutiva que el Gobierno presentó en la Cámara de Diputados hace ya un par de años con la finalidad de, primero, regular de manera mucho más detallada y profunda las declaraciones de patrimonio e intereses de diversos servidores públicos; segundo, establecer la existencia de fideicomisos ciegos también para diversos funcionarios públicos, y tercero, imponerles a los funcionarios públicos, en distintas condiciones, la obligación de enajenar activos de su propiedad.



La iniciativa en debate trata de resolver eficazmente los conflictos de interés que pueden tener los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.



Así, por ejemplo, a los Ministros que tienen a su cargo la regulación de determinados sectores de la economía y a raíz de ello están en conflicto de interés para ejercer su empleo les impone la obligación de enajenar sus activos que forman parte del área de la economía donde desempeñan una función reguladora.



En suma, este proyecto procura resolver de forma más integral los conflictos de interés a que están expuestos los funcionarios públicos (también quienes ejercen la función parlamentaria) y, junto con ello, profundizar sus obligaciones de información y transparencia en el ejercicio de sus funciones.



Señor Presidente, esperamos que, de aprobarse esta iniciativa de ley, podamos seguir avanzando en la consecución de una regulación más adecuada para estos propósitos en la institucionalidad del sector público de nuestro país.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No quisiera interferir en el derecho de Sus Señorías a usar de la palabra. Sin embargo, atendida la notoria importancia que reviste este proyecto, iniciamos el toque de timbres porque el número de Senadores presentes en la Sala no es suficiente para votar.



Por consiguiente, les ruego a los Comités parlamentarios que, mientras les damos la palabra a quienes deseen intervenir, avisen a sus respectivas bancadas que es preciso reunir el quórum exigido.

El señor NOVOA.- ¿Está en votación el proyecto?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No, señor Senador. Solo estoy advirtiendo que sus disposiciones fundamentales son de quórum especial.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, también quería hacer presente ese hecho.



A mi juicio, la Sala está entrando a discutir una iniciativa realmente importante, que no hace otra cosa que cumplir el artículo 8° de la Constitución, norma que determina que una ley debe reglamentar todo lo que ella dispone en cuanto a probidad, declaración de intereses, administración de bienes, etcétera. 



El proyecto ya fue visto en la Comisión de Gobierno, donde, por supuesto, no hicimos un examen artículo por artículo, sino que optamos por darle relevancia a lo que está sucediendo hoy día en el ámbito político y en la opinión pública en general, específicamente a la crítica que se hace a las personas que se desempeñan en la gestión pública, muchas veces por falta de transparencia en lo relativo a la administración de su patrimonio, a qué pasa con sus declaraciones de intereses, etcétera.



Por eso, creímos que era más lógico aprobar primero la idea de legislar sobre la materia, en lo cual todo el mundo está de acuerdo. El proyecto viene bastante bien estructurado en cuanto a todo lo que atañe a la declaración de intereses, a la de patrimonio, a qué funcionarios deben hacerlas y la forma como deben realizarlas. Además, se refiere al mandato que puede darse para la gestión del patrimonio de cualquier persona que ocupe un puesto relevante dentro de la Administración Pública, así como a los bienes de los cuales esta deberá deshacerse en caso de que entre a ejercer un cargo público de importancia.



Consideramos conveniente que primero se hiciera este debate general en la Sala para luego devolver el proyecto a la Comisión, de manera de poder entrar a analizarlo allí en forma más pormenorizada, con la precisión que corresponde, a fin de que el Senado quedara en condiciones de adoptar una decisión acerca de su articulado.



Se trata de una legislación respecto de la cual estamos remisos en su aprobación. Ya existe una normativa sobre el tema, pero no es suficiente. Y además el artículo 8° de la Constitución nos obliga a dictar una ley que regule estas materias. 



Por esa razón, ojalá que se reúna el quórum correspondiente, pues, en caso contrario, voy a pedir segunda discusión, con el objeto de poder alcanzar los votos necesarios en otra oportunidad y así poder continuar con la tramitación de la iniciativa.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, tal como se ha señalado, el artículo 8° de la Constitución establece dos elementos. Dispone que una ley regulará las declaraciones públicas de intereses y patrimonio de ciertas autoridades, y enumera los casos en que debe cederse la administración o enajenarse determinados bienes. 



Esos son, precisamente, los dos grandes contenidos que presenta este proyecto. Por un lado, perfecciona la declaración de patrimonio e intereses e incluye a los consejeros del Consejo para la Transparencia, a los defensores locales, a los ministros del Tribunal de Contratación Pública, a los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, a los miembros del Consejo Directivo del SERVEL y a los integrantes de los Paneles de Expertos. Adicionalmente, agrega a aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y a aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar servicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división.



En materia de contenidos también se perfecciona la declaración de patrimonio e intereses.



Posteriormente, hay todo un capítulo referido a las sanciones, y se establecen otras autoridades sujetas a declaración. 



No obstante, desde mi punto de vista una de las materias más importantes dice relación con el mandato de administración de valores, sobre la cual se legisla por primera vez en nuestro país. Hoy día no existe una normativa al respecto. Se dispone que un conjunto de autoridades deben realizar la declaración de patrimonio e intereses -la cual se perfecciona en el proyecto-, pero actualmente no contamos con una ley que tenga que ver con mandato de administración de valores.



Este proyecto consagra dos tipos de mandato. 



El primero es un mandato general, a través del cual el mandante entrega la administración de determinados valores considerados como conflictivos por la ley a un tercero independiente que se encuentre autorizado para ello. 



Y el segundo mandato que se consagra es el que se denomina “mandato diversificado”.



¿En qué consiste? El mandatario le presentará al mandante un plan de liquidación de valores que la ley señala que se deben entregar en mandato, y luego, administrará el producto de dicha liquidación.



Habrá determinadas autoridades obligadas a constituir un mandato: el Presidente de la República, los ministros, los parlamentarios, los consejeros regionales y el Contralor, respecto de la totalidad de las acciones en sociedades anónimas abiertas (y otros valores) emitidos por sociedades constituidas en Chile y que se encuentran inscritas en los registros que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



En segundo lugar están los subsecretarios, intendentes, gobernadores y alcaldes. También deben constituir mandato respecto de los mismos valores referidos precedentemente, cuando se vinculen con entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control de los organismos que estén  bajo su dependencia o supervigilancia o que se vinculen directamente con el ámbito de su competencia.



Luego hay un conjunto de materias relacionadas con las modificaciones del mandato.



Específicamente, se señala quiénes tendrán la calidad de mandatarios, pues no puede serlo cualquiera. Podrán tener dicha calidad las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, entre otros autorizados para administrar valores de terceros; también las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile y entidades extranjeras que cumplan con los estándares dispuestos por la OCDE, es decir, que hayan constituido una garantía equivalente al 10 por ciento del valor del patrimonio administrado, con tope de 1.000 UTM, y que además hayan designado a un apoderado en Chile.



Todos ellos deberán estar inscritos en los registros que para estos efectos mantengan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



¿Quiénes estarán obligados a la enajenación de activos según la presente iniciativa? El Presidente de la República, los parlamentarios y el Contralor. ¿Cuándo? Cuando se trate de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las 100 mil UF y la participación de la autoridad supere el 5 por ciento del capital de la misma; y en segundo lugar, cuando se trate de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten a cualquier título concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y otras concesiones, cuando su participación sea superior al 5 por ciento y sus contratos vigentes superen las 100 mil UF.



Los ministros de Estado también estarán obligados a enajenar sus bienes cuando se trate de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las 100 mil UF y la participación de la autoridad supere el 5 por ciento del capital de la misma. De igual modo, cuando se trate de empresas vinculadas directamente con el ámbito de su competencia que presten servicios sujetos a tarifas reguladas.



Igualmente, deberán proceder a enajenar sus activos los subsecretarios e intendentes, cuando se trate de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas y estas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.



Lo mismo tendrán que hacer los superintendentes, intendentes de Superintendencias y otros jefes de servicio, cuando se trate de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización. 



Por último, también deberán enajenar sus activos los alcaldes, cuando se trate de entidades con contratos vigentes relativos a aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten a cualquier título concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.



En síntesis, señor Presidente, el proyecto de ley aborda y perfecciona, en primer lugar, las declaraciones de patrimonio e intereses respecto de determinadas autoridades para evitar los conflictos de interés. Pero también se hace cargo de los mandatos de administración general de bienes y, en determinados casos, como acabo de señalar, obliga a la enajenación de activos.



De este modo, no solo se cumple el mandato constitucional, sino que, adicionalmente, se agregan elementos muy determinantes en materia de transparencia y de inhabilidades.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto que hoy entramos a analizar se inscribe dentro de aquellas materias que quizás más reclama el país, en minutos en que la desconfianza en los políticos, en los parlamentarios, en las autoridades públicas en general, ha alcanzado niveles alarmantes.



Probablemente, para corregir esa situación se requieren bastantes cambios (en nuestros propios comportamientos, en nuestros hábitos y prácticas parlamentarias y en las del mundo político) y muchas otras normas que también deberían incorporarse.



El Gobierno ha planteado la modernización de los partidos políticos, cuestión que creemos puede constituir un gran aporte.



Esperamos que se agregue al debate parlamentario el financiamiento público de los partidos, única manera de garantizar una fiscalización adecuada, asegurar la transparencia y evitar la dependencia que se sospecha podrían tener, precisamente por la actual forma de financiarse, que es desconocida.



Y también merece mención el proyecto de ley sobre lobby, normativa necesaria, que ya está en tramitación, pero que se ha demorado demasiados años en salir aprobada. Esto igualmente despierta suspicacias y evita tener los registros públicos necesarios para transparentar la actividad de muchas autoridades, del Ejecutivo, del Parlamento, del municipio, que son objeto de cabildeo y respecto de las cuales, por no disponerse de la información pertinente, abunda la inquietud, la sospecha y la desconfianza.



Esta iniciativa apunta, específicamente -como señaló el Ministro Larroulet, quien la presentó en nombre del Ejecutivo-, a un control ciudadano de la probidad de los funcionarios públicos, materializado, fundamentalmente, a partir de sus declaraciones de intereses y de patrimonio, así como del mandato que se establecería para asegurar la administración delegada de bienes, cuando sea necesario, por presentarse eventuales conflictos de interés o inhabilidades en el ejercicio de sus funciones.



Estas materias se hallan reguladas actualmente en numerosas disposiciones, que este proyecto busca reunir en una especie de estatuto común y que ya han sido enumeradas en las diversas exposiciones de los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra.



La regulación del principio de probidad es necesaria. Este principio persigue que en el ejercicio de la función pública se observe una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal, con preeminencia del interés general sobre el interés particular.



Esto, que parece tan evidente, muchas veces no lo es tanto. Y se plantean conflictos de interés, o se supone que puede haberlos, en personas que tienen, como es natural, intereses de distinta naturaleza -que no solo son económicos; también pueden ser profesionales, deportivos, religiosos- y que al momento de tomar una decisión pueden afectar su independencia o la preeminencia del bien común.



Por eso existe ya la declaración de patrimonio e intereses, que ha contribuido a clarificar esta materia. Pero, sin lugar a dudas, la actual normativa es absolutamente insuficiente para asegurar una verdadera transparencia en el conocimiento del patrimonio de las autoridades llamadas a efectuarla.



Cualquiera de nosotros -puesto que todos la hemos hecho- sabe que las exigencias legales suponen que uno declare sus bienes inmuebles y la participación que le cabe en ciertas sociedades. Pero la ley no nos obliga, en el caso de los bienes raíces, a declarar siquiera su avalúo fiscal, ni tampoco, en relación con la participación en entidades sociales, cuál es el patrimonio de la sociedad.



Por lo tanto, uno puede cumplir la ley y, sin embargo, no estar transparentando el patrimonio que tiene.



Sé que muchos Senadores y Senadoras -desconozco si la totalidad, porque no las he leído todas- han realizado una declaración que incluye, no solo el avalúo fiscal de sus bienes inmuebles, sino también el  avalúo comercial estimado, con los errores que eso pueda tener, así como los balances de las sociedades en las cuales tienen participación y los porcentajes de propiedad que tienen en ellas, de manera que quien lea sus declaraciones de patrimonio pueda conocer en detalle lo que poseen.



Pero no es eso lo que la ley establece. De ahí que la normativa en debate resulta absolutamente indispensable.



En lo personal, la solicité a comienzos de este período legislativo, el año 2010, precisamente con el propósito de corregir los errores que advertimos en la declaración que nos correspondió realizar en ese momento.



Por otra parte, este proyecto agrega un elemento que ha sido objeto de mucha discusión, relacionado con la situación de las personas que, por las características de su patrimonio, ya sea por el monto de este o por el área en que se halla invertido, deben constituir un mandato a terceros para la administración de dicho patrimonio, o incluso, en algunos casos, realizar la venta forzada de la parte de aquel que pudiera estimarse incompatible con el desempeño de ciertas funciones públicas.



Por otro lado, la incorporación de una institución que se conoce como “fideicomiso ciego” puede ser extraordinariamente valiosa para asegurar la adecuada independencia que hoy reclama la ciudadanía para el ejercicio de tales funciones.



El poder avanzar en esas dos áreas de la manera como lo hace el proyecto permitirá no solo mayor transparencia, sino también algo quizás tanto o más importante y que es facilitado justamente por aquella: el control ciudadano.



Nosotros sabemos que el control ciudadano se ejerce democráticamente por la vía de las elecciones. Pero eso ya está obsoleto, es anticuado. Hoy, el control ciudadano se ejerce prácticamente todos los días, a través de los distintos mecanismos con que la sociedad civil cuenta para desarrollar sus acciones, sean centros académicos, sean medios de prensa, sea la propia ciudadanía organizada en ONG, etcétera. El hecho es que en la actualidad hay muchísimas más posibilidades de controlar los actos de parlamentarios, ministros, alcaldes, intendentes, de las autoridades públicas en general, sobre todo de aquellas de elección popular.



Eso requiere de instrumentos que hoy no existen y cuyo establecimiento, por tanto, contribuirá enormemente al logro de los objetivos que se persiguen.



Este proyecto no solo es más específico y concreto en los contenidos que se exigen para la declaración de intereses y de patrimonio, sino que también incluye nuevas autoridades obligadas a efectuarlas; precisa los plazos y formas en que ella se deberá realizar; aclara la situación del cónyuge, cuyos bienes habrán de incluirse en la declaración patrimonial cuando el declarante se encuentre casado en régimen de sociedad conyugal; regula la situación de los hijos menores sujetos a patria potestad, y, como señalé, particulariza con detalle y precisión lo que debe ser una declaración completa de los bienes de la autoridad sujeta a esta obligación.



Asimismo, estimamos de interés las formas tenidas presentes para las modalidades de mandatos de administración de los patrimonios de las personas obligadas a constituirlos.



Habrá un mandato general, en virtud del cual el mandante entregará a un tercero independiente la administración de determinados valores que potencialmente podrían causar conflictos de interés. Por cierto, el mandante podrá instruir la prohibición de enajenarlos, pero la administración -repito- quedará entregada a este tercero.





Y también existirá un mandato diversificado, mediante el cual una autoridad encargará a un tercero la presentación de un plan de liquidación de los valores que la ley señala, el cual deberá administrar luego el producto de dicha liquidación. Es decir, cuando el patrimonio incluya bienes en empresas estatales o participación en sociedades que hayan celebrado contratos con empresas del Estado o que presten servicios sujetos a regulación tarifaria y respecto de los cuales se pueda presumir, por tanto, cierta influencia, la persona estará obligada a liquidarlos. Y, desde luego, en este caso el mandato comprende igualmente la administración del patrimonio liquidado.



En síntesis, se trata de modificaciones muy positivas, que nos permitirán entrar en detalle en materias que la opinión pública nos exige cada vez con más fuerza y convicción para recuperar la confianza perdida, y que perdimos por muchas razones, entre otras, porque, ante los ojos de la gente, pareciera que hoy día no tenemos la suficiente transparencia en materia de declaración de patrimonio de autoridades. 



Por eso, señor Presidente, votaremos favorablemente esta iniciativa.

El señor CHAHUÁN.- Pido abrir la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si hay acuerdo, no hay problema. 



Para aprobar la idea de legislar, se requieren 20 votos.

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¡No está presente esa cantidad de Senadores!

El señor PROKURICA.- Hay colegas afuera.

El señor LARRAÍN.- Abra la votación, señor Presidente. 



Nos hacemos responsables del quórum.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No existe acuerdo.



Señor Ministro, ¿desea intervenir ahora o después?

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Ahora.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Abra la votación nomás, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador señor Navarro no da el acuerdo. 

El señor PROKURICA.- ¡Senador Navarro….!

El señor NAVARRO.- Quiero escuchar al Ministro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, voy a complementar la explicación que di hace un momento sobre el proyecto y las exposiciones de algunos Senadores, quienes han entrado en más detalles sobre su contenido específico. 



Trataré de ilustrar cuál es la agenda completa en esta materia, producto de inquietudes muy legítimas planteadas por los señores parlamentarios y, también, por la ciudadanía, especialmente en el último tiempo. 



Lo primero que quiero señalar es que esta iniciativa forma parte de un conjunto coherente de proyectos que buscan profundizar la transparencia en las actividades públicas y políticas. 



Como ya dije, hemos denominado la iniciativa en debate de “probidad en la función pública”. Y nació al refundir dos propuestas legislativas: la que perfecciona la declaración de patrimonio e intereses y la que regula el fideicomiso ciego o mandato de administración, como se le quiera llamar. 



Originalmente, se presentaron como proyectos separados, los cuales fueron objeto de indicaciones en la Cámara de Diputados. Y a raíz del debate que allí se produjo, se decidió constituir una mesa técnica, transversal, en la que hubo representantes de diferentes sensibilidades políticas. Ese trabajo, finalmente, determinó la necesidad de que se presentara una indicación sustitutiva, que dio origen a la iniciativa sobre probidad en la función pública.



Ella fue aprobada en la Cámara Baja por una amplia mayoría y, también, en la Comisión de Gobierno del Senado por la unanimidad de sus miembros presentes. 



Sin embargo, como señalé, esta materia forma parte de un conjunto de proyectos. 



Entre estos, destaca el que perfecciona la Ley sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública, normativa que fue publicada hace más de cuatro años y que nació de una moción presentada el año 2005 por el entonces Senador señor Jaime Gazmuri y el Honorable señor Hernán Larraín. 



La iniciativa fue tomada, posteriormente, por el Gobierno de Michelle Bachelet y, fruto de las indicaciones que recibió, terminó transformándose en la legislación que creó la institucionalidad del Consejo para la Transparencia y que estableció una serie de condiciones en materia de transparencia, tanto activa como pasiva, a los distintos entes del sector público.



Además, hubo otro proyecto sobre el particular, cuyo texto también fue respaldado por el Ejecutivo, que emanó de una moción presentada por un conjunto transversal de Diputados. Aquel fue aprobado por una enorme mayoría en la Cámara Baja, y hoy se encuentra en el Senado. Es decir, tenemos una segunda iniciativa sobre la materia en esta Corporación. 



¿Qué hace esta propuesta legislativa? Recoge la experiencia de estos cuatro años; fortalece la institucionalidad del Consejo para la Transparencia, y avanza sustancialmente en algo que ha estado en el debate público durante los últimos años: lo concerniente a la transparencia en los e-mails. Para ello, fija una regulación que, sin lugar a dudas, representará un avance. 



Adicionalmente, informo que el Ejecutivo también presentó una indicación sustitutiva al proyecto de ley que regula el lobby, el cual lleva en el Parlamento aproximadamente diez años de tramitación. Al respecto, quiero darles una muy buena noticia a los Honorables Senadores y Senadoras: vengo saliendo de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados, en la que dicha iniciativa fue aprobada por una amplia mayoría, después de prácticamente dos años de debate en esa instancia. En las próximas semanas la propuesta ingresará a la Sala de esa rama del Parlamento, donde estimo que, producto del acuerdo político que hemos logrado, se despachará rápidamente. 



Pienso que será muy factible que, antes de que termine junio, el Senado disponga de un tercer proyecto sobre la materia. 



Por lo tanto, nos encontramos en presencia de un conjunto de reformas que profundizan la transparencia y regulan de mejor manera los conflictos de interés. Ello permitirá al país avanzar de manera muy importante en este ámbito. 



La iniciativa en debate, además -esto no se ha dicho y es relevante-, eleva significativamente los estándares de la declaración de patrimonio e intereses, de acuerdo a las recomendaciones que la OCDE hace sobre el particular a los paises que la integran. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, se me ha pedido nuevamente abrir la votación.

El señor LAGOS.- No. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, entiendo la importancia de la materia que nos ocupa. A uno le dan ganas de acceder a la solicitud de apertura de la votación y aprobar la iniciativa. Ojalá contemos con el quórum de 20 votos hoy día para tal efecto. 



Sin embargo, antes de dar la anuencia para abrir la votación, quiero hacerle una consulta, con toda responsabilidad, al señor Ministro.



Se ha anunciado, como prioridad, el envío de nuevos proyectos al Congreso en los próximos tres meses. Me gustaría saber cuándo el Presidente de la República presentará a tramitación, con “discusión inmediata”, la iniciativa sobre el voto de los chilenos en el exterior. 



Necesito esa respuesta.



¡Llevo tres cuentas públicas escuchando la misma promesa!



A mis colegas les digo que no busco obstruir el trabajo. Pero no es posible seguir hablando de cosas que no se materializan. 



En consecuencia, no veo razón para aprobar esta agenda legislativa. Ayer -apenas hace 24 horas- el Primer Mandatario anunció el envío de determinados proyectos, y ahora nos hablan de otras iniciativas, en lugar de precisar cuándo veremos lo que se viene prometiendo durante tres años seguidos. 



En mi opinión, lo mínimo que debiera señalar el Ministro Secretario General de la Presidencia es cuándo ingresará a trámite, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, la propuesta legal a que me referí. 



¡No pido más que eso! Ni siquiera sugiero que la Sala apruebe el proyecto. Solicito que el Gobierno lo presente.

El señor LARRAÍN.- ¡No puede condicionar la apertura de la votación de esa forma, señor Senador!

El señor LAGOS.- Tengo el derecho a negarme. 



El mensaje es claro y ya es tiempo de que se entienda. De lo contrario, no sé para qué tenemos mayoría. 



Si no actuamos así, Senador Larraín, al final del día somos todos casi cómplices de esto, lo cual es tan grave como las lucas que no se ven reflejadas en las declaraciones de patrimonio. Esa es la verdad. ¡Qué quiere que le diga…! 



Se pretende avanzar en una línea. Yo quiero que sea en todas. 



Me gustaría que se presentara un gran paquete de reformas políticas, dentro de las cuales se incluya, además de la que nos ocupa, que es muy importante, la relativa al voto de los connacionales en el exterior. Esta se ha prometido ya en muchas oportunidades y no se materializa. 



Entre paréntesis, señor Ministro, le recuerdo lo de la franja publicitaria para las elecciones primarias. Ello estaba comprometido. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entiendo que no hay acuerdo para abrir la votación.



Seguimos, por lo tanto, con la lista de inscritos.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la que nos ocupa es una legislación necesaria, pero, a todas luces, sirve para que legítimamente los empresarios puedan estar en el Parlamento, con igualdad de derechos, del mismo modo que cualquier ciudadano.



Estaba revisando la composición del Senado de los Estados Unidos: el 85 por ciento de sus integrantes son multimillonarios, quienes poseen patrimonios extraordinarios. Diversos análisis demuestran que la fortuna de esos legisladores creció un 25 por ciento en dos años, a pesar de la crisis económica, y que casi el 90 por ciento del aumento se concentra en los 50 miembros más ricos de ese Poder Legislativo.



Reitero que la iniciativa en análisis es necesaria, por cuanto creo que los empresarios pueden participar en política. El proyecto que discutimos busca que haya transparencia e igualdad de condiciones para cualquier ciudadano. Porque está claro que con la legislación actual, sobre todo con la del sistema binominal -¡el perverso y maldito binominal!-, no todos cuentan con la misma posibilidad de llegar al Parlamento.



Lo que hace el sistema binominal es establecer el monopolio de los partidos, y el duopolio de las coaliciones. Son las tiendas políticas las que eligen a quienes acceden al Congreso Nacional. 



Y a pesar de que el Ministro Larroulet transpiró para que hubiera Ley de Primarias -la denominé “Allamand-Golborne”, pues pretendía resolverle el lío presidencial a la Derecha-, esta no fue aplicada por los partidos.

El señor CHAHUÁN.- Salvo Renovación Nacional.

El señor NAVARRO.- Por lo tanto, nos hallamos legislando para que quienes poseen enorme patrimonio puedan integrar el Senado o la Cámara de Diputados, despejados de todo cuestionamiento que diga relación con la poca transparencia respecto del origen de sus recursos. Así se cautela que su función en el Congreso no aumente ilegítimamente su patrimonio. En el fondo, les pedimos claridad, que declaren sus bienes. Con ese fin, hacemos una pesada ley.



Por cierto, habrá quienes lleguen al Senado, a la Cámara Baja, al Poder Judicial o a la Fiscalía Nacional sin mucho patrimonio que declarar. Pese a ello, esta legislación se aplica a todos, tengan bienes en pequeña, mediana o gran proporción. Ello me parece adecuado.



Pero el proyecto en análisis es insuficiente en el ámbito parlamentario. 



Doy lectura al artículo que nos incluye, el cual establece que la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria apercibirá a quien no haga su declaración de intereses y patrimonio para que la efectúe dentro de cierto plazo “y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal”.



Señor Presidente, ¡todo se reduce multas! A quien no declare, a quien no cumpla la ley se le aplica una multa. ¡Otra vez la lógica implacable del dinero! Pagar por una infracción de tránsito, por cara que sea, no es lo mismo para un gerente general que para un conductor del transporte público que recibe un sueldo inferior a los 500 mil pesos. 



Por ende, las multas no constituyen un disuasivo. Los parlamentarios la pagan y punto. 



Es más, al Congreso llegan también quienes violan la normativa vigente al invertir en la campaña más de lo que establece la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. De hecho, sobrepasa en diez, cien veces lo que dispone dicho cuerpo legal y se les condena -¡si es que el SERVEL los fiscaliza, porque este organismo no tiene capacidad para ello!- a pagar una multa. Y con eso obtienen el escaño. 



Es decir, los que han de confeccionar las leyes pueden violar la normativa en vigor y llegar igual al Parlamento. Hemos permitido que eso ocurra al fijar solo el pago de una multa por tal infracción. Al que tiene plata se le tolera todo. No hay ninguna sanción de carácter penal por la no declaración del patrimonio.



Al entonces Diputado Zarko Luksic y a mí -yo también era parte de la Cámara Baja- nos costó años hacer que el Senado incorporara la declaración de patrimonio. Presentamos la moción pertinente y vinimos a defender la iniciativa a esta Corporación. Se rechazó aquí y tuvimos que ir a Comisión Mixta. Se les pedía a los Senadores que declararan sus intereses. Las declaraciones eran una simple hojita de papel sin detalle alguno: “Sí, tengo intereses en la minería”, “Poseo acciones en el área de la madera”. Logramos abrir el debate y establecer la declaración de patrimonio. Fue una discusión muy fuerte. 



Señor Presidente, de la lectura del proyecto de ley en examen uno piensa: “Está bien orientado, pero hay que revisarlo, pues dispone una serie de condiciones”. 



Cabe preguntarse: ¿con esta futura legislación hubiera estado obligado el ex Ministro Golborne, candidato presidencial, a declarar sus inversiones en las islas Vírgenes? Si uno revisa el articulado propuesto, advierte que sí. Dice: “También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero”.



Me parece positivo que todos tengan la obligación de declarar. 



Pero también establece: “En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.”. Y las especifica: “Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia”. 



Creo que doce meses no es un lapso suficiente. Debiera abarcar un período mayor para conocer la real situación de la persona. Si no, vamos a tener, por ejemplo, gerentes generales de centrales eléctricas en el sillón del Ministro de Energía, como ha pasado ahora y en otros Gobiernos también. Actualmente, el Presidente del Directorio de ENAP, que antes fue Ministro de Energía, ocupó por 18 años la gerencia general de COPEC, su principal competidor.



Como efectivamente ello no está legislado, cuando alguien deja la función pública no se aplica un período de inhabilidad para trabajar en ámbitos relacionados. En Estados Unidos se imponen dos años. En este caso, el Estado se encarga de resguardar que la información estratégica que posee un superintendente o un ministro no sea utilizada. 



Lo anterior se lo planteamos a varios Gobiernos de la Concertación. Pero -“no se escucha, padre”- no hubo posibilidad de que se considerara.



Aquí debe incorporarse una norma que prohíba a los funcionarios que dejan la Administración del Estado trabajar en actividades vinculadas directamente con su cargo anterior, ya sea en calidad de superintendentes o de supervisores.



Señor Presidente, quiero ver el proyecto de ley sobre el lobby que el Ministro nos promete. 



Fui el primero que presentó una propuesta legislativa en esta materia. Cuando discutimos la iniciativa en su oportunidad, planteamos que fuera la Contraloría General de la República la que velara por el cumplimiento de esa regulación. Me acuerdo que vino Enrique Correa y propuso que esa función la hiciera el Ministerio de Justicia. Y ahí nos empantanamos. Desde entonces, ha habido sucesivas reformas, pero aún no hay ley de lobby. 



Esta actividad es regulada en Estados Unidos, donde se mueven miles de millones de dólares por concepto de pago a los lobbistas y costos de funcionamiento. Dicho país es el único donde el lobby se encuentra reglado. Chile pasaría a ser la segunda nación del mundo donde tal actividad estaría normada.



En Estados Unidos opera aquello porque la política se encuentra intrínsecamente ligada al dinero. Ya lo señalaba: los hombres más ricos de ese país copan el Senado. El que quiere ser Senador allá primero debe hacerse millonario. Afortunadamente, en Chile existe la posibilidad de llegar a la Cámara Alta sin ser millonario. Eso es algo que debiéramos resguardar.



Quiero ver la ley de lobby, señor Presidente. 



Asimismo, debiéramos modificar lo relativo a las donaciones secretas. Ya lo dije: el que gasta más debiera perder el cargo. Esa fue la indicación que presenté cuando se acordó este asunto entre José Miguel Insulza y el entonces Diputado Longueira. Muchos de los colegas que integraban en ese momento la Cámara Baja recordarán que el Diputado Longueira señaló: “Si Navarro no retira la indicación, no hay acuerdo”. El Diputado Carlos Montes, que la había suscrito, retiró su firma (¡fue más obediente que Navarro...!). La verdad es que la resistencia me duró poco, porque, sin acuerdo, se caía el financiamiento público a las campañas políticas, lo cual constituía un paso importante, por cuanto estimo que la democracia -y, por ende, la participación- debe ser financiada. 



Finalmente, retiramos la indicación y señalamos: “Vamos a proponer un proyecto, primero, que elimine la calidad reservada, anónimas o secreta de las donaciones y, segundo, que castigue con la pérdida del cargo a quien gaste más de lo que la ley establece”. De lo contrario, no tiene sentido alguno la legislación.



Las donaciones secretas no pueden estar excluidas del paquete legislativo integral que nos plantea el señor Ministro.



Señor Presidente, el Secretario de Estado habla de un conjunto coherente de reformas sobre probidad en la función pública. Está claro que las donaciones secretas van en contra de ese principio, como quedó demostrado con el caso de la Ley de Pesca, más allá de la figura de una Diputada. Lo que se ha logrado conocer refleja la injerencia de las empresas interesadas, a través del lobby directo y de las donaciones secretas, en la actividad parlamentaria.



Algo similar ocurre con las inhabilidades. 



Por lo tanto, debemos abordar una serie de temas, señor Ministro.



Votaré a favor del proyecto que nos ocupa -anuncio que prepararé muchas indicaciones-, si efectivamente llegamos a acuerdo sobre varias otras materias, que no dicen relación con los millonarios que quieren llegar al Senado o a la Presidencia de la República. 



Suelen algunas leyes tener nombre y apellido. La que nos ocupa, por cierto, es una de ellas: la “Ley Piñera”. Digámoslo claramente. Llegó a Presidente un empresario prestigiado que poseía una fortuna superior a los dos mil millones de dólares. Entonces se encendieron las alarmas; se pidieron resguardos, y se buscó establecer un conjunto de normas que no existían. 



Esta es una normativa importante, porque -reitero- a todos, sea empresario, obrero o empleado, nos asiste el derecho de llegar al Senado o a cualquier otra institución pública. 



Y estoy dispuesto a aprobar en general esta legislación, esperando que el Ministro nos detalle cuáles son las otras actividades que quiere incorporar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha llegado la hora de término del Orden del Día.



Pasaremos a Incidentes.

El señor ESCALONA.- ¿Quedan inscritos?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así es; ellos son: la Honorable señora Allende y los Senadores señores Cantero, Escalona y Chahuán.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para solicitarle información relativa a ACCIONES DE SU CARTERA PARA SOLUCIONAR FALTA DE RECURSOS Y DEMORA EN TERMINACIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES EN COMUNA DE CALDERA (Región de Atacama).


Del señor COLOMA: 



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que revise factibilidad de AUMENTO DE PLANTAS DE REVISIÓN TÉCNICA EN COMUNAS DE TALCA Y LICANTÉN (Séptima Región).



Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario de Educación, para que informe sobre POSTULACIÓN DE DOCENTES JUBILADOS A BONO ESPECIAL CONTEMPLADO EN LEY N° 20.501 (Región de La Araucanía).



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Energía, solicitándole información acerca de GESTIÓN FINANCIERA DE ENAP EN TRES ÚLTIMOS AÑOS; IMPORTACIONES CON OPCIONES DE COMPRA; EXPERIENCIA PROFESIONAL DE PERSONAL, E IDONEIDAD DE OPERACIONES DE COBERTURA.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, pidiéndole estudiar la SITUACIÓN DE INMUEBLE FISCAL DE CURANIPE OTORGADO EN CONCESIÓN DE USO GRATUITO A ASOCIACIÓN GREMIAL DE ARTESANOS ARTÍSTICOS DE CAUQUENES. A la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales del Maule, planteándole PETICIÓN DE PRESIDENTA DE JUNTA DE VECINOS DE “SALIDA PANIMÁVIDA” (comuna de Linares). Al señor Alcalde de Linares, solicitándole entrega de información referente a PROYECTO DE ALARMAS COMUNITARIAS Y REPARACIÓN DE SEDE SOCIAL DE JUNTA DE VECINOS LAS ROSAS y a PROYECTO DE ALARMAS COMUNITARIAS, RECOLECCIÓN DE BASURA Y MAYOR PROTECCIÓN EN CASAS ABANDONADAS EN VILLA SANTA SARA (todos de la Séptima Región).



Del señor WALKER (don Ignacio):



A la señora Ministra de Educación, haciéndole presente PREOCUPACIÓN POR SITUACIÓN DE ALGUNOS BENEFICIARIOS DE BECA CONICYT. Y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, solicitándole ANÁLISIS DE AGUA SUMINISTRADA POR ESVAL EN LA LIGUA, CABILDO Y PETORCA (el último, de la Quinta Región).

)---------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido Unión Demócrata Independiente nadie intervendrá.



En el turno del Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

SOLICITUD DE SIMPLIFICACIÓN DE FORMULARIOS DE MINISTERIO DE EDUCACIÓN. OFICIO

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito que se oficie en mi nombre a la nueva Ministra de Educación, para que efectúe un diagnóstico acerca de la cantidad de formularios, muchos de ellos repetitivos, que deben llenar los directores y algunos funcionarios, profesores o administrativos, de las escuelas subvencionadas, municipales y privadas. Me han planteado, en visitas que he realizado a algunos establecimientos, que son muchos los formularios y que es demasiado el tiempo que se dedica a completarlos, el cual podría destinarse  a la enseñanza de los alumnos o a la atención de aspectos que dicen relación con la comunidad escolar.



Varios formularios de distintas oficinas del Ministerio de Educación podrían consolidarse en uno. Algunos se podrían resumir o  reducir. Otros, como los relativos a la alimentación escolar, son muy similares a los empleados para la subvención.



En consecuencia, pido que se haga esta solicitud en mi nombre, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el tiempo de los Comités Partido MAS, PPD, Partido Radical Social Demócrata y Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PROYECTO SANCIONATORIO DE ALIENACIÓN PARENTAL EN TUICIÓN DE HIJOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, agradezco a las bancadas del Partido Socialista, del PPD, del Partido Radical Social Demócrata y de la Democracia Cristiana por haberme concedido su tiempo para esta intervención.



Hace ya algunos meses presentamos un proyecto de ley para sancionar la alienación parental. Es decir, cuando hay separación y en la relación de la tuición de los hijos uno de los cónyuges incide en los niños para ponerlos en contra del otro, lo que debe ser sancionado.



Lamentablemente, esta tendencia sigue aumentando y provoca resultados nefastos en el niño, en las relaciones familiares y, especialmente, deja huellas profundas en los menores sometidos a este acto por parte de alguno de los padres. Cada día, por desgracia, en Chile se acrecienta la alienación parental, y no hay al respecto regulación alguna ni tiene sanción.



Ese es un abuso contra el bien superior del niño, que es el que hay que proteger.



Espero que podamos legislar acerca de ello y regular algo que ya en el mundo se ha establecido como alienación parental, y que es sancionada, porque representa el abuso de uno de los padres en la tuición de los hijos.

DETENCIÓN DE TRÁMITE DE PROYECTO DE LEY SOBRE CUIDADO COMPARTIDO EN TUICIÓN DE HIJOS. CARTA DE ORGANIZACIÓN AMOR DE PAPÁ. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos conocido el proyecto de ley promovido por la organización Amor de Papá, que busca establecer relaciones de igualdad entre padres y madres en la tuición de los hijos.



Esta iniciativa, lamentablemente, ha sufrido la detención en su trámite en la Comisión Mixta. 



Creo necesario dar a conocer una carta abierta a esa Comisión de la organización Amor de Papá. Señala lo siguiente:



“Valparaíso 22 de mayo de 2013



“Honorable Presidenta, Honorables Miembros de la Comisión Mixta



“Con estupor y profunda decepción hemos visto cómo se ha ido distorsionando la discusión de la Ley llamada ‘de Cuidado Compartido’ por parte del Gobierno, o ‘Ley Amor de papá’ por parte de nosotros, la organización social que motivó su tramitación hace ya casi cinco años. En nuestra impresión, en este proceso se revela, una vez más, el profundo deterioro ético en el cual se encuentra sumida la política de nuestro país y que justifica la crisis de representación que vive nuestra patria. El compromiso con la palabra empeñada, y el apego irrestricto a la verdad, son, en política más que en ninguna otra actividad, imperativos éticos permanentes.



“Sin embargo, lamentamos que los compromisos no se han cumplido por parte del ejecutivo, el que firmó una redacción consensuada en el senado y, posteriormente, presentó indicaciones para borrar con el codo lo suscrito con el puño.”.



Señor Presidente, la indicación se firmó en la Cámara Alta luego de un gran debate. Y el Ejecutivo no ha dado explicación de por qué cambia de criterio. O vamos a hacer respetar los acuerdos políticos del Senado…

El señor ESPINA.- ¡Es falso eso!

El señor NAVARRO.- El Senador Espina dice que eso no es así. Lo podremos discutir. Pero yo entendí, al menos cuando debatimos esto en nuestra Corporación, que había una voluntad positiva de la Ministra del SERNAM y que podíamos avanzar en esa dirección.



Sigue la carta.



“A nuestro juicio, la Ex Ministra del SERNAM burló la buena fe de la cámara, haciendo creer a los diputados que el acuerdo del Senado, que ella misma había suscrito, era inconsistente y técnicamente deficiente, con lo cual indujo a la constitución de una comisión mixta.



“En su argumentación faltó a la verdad, afirmando que la primera oración del inciso cuarto había sido redactada en la sala del senado, en circunstancia que ésta formaba parte de la redacción aprobada por la comisión de Constitución Legislación y Justicia del Senado y era parte de la norma supletoria que la Ministra defendió acaloradamente en la cámara alta.



“Hizo uso de argumentos tendenciosos, a partir de una magnificación de conductas parentales patológicas, sin consideración de contexto que la hacían de escasa ocurrencia, y sobre la base de las cuales justificó privar de derechos a la inmensa mayoría de progenitores que aman a sus hijos y se comportan apropiadamente.



“Se trató de una verdadera política del terror para asegurar la votación de los diputados en favor de la constitución de la comisión mixta. Una vez constituida dicha comisión, este ministerio no se limitó a discutir el inciso cuarto como era el mandato de la sala,” -las Comisiones Mixtas solo pueden tratar aquellos aspectos para los cuales han sido mandatadas- “sino que presentó nuevas indicaciones a otros incisos, y sobre todo, algunas que alteran el sentido del acuerdo consensuado por todas las bancadas en el senado.”.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor NAVARRO.- El Senador Espina puede intervenir en el tiempo de Renovación Nacional.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No tiene, señor Senador. Así que, si Su Señoría le da una interrupción, puede hacerlo.

El señor NAVARRO.- Tendrá tiempo en esta preciada hora de Incidentes, la que, además, no es transmitida por televisión, en una situación que no logro comprender, por un acuerdo absurdo del Comité Editorial de TVSenado. No transmitir por televisión la hora de Incidentes es menoscabar la posibilidad del debate político, particularmente en el caso de las minorías.

El señor ESPINA.- ¿Me puede conceder una interrupción, señor Senador?

El señor NAVARRO.- No se discutió solo lo establecido en el Senado.



Continúo, señor Presidente.



“Para una organización social que ha buscado canalizar su demanda de forma constructiva proponiendo un proyecto de ley que supere una condición discriminatoria que se arrastra por más de 150 años, dicho trato por parte de un Estado que debiera, al menos escuchar a sus ciudadanos, resulta avasallador y humillante.”.



El Código Civil de Bello estableció esta legislación, y afortunadamente en esta ocasión hemos podido abordarla.



Prosigo.



“Lamentamos que algunos honorables senadores y diputados han sido incondicionales con esa actitud del ejecutivo y hayan mostrado completa falta de empatía con este grupo de padres, novias, esposas, tías y tíos, primas y primos, abuelas y abuelos angustiados.



“Vemos con tristeza que se hayan destinado tiempo y energía a acusarnos de hostigamiento, sin comprender el sentido de urgencia que tiene para nosotros recuperar nuestros derechos parentales porque nuestros hijos están siendo impunemente maltratados día a día.



“En nuestra imperfecta democracia, a las organizaciones ciudadanas no se les consagra un espacio formal en el cual hacer ver sus puntos de vista en el debate legislativo, salvo las calles y las redes sociales, donde nuestra expresión es calificada de bullying. Es por eso, que pedimos respetuosamente a la señora presidenta de la comisión que, al menos, esta carta sea leída en voz alta durante la sesión y su argumentación sea considerada por los honorables senadores y diputados en su decisión, y que ella forme parte del expediente de la historia de la ley.



“A nuestro juicio, y sin pretender afirmar que esta comisión mixta no vaya a ser un significativo aporte legislativo, su constitución era innecesaria. Esto, porque, no obstante ser perfectible el inciso cuarto del artículo 225 tal como fue acordado en el senado, en lo sustantivo era una norma concebida con sabiduría, que configuraba un régimen justo para los progenitores y beneficioso para el menor, y adecuada para enfrentar la situación de provisionalidad en tanto los padres no lleguen a acuerdo o no haya resolución judicial.



“Esta norma, tal como estaba redactada por la cámara alta, establecía un régimen provisional muy parecido al que se contempla en el derecho alemán como régimen permanente: que consiste en fijar residencia del niño con uno de los progenitores, pero manteniendo en ambos padres el derecho en materia de autoridad parental.



“Con ello se aseguraba que el progenitor que detenta la residencia en forma provisional, no tomará decisiones constitutivas de hechos consumados, que posteriormente determinen una decisión judicial en su favor, tales como cambiarse de ciudad, o decidir cuestiones que pudiesen ser irreversiblemente dañinas, como una operación médica o un cambio de colegio.



“Ninguno de los horrores que, según los augurios del SERNAM, pudiese provocar el “perverso” progenitor no custodio -que en general será el hombre- en contra del progenitor custodio -en general, la mujer-, ocurren en Alemania. La razón es obvia: el progenitor vulnerado o extorsionado, puede acudir al tribunal ante tales situaciones o ya se encontrarán en medio de una disputa judicial cuando ello ocurriere. Por el contrario, en su discurso el SERNAM olvida mencionar que en la actualidad, según sus propias cifras casi el 49% de los menores son víctimas de violencia física o psicológica por parte de su madre y un 23,5% es víctima de violencia física grave, con lo cual se demuestra que el menor no se encuentra más seguro con ninguno de los progenitores en mera consideración del sexo de este.



“Nos parece fundamental para mantener la sabiduría de la norma consensuada en el Senado, que en el inciso referido a la condición provisional mientras no haya acuerdo, se mantenga la oración “compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto a los hijos comunes”, la cual formaba parte de la redacción de la norma supletoria redactada por la comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del senado. Esto, porque la consagración del principio de corresponsabilidad del artículo 224, no es garantía suficiente que el progenitor no custodio podrá participar de decisiones que resulten irreversibles o impongan en los hechos una preferencia a la posterior resolución judicial. A su vez, la pérdida de derechos del progenitor no custodio con respecto a los hijos, podrá devenir en favorecer rupturas de pareja más conflictivas, por cuanto aquel padre que abandone el hogar común perderá todos sus derechos parentales, y por lo tanto la legislación estará alentando a una pugna de ambos por lograr expulsar al otro progenitor del hogar común. Creemos que las separaciones deben ser lo más civilizadas posibles y sus circunstancias deben afectar lo menos posible el cuidado de los hijos, y la mejor forma de favorecer aquello es asegurar que los derechos de ambos padres se encuentran cautelados, no importa quien abandone el hogar.



“A su vez, el SERNAM solicita modificar el inciso quinto, que ya se encuentra plenamente aprobado. Este cambio al proyecto pone nuevamente el foco en dicho inciso y hace ver que tal como está redactado es muy pernicioso para el bien superior del niño, no obstante perseguir un fin positivo que es sancionar al progenitor que incumple el pago de alimentos. Esto, porque se está estableciendo dicha sanción por medio de una reducción de facultades del juez. Con ello, un juez no podrá otorgar la tuición al progenitor que ha incumplido, y se podría ver obligado a entregar el cuidado personal a un progenitor que carece de habilidades parentales, es maltratador, o tiene una mala relación con el niño. Es decir se estaría castigando al menor por una conducta de uno de sus padres. Se podrá argumentar al respecto que el juez puede entregárselo a un tercero. Ante lo cual respondemos que no es tan claro, puesto que el padre incumplidor puede demostrar que su conducta no constituye inhabilidad moral como establece la norma (art. 226), máxime si su incumplimiento fue eventual. Dicha disposición debería trasladarse a los criterios del artículo 252-2, y no ser una limitación a las facultades del juez. Además, no queda claro cómo se aplica, ni si basta haber incumplido una vez para perder toda posibilidad de tuición del menor. Por otro lado, dicha norma no es demasiado efectiva para perseguir a progenitores incumplidores, puesto que la mayoría de quienes no aportan a la manutención de sus hijos, son aquellos que logran demostrar en instancia judicial, a veces de manera fraudulenta, que no se encuentran en condiciones de pagar, circunstancia que expresamente se encuentra establecida como norma exculpatoria en la presente redacción.



“Con respecto al trabajo realizado por un “grupo de expertos para llegar a una norma de consenso”, nuevamente acusamos habérsenos impuesto una redacción en condiciones desfavorables. La opinión de cada uno de los expertos es de público conocimiento y lamentamos que el profesor Mauricio Tapia, quien tiene la mayor afinidad con nuestros puntos de vista, haya sido excluido de dicho trabajo de una manera inexplicable. Consideramos que la propuesta del equipo de expertos que se presenta a la Comisión Mixta hace una contribución en aspectos formales del artículo 225, pero constituye un gran retroceso en términos de contenido, en materias de igualdad parental con respecto al proyecto, tal como ha sido aprobado hasta el momento.



“Nuestras observaciones son las siguientes:



“1. La norma que el menor permanecerá bajo el cuidado del progenitor con el cual vive, debe entenderse como una norma que regula una situación provisional, la cual debe durar lo menos posible, pues la circunstancia de hecho por la cual el menor quedó residiendo con un determinado progenitor, está determinada por la circunstancia de la separación de la pareja y nada asegura que residir con este padre o madre sea bueno para el niño. La redacción propuesta por el equipo de expertos sugiere que, esa condición de hecho, se entiende como permanente en caso de falta de acuerdo y su alteración es excepcional. Esto por efecto de que el cambio del cuidado del menor quedó incluido en el inciso siguiente como parte de la facultad que en todo momento tiene el juez para alterar el régimen de cuidado.



“2. A pesar de que la norma establezca que el menor quedará bajo el cuidado de uno de los padres, la norma debe garantizar que el otro progenitor no pierda sus derechos de plena  autoridad parental. Esto, con el fin de asegurar que no se tomen decisiones irreversibles o constitutivas de hechos consumados, como se dijo más arriba, pero también porque en la medida que se aseguran los derechos de ambos progenitores, no se favorecen rupturas conflictivas. Si el progenitor que permanece en el hogar queda con todos los derechos con respecto a los niños y el que parte los pierde todos, entonces se promoverá una disputa sin cuartel entre ambos por conseguir que el otro progenitor se vaya del hogar común.



“3. La ley debe incluir la obligación del tribunal de tomar una decisión transitoria a petición de parte en un plazo no superior a diez días como se acordó con la Corte Suprema, con el fin de no eternizar la situación provisional que, como se dijo más arriba, puede ser negativa para el bien superior del niño y puede abrir la posibilidad de que el menor sea separado definitivamente del otro progenitor.



“4. La norma no puede dejar en una situación de vacío legal a los niños que viven con un tercero en caso de falta de acuerdo, de otro modo se abre una disputa entre ambos progenitores por quién deberá tener ese cuidado provisional.



“5. Extender la sanción al padre que no ha contribuido a la manutención del hijo, mientras el otro tenía el cuidado, a todas las circunstancias puede ser positivo. Pero no debe ser por la vía de limitar las facultades del juez, con el fin de no castigar al niño por una falta del progenitor. Debe trasladarse al artículo 252-2. En subsidio, en caso de que permanezca en el artículo 225, al menos debe perfeccionarse la redacción, pues no se determina si basta un mero incumplimiento o si se trata de una situación repetida en el tiempo.



“6. Debe explicitarse la sanción inversa, es decir privar del cuidado al padre o madre que entorpece la relación directa y regular con el otro.



“Adjuntamos a la presente carta un cuadro comparativo en el cual se incluye una propuesta de redacción por parte de la agrupación Amor de Papá, que recoge los aspectos positivos de la redacción propuesta por el equipo de expertos”.



Señor Presidente, esta carta fue entregada en la Comisión Mixta. Ignoro si allí fue leída.



Amor de Papá no ha podido participar como oyente al tratarse el tema de la Comisión Mixta. Entendemos que todas las sesiones son públicas, salvo que especialmente sean declaradas secretas.



Señor Presidente, voy a terminar leyendo la norma propuesta por la agrupación Amor de Papá para el artículo 225. Dice:



“Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o la madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.



“El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad”.



Señor Presidente, hasta ahí la carta abierta enviada a la Comisión Mixta por la agrupación Amor de Papá.



Quiero señalar que está claro que el bien mayor por resguardar es el del niño. Y, por cierto, una legislación de hace 150 años, el Código Civil de Andrés Bello, con todo el mérito que tiene, resulta anticuada, trasnochada y absolutamente superada por la realidad.



Cabe expresar que no siempre la madre puede ser la mejor custodia del niño, o el padre el mejor custodio. Por eso, el juez debe determinar quién garantiza la mejor condición del menor, velando por su bien superior por encima de todo.



Lo anterior hace necesario una reforma que permita que el padre o la madre puedan tener la tuición del niño. No es un tema de sexo, sino de igualdad, la cual hemos venido pidiendo permanentemente para proteger el bien superior del menor.



Señor Presidente, esta es una materia de debate público.



En Chile, el 51 por ciento de los niños -¡el 51 por ciento!- nacen fuera del matrimonio. Por tanto, provienen de relaciones no reguladas por la ley civil. La gente convive, la gente prueba, la gente tiene hijos y no se casa. ¡Enhorabuena! Porque algunos estiman que el matrimonio garantiza seguridad económica, felicidad, amor; pero no garantiza nada. Solo el amor asegura la unidad y la permanencia de una pareja, y no la celebración de un contrato civil.



La mayoría de nuestro pueblo y de nuestros jóvenes han optado por la convivencia. Hoy día, no es una deshonra tener hijos sin libreta de matrimonio. Por cierto, no casarse es un derecho. Y se ha optado por que los menores nacidos “fuera del sagrado matrimonio” tengan los mismos derechos que los nacidos dentro de él, en lo cual ha sido clave el Congreso Nacional.



Señor Presidente, ya no hay más huachos como el Padre de la Patria, don Bernardo O’Higgins, quien fuera denostado tantas veces llamándolo “el huacho”. Y cabe hacer la reflexión de que en la Escuela Militar no se aceptaban hijos nacidos fuera del matrimonio, siendo que su fundador, Bernardo O’Higgins, sí lo era.



Siento que hemos corregido lo anterior y que hemos avanzado. Falta por rectificar la situación en comento, lo cual urge, es necesario e importante. Mientras ello no ocurra va a seguir la pugna. De ahí que estemos legislando para que el padre o la madre, el mejor de los dos, según decida un juez, puedan ejercer la tuición del hijo, en igualdad de condiciones, preservando el bien superior del niño.



Si el SERNAM no lo ha entendido y si la Comisión Mixta insiste en otro concepto, señor Presidente, esperaremos que su informe llegue a la Sala.



Yo he dado cumplimiento a un compromiso adquirido con la agrupación Amor de Papá, que he conocido en su lucha desde hace ya 5 años en la Región Metropolitana y en Chillán. Se trata de una batalla a cara descubierta, abierta, con argumentos que, en mi opinión, vale la pena respaldar, porque no se está en contra de la madre. Aquí no hay persecución de género. Lo que se busca es establecer el derecho legítimo del padre o de la madre a poder tener la tuición de los hijos cuando no exista acuerdo entre ellos y no haya vuelta que darle a la situación.



En tal sentido, señor Presidente, podremos discrepar acerca de si hubo o no acuerdo en el Senado. Por lo demás, los acuerdos de esta Corporación no se respetan ampliamente; no lo hace el Ejecutivo. Y, en muchas ocasiones, se adoptan sin consultar a todos los involucrados.



Desde mi condición de minoría en el Senado, de Presidente del partido político Movimiento Amplio Social, que me honro en presidir, hago presente a través de mis palabras la intervención que le ha sido negada en la Comisión Mixta a la agrupación Amor de Papá.



Asimismo, señor Presidente, pido que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República, a las señoras Ministras de Justicia y del SERNAM y a todas las Direcciones Regionales de este último, así como también a las instituciones que tengan relación con el cuidado de los niños, a fin de hacerles llegar mi intervención.



Y solicito que estas palabras sean enviadas también a la Diputada señora Marcela Sabat, Presidenta de la Comisión Mixta que trata la iniciativa pertinente -aunque me parece que ya ha recibido la carta-, a fin de que exista un espacio para debatir este asunto, porque -reitero- no ha sido posible que la agrupación Amor de Papá lo plantee en esa instancia.



Señor Presidente, habrá que revisar la composición y las facultades que tienen las Comisiones Mixtas. En mi opinión, sus sesiones no debieran ser secretas, sino siempre públicas. Eso sí, limitando el derecho a hacer uso de la palabra, pues se trata de una etapa superior, dedicada a una discusión muy concreta. Y si algo he aprendido en estos 20 años en el Parlamento -el Senador Espina lo sabe muy bien, ya que compartimos 12 años en la Cámara de Diputados y vamos a cumplir 8 en el Senado-, es que las Comisiones Mixtas deben abocarse a discutir las materias en que haya discrepancias entre ambas Cámaras, y no se pueden extender a otros puntos.



Sobre el particular hubo una afirmación que ha de ser revisada, pues la agrupación Amor de Papá señaló que la Comisión Mixta ha analizado indicaciones presentadas por el Ejecutivo que van más allá de las diferencias acerca de las cuales debe pronunciarse. Esa situación se tiene que examinar y, por cierto, es posible realizar un conjunto de acciones, incluso acudir ante el Tribunal Constitucional. Porque se debe respetar el Reglamento.



Espero, señor Presidente, que esto pueda resolverse de manera positiva. Los términos de la carta de la agrupación son fuertes, pero respetuosos. Porque cuando se defiende la posibilidad de estar con el hijo o con la hija se defiende lo más sagrado, lo que le da sentido a la vida.



Quienes nos acompañan en las tribunas, la agrupación Amor de Papá, están aquí por sus hijos, por lo más sentido, por lo que vale la pena vivir. En mi opinión, no hay algo más terrible que perder a un hijo. La naturaleza dice que los padres se van primero. Por eso, nada es más terrible que no poder verlos. Y hay que resguardar tanto el derecho de las madres como el de los padres a poder hacerlo.



La agrupación Amor de Papá lucha por ambos padres, no solo por los hombres, sino por el mejor progenitor, por el que garantice mejor el bien de los niños.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos en tribunas).



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:1.








Manuel Ocaña Vergara,








 Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PROHIBE LA EXISTENCIA DE GUARDERÍAS INFANTILES EN CASINOS DE JUEGO PARA PERSONAS QUE INDICA

(8137-23)

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8137-23.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego:

1) Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:

a) En el inciso primero, reemplázase, en la letra e), la expresión “, y” por un punto y coma (;); reemplázase, en la letra f), el punto aparte por la expresión “, y”, e incorpórase, a continuación de la actual letra f), la siguiente letra g):

“g) Los padres o quienes tengan a su cuidado menores de edad, que hagan uso de servicios de cuidado en hoteles pertenecientes o relacionados con el proyecto integral o general del casino de juego en los casos que señala el inciso final.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Los hoteles que formen parte del proyecto integral o general del casino de juego podrán ofrecer servicios de cuidado de menores de edad, en horario diurno y para el uso exclusivo de sus pasajeros. Los padres o quienes tengan a su cuidado menores de edad, que utilicen tales servicios con el objeto de ingresar a salas de juego, serán sancionados con la prohibición de ingreso.”.

2) Agrégase, en el artículo 48, el siguiente inciso segundo:

“Tratándose de la infracción a la letra g) del artículo 9°, los operadores de casinos de juego serán sancionados con multa de seis a sesenta unidades tributarias mensuales.”.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Roberto Delmastro Naso, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2
PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL "ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA SOCIALISTA DEMOCRÁTICA DE SRI LANKA SOBRE EXENCIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA LOS TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y/O DE SERVICIO", SUSCRITO EN COLOMBO, EL 26 DE JUNIO DE 2012

(8800-10)

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N°8800-10.

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio”, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Roberto Delmastro Naso, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3
INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE FOMENTO FORESTAL QUE MODIFICA Y EXTIENDE LOS INCENTIVOS A LA FORESTACIÓN ESTABLECIDOS EN EL DECRETO LEY N° 701

(8603-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

De la iniciativa se dio cuenta en la Sala del Honorable Senado el 3 de abril del presente año, acordándose que fuese informado por las Comisiones de Agricultura y de Hacienda. 

Posteriormente, en sesión de  Sala de fecha 9 de abril de 2013 se acordó que para su segundo informe, fuera informado por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas. 

El 14 de mayo la Sala acuerda que el proyecto sea considerado por la Comisión de Hacienda sólo en su discusión particular. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más sesiones  en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech; Alberto Espina Otero; Alejandro García-Huidobro Sanfuentes; Antonio Horvath Kiss; Alejandro Navarro Brain; Jaime Orpis Bouchon, y Hosain Sabag Castillo. 


Asimismo, concurrieron, especialmente invitados:

Por el Ministerio de Agricultura: el Subsecretario señor Álvaro Cruzat; el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses, y el Asesor del Ministro, señor José Pablo Núñez.


Por la Corporación Nacional Forestal (CONAF): el Director Ejecutivo, señor Eduardo Vial; la Gerenta Forestal, señora Aida Baldini; el Fiscal, señor Fernando Llona; el Jefe del Departamento de Plantaciones Forestales, señor Luis Duchens y el Profesional, señor Antonio Benedetto; el Asesor de Gerencia Forestal, señor Eduardo Gándara; el Director Regional de la Corporación Nacional Forestal de Magallanes y Antártica Chilena, señor José Fernández. 


Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores señores Luis Sánchez y Omar Pinto. 


Por el Sindicato Nacional de Profesionales de la Corporación Nacional Forestal (SINAPROF): el Presidente, señor Jorge Martínez y el Director, señor Manuel Soler.

Por la Federación Nacional de Sindicatos de la Corporación Nacional Forestal (FENASIC): el Presidente, señor Daniel Ariz; el Director, señor Patricio Argandoña, y el Tesorero, señor Juan Troncoso.

Por el Instituto Forestal, el Director Ejecutivo, señor Hans Grosse.

Por la Universidad de Talca, Facultad de Ciencias Forestales, el Profesor Iván Chacón.

Por la Universidad Austral de Chile, Facultad de Ciencias Forestales y Recursos Naturales, el Profesor Andrés Iroume.


Por el Colegio de Ingenieros Forestales: la Directora, señora Gabriela Omegna; el Presidente sede Maule, señor Roberto Cornejo; el Secretario Ejecutivo, señor Julio Torres y la Encargada de Comunicaciones, señora Ester Espinoza.


Por la Fundación Centro de los Bosques Nativos (FORECOS), el Presidente, señor Antonio Lara.


Por Fundación Terram: la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona y la Geógrafa, señora Javiera Espinoza.


Por Fundación Icades, el Director, señor Rodrigo Vega.

Por el Obispado de Temuco, Departamento de Acción Social el Ingeniero Forestal y Encargado del Programa de Medio Ambiente, señor Paulo Palma. 


Por la Empresa de Servicios, Ingeniería y Desarrollo Forestal S.A. (INDEF): el Gerente General, señor Héctor Troncoso, y el Jefe de Proyectos, señor Robert Castro. 


Por la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo (AIFBN): el Presidente, señor Sergio Donoso; el Vicepresidente, señor Cristián Frene y la Periodista, señora Constanza Martínez.


Por la Corporación Chilena de la Madera (CORMA): el Presidente, señor Fernando Raga, y la Gerenta General, señora María Teresa Arana. 


Por la Asociación de Viveristas y Forestadores de la Araucanía, el Encargado señor Mauricio Leonelli.


Por la Confederación Nacional de Trabajadores Forestales de Chile (CTF), el Presidente, señor Jorge González. 


Por el Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (MUCECH): el Presidente, señor Rigoberto Turra; el Director, señor Omar Jofré; el Consultor, señor Jaime Valdés y por Mucech Región del Maule, el Presidente, señor Antonio Núñez y el Asesor Forestal, señor Germán Urra.


Por las Comunidades y Organizaciones de los Pueblos Indígenas por El Bosque Ancestral de Chile, la Coordinadora, señora Marcela Lincoqueo.


Por las Autoridades Ancestrales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Autoconvocados, los Coordinadores, señora Sandra Huentemilla y señor Juan Valeria. 


Por Así Conserva Chile A.G. de Iniciativas de Conservación en Tierras Privadas y Pueblos Originarios, la Directora Ejecutiva, señora Mariela Núñez.


Por Lawentuchefe Nizol Lawen Hospital Barros Luco, Red de Salud Warriache, las señoras Rosa Inaipil y Giovanna Fobilo.


Por el Centro Democracia y Comunidad, el Asesor señor José Mantano. 


Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Pablo Morales.

Los Asesores de los Honorables Senadores Ruiz-Esquide y Alejandro Navarro, señores Lorenzo Soto y Rodrigo Herrera, respectivamente. 

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley busca extender los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974, entre los cuales se destacan los siguientes:

a) Bonificación, mediante concurso, para las siguientes actividades:

1. Incentivar plantaciones forestales para proveer una cubierta vegetal permanente, propiciando la forestación en terrenos degradados y en sitios marginales asociados a la pobreza rural.

2.- Incentivar plantaciones con objetivo productivo a pequeños, medianos y otros propietarios definidos en la ley.

3.- Abastecimiento de agua para localidades urbanas y rurales.

4.- Protección de suelo, con erosión moderada y severa.

5.- Producción de leña para el autosustento.

b) Incentivos especiales para personas o comunidades indígenas cuando contemplen aspectos culturales en áreas de uso forestal.

c) Aporte a la mitigación del cambio climático.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Hacemos presente que los números  15 y 16 del artículo 1°, de este proyecto de ley, de aprobarse, deben serlo con el quórum de ley orgánica constitucional, en atención a que modifican tácitamente la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de conformidad con el inciso segundo del artículo 66, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República.

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en su artículo 19, numerales 8°, 22° y 24°.

2.- La Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases de Generales de la Administración del Estado.

3.- La ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

4.- El decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal, cuyo texto fue reemplazado por el artículo primero del decreto ley N° 2.565, de 1979.

5.- La ley N° 19.561, que modifica el decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

6.- La ley N° 20.488, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta incentivos a la forestación.

7.- La ley N° 20.283, sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal.

8.- El decreto con fuerza de ley N° 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura, que modifica, complementa y fija texto refundido del decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 19, sobre Comunidades Agrícolas.
9.- La ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.
10.- El decreto ley N° 2.247, de 1978, que modifica y complementa la ley N° 16.640.

11.- La ley N° 16.640 sobre Reforma Agraria.

12.- La ley N° 19.118, que otorga beneficios a los adquirentes de predios derivados de la reforma agraria y modifica diversos cuerpos legales. 

13.- El decreto supremo N° 871, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece normas contables y métodos simplificados para el registro y determinación de la renta de explotación de bosques en casos que indica.

14.- El decreto supremo N° 1.341, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el reglamento que establece normas contables aplicables a los contribuyentes que realizan actividades forestales de conformidad al decreto ley Nº 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

15.- La ley N° 20.412, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios.

16.- El decreto con fuerza de ley N° 6, de 1968, del Ministerio de Agricultura, que modifica, complementa y fija texto refundido del decreto con fuerza de ley N° R.R.A. N° 7.

17.- El decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.

18.- El decreto supremo N° 4.363, de 1991, que aprueba texto definitivo de la Ley de Bosques.
19.- El decreto ley N° 874, de 1974, que aprueba el texto de la Ley de Impuesto a la Renta.

20.- El decreto supremo N° 193, de 1998, del Ministerio de Agricultura, que aprueba el reglamento general del decreto ley Nº 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

21.- La ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.





22.- Convenio N° 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes de la Organización Internacional del Trabajo, promulgado por decreto 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, señala que nuestro país ha desarrollado una política de Estado que en conjunto con diversos actores sociales y manifiesta un destacado desarrollo del sector forestal. Destaca que para alcanzar este desarrollo diversos factores han contribuido a su formación, entre otros, mencionó: la visión de las políticas públicas iniciadas en el siglo XX con un sentido de país; la institucionalidad pública y privada construida para este fin; la seguridad jurídica de las inversiones; el desarrollo científico y técnico, y la formación y calidad de los recursos humanos.

En seguida, indica que el sector forestal ha participado activamente en el proceso de inserción competitiva del país en el comercio internacional y que las exportaciones silvícolas en el año 2011 alcanzaron 5.900 millones de dólares, cifra que refleja este crecimiento sectorial. Refiere que uno de los rasgos más destacables de este desarrollo es que no sólo logró mantener la superficie boscosa, sino que también aumentó su número año tras año. En efecto, resalta que Chile mantiene 16,7 millones de hectáreas cubiertas con bosques, dentro de las cuales 2,6 millones corresponden a plantaciones.

De este modo, hace notar que la producción maderera y sus derivados han logrado multiplicarse en el tiempo, sin caer en la deforestación. Complementa que Chile es uno de los pocos países de América Latina que ha aumentado sus áreas de bosque, contraponiéndose a la tendencia mundial.

Asimismo, reseña que la política del Estado ha tenido que adaptarse a los distintos requerimientos sociales, lo que ha se reflejado en la ley Nº 19.561, correspondiente a la primera renovación del decreto ley Nº 701, que incorpora a los pequeños propietarios como beneficiarios de este cuerpo legal. Acota que esto permitió que la superficie controlada por pequeños propietarios avance desde un 5% en el desempeño del decreto ley Nº 701 entre los años 1974 y 1997, a un 39% de la superficie bonificada durante el período entre los años 1998 al 2010. Subraya que en este mismo período el 49% de los montos bonificados se asignaron a pequeños propietarios.

Posteriormente, hace notar que los impactos económicos y sociales favorables atribuibles al desarrollo forestal se suman a su labor de proporcionar mejores condiciones ambientales. De este modo, refiere que en las regiones en que se cultivan bosques en tierras de aptitud forestal, que estaban sin cubierta vegetal boscosa, se producen impactos favorables para la conservación de los recursos naturales, lo que constituye una externalidad positiva de la forestación.

En razón de lo anterior, afirma que en términos políticos e institucionales, nuestro país ha contado con una sólida política de Estado para el sector forestal haciendo uso de una gran diversidad de instrumentos de fomento que han incidido en el desarrollo del sector y del país.

Sin perjuicio de ello, comenta que según estudios realizados por la Corporación Nacional Forestal, aún quedan por forestar 2,3 millones de hectáreas, que corresponden a terrenos con aptitud forestal, que hoy no tienen una cobertura vegetación boscosa y que se encuentran expuestas a sufrir erosión. Señala que de esta superficie una fracción de 1,5 millones de hectáreas puede convertirse en bosque productivo con fines madereros. La superficie restante de 800 mil hectáreas, continuó, corresponde a terrenos de aptitud forestal, que si bien por la calidad del suelo y del clima sólo pueden sostener una cubierta vegetal de protección, permiten importantes funciones ambientales, tales como la protección de los suelos, la regulación hídrica, la captura de carbono y el combate contra la desertificación. Además, detalla que estas tierras son principalmente de propiedad de pequeños y medianos propietarios.

Por ello, hace hincapié en la necesidad de aprobar esta nueva etapa del decreto ley N° 701, que pone acento en la protección de los suelos descubiertos, el combate del avance del desierto, la contribución en la captura de carbono y la incorporación de los pequeños propietarios al desarrollo forestal, a fin de contribuir a un desarrollo sostenible con mejores estándares ambientales por medio del establecimiento de bosques.

Reseña que una sucinta revisión de los hitos de la política forestal sitúa el inicio de este proceso en la década de 1920, con la promulgación del decreto ley N° 656, de 1925, el cual consagró una serie de incentivos a la actividad forestal, fundamentalmente mediante exenciones tributarias al impuesto territorial. En el año 1931, con la promulgación del decreto con fuerza de ley N° 265, se dicta el decreto supremo N° 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, conocido como la Ley de Bosques, la que mantuvo las exenciones tributarias y que además estableció un premio por hectárea embosquecida.

Luego, indica que con el propósito de incorporar nuevos terrenos de aptitud preferentemente forestal al desarrollo económico del país, en el año 1974, entró en vigencia el decreto ley Nº 701, sobre Fomento Forestal. Al efecto, resalta que durante los primeros veinte años de su vigencia se plantaron en Chile alrededor de 1.700.000 hectáreas, mayoritariamente de “Pinus radiata” y especies del género “Eucayptus”. De esta superficie, detalla que 807.203 hectáreas fueron bonificadas por forestación, tratándose en su mayoría de terrenos altamente degradados que fueron recuperados para la actividad productiva del país.

En términos regulatorios, comenta que el decreto ley Nº 701 también constituyó un aporte relevante a la sustentabilidad forestal, al introducir la obligación de reforestar los bosques explotados, lo que contribuyó decisivamente a que Chile sea uno de los pocos países del mundo que puede exhibir un balance positivo en cuanto al uso y conservación de sus bosques.

Posteriormente, señala que la ley Nº 19.561, del año 1998, modificó el decreto ley Nº 701, para alcanzar los siguientes objetivos: integrar progresivamente a los pequeños propietarios a los beneficios provenientes del desarrollo forestal; fomentar la protección y la recuperación de los suelos erosionados mediante trabajos de recuperación y forestación; modernizar los procedimientos de administración de la bonificación, y perfeccionar el régimen de sanciones aplicables. Para ello, explica que esta ley estableció, por un período de 15 años, incentivos a la actividad forestal para generar las bases de un desarrollo forestal más equilibrado socialmente y con un mayor aporte a la calidad del medio ambiente.

Informa que durante estos quince años el Estado asignó un total de US$ 504 millones por concepto de bonificaciones forestales, de los cuales aproximadamente el 50% fue captado por pequeños propietarios forestales, revirtiéndose en alguna medida el proceso de concentración de los beneficios, que caracterizó la primera etapa del decreto ley Nº 701, ampliándose  de manera significativa a un sector social que no se encontraba plenamente integrado al desarrollo forestal.

En cuanto a la superficie, acota que durante dicho período se bonificaron por concepto de forestación 481 mil nuevas hectáreas en el país, de las cuales el 41% se entregó a predios de pequeños propietarios forestales. De dicha superficie, puntualiza que 201 mil hectáreas contemplaron labores de protección y de recuperación de suelos degradados, de las cuales un 39% corresponde a predios de pequeños propietarios forestales.

Refiere que faltando menos de un año para cumplirse el plazo estipulado en la ley Nº 19.561, este Gobierno envió al Parlamento un proyecto de ley, cuyo objetivo principal era prorrogar por dos años los incentivos del decreto ley Nº 701, aprobándose para estos efectos la ley N° 20.488. En términos generales, explica que esta iniciativa se focalizó en las bonificaciones, asignando un 90% de las mismas a los pequeños propietarios forestales, un 75% a los medianos propietarios y un 50% a los grandes propietarios. Adicionalmente, informa que crea el Registro de Operadores Forestales, e incorpora medidas y beneficios especiales para las comunidades indígenas. 

Actualmente, habiendo transcurrido más de un año de la aprobación de la ley N° 20.488, resalta que el Gobierno propone el presente proyecto de ley, que modifica y extiende los incentivos a las forestaciones, el cual recoge la experiencia de la legislación anterior y reconoce nuevas funciones a las plantaciones. Explica que este proyecto de ley une las diversas dimensiones del desarrollo sustentable, dando lugar al diseño de nuevos objetivos de forestación, en el entendido de que este cuerpo legal modifica el decreto ley N° 701, formando un nuevo cuerpo normativo y jurídico propicio para dar continuidad a una actividad que es esencialmente de largo plazo y cuyo fomento genera impactos ambientales positivos para toda la sociedad.

En este sentido, destaca que esta iniciativa parte de la premisa de que la formación de bosques en suelos con aptitud preferentemente forestal, que se encuentren deforestados, incrementará la provisión de servicios ambientales en los terrenos a forestar, ya que detendrá la desertificación y controlará la erosión; regulará la disponibilidad de los recursos hídricos; ampliará la biodiversidad y reducirá las emisiones de gases de efecto invernadero. Por consiguiente, considera que el fomento forestal contribuirá a mejorar la condición ambiental del desarrollo nacional.

Por otro lado, comenta que la capacidad de crecimiento de las plantaciones forestales es reconocida como un medio para captar dióxido de carbono, el que se mantiene como inventario permanente cuando las plantaciones están en un régimen de manejo sustentable. Destaca que esto resulta relevante para un instrumento de fomento diseñado en un contexto en que el cambio climático y sus efectos forman parte de un desafío global de gran magnitud para la humanidad.

En cuanto a los incentivos a la actividad forestal, informa que en Chile aún existen 2,3 millones de hectáreas susceptibles de ser forestadas, que corresponden a terrenos degradados que se encuentran principalmente en manos de pequeños y medianos propietarios. Por ello, señala, el proyecto pretende  incorporar dichos suelos al desarrollo forestal esperando forestar del orden de 590 mil hectáreas en los próximos veinte años.

A continuación, enuncia los incentivos y bonificaciones que contempla el presente proyecto de ley:

1.- Bonificación para proveer una cubierta vegetal permanente.

Con la finalidad de establecer plantaciones forestales ambientales este proyecto de ley incentiva la forestación en terrenos degradados y en sitios marginales, comúnmente asociados a la pobreza rural. Precisa que podrán acceder a ésta todo tipo de propietarios distinguiéndose, entre ellos el porcentaje de bonificación. Así, detalla que los pequeños y medianos propietarios podrán optar a una bonificación del 100% y 90% respectivamente, y a un pago anual por mantener la cubierta vegetal permanente. Tratándose de otros propietarios, continúa, éstos sólo podrán optar a una bonificación del 75% de los costos de forestación. Resalta que esto significa reconocer un valor ambiental de estas cubiertas vegetales establecidas en terrenos de pequeños y medianos propietarios, siendo una de las grandes novedades de este proyecto de ley, puesto que constituye un reconocimiento explícito al valor ambiental de los bosques. 

2.- Bonificación con objetivo productivo a pequeños y medianos propietarios.

Mediante esta bonificación se estimulará a pequeños, medianos y otros propietarios para que foresten sus predios. En estos casos, acota que se bonificará por una sola vez, por cada superficie, un porcentaje de los costos del establecimiento de las plantaciones. Precisa que el porcentaje de esta bonificación será de un 90% de los costos de forestación para los pequeños propietarios, un 75% para los medianos propietarios y un 50% para los otros propietarios. Subraya que se excluyen de esta bonificación a los grandes propietarios.

3.- Incentivos especiales para las comunidades indígenas. 

Para las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de estas comunidades se fijan incentivos especiales para la elaboración del plan de manejo cuando se contemplen aspectos culturales en áreas de uso forestal. Asimismo, reseña que en el evento que accedan o hayan accedido a compras o subsidios de tierras, se les mantendrán los beneficios que establece la ley N° 20.488 en su artículo único, número 2°, letra d), que se entregan a comunidades o personas indígenas beneficiadas con la ley N° 19.253, cuando se les dan tierras acogidas a las obligaciones del decreto ley N° 701.
4.- Aporte a la Mitigación del cambio climático. 

El proyecto contempla que las capturas o remociones de dióxido de carbono producidas por las plantaciones forestales bonificadas por esta ley podrán tener como objetivo la mitigación de las emisiones de los gases de efecto invernadero del país. De este modo, subraya que el programa de forestación constituirá una acción temprana del país para la mitigación del cambio climático, realizada con financiamiento nacional, y que será presentado ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático como un aporte medible, verificable y reportable de Chile a la reducción de las emisiones de los gases de efecto invernadero.

En seguida, señala que las bonificaciones se otorgarán mediante concursos públicos entre quienes postulen a las bonificaciones para forestar, salvo el caso del pago periódico por la mantención de una cobertura vegetal permanente. No obstante, indica que se fijará una plazo de dieciocho meses contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para que el sistema de concursos se aplique, por lo que en dicho período el sistema de otorgamiento de bonificaciones se hará por asignación directa.

Comenta que para el correcto seguimiento de la aplicación de esta ley, el Ministerio de Agricultura deberá mantener un sistema de información de existencia y de flujos de biomasa y carbono asociado a las plantaciones forestales establecidas al amparo de esta ley. Para ello, reseña que se deberá realizar un inventario de los recursos forestales del país, con una periodicidad mínima de cinco años, entre cada levantamiento de información.

Además, reseña que como una forma de mantener un juicio independiente acerca de la implementación de la ley y como un instrumento que permitirá su perfeccionamiento operativo, a lo más cada cinco años, se propone realizar una evaluación por un organismo externo al Ministerio de Agricultura del funcionamiento de la presente ley, considerando tanto su administración como los resultados alcanzados.

Por último, precisa que los artículos transitorios de este proyecto de ley establecen un plazo de 90 días hábiles para fijar el valor de los incentivos por medio de la publicación de una tabla de costos y de un año para  dictar del reglamento relativo a los concursos públicos.





2.2. Oficio N° 10.642, de fecha 2 de abril de 2013, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de dos artículos permanentes y de cuatro normas transitorias, que modifican el decreto ley N° 701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo primero del decreto ley N° 2.565, de 1979, sobre Fomento Forestal, y la ley N° 19.561 que modifica el decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por las Comisiones de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, y de Hacienda. Además, fue aprobada, en general, en la Sala de esa Corporación por 45 votos a favor, 18 en contra y 1 abstención. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista las siguientes entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:


El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, Conaf, don Eduardo Vial.


El profesor de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad de Talca, señor Iván Chacón.


El profesor de la Facultad de Ciencias Forestales y Recursos Naturales de la Universidad Austral, señor Andrés Iroume.


El Encargado Forestal del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile, MUCECH, señor Omar Jofré.


El Encargado del Programa de Medio Ambiente del Departamento de Acción Social del Obispado de Temuco,  señor Paulo Palma Burgos.


De la Fundación Terram, su Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberoa.


De las Comunidades y Organizaciones de los Pueblos Indígenas por el Bosque Ancestral de Chile, la Coordinadora señora Marcela Lincoqueo.


El Presidente de la Fundación Centro de los Bosques Nativos (FORECOS), señor Antonio Lara.


El Director Regional de la Corporación Nacional Forestal de Magallanes y Antártica, señor José Fernández.


El Ingeniero Forestal de la Asociación Viveristas de la IX Región, señor Mauricio Leonelli.


El Presidente de la Confederación Nacional de Trabajadores Forestales de Chile (CTF), señor Jorge González.


El Presidente de la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo, señor Sergio Donoso.


El Director del Sindicato Nacional de Profesionales de la Corporación Nacional de Desarrollo Forestal (SINAPROF), señor Manuel Soler.


El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos Regionales de CONAF. FENASIC, señor Daniel Ariz. 


El Presidente La Corporación Chilena de la Madera, CORMA, señor Fernando Raga.


El Presidente, sede Maule, del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile, don Roberto Cornejo.


La Coordinadora de las autoridades Ancestrales y Dirigentes de los Pueblos Autoconvocados, señora Sandra Huentemilla.


La Directora de ASI CONSERVA CHILE, A.G: de Iniciativas de Conservación en Áreas Privadas y Territorios de Pueblos Originarios, señora Mariela Núñez.


Se deja constancia que fue recibido un correo electrónico del señor Francisco Aruta Madsen, Ingeniero Forestal, quién propone incluir una bonificación a las actividades de prevención del riesgo de los incendios forestales.


Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe. 

- - - -

Al iniciar el estudio de esta iniciativa legal el Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, Conaf, don Eduardo Vial explicó las bases y lineamientos fundamentales del proyecto y reseñó el contexto histórico del mismo. Señaló que la historia forestal data desde hace varios siglos y que una de las características de nuestro país a la llegada de los españoles, es que los bosques se extendían desde la actual Región de Coquimbo hasta el extremo sur; sin embargo, expresó, parte del costo de la civilización ha sido la deforestación del bosque por el uso intenso de la agricultura, cortas para disponer de leña para consumo doméstico y actividad minera.  Lo anterior, dijo, ha transformado a nuestro país, en algunos períodos, en un gran exportador de trigo y, al mismo tiempo, ha provocado la eliminación de montes y grandes erosiones en tierras frágiles.  

Hizo presente que la toma de conciencia a finales del siglo IX de esta destrucción de bosques, motivó que se adoptaran diversas iniciativas como la creación de la sección de Aguas y Bosques en el Ministerio de Obras Públicas; la publicación de la Ley de Bosques que busca proteger y forestar los bosques; misiones en Corfo para acompañar estas acciones; se crea el INFOR; se construye la Planta Celulosa de Constitución y Celco  y finalmente, en la década del setenta, se crea la Ley de Fomento a la Forestación.

De esta forma, explicó, nuestro país cuenta con una política fiscal de fomento a las plantaciones y cuidados del bosque nativo en defensa de los recursos naturales. Existen 2,6 millones de hectáreas de bosques plantados que crean riqueza y protegen suelos, lo cual ubica a Chile, junto a Costa Rica e Uruguay, como los 3 países que han aumentado sus superficies de bosques; versus América del Sur, que tuvo una disminución de más de medio millón de hectáreas por año entre 1990 y 2010, y un promedio de 5, 2 millones de hectáreas por año en todo el mundo entre 2000 y 2010.  Destacó que de estos países, Chile es el único que tiene un desarrollo industrial y económico forestal sostenible. 


Explicó que han continuado con esta política forestal que protege los bosques y, al efecto, cuentan con dos leyes: una que protege y mejora el bosque nativo y, otra, para suelos descubiertos de plantaciones que permite revertir esta situación. No obstante lo anterior,  percibe que queda bastante por hacer, hay 2,3 millones de hectáreas que están en situación de erosión y de despoblamiento de vegetación, acotó.


Como una forma de continuar con esta política de Estado, proponen este proyecto de ley considerando que quedan 1, 5 millones de superficie que puede soportar una plantación productiva.  Al mismo tiempo, afirmó, hay una superficie importante que no está en condiciones dado el deterioro de sus suelos y que necesita otro tipo de forestación, aquella que contribuya a la cubierta vegetal, sin exigirle madera sino cuidado y protección del suelo y que tendrá una compensación y reconocimiento de servicio ambiental.


Para estos efectos, el proyecto tiene los siguientes objetivos:


1.- Compromiso de Estado de continuar la exitosa política forestal de fomento a las plantaciones en tierras deforestadas.


2.- Contribuir a la lucha contra la desertificación, protección de suelos y regulación hídrica.


3.- Mitigación de los gases efecto invernadero por captura de carbono y reemplazo de combustibles fósiles.


4.- Direccionado a pequeña y mediana propiedad con suelos forestales desprovistos de bosques.


5.- Reconocer monetariamente los servicios ambientales del bosque plantado.


Para la consecución de estos fines, se propone usar como base el decreto ley N° 701 modificado, mejorando el título de las bonificaciones.  Indicó que el proyecto tiene por objetivo la plantación de 470.000 has en los próximos 20 años, mediante un fondo concursable  ascendente a 37 millones de dólares anuales, en beneficios. Precisó que esa cifra es bastante mayor a lo que hoy se paga en bonos y, en los últimos años, es de un promedio de 16 millones de dólares.


Informó que el proyecto beneficiará a tres categorías de propietarios los cuales ha redefinido. Así, los pequeños propietarios forestales ya no se definirán conforme a la ley de INDAP por ser ésta muy restrictiva –el caso de un profesor que no vive del predio- sino que se hará de acuerdo al monto anual de sus ventas. De  esta forma, será pequeño propietario el que tenga un máximo de 2.400 UF; de 2.401 hasta 10.000 UF el mediano, y los otros propietarios, cuyas ventas anuales superen las 10.000UF y no excedan las 50.000 UF. Sobre el particular, resaltó que actualmente la ley considera a los medianos con ventas de hasta 100.000 UF y grandes propietarios con más de 100 mil UF, rebajándose considerablemente mediante este proyecto de ley. 


Recordó que, inicialmente, el DL 701, beneficiaba a todos el 75% de los costos de forestación,  cualquiera fuera el monto de las ventas; luego, en 1988, se modificó la norma, segmentando en dos estratos: 90% para los pequeños propietarios y 75% para el resto sin limitación de tamaño.  Finalmente, la modificación del año 2011, dejó la bonificación del 90% para el pequeño y segmentó para los medianos en 75% hasta 100.000 UF, y grandes propietarios más de 100.000 UF,  con un  50%.


Enseguida, informó que el proyecto propone dos tipos de forestación: 


1.- Con fines productivos: bonificación de un 90% del costo de forestación para los pequeños propietarios; 75% para los medianos cuyas ventas anuales no excedan las 10.000 UF, y los otros, cuyas ventas no sobrepasen las 50 mil UF anuales, una bonificación del 50%. 


Sobre el particular, el Director Ejecutivo de la Conaf fue categórico en señalar que las grandes empresas con ventas superiores a las 50 mil UF al año, no recibirán bonificación alguna.


2.- Plantaciones con fines ambientales: los pequeños propietarios tendrán una bonificación equivalente al 100% del costo de forestación, más un bono anual del orden de 100 dólares anuales por hectárea, para que puedan excluir el ganado y cuidar las plantaciones. Los medianos también tendrán una  bonificación de un  90%, más el bono anual, y  los otros propietarios, sólo recibirán una bonificación del 75%, excluyendo las grandes empresas. 


En resumen, las novedades del proyecto de ley en informe son: quedan excluidas del incentivo las grandes empresas, esto es, aquellas que vendan más de 50 mil UF al año; se modifican los segmentos y definiciones de tipos de propietarios; los fondos limitados serán concursables; crea un segundo fondo con objetivos ambientales; reconoce valor ambiental de una cubierta vegetal en suelos marginales para pequeños y medianos propietarios; incluye recursos para determinar inventario de captura de carbono, y el carbono capturado sólo se contabiliza para mitigaciones nacionales, excepto el primer período que considera para el desarrollo del  mercado.


Respecto al fondo concursable, explicó que se trata de un sistema simplificado que permitirá dar un enfoque de política pública o bien regional, de acuerdo a las necesidades de las regiones.


A continuación, informó que durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados se modificó el proyecto en diversos aspectos, a saber: 


En el artículo 1°, se acordó una nueva redacción del objetivo de la ley. En el artículo 2°; se complementa la definición de Forestación para agregar la posibilidad de usar especies suculentas y se agregan otras: Suelos Degradados; Servicios Ambientales y Bosque Plantado o Plantación Forestal. Se acogieron algunas observaciones respecto de medidas de protección de suelos y aguas. Se define que estudio técnico de calificación tenga especial énfasis en medidas de protección de suelos y cursos de agua. Además, se establece que para las calificaciones de suelos de aptitud forestal, se deben considerar catastros vegetacionales, entre otras informaciones. Asimismo, se especifican las consideraciones que debe regular el Reglamento del Plan de Manejo al cosechar para resguardar bordes de cursos de agua permanentes o temporales, artículos 4° y 21. En el artículo 11 bis, se establece el carácter público de planes de manejo y bonificaciones, para ello,  se dispondrá en la página web de la Corporación  aquella información. En el artículo 12, se establece que el proyecto rige a partir del 1 de enero de 2013 y se agregan tres actividades a bonificar. En el artículo 12 bis, se flexibiliza y focaliza el sistema de concursos en base a políticas públicas, priorizando la adjudicación a los pequeños propietarios y recursos regionales para apoyar fondos a la región. En el artículo 15, se agrega la bonificación de plantaciones de cortinas cortavientos destinadas a proteger suelos degradados. En el artículo 37, se permite comercializar bonos de carbono de estas forestaciones en mercados internacionales por los primeros cuatro años para indicar el carácter público de planes de manejo y bonificaciones, que se dispondrá en la página web de la Corporación  y,  el artículo 41, impide forestar suelos agrícolas que hayan sido bonificados por la ley N° 20.412, salvo que la devuelvan.


En seguida, se refirió a la consulta indígena establecida en el Convenio 169 de la OIT y expresó que comenzaron el proceso  en diciembre del 2011 y finalizaron en octubre del 2012. La consulta se realizó a nivel nacional desde la Región de Arica Parinacota hasta la Región de Aysén, incluyendo Isla de Pascua,  a través de las instancias que representan a la población indígena que potencialmente podrían ser afectadas en las zonas rurales. Según  registro que lleva la CONADI, 3.213 comunidades indígenas a nivel nacional; 1.843 asociaciones indígenas a nivel nacional; autoridades tradicionales, con un total  de 4.800 comunidades indígenas. 


Lo anterior, se llevó a cabo mediante un cronograma de 14 pasos concordado conjuntamente con la CONADI, que son los siguientes: visación del proceso de consulta por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia; validación del proceso –plan- ante dirigentes;  adecuación del plan con la incorporación de sugerencias y observaciones de la etapa de validación; formalización del proceso ante la Segpres, el Ministerio de Desarrollo Social y la Conadi;  conformación de equipos de terreno de Conaf; inicio de difusión del proceso; inicio formal de la consulta; reuniones con comunidades indígenas, asociaciones indígenas y autoridades tradicionales, período de deliberación de los consultados y reuniones comunales aclaratorias sobre lo consultado; recepción de respuestas a la consulta; proceso de sistematización de respuestas; elaboración del informe final y  difusión de los resultados. 


 Destacó que este proceso de consulta se validó  ante 87 dirigentes de comunidades indígenas alcanzando 1.400 comunidades de las 4.800 registradas.


Este proceso, dijo, según los participantes SEGPRES y CONADI, ha sido la consulta más completa que se ha realizado, destinando un número considerable de recursos y de horas hombre y de trabajo para recorrer los campos y comunidades. 



No obstante lo anterior,  reconoció que ha habido críticas a este procedimiento y que muchas comunidades si bien aceptaron asistir a las reuniones no estaban de acuerdo en denominarla como consulta. 


Asimismo, hizo presente que durante la discusión en la Cámara de Diputados se acusó al sector forestal de empobrecer las comunas. Al respecto y con el propósito de contribuir a comprender la relación existente entre la presencia de plantaciones forestales y los niveles de pobreza que se registran en la comunas donde aquéllas se ubican mayoritariamente, informó que están trabajando en un estudio sobre el Índice de Desarrollo Humano, IDH en las Regiones VII y VIII, en  el cual se observa que en el caso de la comuna de Constitución, si bien tiene una gran industria, ha tenido un crecimiento de un 15,7% de IDH en 1994 versus el 2003. Otras de mayor valor agrícola, como el caso particular de Curepto, alcanza un 19,26% de crecimiento. 


En general, reflexionó, se puede señalar que de las 13 comunas agrícolas que registran medición de IDH entre 1994 y 2003, 9 presentan una variación inferior a la  variación regional promedio del indicador en contraste con 4 comunas que tienen una variación superior al citado promedio.


A su vez, en las comunas forestales,  se observa 5 comunas con variaciones del IDH inferiores al promedio y 8 con registros superiores a la variación regional promedio.


De acuerdo a lo anterior, apuntó, es difícil afirmar que las comunas forestales se estén empobreciendo o que tengan registros de pobreza más altos que las agrícolas. Más aún expresó, según el mapa de la extrema pobreza del año 1974, en varias comunas hoy clasificadas como forestales, la pobreza es anterior a la llegada de las plantaciones. Agregó que Chile es un ejemplo de modelo forestal, ya que crece en superficie de bosque, protege los suelos y tiene una industria sustentable. No obstante lo anterior, reconoció que aún quedan asuntos por modificar como la concentración de la propiedad de los bosques, que este proyecto busca mejorar aumentando la masa de medianos o pequeños propietarios de bosques. Destacó que el proyecto apunta a las necesidades que hoy tiene el sector forestal. En sus inicios, recordó, era necesario bonificar a todos porque era una aventura el negocio forestal, hoy, en cambio, es una certeza.


Al concluir, reiteró que el presente proyecto es una herramienta solicitada por los pequeños propietarios y acompañó un listado de personas o comunidades mapuche que han sido favorecidos por esta bonificación en los últimos siete años y explicó que hace varios años que las grandes empresas no cobran bonificación por plantaciones.


El señor Subsecretario de Agricultura, don Álvaro Cruzat, reforzó la importancia que tiene para el Ejecutivo discutir este proyecto de ley que están trabajando con bastante anticipación y solicitó que el mismo sea discutido en profundidad y con capacidad técnica pero también con cierta celeridad ya que parte pertinente del DL 701, referida a los incentivos, no se encuentra vigente, circunstancia que argumenta la suma urgencia del proyecto y que es necesario tenerlo vigente para esta temporada de plantación.


El Honorable Senador señor Larraín solicitó al Director Ejecutivo los antecedentes con toda la información y observaciones que obtuvieron en el proceso de la consulta. 


En seguida, sugirió establecer un cronograma con las rondas de audiencia y convocó a Sus Señorías a formular las peticiones de información que estimen necesarias para una mejor y pronta tramitación del proyecto que permita tener una o dos rondas de audiencia y, luego, debatir el proyecto en la Comisión.


El Honorable Senador señor Horvath hizo presente el mandato de la Comisión de Medio Ambiente de solicitar el estudio del proyecto en Comisiones unidas con el compromiso de despacharlo en un tiempo breve. Lo anterior, argumentó, por el fuerte componente que tiene esta materia en medio ambiente, no obstante reconocer la resolución de la Sala del Senado  que sólo fuera a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda.  


En materia de información, indicó la conveniencia de contar con la historia del decreto ley N° 701, desde el punto de vista del fondo que se ejecuta y las hectáreas que se forestan. Lo anterior, dijo, tiene importancia por cuanto en un momento el fondo iba aumentando en forma acelerada pero la cantidad de hectáreas que se iban forestando iban disminuyendo, lo que indica que tal vez se estaba desviando a recuperación de dunas u otro tipo de actividad.


Finalmente, solicitó mayores antecedentes para establecer el fondo concursable, materia a la cual se ha opuesto constantemente, por cuanto el objetivo es cumplir con determinado requisitos y obtener los beneficios del decreto ley 701. Entonces, cumplidas las exigencias se debiese obtener la bonificación en forma automática.


A su turno, el Honorable Senador señor Navarro llamó la atención que no estuviera disponible una evaluación del decreto ley N° 701, a 40 años de aplicación, antecedente que considera vital para su modificación. Al mismo tiempo, solicitó al Ejecutivo eliminar la urgencia, de manera de hacer una discusión más adecuada y, finalmente, reiteró el planteamiento de la Comisión de Medio Ambiente para que en el segundo informe fuese considerado en Comisiones unidas. 


El Honorable Senador señor Quintana en materia de información, solicitó completar el cuadro del índice de desarrollo humano IDH, toda vez que en los antecedentes proporcionados se omite un número importante de comunas que también tienen actividad forestal. Agregó que según la información entregada se deduce un incremento, pero ello  puede obedecer a múltiples factores y no sólo al tema forestal, por lo que solicitó un mayor análisis de la gráfica presentada.


Respecto al Convenio 169 de la OIT y la consulta señaló que si bien reconoce el esfuerzo realizado por el Ejecutivo, estima que el valor de la consulta es bastante relativo. Sobre el particular, recordó que existe un extenso debate respecto a la necesidad de contar con una legislación para determinar cómo se hace la consulta, de manera que estimó de gran utilidad conocer más detalles sobre el instrumento que aplicaron, más aun teniendo en consideración que existen comunidades que afirman que se les consultó un proyecto distinto al que hoy tenemos en estudio.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que la aprobación del proyecto tiene un aspecto fundamental para el desarrollo de las regiones forestales como la que representa, la Araucanía, y si bien coincidió en debatir y analizar el proyecto en todos sus aspectos, ello no puede significar su retraso, enfatizó. 


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide se sumó a la petición de eliminar la urgencia del proyecto considerando que se trata de un tema muy potente y con distintas apreciaciones, el cual requiere de una discusión pausada y sin presiones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán hizo presente que el Ejecutivo tomó nota de las peticiones de Sus Señorías. Respecto a la información, coincidió en la necesidad de contar con una evaluación del decreto ley N° 701, a la fecha. En materia de consulta de los pueblos indígenas, valoró los esfuerzos que se han hecho para su realización dado que todavía no se tiene un procedimiento instalado y agregó que la Comisión también escuchará a las organizaciones y comunidades indígenas que lo han solicitado de manera de complementar el trabajo realizado.


A su turno el Subsecretario de Agricultura señaló que respecto a la petición de eliminar la urgencia  para el Ejecutivo no es posible pronunciarse mientras no se conozca el itinerario de la Comisión.


En las sesiones siguientes, la Comisión de Agricultura inició la ronda de audiencias, para ello, invitó y recibió las opiniones y observaciones de las personas que se indican en cada sesión que se señala.


En la sesión de 15 de abril de 2013, escuchó las siguientes exposiciones:


1.- El profesor de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad de Talca, señor Iván Chacón, expresó,  en primer lugar, que el desarrollo de las plantaciones forestales en Chile ha tenido el hilo conductor estatal desde hace 80 años (ley de bosques 1931, Convenio de Forestación COREF-CONAF; DL 701 de 1974, y ley 19.561, de 1998). Lo que demuestra que es una de las políticas de estado de más larga data.


En seguida, señaló que subsidiar la forestación de pequeños propietarios, que es el foco de este proyecto se justifica por razones sociales (sin subsidio la forestación de este segmento llegaría a cero), ambientales (absorción de carbono y protección de los suelos descubiertos y en pendiente), y económicas (generación de un patrimonio que actúa como un stock permanente y renovable). Precisó que algunos de estos beneficios son los que se denominan técnicamente  “externalidades positivas”, es decir, beneficios que los propietarios no pueden percibir, aunque sí lo hace la sociedad. Y, además, por el largo período de maduración de la actividad silvícola.


Todo lo anterior, aseveró, tiene como resultado que, sin subsidio a la forestación se plantaría muchísimo menos superficie que lo que la sociedad desea y, en pequeñas propiedades, sería casi cero, porque el objetivo de un propietario privado es vender la madera, pero el objetivo país, además de generar madera y divisas, es proteger los suelos, absorber carbono, producir otros beneficios ambientales y generar actividad económica y, destacó expresamente, contribuir a resolver el gran problema ambiental y silencioso que tiene nuestro país, que es la erosión.  Insistió que sin proyecto, lamentablemente seguirán erosionándose cientos de miles de hectáreas sin cubierta vegetal.


A continuación, hizo hincapié en que el proyecto subsidia las plantaciones en terreno sin cubierta vegetal, especialmente, sin bosque natural y en terrenos forestales, es decir, en pendiente. Destacó que estos aspectos son claves porque existe el error de creer que se va a subsidiar terrenos aptos para la agricultura, planos o casi planos, o que el subsidio podría afectar a los bosques naturales o causar sustitución, lo que se encuentra expresamente prohibido. Insistió en que este dilema es falso porque el proyecto no permite la sustitución, por el contrario, dijo, quien se acoge a la ley queda de inmediato bajo la supervisión estatal.


Por otra parte, se refirió al problema de la concentración de la propiedad, situación que es insoslayable, acotó. Efectivamente, continuó, la propiedad del patrimonio forestado pertenece mayoritariamente a dos grandes grupos económicos y a un tercero  más pequeño (Arauco, Mininco y Masisa). Lo anterior, expresó, ha sido otro argumento que se ha escuchado en contra del proyecto; sin embargo,  reiteró, esta iniciativa legal está enfocada expresamente en pequeños y medianos propietarios. Al respecto, señaló que no necesita convencer de la necesidad de desarrollar la pequeña empresa. Este segmento industrial también debe desarrollar su propio patrimonio de abastecimiento de materia prima y ello es más factible con esta ley que sin ella.


Destacó, como aspecto relevante del proyecto, además del hecho de  estar focalizado en los pequeños propietarios, el denominado “pago por servicios ambientales”, que apunta a enfrentar el problema de la erosión de terrenos empobrecidos que siguen utilizándose en agricultura de subsistencia. Se trata de aplicar un subsidio anual por 20 años para excluir de estos usos, terrenos donde es indispensable generar una cubierta permanente de vegetación. Del mismo modo, destacó la posibilidad de subsidiar plantaciones con fines dendroenergéticos.


No obstante, también se refirió a un punto específico del proyecto que no comparte y que es la concursabilidad, que consiste en asignar un fondo anual concursable al que postularían los futuros forestadores. Sobre el particular, expresó que introduce un factor de riesgo muy alto, especialmente para los pequeños propietarios más pobres. Recordó que preparar una forestación implica una decisión que toma al menos dos años antes de la faena de plantación misma ya que se debe preparar el terreno, proveerse de plantas y de financiamiento anticipado.  Entiende que se trata de un fondo concursable del orden de 37 millones de dólares, pero la necesidad de financiamiento será probablemente mucho menor, así que puede quedar de libre acceso a todos quienes cumplan con los requisitos.


También recomendó adelantar una parte de la futura bonificación a los pequeños propietarios para evitar los altos costos financieros que pueden desincentivarlos fuertemente.


Finalmente, expresó que hay muchos propietarios de terrenos, pequeños y medianos empresarios y profesionales del sector forestal y maderero de nuestro país que abrigan la firme esperanza de este proyecto se convierta en ley a la brevedad para retomar la actividad forestadora que genera riqueza y trabajo a miles de compatriotas y permite frenar la degradación de cientos de miles de hectáreas de suelo.


2.- El profesor de la Facultad de Ciencias Forestales y Recursos Naturales de la Universidad Austral, señor Andrés Iroume, señaló, al inicio de su presentación que es probable que la mayoría de los presentes ha recibido correos electrónicos con una leyenda al pié del texto de no imprimirlos pues así se salvan árboles o bosques, o leído en secadores eléctricos en servicios públicos que su uso evita utilizar toallas de papel, supuestamente conservando así, y tal como en caso anterior, árboles y bosques.


Sobre el particular, opinó que estas recomendaciones extraídas de equipos (computadores en un caso y secadores de pelo en el otro) que usan energía en el país es producida en una gran mayoría de la quema de combustibles fósiles (carbón y petróleo), que engañan respecto al valor ambiental de usar productos derivados de la madera (papel, en el caso de ambos ejemplos). Esto, dijo, es aún más inentendible en un país donde la legislación forestal exige que por cada árbol que se corta otro deba ser plantado, además de caracterizarnos por  incrementar en los últimos decenios en forma significativa la superficie bajo bosques.


Hizo hincapié en que la madera tiene muchos usos y su desempeño ambiental es muy superior a otros productos. Explicó que para producir una unidad de madera se requiere bastante menos energía que para producir, por ejemplo, una unidad de cemento o de acero.


Llamó la atención a que si se usara madera y se plantara al menos un árbol por cada uno que se corta, y se crearan nuevos bosques en terrenos de aptitud preferentemente forestal que fueron deforestados hace varias décadas, especialmente sobre suelos erosionados y degradados producto de prácticas de utilización agrícola o ganadera no apropiadas, se haría una gran contribución al medio ambiente del país y del mundo. Además, si esos nuevos bosques están  en terrenos de pequeños y medianos propietarios, como los define el proyecto de ley en estudio, se hace una formidable contribución social permitiendo que estos propietarios mejoren su calidad de vida.


En relación a la contribución social, expresó que sin duda la economía agraria de pequeños y medianos propietarios se ve afectada por los bajos niveles de productividad de sus suelos erosionados y degradados y, en esas condiciones, el establecimiento de un bosque que produzca bienes madereros y no madereros va a contribuir a mejorarles su calidad de vida y a superar los niveles de pobreza.


Respecto a la contribución de estos bosques al medio ambiente del planeta, manifestó que tener bosques en crecimiento en sucesivas rotaciones y mantener y aumentar la superficie de bosques, significa capturar el carbono de la atmósfera y reducir la concentración de uno de los gases de mayor efecto invernadero, responsable del calentamiento global y otros efectos asociados.  Al aumentar la superficie de bosques y el uso de la madera y sus derivados, se permite que el carbono capturado se mantenga en stock y no sea devuelto a la atmósfera.


Hizo presente que si en nuestro país se permite el continuo avance de los procesos erosivos y de degradación de los suelos se llegará a tener verdaderos desiertos, incluso, en áreas con precipitaciones. Agregó que la biomasa de estos bosques será también una contribución a la generación de energía, diversificando nuestra matriz energética y usando una fuente renovable.


Afirmó que el proyecto de ley en estudio aborda estos temas y contribuye a mejorar la calidad de vida de pequeños y medianos propietarios con terrenos de suelos erosionados y degradados y las condiciones ambientales del país y del mundo.


No obstante lo anterior, expresó, existe un  elemento mencionado en esta iniciativa legal que tiene un menor desarrollo que el resto y que dice relación con “contribuir al ciclo hidrológico” en el artículo 1° y a “mejorar la disponibilidad o calidad de los recursos hídricos”, en el artículo 3°, en el que se describen los servicios ambientales y cuyas dos referencias son al recurso agua.


Resaltó que la forestación de suelos erosionados o degradados, reducirá el transporte  de sedimentos desde las laderas  a los cursos de agua, contribuyendo así a mejorar la calidad de los recursos hídricos. Agregó que el control de la erosión permitirá mantener la capacidad de estos suelos de retener agua durante los períodos de lluvias y liberarla lentamente, contribuyendo a estabilizar la disponibilidad de agua en el año.


Sin embargo, continuó, durante los períodos de cosecha fina de estos bosques, nuevamente se liberará una cantidad de sedimentos que podrían reducir la calidad del agua. Al respecto, hizo presente la necesidad de reforzar en la ley o en los reglamentos, el rol de la Corporación Nacional Forestal en asistir a los pequeños y medianos propietarios para adoptar prácticas de manejo que minimicen estos efectos.


Indicó que otro punto es el consumo de agua por los bosques en general, y las plantaciones en especial. Las plantaciones se manejan en rotaciones cortas, teniendo así en forma permanente bosques jóvenes (cualquier organismo vivo joven que necesita  más energía  y, en el caso de los árboles, más agua para crecer). Respecto al consumo de agua por las plantaciones es una aproximación cuidadosa, acotó, ya que no se pueden atribuir los problemas de escasez puntuales de agua a la sola presencia de plantación. Citó como ejemplo el que hoy La Laguna del Laja está en niveles muy bajos de almacenamiento de agua, pero, aclaró, ello se debe a las bajas precipitaciones de los últimos años y no a las plantaciones en la cuenca alta. 


En otras zonas, expresó, el aumento del consumo, las menores precipitaciones, suelos degradados que no tienen una buena capacidad de retener agua, el desarrollo de esquemas de riego tecnificado y, la presencia de plantaciones, en conjunto, podrían explicar menores disponibilidad de agua.


Resaltó que especialmente en cuencas abastecedoras de agua, deberían considerarse esquemas silvícolas apropiados para compatibilizar la creación de bosques con mantener adecuados niveles de suministro; regular el porcentaje a reforestar de la superficie total de una cuenca abastecedora de agua; establecer las plantaciones en las divisorias de aguas de las cuencas y no cerca de los cuerpos y cursos de agua; bonificar diferencialmente para plantar con menores densidades o para favorecer el uso de especies exóticas de menor consumo de agua; bonificar adicionalmente para construir obras que favorezcan la infiltración (zanjas de infiltración) para incorporar agua al embalse del suelo durante las lluvias, y manejar la vegetación a orilla de cauces orientado hacia el uso de especies más bien arbustivas o árboles pequeños que grandes árboles. Sobre este punto, recordó el rol de la Corporación Nacional Forestal y sugirió que en los planes de manejo que contemplen terrenos en cuencas abastecedoras de agua, se aplique un esquema de análisis a nivel de cuenca para compatibilizar la creación de bosques con mantener adecuados niveles de suministro de agua. Estos esquemas de análisis a nivel de cuenca deberían además complementarse con capacitaciones a los pequeños y medianos propietarios.


Al concluir, destacó que el proyecto de ley de fomento a las plantaciones, junto a la ley de Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, forman un conjunto destacable para el manejo sustentable y permanencia en el tiempo de las cubiertas boscosas del país.


3.- El Encargado Forestal del Movimiento  Unitario Campesino y Etnias de Chile, MUCECH, señor Omar Jofré, valoró la iniciativa por contribuir al desarrollo del sector, y desde esa perspectiva, señaló que la entidad que representa entiende que una tercera versión mejorada del decreto ley 701, debe orientarse fundamentalmente a fomentar las plantaciones forestales en  las tierras de su sector, que como señala el mensaje, bordean los 2.000.000 de hectáreas.


Destacó como un aspecto central para materializar el inmenso desafío de forestar esos 2 millones de ha o parte importante de ellas, el eliminar la disposición establecida en el artículo 12 quáter, que instaura un concurso para acceder a la bonificaciones contempladas en la ley.


En seguida, recordó que la historia y numerosas evaluaciones realizadas en las etapas anteriores de este instrumento, demuestran lo escasa que ha sido la forestación en el sector, derivada en barreras de entrada que persisten para poder acceder a los beneficios contemplados en esta ley: falta de títulos de dominio, estudios técnicos previos, dificultades para acceder al crédito, riesgos climáticos, entre otros, los cuales hacen inconveniente incorporar una nueva barrera como es un sistema concursable de acceso a los beneficios de esta ley.


Enfatizó, que lo anterior, es una señal regresiva en términos de equidad para con su sector campesino e indígena, puesto que durante varias décadas se fomentó el desarrollo de plantaciones en empresas y propietarios de mayor tamaño, sin concurso alguno, no existiendo actualmente, más aún en el contexto de desarrollo económico que tiene el país, justificación para una medida de esta naturaleza.  Está claro, aseveró que hoy nuestro país tiene más recursos que antaño.


En relación a otras materias, planteó como altamente positivo la incorporación del concepto de Productos Forestales No Madereros, signado en el artículo 1°, número 1, letra c), pero ello, apuntó, debe traducirse en incentivos de orden económico, de lo contrario,  será sólo una declaración de buenas intenciones sin un significado y aporte real al desarrollo de las economías de los pequeños propietarios forestales.  Sugirió incorporar el concepto en el número 7, letra b), del artículo 1°, quedando el mismo de la siguiente forma:  


“b) Incentivar plantaciones forestales con propósitos productivos, ya sean madereros, de generación energética, de producción de productos forestales no madereros u otros, a la que sólo podrán optar los pequeños y medianos propietarios definidos en el artículo 2° de esta ley”.


En el mismo sentido, continuó, en el artículo 1°, número 7, letra e), inciso tercero, se sugiere incorporar también el concepto de productos forestales no madereros, quedando el inciso del siguiente tenor:


“Para el caso de pequeños propietarios forestales, tratándose del literal b) a que se refiere el presente artículo, se bonificarán, además, las actividades de manejo silvícola orientadas a mejorar la calidad de la masa forestal y la producción de productos forestales no madereros, para lo cual se definirán los estándares técnicos respectivos en el reglamento”.


En seguida, hizo un llamado de alerta a revisar el crédito como una sola herramienta de financiamiento para que los productores forestales campesinos indígenas realicen las plantaciones. Lo anterior, por los altos riesgos a los cuales está expuesta la actividad y los numerosos casos a través de los cuales se tiene evidencia de un endeudamiento y morosidad no resuelta.  Al respecto, señaló que el crédito, en estos segmentos de población vulnerable, en condiciones de pobreza, ocupando suelos de baja calidad y sujeto a condiciones de riesgo climático, no parece la herramienta para aquellas plantaciones que se definen como de establecimiento de cobertura vegetal, sin duda con un propósito ambiental, y que se focalizarán en un terreno con una alta fragilidad.  Con todo, sugirió que la disposición contenida en el artículo 12 quáter, inciso quinto, sea corregida reemplazando la palabra “podrá” dentro de la frase “el Instituto de Desarrollo Agropecuario deberá considerar a los pequeños propietarios forestales definidos en esta ley como sujetos de los instrumentos de financiamiento de la institución”.


Por otra parte, abogó para que se contemplen incentivos complementarios otorgados por el Estado y puestos en operación a través de agencias públicas o privadas, orientadas a fomentar la asociatividad, la capacitación, el desarrollo de los productos forestales no madereros y el desarrollo de la forestación en ambientes críticos. Lo anterior, afirmó, sin duda apoyará el desarrollo forestal campesino e indígena, pero también fortalecerá aquellas áreas que presentan debilidades o constituyen innovación y grandes desafíos.


Finalmente, sostuvo que se debe dar un impulso a la participación de los actores regionales, estableciendo para ello una disposición que contemple la creación de un Consejo Forestal de carácter regional, similar al contemplado en la Ley de Bosque Nativo, donde se resuelvan aquellos aspectos que contemple la ley y su reglamento.


4.- El Encargado del Programa de Medio Ambiente del Departamento de Acción Social del Obispado de Temuco,  señor Paulo Palma Burgos,  hizo presente que tienen un camino recorrido junto al campesinado, en particular, de la Novena Región, pero también con otras instituciones como Indap, SAG y Conaf, con este último, agregó, han realizado plantaciones en conjunto y han aplicado el decreto ley 701 en distintos territorios y recordó que junto a la Corporación participaron en la reconstrucción de la Isla Mocha que fue afectada por el terremoto. Lo anterior, dijo, para argumentar que tienen una estrecha relación con la Conaf, que no es sólo técnica, sino que también han generado vínculos humanos que les ha permitido  crecer en el tiempo. Reconoció el valor del decreto ley 701 para el desarrollo y crecimiento del país y destacó su eficiencia dada por la operatividad y sencillez del mismo, lo cual ha tenido efectos positivos en la vida campesina. No obstante considerar  que es un instrumento perfectible que se puede mejorar.


En seguida, hizo entrega del documento denominado “Visiones y Percepciones de Campesinos sobre las Plantaciones en Zona de Influencia Forestal” que da cuenta de los resultados obtenidos en 8 entrevistas realizadas a un total de 15 dirigentes de diversos territorios, con seis categorías: impacto de las plantaciones forestales; críticas al modelo forestal; mejoras en las prácticas de la empresa; aspectos positivos de las plantaciones; desafíos para el sector forestal y deuda histórica.


En dicho estudio, explicó, se constata que los impactos de las plantaciones en los territorios son diversos, desde secado de aguas y vertientes hasta pérdida patrimonial por destrucción de casas coloniales. Puntualizó que el efecto más sentido es la disminución en la producción de sus predios, lo que merma la capacidad de tener una vida digna y  sumado a la disminución de fuentes laborales entra prediales, provoca una alta migración del campo a la ciudad.


Destacó el rol relevante que se manifiesta en las instituciones del Estado, en las leyes y en su aplicación. En general, dijo, se ven como dificultades, que aumentan sus problemas en el diario vivir, declarando que sienten que la legislación no se aplica en forma igualitaria, instando por un rol más positivo de apoyo de estas instancias, con acceso a incentivos como el DL 701, que busquen la diversificación productiva y no sólo de monocultivos exóticos en sus localidades.


En general, continuó, no ven  grandes mejoras en las prácticas de las empresas forestales, sino que sólo situaciones puntuales. El aspecto más relevante a nivel local es el ingreso de dinero que se obtiene sumado a la posibilidad de realizar esta actividad en suelos de baja producción como son los de aptitud preferentemente forestal, además de reconocer que es un cultivo bastante seguro. Esperan que los incentivos del decreto ley  701, que permite esta actividad, se diversifiquen a otros rubros agrícolas y forestales. No obstante señalar que a nivel nacional, se ve como un rubro importante para el país, pero que se ha desarrollado con un alto costo para las comunidades rurales.


El Estado-Gobierno se ve como un obstaculizador a los sectores campesinos. Aspiran a que sea un emprendedor de acciones que lleve al desarrollo verdadero de sus comunidades, con modificaciones en las leyes, como pueden ser incentivos para otros rubros productivos, capacitaciones, mejora en la aplicación de impuestos, prohibición de la sustitución y el cambio uso de suelos, entre otros.


Resaltó que el principal desafío para el campesinado radica en mejorar su capacidad de organización, que es la principal vía para mejorar sus condiciones de vida, la comunicación con el Estado y empresas y la obtención de un trato más digno de parte del resto de la sociedad, además de la educación, importante herramienta en la búsqueda de dignidad y mejores oportunidades.


Hizo presente que de los talleres realizados, se concretaron 14 propuestas al texto del proyecto, de las cuales dos fueron recogidas en la Cámara de Diputados, quedando algunos temas pendientes.


En efecto, indicó que la palabra “plantación” está repetida en 16 oportunidades en la ley y el concepto “bosque” en 29 ocasiones, por tanto, advirtió, la ambigüedad aún existe y se usan ambos conceptos como si fueran lo mismo, lo cual, puede generar problemas de interpretación.  En la nueva propuesta, agregó, si bien se ha mejorado la redacción es necesario revisarla para evitar contradicciones entre el decreto ley 701 y la Ley de Bosque Nativo.


Respecto al artículo 2°, sugirió incorporar una mirada más amplia, con una lógica de implementación y de ordenamiento territorial, incorporando cuencas y micro cuencas, zonas de protección, entre otras. Es importante que se vea reflejado en las prácticas de cosecha, tala rasa y plantaciones de grandes sectores. 


En cuanto a los títulos de dominio, hizo presente que los productores sin títulos de dominio no tienen acceso ni derechos a planes de manejo, subsidios o asesorías, lo que implica una gran superficie de bosques y de plantaciones sin posibilidad de manejo ni de incorporarlos a la cadena productiva y propuso como alternativa utilizar un certificado de usufructo de un terreno.


En relación a la tabla de costos del decreto ley 701 v/s la tabla de incentivos de la Ley de Bosque Nativo, advirtió que frente a superficies y actividades iguales, el financiamiento no es igual principalmente, en la pequeña propiedad. Además, no incorpora zonas extremas y tampoco caminos ni fajas, actividades que tienen los mayores costos. Del mismo modo no contempla el control de incendios y la administración predial.


Respecto a las asesorías forestales, indicó que  se debe apoyar el acceso a la información en general y a la comercialización en particular, ya que muchas veces los campesinos y productores ven mermadas sus posibilidades de una mejor negociación comercial.


En materia de concurso, abogó para que no se utilice este mecanismo. Hizo presente que dado los malos resultados que en general ha tenido la Ley de Bosque Nativo, sería un error usar el mismo procedimiento de asignación de recursos.  Resaltó, además, la dificultad del financiamiento, puesto que los tiempos necesarios para ejecutar y acreditar las actividades son muy largos, lo que entraba los créditos entregados por Indap y por las  entidades financieras.


Criticó que el proyecto no contemple mayor avance en materia de  controles ambientales, sociales y económicos a nivel local y de cuenca. Sobre el particular, indicó que aspiran a que sobre las 300 hectáreas se haga evaluación de impacto ambiental.


En cuanto al pago de impuesto a nivel local, planteó que sólo deben tener exención tributaria los pequeños propietarios   y propuso traspasar los esfuerzos desde el plan de manejo  al terreno.


Hizo presente que en la Novena Región hay comunas que claramente son de plantaciones forestales y otras, en cambio, no hay nada, por lo que sugirió extender el decreto ley 701 por veinte años más, con el objeto de que las nuevas plantaciones que lleguen propendan al desarrollo.


Finalmente, reiteró que esta es una instancia de diálogo en que reconocen el trabajo y esfuerzo de la Corporación Nacional Forestal y que están dispuestos a poner el mejor esfuerzo.


5.- De la Fundación Terram, su Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberoa, expresó que la Fundación que dirige es una organización de la sociedad civil ONG, que nace en 1997 y cuyo trabajo se orienta a realizar análisis crítico y propuesta de política pública en temáticas ambientales.


Hizo presente que el decreto ley 701, tuvo un primer período que fue de 1974 a 1994, en  que se plantaron 1.700.000 ha de pinos y eucaliptus o especies exóticas, esto es,  especies que no son naturales de nuestro territorio.


Luego, vino una segunda fase, aprobada en el año 1998, cuya aplicación fue por 15 años, período en el cual se asignaron 504 millones de dólares, es decir, US$ 33,7 por año, del orden de 15.588 millones de pesos anuales.


Luego, en el año 2011, se prorrogó la vigencia del decreto ley 701, por dos años y ahora viene este tercer período, que nos convoca.


Reseñó que la ley de bosque nativo tiene 8.000 millones de pesos anuales y sin embargo, no alcanza con todos los incentivos que se han hecho desde la Conaf, para que las personas concursen y se llenen los cupos.


En seguida, mencionó que de la aplicación del decreto ley 701, se pueden  observar  las siguientes consideraciones:


Se ha aplicado durante cuarenta años. En una primera etapa, se orientó a bonificar grandes plantaciones forestales de pino y eucaliptus (1994-1994), lo que constituyó la base del desarrollo del sector forestal chileno.  En una segunda etapa, se orientó a bonificar pequeños propietarios, pero se desconoce una evaluación real de esta política. Sólo hay porcentajes de cuánto fue al sector de pequeño propietario.  Desde el año 1974 a la fecha se han plantado 2, 7 millones de ha de pino y eucaliptus, aproximadamente. 


Se establecieron monocultivos forestales de especies exóticas con impactos ambientales no evaluados, como  erosión, desertificación, pérdida de suelo, cursos de agua, pérdida de biodiversidad, entre otros.  Este tema, apuntó es gravitante y debe ser abordado en esta discusión.


En los primeros diez años, se sustituyó una cantidad indeterminada de bosque nativo por plantaciones forestales con la consiguiente pérdida o fragmentación de los ecosistemas, lo que lleva a una pérdida de la biodiversidad.


En seguida, se refirió a los problemas que ha tenido  la aplicación del decreto ley 701, y expresó que se ha desarrollado un modelo forestal basado sólo en plantaciones de especies exóticas y monocultivo; ha habido sustitución de bosque nativo por este tipo de plantaciones lo que ha provocado que en la zona central se esté levantando el bosque esclerófilo para poner parras y palto, lo cual no está en el ámbito de la legislación con la consecuente pérdida de biodiversidad.


Agregó que las prácticas de cultivo y cosecha  tienen impacto que no han sido evaluados, como la destrucción de hábitats y ecosistemas nativos, afectación de cursos de agua, desprotección de cauce, plantaciones y corta en pendientes, pérdida de suelo por la práctica de tala rasa, y la utilización de químicos sin claras regulaciones.


Criticó el que no se haya implementado una política pública para promover el desarrollo de una industria forestal basada en especies nativas, como plantaciones e instalación de capacidad de mano de obra, entre otras.


Además, la aplicación del decreto ley 701, ha permitido la concentración de la propiedad en tres grandes empresas: ARAUCO; CMPC y MASISA, eliminando casi completamente a las pequeñas empresas forestales y, en particular, al encadenamiento productivo y los pequeños aserraderos.


Tampoco ha implementado, en ninguna de sus fases, una normativa ambiental para el desarrollo de plantaciones forestales, de acuerdo a la ley N°19.300, además que no se requiere evaluación ambiental para plantar ni para cosechar, lo cual, considera  un error.


Respecto al proyecto de ley, hizo presente que antes de establecer un nuevo sistema de bonificaciones  forestales, se debe evaluar la aplicación de este instrumento desde el año 1974 a la fecha.  Dicha evaluación, continuó, debe contemplar las siguientes consideraciones: cuál ha sido la inversión del Estado en el sistema de bonificaciones; la superficie plantada y con qué especies, quiénes han sido beneficiados; cuáles han sido los impactos sociales y  los ambientales, en cursos hídricos, pérdida de suelo, uso de químicos y cuánto ha recuperado el Estado por vía impuesto, establecidos en los artículo 12 y 14 del decreto ley N°701 vigente.


Sugirió, a partir de lo anterior, definir si es necesario o no la renovación de este instrumento y cuáles deberían ser sus objetivos.


Desde el punto de vista de la Fundación, expresó, el decreto ley 701 debe ser un instrumento regulatorio que dé cuenta de una política pública explícita, que tenga objetivos definidos y concordados con otros instrumentos regulatorios, particularmente, con la ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente  y la ley 20.283, de Bosque Nativo. Además de una ley de protección de suelo y alguna iniciativa que beneficie al sector del pequeño campesinado.


Reiteró la necesidad de definir cuál es el propósito de un nuevo decreto ley 701, su objetivo y la ganancia para el país, ya que de lo  expuesto en el  texto del mensaje y en el articulado del proyecto, es bastante confuso y no hay una clara orientación.


Por otra parte, hizo presente que existen otras dificultades para este proyecto de ley como es la institucionalidad forestal pública, de la cual carece nuestro país. Recordó que la Corporación Nacional Forestal es de derecho privado y administra fondos públicos. Al respecto, hizo hincapié en la sentencia del Tribunal Constitucional dictada con  ocasión de la Ley de Bosque Nativo, en el año 2008, en la cual se establece que se debe tener una institucionalidad forestal pública y que no se aceptaría una nueva ley  con estas características si no era una institución pública.


Además, mencionó que el actual Gobierno envió al parlamento, en enero del 2011, un proyecto de ley para crear la institucionalidad forestal pública, el cual fue rechazado por la Sala del Senado el año recién pasado.


Por otra parte, manifestó que el proyecto en informe, de acuerdo al Convenio 169 de la OIT, debió haber sido sometido a consulta previa. En esta materia, afirmó, la consulta que realizó el Ejecutivo fue hecha a un texto distinto del que ingresó al Congreso, por lo tanto, queda la interrogante si dicha consulta es o no válida.


Respecto al proyecto de ley, hizo presente que  si bien en el mensaje se enuncian varios conceptos, ellos no quedan reflejados en el texto de la ley y abogó por su clara definición en el texto del proyecto. A modo de ejemplo, citó  el cambio climático, en el cual falta identificar qué mecanismos utilizará para que sea aplicable a la reducción de emisiones, dada la Convención marco sobre Cambio Climático y los nuevos instrumentos que se adoptarán.   En el mismo sentido, mencionó la protección de cursos de agua, las plantaciones dendroenergéticas, la recuperación de suelos degradados y los programas sociales.   


Enfatizó que en el nuevo decreto ley 701, debe estar claramente definido qué se prioriza, en qué zonas se prioriza y qué: recuperación de suelos degradados, protección de cauces, protección de suelos, entre otros; a quiénes está orientado: a pequeños, medianos o grandes propietarios y qué tipo de forestación o de reforestación se promueve, nativo o exótico.


En cuanto al articulado del proyecto, señaló que  debe haber concordancia en las definiciones utilizadas tanto en la ley N° 19.300, de Bases del Medio Ambiente como en la ley N° 20.283, de Bosque Nativo; además de incorporar otras nuevas como corredores biológicos, cuencas hidrográficas, tipo forestal, ecosistema vegetacional, formaciones xerofíticas, cambio climático, plantación dedroenergética, plantación nativa, plantación exótica, biomasa, entre otras y,  eliminar la definición de “otros propietarios forestales”.   


Recordó la confusión que se genera entre plantación y bosque y aclaró que este último son ecosistemas naturales y las plantaciones sean de especies nativas o exóticas, son plantaciones.


Sugirió, también, incluir medidas de protección ambiental  tales como: eliminar la cosecha o tala rasa o limitar su superficie para todas las plantaciones forestales.


Del mismo modo, generar un mecanismo obligatorio de evaluación de impacto ambiental para el establecimiento de plantaciones y para la cosecha y hacer evaluaciones ambientales estratégicas contempladas en la ley 19.300, cuando se trate de grandes superficies o de cuencas.


Establecer regulaciones para la protección de suelos, cursos de aguas, glaciares, humedales y ecosistemas frágiles o en estado crítico de conservación, además de corredores biológicos entre o dentro de plantaciones, dependiendo de su extensión.


Al concluir, hizo presente que desde el punto de vista de la Fundación, el proyecto en estudio es deficiente a pesar de que tuvo algunas mejorías durante su tramitación en la Cámara de Diputados. Carece de suficiente información y de un objetivo claro, por lo que necesita ser mejorado en profundidad.


6.- De las Comunidades y Organizaciones de los Pueblos Indígenas por el Bosque Ancestral de Chile, la Coordinadora señora Marcela Lincoqueo,  llamó la atención respecto a la urgencia que tiene el proyecto y señaló que para los pueblos ella no tiene sentido.  Recordó que en el 2010, al prorrogar el decreto ley 701, el Presidente de la República, Sebastián Piñera se comprometió ante el país y ante los pueblos indígenas a presentar  una  nueva ley forestal en Chile acorde a los nuevos tiempos. Sin embargo, apuntó, lo que se encuentra hoy en el poder legislativo es una nueva extensión del decreto ley 701 de 1974, instrumento que es obsoleto y cuya  prórroga no corresponde y es irregular. 

El Gobierno no cumplió su compromiso, agregó, y, además, no se ha considerado, que bajo esta discusión, de suma urgencia, se encuentra en juego “la afectación” de los pueblos indígenas, lo cual está normado en los convenios internacionales. De manera que esta discusión expedita no es acorde a las normas internacionales que determina que la discusión debe ser sin presiones.

Respecto a la consulta, criticó el hecho de que el Ejecutivo haya aplicado el decreto 124 para realizar la consulta al proyecto. Dicho reglamento, apuntó, no es reconocido ni legitimado ante los pueblos indígenas. La Comisión de Expertos de la OIT, observó que el decreto 124 no cumple las normas internacionales, lo que implica que el procedimiento es inválido y se deslegitima por sí solo.

Asimismo, hizo presente que los Senadores de  la Comisión de Agricultura en el 2010,  señalaron que ante una nueva ley de fomento forestal, se debería tener zanjado  un procedimiento de consulta reconocido ante los pueblos indígenas. Este procedimiento, aclaró, aún no se ha concretado. 

Sobre el contexto de la consulta, señaló que en los meses de enero a marzo del 2012, se presenta a las  comunidades indígenas, un “Plan de Consulta” que difunde e informa el proyecto como una  “Nueva Ley de Fomento forestal”. Sin embargo, luego que el parlamento rechaza la CONAF pública, en los meses de julio y agosto de ese mismo año, se presenta un “Plan de Consulta” que difunde una “Modificación del decreto ley 701”. Por tanto, apuntó, hay una inconsistencia en los documentos, toda vez que se presentaron dos planes de consulta a las comunidades y la mayoría de ellas conoce la propuesta de la ley forestal y no la del DL 701, lo cual es irregular. Asimismo, informó que las firmas que se han mostrado en los documentos como aceptación no constituyen consulta, tal como lo representa el Convenio 169 de la OIT.  Insistió que este proceso no fue de consulta sino de mera información y difusión de los beneficios del proyecto, y además, tampoco se sabe a qué proyecto se refiere. Faltan elementos esenciales, la consulta previa y la etapa de diálogo.

Se evidencia que la consulta indígena manifestó  dos planes de consulta y dos propuestas de proyecto de ley.  En el plan de junio, cambia el objetivo de la consulta y omite informar que la extensión del decreto ley 701 es de 20 años, señalando que continúa vigente más allá del 1 de enero.   Por tanto, lo entregado a esta Comisión como resultado de consulta se refiere a la nueva ley de fomento forestal.


Llamó la atención respecto a que la consulta señalaba que cualquiera que haya querido participar del proceso, inclusive no indígena, remitieran respuestas a través de las oficinas de Conaf. Luego, enfatizó, es sorprendente que existan sugerencias de personas no  indígenas precisamente en una consulta indígena.


Hizo presente que en este proceso de consulta, se obvió lo esencial y medular que exige la norma de Consulta y Participación del Convenio 169 y los estándares internacionales para que un proceso tenga validez, cual es, abrir una etapa de diálogo intercultural, sin ella, es  imposible llegar a acuerdos o lograr el consentimiento.  


Por otra parte, criticó el hecho de que Conaf no obstante afirmar que para las comunidades indígenas se contemplan aspectos culturales indígenas, el informe final de la consulta rechazó todas las sugerencias que las comunidades que entregaron, principalmente, en aspectos  ambientales,  culturales  y  legales,   respondiendo que eran materia de otra ley y que el proyecto sólo considera propuestas  para bosques plantados y no para plantas medicinales.  





En seguida, se refirió al carácter de derecho privado que tiene la Corporación Nacional Forestal y expresó que  el proceso de consulta no lo ha llevado a cabo una entidad pública sino una Corporación privada que administra patrimonio público, lo que, no sólo es contrario a la ley sino, contrario a las normas del derecho internacional. Esta situación de ilegalidad ha sido reconocida por el Tribunal Constitucional al señalar que la situación de entidad público-privada de CONAF, está fuera de toda ley. 


En términos reales, reflexionó, durante décadas de aplicación del decreto ley 701, las comunidades indígenas han sido sometidas a los intereses de entidades privadas y empresas forestales cuyo fin lucrativo nunca ha estado en consonancia con la integridad y pertinencia cultural de los pueblos indígenas.  Así ha quedado de manifiesto en todas las estadísticas que demuestran que la población indígena es la más diezmada social y ambientalmente ante la invasión forestal en Chile y es la que tiene los menores Índices de Desarrollo Humano.  


Respecto a la validación del plan de consulta, observó  que la Conadi fuera la instancia del poder Ejecutivo que ponderara a las entidades representativas indígenas.  Asimismo criticó que no se consultara la bonificación de monocultivos, biomasa, biocombustible y sistema REDD+, lo cual, estimó, es fundamental y significa  destierro de  tierras para los indígenas.


Informó que hicieron una denuncia al Relator de Naciones Unidas  sobre la consulta y el derecho a la alimentación y a la soberanía territorial-Ancestral, además de la vivienda, por todo lo que significa este proyecto.


Finalmente solicitó las siguientes acciones: realizar una sesión especial con la Comisión Bicameral  encargada de la aplicación del Convenio 169, con representantes de los pueblos indígenas para analizar este proyecto; retirar la suma urgencia del proyecto y celebrar una sesión especial con Cepal-Chile, para analizar lo que respecta al Índica de Desarrollo Humano indígena en las regiones forestales.


El Honorable Senador señor Horvath solicitó que la Biblioteca del Congreso Nacional efectuara un consolidado de las distintas evaluaciones presentadas por la Conaf al decreto ley 701.


En relación a la exposición precedente, reflexionó que se debe tener particular cuidado para que puedan participar, lo cual no necesariamente debe ser entendido como una consulta sino como una manera de incorporarlos en la ley, ya que es evidente que existen distintas realidades y diferencias en las regiones, mientras una es afectada por sequía, otra es arrasada por la nieve, ejemplificó.  Finalmente, dada la urgencia de este proyecto que no se puede desconocer, llamó a perfeccionarlo dentro de los plazos razonables.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide informó que la Dirección de Presupuestos solicitó una evaluación del decreto ley 701, a la Universidad Católica, la cual está pendiente. Al respecto, dijo, es incomprensible que no haya evaluaciones y que esté pendiente un trabajo del orden de los cuatrocientos millones de pesos.


El Honorable Senador señor Larraín, hizo presente que el Ejecutivo ha entregado una evaluación del año 2005 y solicitó que si existe algún otro informe que esté realizando la Dipres u otro organismo del Estado, pueda ser conocido por la Comisión, cualquiera sea su naturaleza, petición que hizo extensiva a los representantes del Gobierno, además de solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional complementar la información.


En sesión de 6 de mayo de 2013, la Comisión continuó la ronda de audiencias y recibió a las personas.


7.- El Presidente de la Fundación Centro de los Bosques Nativos (FORECOS), señor Antonio Lara, quien señaló que se referirá a la provisión de servicios ecosistémicos, en especial del agua, también a una investigación que realizó FORECOS y a los contenidos generales de esta iniciativa legal.


En seguida, informó que FORECOS fue creado en el año 2005, como una iniciativa científica financiada por el Programa Milenio. Destacó que sus principales objetivos son la investigación del bosque y de los ecosistemas terrestres y acuáticos asociados; la investigación sobre los servicios ecosistémicos; la promoción y la divulgación de estudios, y la elaboración de propuestas y de acciones concretas para la restauración de los ecosistemas.


Reseñó que se han dedicado a analizar la relación que existe entre las plantaciones y el bosque nativo, y la progresión de agua en estos ambientes. Al efecto, presentó un estudio que realizaron de la cuenca de Purapel y de Cauquenes en la VII Región. Informó que en el año 1990 se observó en la cuenca de Purapel una disminución del 42%  en el caudal y, en la de Cauquenes de un 33%. Sobre este particular, precisó que el aumento de las plantaciones exóticas cerca de los cursos de agua genera una disminución de los caudales de los ríos, lo que no sucede con las plantaciones de bosque nativo y recordó que algo similar se concluyó en un estudio que se realizó en Estados Unidos en el año 1955 en una plantación experimental de pinos. 


A mayor abundamiento, indicó que se ha detectado una disminución de las precipitaciones, un aumento de la demanda del agua, un cambio en el uso del suelo y la introducción de plantaciones forestales en grandes concentraciones. Al efecto, trajo a colación un estudio que encargó la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) a la Universidad de Chile, en el cual se augura una disminución de las precipitaciones entre un 25% a un 50% para el año 2100.


Posteriormente, valoró que en este proyecto de ley se contemplan varias disposiciones que se refieren a la disponibilidad de agua, a la preservación del ciclo hidrológico y de los servicios ambientales, a la protección de los suelos, a la mantención de la biodiversidad y del valor estético, recreativo y cultural del paisaje. No obstante lo anterior, reparó que este proyecto de ley no regula en detalle estos aspectos, salvo una mención genérica respecto de los cursos de agua.


También, consideró que falta una mayor regulación sobre la tala rasa, los estándares de los caminos y de las canchas de acopio, y de las exigencias para incentivar la restauración del bosque nativo. Informó que hasta ahora todas estas medidas han sido ejecutadas por las empresas forestales, pero de acuerdo a sus propios estándares o al Sistema de Certificación Voluntario. Por otra parte, lamentó que en el año 2011 sólo 400 de 20.000 hectáreas fueron restauradas con especies nativas. Por ello, consideró fundamental que estos aspectos estén incorporados en esta ley. 

Adicionalmente, recomendó agregar un articulado para incentivar la conservación y la provisión de los servicios ecosistémicos  y de abastecimiento de agua. Señaló que estos incentivos también deberían beneficiar a las investigaciones que se desarrollen en esta área. Por otro lado, subrayó la necesidad de que las bonificaciones para los servicios ecosistémicos y de cobertura vegetal permanente se restrinjan a las especies nativas.

En esta misma línea, comentó el caso de la reserva costera Valdiviana, en que se reemplazó la plantación de eucaliptus por coigüe y otras especies nativas, lo que ha permitido aumentar del caudal de las aguas de esa zona. Bajo este contexto, consideró que el uso de bonificaciones para la forestación de especies nativas puede ser más eficiente para la restauración, porque mejora la provisión de diversos servicios ecosistémicos en forma simultánea, como el agua, la belleza escénica, la biodiversidad y la oportunidad de recreación. Apuntó que si bien todos estos criterios están mencionados en el presente proyecto de ley no se indica con claridad cuáles son los porcentajes que se destinarán a plantaciones y a bosque nativo. Además, hizo presente la necesidad de establecer áreas críticas para incentivar la forestación con especies nativas en una faja de, al menos, unos treinta metros en los bordes de los cursos de agua. 

En sintonía con lo anterior, sugirió fijar el monto o porcentaje de los recursos anuales que se destinarán para la bonificación por la reforestación con especies nativas, a fin de cumplir los fines de conservación de los servicios ecosistémicos. Además, indicó que dichas bonificaciones deben ajustarse a los precios reales para que esta ley realmente incentive la restauración del bosque nativo. 

Por último, indicó que este proyecto de ley debe asegurar el acceso de este subsidio a los pequeños y medianos propietarios, así como también promover el desarrollo rural y el aumento de los servicios ecosistémicos, y abrirse a la posibilidad de generar nuevos ingresos por el pago de los servicios ambientales.

8.- El Director Regional de la Corporación Nacional Forestal de Magallanes y Antártica, señor José Fernández,  informó que se referirá a los beneficios que este proyecto de ley generará para la Región de Magallanes. Al efecto, indicó que desde comienzos de la colonización hasta el año cincuenta,  el Estado promovió en esta Región la quema de bosques para habilitar terrenos ganaderos y facilitar el poblamiento, por tal motivo, afirmó, el Estado tiene una deuda pendiente con la Región de Magallanes.

Además, lamentó que en la Región no exista una cultura masiva de reforestación, aun cuando desde principios de siglo ha habido algunos intentos por introducir especies exóticas con la finalidad de protegerse del viento. Hizo notar a Sus Señorías que, sin duda, el factor climático de la Región es un problema para la reforestación. En la década de los sesenta, continuó, el Ministerio de Tierras y Colonización entregó plantas a los pobladores para iniciar una campaña de forestación. Posteriormente, en los años ochenta, tanto la Corporación Nacional Forestal como el Instituto Forestal intentaron promover la forestación con la finalidad de crear cortinas cortavientos, lo que se suma a los esfuerzos del Programa de Forestación Campesina, que también entrega plantas con este mismo fin. No obstante, observó, sólo se reforestaron unas diez hectáreas al año. 

En seguida, se refirió al incendio del Parque Nacional Torres del Paine, en el año 2005, y señaló que una misión de expertos de la República Checa colaboró con la forestación del lugar, enseñándoles las técnicas para la producción de plantas nativas y para su plantación, lo que les ha permitido disponer de viveros de especies nativas y cultivar la lenga. Reseñó que han aprendido a plantar estas especies, a protegerlas del viento y de los animales que habitan el lugar.

Luego, precisó que el decreto ley N° 701 en la Región de Magallanes sólo ha bonificado 216 hectáreas para estabilización de dunas entre los años 1986 y 1997, y dado que con posterioridad se modificó el referido decreto ley, exigiendo para el pago del subsidio una asociación entre la estabilización de las dunas y la implantación de una cubierta de bosque, se hizo inviable que los propietarios de dicha Región pudieran acceder a este beneficio.

Actualmente, informó, en la Región existe una superficie de 204.000 hectáreas susceptibles de ser forestadas con una pluviometría superior a los 600 milímetros. Resaltó que la Región se caracteriza por ser una zona desértica fría y con escasa pluviometría. Agregó que estas 204.000 hectáreas corresponden a terrenos que fueron quemados y desprovistos de bosque, que hoy se utilizan para la ganadería y que presentan algún grado de erosión. Complementó que la forestación permitiría tener galpones naturales para los animales, lo que les facilitará mantener su peso en el invierno, pues los animales que pasan el invierno a la intemperie disminuyen drásticamente de peso.

Por otra parte, señaló que en esta Región existen 3,7 millones de hectáreas que tienen algún grado de erosión, que equivalen al 28% de los suelos que son utilizados hoy día. Por ello, consideró que este proyecto de ley, al establecer un bono para mantener la cobertura vegetal permanente, permitirá que las plantaciones cuenten con un resguardo y mantención en el período que necesitan para el desarrollo de su establecimiento definitivo. Acotó que en la XII Región el crecimiento medio anual en altura de una especie forestal no sobrepasa los veinte centímetros, en efecto, para tener una planta de un metro se requieren alrededor de diez años, por tanto,  deben disponer de plazos más extensos para el desarrollo forestal de la zona.

Finalmente, informó que con este proyecto de ley se podría beneficiar a unos cuatrocientos noventa propietarios agrícolas, que tienen ventas anuales menores a 10.000 unidades de fomento. Asimismo, resaltó que el Gobierno Regional ha mostrado bastante interés por el tema forestal y que hoy está financiando un proyecto por 220 millones de pesos que se llama “Forestación de Germoplasma de Interés Forestal en la XII Región”, que busca reproducir especies arbóreas idóneas para la Región, que provengan de localidades que se asemejen a la zona.

9.- El Ingeniero Forestal de la Asociación Viveristas de la IX Región, señor Mauricio Leonelli, manifestó su preocupación  por que llevan alrededor de cuatro años sin percibir ningún tipo de incentivo, por lo que ven en esta iniciativa legal una gran oportunidad. 

Señaló que el decreto ley N° 701 ha permitido la plantación de 2,3 millones de hectáreas en el país desde el año 1974 hasta el 2010. Asimismo, resaltó el rol de las plantaciones en la detención de los procesos erosivos, lo que se suma al empleo que genera la industria maderera en los sectores rurales. En el caso particular de los viveros forestales, informó que por cada millón de plantas que producen se da trabajo a cuatro personas, sólo en la etapa de producción de la planta. 

Refirió que las plantaciones de los pequeños y de medianos propietarios normalmente no alcanzan la misma calidad que las aquéllas de las grandes empresas por falta de acceso al crédito y a la tecnología. Estimó que falta una mayor diversificación y que se han centrado en la producción de pino insigne y eucaliptus, y señaló que existen otras especies que se podrían potenciar, como el pino oregón, el castaño y la paulonia. Reseñó que para mejorar la producción requieren de un buen incentivo y de un mejor acceso al crédito para contar con plantaciones de mayor calidad.

Posteriormente, valoró las modificaciones que se introdujeron a este proyecto de ley en la Cámara de Diputados, ya que no sólo incentiva las plantaciones productivas tradicionales sino que, además, promueve las plantaciones energéticas, que son de corta rotación y que  requieren mayor mano de obra.

Manifestó su apoyó a que el incentivo para las plantaciones permanentes se complementen con un pago anual fijado por ley y que no dependan de una tabla de costos. Resaltó que este proyecto de ley crea tres categorías de beneficiarios: los pequeños propietarios con ventas anuales hasta 50 millones de pesos; los medianos propietarios con ventas anuales hasta 200 millones de pesos, y los otros propietarios con ventas anuales hasta 1.000 millones pesos.

Asimismo, rescató que disminuye los plazos para la tramitación de ciertas diligencias necesarias para acceder a este incentivo, tales como la calificación del terreno y las acreditaciones, lo que en su opinión podría mermar la escasez de recursos financieros de los pequeños agricultores. Asimismo, indicó  el trato especial a las comunidades indígenas.

No obstante, reparó que este proyecto de ley propone la concursabilidad para la obtención de los beneficios, lo que en su opinión podría generar incertidumbre respecto de las inversiones forestales. Además, consideró que el programa de financiamiento de INDAP es insuficiente, por lo que sugirió incrementarlo con financiamiento de los bancos. Adicionalmente, planteó bonificar la producción de semillas de alta calidad, para mejorar la genética de las plantaciones.

Finalmente,  planteó que la categoría de pequeños propietarios llegue hasta los 100 millones de pesos por concepto de ingreso anuales por ventas, servicios y otras actividades.

10.- El Presidente de la Confederación Nacional de Trabajadores Forestales de Chile (CTF), señor Jorge González,  hizo presente a Sus Señorías que tiene la misión de transmitir la opinión de los trabajadores forestales. Al efecto, lamentó que no hayan sido considerados en este tema tan trascendental, a pesar de que se ha argumentado que esta iniciativa produce empleo directo e indirecto para el sector rural, por lo que a primera vista parece beneficioso para los trabajadores.

Reparó que el decreto ley N° 701 permitió a las grandes empresas forestales consolidarse a costa del cierre de las pequeñas empresas y observó que se ha masificado la mala práctica de la subcontratación, lo que ha generado un empleo precario y de mala calidad, que no les permite superar su pobreza. Complementó que las zonas en que están instaladas las grandes empresas forestales, tales como Arauco y MASISA, coinciden con ser los sectores más pobres del país.

Luego, refirió que la Ley de Bosques, de 1931, tenía una mirada más de país y que las plantaciones que promovió se hicieron pensando en el desarrollo de Chile y de sus trabajadores. Agregó que los campesinos y las comunidades mapuches también fueron apoyados para reforestar sus predios, porque esta ley buscaba constituirse como una palanca de desarrollo para el país y como una forma para sacar de la pobreza a miles de chilenos. Reseñó que el Estado también se benefició con la producción de los complejos industriales forestales en las ciudades de Arauco y de Constitución, lo que potenció al sector forestal.

Sin embargo, reflexionó, nada de esto queda,  el decreto ley N° 701 absorbió todos los beneficios que el Estado entregaba para la forestación, lo que incidió en la concentración del sector forestal en unas pocas empresas que tienen a sus trabajadores en malas condiciones laborales, generan graves daños al medio ambiente y  la infraestructura vial. Resaltó que son miles las personas que trabajan para estas empresas plantando y cosechando. Por ello, consideró que faltan leyes regulatorias para el sector.

Hizo presente que no basta que este proyecto de ley señale que beneficiará al pequeño y mediano propietario, porque no tiene ninguna posibilidad de competir en el mercado y  los puestos de trabajo que se crearán continuarán siendo precarios. Apuntó que, en este caso, no existe justicia social y que esta iniciativa legal sólo mantendrá el modelo que hasta ahora ha imperado. 

Finalmente,  solicitó a las autoridades realizar el esfuerzo que sea necesario para que este proyecto de ley efectivamente beneficie a los campesinos y a los trabajadores forestales. 

11.- El Presidente de la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo, señor Sergio Donoso, señaló que el país necesita una Ley de Fomento Forestal, pero advirtió a Sus Señorías que este proyecto de ley no cumple las expectativas esperadas, porque promueve las plantaciones y no el bosque nativo, además, indicó, pareciera que confunde los términos de bosque y de plantación. Acotó que una plantación desde el ámbito forestal es lo que más se aproxima a un cultivo agrícola y como tal corresponde a una simplificación del bosque. Por otro lado, reseñó que no regula los servicios ecosistémicos, ni sus beneficios, que van más allá del valor de la madera. 

Reconoció que el modelo vigente ha sido exitoso en términos económicos, pero observó que tiene un vacío en el ámbito social y ambiental que debería asumir esta nueva iniciativa legal, dado el tiempo transcurrido desde que se aprobó el decreto ley N° 701, que debería plasmarse en una nueva Ley de Fomento Forestal. 

En seguida, cuestionó la necesidad de discutir este proyecto de ley con suma urgencia, dado que la ley que se aprobará tendrá una vigencia de veinte años. En esta misma línea, lamentó que el Gobierno haya optado por una discusión acelerada con escasa participación ciudadana. 

Por otro lado, consideró que no existe equilibrio entre este proyecto de ley y la Ley sobre Bosque Nativo, ya que  es más permisivo con las plantaciones que con el bosque nativo. Las plantaciones en sí no son malas, afirmó, pero que el problema surge cuando se ejecutan mal o no tienen regulaciones adecuadas.

Asimismo, consignó que el Estado, mediante el decreto ley N° 701, durante cuarenta años, ha transferido cuantiosos recursos a los privados, lo que ha permitido desarrollar una industria forestal significativa, pero concentrando los recursos en las grandes empresas, por sus capacidades e infraestructura.

Adicionalmente, señaló que este proyecto de ley no recoge una visión de futuro del medio ambiente, porque no tiene la mirada puesta en mejorar los servicios ecosistémicos y en la recuperación de procesos ecológicos, elementos que hoy la sociedad está pidiendo y que pueden ser una excelente herramienta para contribuir a mejorar la calidad de vida de la población rural.

Sin perjuicio de lo anterior, reconoció que este proyecto de ley presenta las siguientes ventajas: es un avance el establecer el subsidio para la cubierta vegetal permanente; amplía la posibilidad de ingresar al mercado con los bonos de captura de carbono, y su focalización en los pequeños y medianos propietarios.

A continuación, formuló las siguientes observaciones a esta iniciativa legal:

1. Falta de prolijidad de la autoridad con la implementación de la consulta del presente proyecto de ley a los pueblos indígenas. La Corporación Nacional Forestal (CONAF) se comprometió ante el Consejo de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a consultar el anteproyecto de ley a los pueblos indígenas. En el mes de julio de 2011, CONAF realizó un taller para dar a conocer el borrador del anteproyecto de ley, al cual los participantes realizaron una serie de observaciones. En el mes de octubre de ese mismo año se conoce la primera versión del texto, que incorporó las observaciones formuladas. En el mes de febrero de 2012 se inició la consulta indígena de la primera versión del texto, pero dado que se rechazó el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal, el Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia modificó el mencionado texto, por lo que en el mes de julio de 2012 se consultó un nuevo texto, diametralmente distinto al que ingresó al Congreso Nacional. 

2. El Gobierno aún no resuelve el problema sobre la naturaleza jurídica de la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, lo que dificulta la aplicación de este proyecto de ley, porque concede a la Corporación Nacional Forestal facultades propias de un servicio público. 

3. Urgencia de aprobar leyes de protección ambiental y no simples reglamentos. Informó que hoy día las grandes empresas voluntariamente se han autoimpuesto ciertas restricciones ambientales.

4. Aprobar un proyecto de ley que efectivamente se oriente hacia los pequeños y medianos propietarios. Señaló que si bien este proyecto de ley establece que estos beneficios se destinarán a ese segmento, estos fondos también se enfocarán hacia las grandes empresas, porque son ellos los que compran la materia prima. Por ello, planteó la necesidad de que los pequeños y medianos propietarios cuenten con asistencia técnica garantizada y permanente, y con apoyo en las negociaciones que tengan con las grandes empresas forestales.

5. Evitar la concursabilidad; incluir otras actividades a bonificar, y que las sanciones consagradas en este proyecto de ley sean aplicadas por los Juzgados de Letras.

Finalmente, bajo este contexto, hizo presente como la única solución viable, que el Ejecutivo prorrogue por dos años más el actual decreto ley N° 701, a fin darse un tiempo razonable para debatir sobre una nueva Ley de Fomento Forestal.

12.- El Director del Sindicato Nacional de Profesionales de la Corporación Nacional de Desarrollo Forestal (SINAPROF), señor Manuel Soler,  señaló que de acuerdo al Mensaje del proyecto de ley, el decreto ley N° 701, entre los años 1974 y 1994, beneficiaba a todo tipo de propietarios y que sólo el 5% de los fondos se destinó a los pequeños propietarios forestales. Detalló que en ese período se forestaron aproximadamente 1,7 millones de hectáreas, de las cuales 807.000 fueron bonificadas.

Posteriormente, indicó que en el año 1998 se prorrogó la vigencia de este decreto ley por quince años más. Acotó que en este segundo período se concentraron los incentivos en los pequeños propietarios y en la recuperación de los suelos degradados. Sin perjuicio de lo anterior, observó que sólo el 39% de la superficie forestada correspondió a predios de pequeños propietarios. Por otro lado, comentó que la forestación se asoció con la ejecución de obras de recuperación del suelo, que a su vez mejoran la captura del agua.

Luego, presentó un gráfico de la superficie bonificada, en el cual se constata una tendencia decreciente de la forestación a partir del año 1996, la que se mantiene en los años 2011 y 2012. Sin embargo, informó que en el año 2006 la Dirección de Presupuestos exigió una reorientación del Programa, que se enfocó en la reducción de los gastos, lo que implicó que los pagos por concepto de recuperación de suelo disminuyeran drásticamente y se modificara el reglamento del decreto ley N° 701 para restringir las variables de entrada en la bonificación de recuperación de suelo. Reparó que todas estas medidas perjudicaron a los pequeños propietarios y explican, en parte, la tendencia a la baja de la tasa de forestación. Por lo anterior, informó que este año el Centro de Cambio Climático de la Universidad Católica de Chile se adjudicó un estudio para evaluar los resultados del decreto ley N° 701.

En relación con el presente proyecto de ley, valoró que sus objetivos sean regular el sector forestal en suelos de aptitud preferentemente forestal e incentivar la forestación en suelos degradados sin bosque, en la pequeña y mediana propiedad, con el fin de prevenir la degradación de los bosques, de contribuir al ciclo hidrológico, al desarrollo sustentable y a la superación de la pobreza rural. Sin perjuicio de lo anterior, observó que para algunos de estos objetivos no se disponen de acciones concretas para implementarlos, por lo que se consagran como meros enunciados. Al efecto, indicó que si efectivamente se buscara superar la pobreza rural se deberían aprobar bonificaciones diferenciadas o adicionales para los pequeños propietarios, tal como la hace la Ley de Bosque Nativo.

Además, reseñó que este proyecto de ley pretende establecer un incentivo, por veinte años, para promover las plantaciones de cobertura vegetal permanente, de acuerdo a la siguiente tabla: cubrir el 100% de los costos de forestación y pagos anuales a los pequeños propietarios; el 90% de los costos de forestación y pagos anuales a los medianos propietarios, y el 75% de los costos y pagos anuales para otros propietarios. Valoró que se promueva este tipo de plantaciones y consideró positivo que se incluyan los pagos anuales en las bonificaciones con fines de cobertura, no obstante, observó que este mismo beneficio debería entregarse a los bosques nativos, que están en manos de pequeños propietarios, que cumplan la función de cobertura permanente.

Por otro lado, destacó que este proyecto de ley regule el abastecimiento de agua para las localidades urbanas, la protección de los suelos, la producción de leña para autosustento y la mantención de los servicios ambientales. Asimismo, valoró que esta iniciativa legal contemple una bonificación por la captura de dióxido de carbono.

Posteriormente, estimó necesario incluir recursos adicionales para la Corporación Nacional Forestal y para los pequeños propietarios, a fin de que éstos puedan acogerse a estas bonificaciones, dado que sus unidades productivas son bastante pequeñas. Asimismo, señaló que el Estado debe asumir un rol más activo en la prevención de los incendios forestales, especialmente en las plantaciones de los pequeños propietarios. 

A su vez, sugirió eliminar la concursabilidad para el segmento de los pequeños propietarios. Al efecto, mostró un cuadro con los montos asignados en los concursos hasta el año 2012 y el monto que efectivamente ha sido pagado, cifra que alcanza al 4,7% de los recursos asignados en los diferentes concursos entre los años 2009 al 2012. Observó que esa cifra es menor aún si se compara el disponible que existía para esos concursos en relación con lo efectivamente pagado por el Estado.

Por lo anterior, planteó aumentar las bonificaciones para quienes están bajo la línea de la pobreza y establecer un incentivo especial a la asociatividad, para que así postulen a los proyectos en forma colectiva, al igual que en la Ley de Bosque Nativo. Al mismo tiempo, propuso definir el porcentaje que esta ley destinará a los pequeños propietarios.

Adicionalmente, sugirió que este proyecto de ley incluya normas para la protección del suelo al momento de la cosecha, para evitar procesos erosivos, tal como lo hace la Ley de Bosque Nativo, en que se consagra la siguiente tabla:

- Si el bosque nativo tiene pendientes inferiores a un 45%, se obliga al propietario a dejar una cobertura mínima de un 30%. 

- Si tiene una pendiente igual o superior a un 45% se le exige una cobertura mínima de un 40% de bosque nativo.

- Si tiene una pendiente de 60% o superior, o existen precipitaciones mayores a 1.500 milímetros se debe dejar una cobertura mínima de un 60% del bosque nativo.

A mayor abundamiento, indicó que falta una mayor equidad en el tratamiento de los beneficios contemplados en la Ley de Bosque Nativo y propuso considerar la bonificación para estudios y asistencia técnica para los pequeños propietarios de bosque nativo y subsidiar a quienes planten bosque nativo en las fajas protectoras de agua para la mantención de la cobertura vegetal.

Finalmente, hizo presente que este proyecto de ley adolece de un vicio, porque otorga facultades propias de un órgano público a la Corporación Nacional Forestal y recordó que esta entidad no tiene la institucionalidad forestal adecuada y que existe un fallo del Tribunal Constitucional que exhorta a los poderes colegisladores a no otorgarle nuevas atribuciones públicas.


13.- El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos Regionales de CONAF. FENASIC, señor Daniel Ariz  informó que su organización, que representa a 15 sindicatos y agrupan a 1.300 trabajadores, se hacen parte desde la mirada de los trabajadores en su contexto al igual que la Confederación de Trabajadores Forestales y manifestó su preocupación como dirigente sindical  por el proyecto de ley en estudio.


En seguida, el Director de FENASIC don Patricio Argandoña realizó su presentación en la cual expuso que los trabajadores tienen una visión de cómo debe legislarse en el nivel de institucionalidad pública forestal asumiendo que es la encargada de representar el interés del conjunto de la sociedad y procurar el bien común, en cuanto al manejo de los ecosistemas forestales y de los otros ecosistemas naturales presentes en el país, en orden a resguardar el mantenimiento de la diversidad biológica y el uso sustentable de los recursos naturales.


Identificó, a continuación, los siguientes requerimientos que debe cumplir  la futura institucionalidad pública forestal y ambiental:

· Representar fielmente el interés del conjunto de la sociedad chilena.
· Trabajar con la gente y al servicio de la gente.
· Tener cobertura nacional y proyección de largo plazo.
· Conformar un todo armónico que cumpla efectivamente sus funciones.
· Disponer de potestades públicas suficientes para cumplir su misión.
· Disponer de recursos humanos, materiales y financieros suficientes para cumplir adecuadamente lo que la sociedad le ha encomendado.
· Disponer de fondos de inversión para fomentar la forestación, el manejo del bosque nativo, el desarrollo de las áreas silvestres protegidas estatales y privadas y la prevención y el combate de los incendios forestales.

En este contexto, resaltó el papel de la Conaf y expresó que ha sido la plataforma fundamental desde la cual se ha impulsado el vertiginoso desarrollo forestal chileno experimentado en las últimas tres décadas. A su amparo, se ha consolidado una poderosa industria de transformación con base en más de dos y medio millones de hectáreas de plantaciones, cuyo valor exportable ha alcanzado los primeros lugares entre las exportaciones nacionales.


Se ha incrementado y administrado un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado que abarca alrededor de 15 millones de hectáreas, distribuidas en 100 unidades, al que se reconoce como uno de los mejores de América Latina.

Así también, se ha creado un sistema Nacional de Protección contra Incendios Forestales que cubre unos 37 millones de hectáreas en todo el territorio y muestra un alto nivel profesional y de resolución de situaciones. 

La Corporación fiscaliza y controla la Legislación Forestal vigente, con énfasis en el resguardo del bosque nativo, en un área geográfica que supera los 11 millones de hectáreas. Lidera,  variados programas asociados indisolublemente a la gestión de recursos forestales, tales como fomento forestal en pequeñas propiedades agrícolas, desertificación, manejo de cuencas hidrográficas, manejo y protección de la fauna silvestre, catastro nacional de recursos vegetacionales nativos y otros. Señaló también, que la indiscutible calidad del desempeño institucional de la CONAF ha quedado reflejada en numerosos reconocimientos nacionales e internacionales.

Del mismo modo, administra y gestiona los Programas especiales de Empleo, contrata 3.000 personas desde la región de Coquimbo a la de los Lagos. También ejecuta el programa de formación, capacitación y empleo dirigido a las personas del Chile solidario, capacitándolas en habilidades sociales y taller de oficio e insertándolas laboralmente.


Señaló que en el pasado, trabajó con diferentes comunidades en gestión territorial a través de la extensión forestal participativa.


Destacó que el personal que trabaja en CONAF, es un colectivo humano con un alto grado de especialización en materias forestales y ambientales, producto de 40 años de desarrollo institucional.

Enfatizó que lo señalado anteriormente resulta aún más meritorio si se considera que la actual institucionalidad pública forestal se ha mantenido suspendida sobre fundamentos extraordinariamente frágiles por la inexplicable ausencia de dos pilares básicos de toda institucionalidad pública forestal que se precie de tal: una Política Forestal Nacional y una Legislación Forestal ad hoc.


En seguida, indicó que la distribución en  el mercado forestal en el año 2011, fue la siguiente: Grupo Arauco, el 45% de las exportaciones, Grupo CMPC 30%; Masisa el 3%, y el resto de las empresas el 22%.  Sobre el particular,  preguntó, cuál es el aporte de la gran industria forestal a las comunas donde tiene su patrimonio, en términos de impuestos.


Respecto del proyecto en informe, de las bonificaciones por forestación con fines productivos, expresó que no se debe subsidiar la materia prima, sino enfocarlo al dinamismo social y económico de los pequeños  y medianos propietarios.


En cuanto a las bonificaciones por forestación con fines cubierta vegetal, expresó que se ha enfatizado el objetivo ambiental del proyecto y no se recogen indicaciones para regular ambientalmente la explotación de las plantaciones. Señaló que este objetivo debiera ser abierto a todo tipo de propietarios, sin restricción de su tamaño.


Resaltó la incongruencia en la definición de pequeño propietario, incorpora a quienes sus ingresos no provienen mayoritariamente de la explotación forestal y elimina el requisito que trabaje directamente la tierra, diferente a la definición de la ley 20.283.


En materia de consulta indígena, hizo presente que las organizaciones consultadas no corresponden a las históricas más significativas y representativas de los pueblos indígenas del país. Agregó que el texto consultado y sus contenidos, no correspondieron al texto final ingresado a trámite legislativo, sino más bien a un documento de trabajo, especialmente preparado y focalizado para lograr su aprobación y lamentó que aspectos trascendentes hayan sido soslayados en la votación final de las Comisiones que analizaron el proyecto en la Cámara. 


En seguida, destacó los siguientes aspectos:


1.- A pesar de las sucesivas adecuaciones del DL 701, para incorporar a los pequeños propietarios, sus resultados han sido pobres. 

2.- No al concurso, existe una mala experiencia con la ley de Bosque Nativo,  es una barrera de entrada.

3.- Hacer extensivo a todas las plantaciones, las regulaciones del Reglamento de Suelos, Aguas y Humedales de la ley 20.283.


4.- Incluir incentivos a la asociatividad de los pequeños y medianos propietarios (cooperativas).


5.- Incluir incentivos a la transformación, los canales de comercialización, al encadenamiento productivo ente los propietarios de plantaciones-Pymes forestales.


6.- No considera mecanismos que permitan a los pequeños y medianos propietarios salirse del coercitivo duopolio de la gran industria forestal.


7.- Las pymes forestales carecen de abastecimiento lo que implica que no hay desarrollo sostenible, a pesar que ofrecen mayores posibilidades de empleo.

8.- Debiera haber una evaluación de los efectos y consecuencias del DL 701 en estos 39 años de subsidiar esta actividad.


9.- Crear un fondo de composición mixta para certificación de la leña y para detener los procesos de desertificación.

10.- La mayoría de las comunas que tienen plantaciones forestales, tienen muy bajos IDH de acuerdo al estudio hecho por el PNUD.


11.-  Recuperación y mantención de cursos de agua. La falta de agua es crítica en varias comunas del país.


12.- Se entregan nuevamente funciones públicas a una Corporación de derecho privado.



13.- El subsidio forestal ha sido un instrumento muy regresivo en la distribución del ingreso nacional, perjudicando a los pequeños y medianos propietarios y chilenos de menores ingresos.



14.- Permitió, en el pasado, la sustitución del Bosque Nativo.



15.- Los 18 mil millones de pesos anuales subsidiadas por el Estado, terminaran  directa o indirecta en dos familias. 

Finalmente, enunció las siguientes conclusiones:

· No a la tramitación con suma urgencia
· Participación real y efectiva de los trabajadores y sus organizaciones en la definición de políticas públicas.
· Mientras no se tenga una evaluación social, económica y ambiental del DL 701, no parece adecuado legislar a 20 años.
· Una alternativa, entregar recursos a CONAF para que realice Convenios de Forestación, que permitiría dar empleo, capacitar y forestar los predios de pequeños y medianos propietarios, donde ellos quedarían con un porcentaje de la plantación.
· Se requiere con urgencia un Servicio Forestal de Chile, moderno, ágil, con recursos y que tenga las potestades públicas, se necesitan $5.000 millones.
· Todos los trabajadores de la actual dotación deben pasar con solución de continuidad al futuro Servicio Forestal de Chile, manteniendo todos sus derechos laborales.
· Las remuneraciones del personal que ejerza funciones permanentes en el  Servicio Forestal deberían  ajustarse a la Escala aplicable a las Instituciones Fiscalizadoras. Política de retiros voluntarios con incentivos económicos y de bienestar social.

· Política de jubilaciones anticipadas o puente de jubilación.

· Pago de indemnizaciones para todo el personal, por término o cambio de institucionalidad, y

· Firmar un documento de Garantía con una autoridad competente con el objeto d preservar que todos los actuales trabajadores de Conaf, seguirán trabajando en la futura institucionalidad que se le legisle, con mejores condiciones que las actuales y con todas las conquistas adquiridas en estos cuarenta años de vida institucional. 


14.- El Presidente La Corporación Chilena de la Madera, CORMA, señor Fernando Raga, al iniciar su presentación, explicó por qué son importantes las plantaciones. Existen 4 mil millones de hectáreas de bosques en el mundo, las que cubren el 31% de la superficie continental del planeta. De éstos, 264 millones son bosques plantados, cerca del 7%, los que suministran  alrededor del 35% de la madera que el mundo demanda en forma industrial y se prevé que aumentará al 40% del consumo industrial de madera hacia el 2020. De las plantaciones, alrededor de 50 millones de hectáreas son de rápido crecimiento.


Señaló que las proyecciones que han hecho la FAO y WWF indican que el aumento de demanda sobre madera en el futuro  va a crecer sustancialmente, la primera estima que un 60% y la segunda, en una proyección al 2050, indica que la demanda se triplicará, lo cual va a significar mayor presión sobre los bosques nativos.  Para ello, hay dos líneas de respuesta: la primera, fomentar el manejo sustentable del bosque nativo, que es la más lógica, no obstante tener un límite, y, la segunda, incrementar las plantaciones en el mundo, que tiene la ventaja de una alta ecoeficiencia para producir madera, refirió que una hectárea de plantaciones equivale a 20 bosques nativo en su rendimiento promedio mundial. Por tanto, apuntó, las plantaciones son la respuesta lógica para mantener la sustentabilidad del planeta.  

Hizo presente que nuestro país experimentó una deforestación severa hasta el año 1931, en que se generó la ley de bosques y luego, en el año 1974, se dictó el decreto ley 701, de fomento forestal y su modificación en el año 1998. La discusión actual, continuó, ha permitido crecer en superficie de bosques plantados y de tener el proceso de destrucción por presión en varios sectores de bosque nativo.


El bosque nativo se eliminó principalmente  desde el Siglo XIX hasta mediados del Siglo XX, cuando extensas aéreas de bosque nativo fueron transformadas en tierras agrícolas y ganaderas. Se estima que queda algo más de la mitad de bosques que había hace 100 años.


La sustitución de bosque nativo por plantaciones desde el año 1974, es de aproximadamente 326 mil hectáreas, que representa el 2,4% del total de bosque nativo  y el 12,5 % de las plantaciones forestales. 


Destacó que las plantaciones se han establecido en los terrenos y áreas más empobrecidas de Chile y  hoy generan ingresos y oportunidades laborales en una gran extensión de tierras pobres y sin uso alternativo.


En seguida, subrayó que se generan 122.740 empleos directos y 1,5 empleos indirectos por cada empleo directo, y que han contribuido a disminuir la migración del campo a la ciudad, particularmente cuando se genera  industria forestal. Al respecto, señaló que hay ciudades como Constitución y Los Ángeles que han incrementado en forma importante su población. Informó que la disminución de población de los campos agrícolas y forestales en países que no tienen forestación, se observa que está fuertemente relacionado con el aumento de ingreso y no con que exista o no plantaciones. También generan beneficios a la comunidad donde se encuentran las empresas, creando además de empleos, múltiples iniciativas en pro del desarrollo de la comunidad, colegios y programas de apoyo educativo y desarrollo comunal, entre muchos otros.


Informó, a continuación, que 2,1 millones de hectáreas de suelos han sido recuperadas a través de las plantaciones y que el 87% de éstas se han establecido en terrenos con distintos niveles de erosión. Asimismo, reducen la presión sobre el bosque nativo de Chile y el mundo, produciendo madera con bajo uso del suelo (relación de productividad 1:10).



Anualmente capturan más de 40 millones de toneladas de CO2, reduciendo los gases de efecto invernadero. Agregó que hoy, la industria forestal ha comenzado a producir energía a partir de biomasa, hay un mayor autoabastecimiento y un aprovechamiento integral y eficiente del recurso, y mejoran la calidad del agua de las cuencas.



Refirió que las plantaciones forestales han tenido un desarrollo dinámico y sustentable en el tiempo. Representan el 15% de los bosques totales del país y abastecen con el 99% el consumo de madera para la industria. Enfatizó que el sector es el tercero en importancia respecto al monto de exportaciones y el primero basado en un recurso natural renovable. Participa con el 7% de las exportaciones totales y con el 2,6% del PIB Nacional. El 70% de las plantaciones están certificadas bajo manejo forestal sustentable por alguno de los sellos FSC o Certfor. El promedio mundial de certificación de bosques productivos es  30%, en Chile, acotó, es mucho mayor que el promedio.



En seguida, mostró un gráfico de madera acerrada en el que se aprecia cómo las plantaciones han ido suministrando los requerimientos de demanda interna, en que el  bosque nativo ha sido utilizado en forma creciente para combustible, leña.


Respecto del proyecto en estudio, hizo presente que Corma valora que se quiera forestar suelos erosionados de aptitud preferentemente forestal que se estiman en  2, 3 millones de hectáreas.


Del mismo modo, destacó que el proyecto se oriente a la participación de pequeños y medianos forestales donde se encuentra la mayor cantidad de suelos erosionados.  Sobre el particular, manifestó que en las exposiciones anteriores, se ha dicho que los únicos que van a comprar los productos serían las empresas grandes; sin embargo, aclaró, hoy todos los que plantan eucaliptus vende preferentemente a la exportación de astilla, que es el doble de lo que se vende a empresas nacionales en eucaliptus. Por  otra parte, el  80% del ingreso de una plantación de pino proviene de la madera aserrable y ésta se vende prioritariamente a aserraderos independientes, y las empresas grandes son vendedoras netas de este tipo de madera. 



Al continuar, señaló que valoran las mejoras incorporadas  al proyecto como  las definiciones y las nuevas actividades a bonificar (fertilización, control de malezas, protección y riego), y la  forestación con fines ambientales.

En efecto, se mejora la definición de pequeño propietario, es más clara y simple y considera positiva la eliminación de la obligación de trabajar en el predio y el que se reconozca como pequeño propietario forestal a quien ha  adquirido la calidad de poseedor regular. Así como también la incorporación de la definición de mediano propietario forestal.


Sin embargo, estimó que la definición de pequeño y mediano propietario es muy restrictiva, lo cual podría mejorarse con su ampliación.


Por otra parte, manifestó que falta incorporar otras actividades que permitan aumentar la productividad y rentabilidad de las plantaciones en segmento de pequeños y medianos propietarios, como incentivar la asociatividad. Así también estiman que debiera haber una tramitación simplificada para pequeños propietarios con sellos. Además, sugirió fomentar la  forestación con plantas mejoradas o certificadas.


Respecto al concurso, coincidió en que puede ser una traba para el ingreso de propietarios, especialmente de los pequeños y se debe evitar incertidumbre a este segmento. Sugirió un mecanismo en el cual se pueda poner límites a los fondos entregados y, en los segmentos de productores más pequeños, utilizar un mecanismo de asignación directa. 

Por otra parte, recordó que durante las exposiciones se ha afirmado que  las plantaciones no son bosques; sin embargo, dijo,  FAO no opina lo mismo, establece que los bosques incluyen todo tipo de bosque, plantado o naturales. Reconoce que las plantaciones son distintas a los bosques naturales, pero ninguna de ella pierde la categoría de bosque.

Finalmente, mencionó otro tema que se ha discutido bastante y que tiene relación con la sustentabilidad de las plantaciones, indicó que la OCDE reconoce que las plantaciones tienen un desarrollo en Chile, que ha ido mejorando en sus prácticas y que, por lo general, las plantaciones son beneficiosas para el medio ambiente.

15.- El Presidente, sede Maule, del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile, don Roberto Cornejo señaló que el Colegio que representa estima que el país requiere de una nueva ley de fomento forestal que sea acorde a las necesidades actuales. Los fundamentos para ello,  dicen relación con que hay una base de 2,6 millones de hectáreas forestales plantadas. También hay 2,3 millones de hectáreas de vocación forestal, erosionadas, desprovistas de vegetación y la mayor parte de ellas en manos de pequeños propietarios, a las cuales se les debe dar una solución. En consecuencia, estimó que de no existir una Ley de Fomento a la Forestación, inevitablemente se condena  a los suelos forestales sin bosques a la erosión,  a la pobreza de sus propietarios y se pierde la oportunidad de incorporar al desarrollo del país sobre 2 millones de ha que hoy son improductivas. Aclaró que no está compitiendo con el bosque nativo, sino que es una solución real que como país deben entregar.
Respecto del proyecto, indicó que el Colegio de Ingenieros Forestales respalda la iniciativa, no obstante tener las siguientes observaciones:


En primer lugar, la concursabilidad. Les parece una traba innecesaria para el acceso del segmento de pequeños y medianos propietarios a los beneficios que contempla la ley.  Es impresentable, enfatizó, que durante 40 años se haya tenido una ley de fomento que ha estado bonificando y que ha sido abierta, y ahora, que justamente se apunta a los pequeños propietarios se pongan trabas de concursabilidad.  Más aún, agregó, si se considera que actualmente para bonificaciones hay 37 millones de dólares disponibles y, las últimas plantaciones de los suelos más degradados no se alcanza a los 20 millones en bonificación. Sugirió un sistema abierto o bien indicar que cuando se lleguen a los montos que se indiquen, considerar una concursabilidad.


Segundo, en materia de financiamiento previo, estiman necesario que la ley contemple un mecanismo de financiamiento previo que permita a los pequeños propietarios iniciar las faenas de preparación de suelos, compra de plantas y plantación.  Sugirió  el anticipo de un porcentaje de la bonificación y rechazó el financiamiento de la banca privada, además de estimar insuficiente la cobertura que ofrece INDAP.


Tercero, mejorar y ampliar la asesoría profesional. En este punto, consideran importante ampliar la asistencia técnica durante todo el período de desarrollo del bosque, lo cual permitirá la sustentabilidad de las plantaciones. 

Cuarto, propuso ampliar el acceso a los incentivos a distintos tipos de tenencia y permitir el acceso a personas que no tengan sus títulos saneados. 


Quinto, incorporar a las zonas extremas al manejo. Sobre el particular, indicó que Palena y Magallanes requieren de un tratamiento especial por lo lento del crecimiento de las plantaciones forestales.


En seguida, manifestó la opinión del Colegio sobre algunos alcances que se le han hecho al proyecto.


Se ha planteado que hay impactos sobre el bosque nativo. Al respecto, expresó que no hay  tal, ya que se busca forestar sobre suelos desnudos, no hay una competencia con el bosque nativo. Se trata  de recuperarlos para que no se sigan erosionando y son de producción como de conservación.


Así también, no hay impacto sobre la agricultura, se busca forestar suelos forestales desnudos (dos millones de hectáreas).

Destacó que el proyecto está enfocado principalmente en los pequeños propietarios forestales, no busca regular la concentración de la propiedad ni cambiar el modelo económico del país, sólo busca fomentar las plantaciones  en suelos de pequeños propietarios.


En cuanto a los beneficios de las plantaciones, reiteró que éstos son económicos, sociales y ambientales a sus propietarios y a la sociedad. Los detractores de las plantaciones forestales no proponen medidas viables para responder a la demanda por bienes y servicios proveniente de los bosques (que es creciente). Las plantaciones forestales permiten responder a esta demanda de manera sustentable.


En relación a los monocultivos, destacó que son necesarios para alimentar a la población y para el desarrollo de cualquier industria silvoagropecuaria y agregó que la eliminación de ellos no es viable para la subsistencia humana.  



Finalmente, sobre la duración del proyecto, señaló que dada la naturaleza del sector forestal, no se debe acortar el período de aplicación del proyecto de 20 años, lo contrario, dijo,  genera incertidumbre. Toda ley puede ser modificada y si se requiere hacer mejoras o corregir elementos que la constituyan, no se debe esperar 20 años para hacerlo.

16.- La Coordinadora de las autoridades Ancestrales y Dirigentes de los Pueblos Autoconvocados, señora Sandra Huentemilla expuso que han estado trabajando desde hace bastante tiempo  en el Convenio 169 y en los tratados internacionales que el Estado de Chile ha ratificado relacionados con los derechos de los pueblos indígenas y también con los derechos humanos relacionados.


A ese respecto, informó que iniciaron una participación en la Comisión de Derechos Humanos de ambas ramas del Congreso Nacional, y desde ahí que se han producido algunos hechos relevantes como el Primer Encuentro Nacional de Pueblos Indígenas en el Parlamento, además de la  creación de la Comisión Bicameral para la consulta que hoy está en funcionamiento.


Explicó que se han abocado a dos trabajos en forma alternativa, tanto con el Ejecutivo para que cumpla con su deber de consulta a los pueblos indígenas de todo proyecto de ley o medida administrativa que afecte directamente a los pueblos, como con el Legislativo para que también cumpla con su deber de consulta.  Es así como el año pasado, con ocasión del proyecto de ley general de pesca y no habiéndose cumplido con la consulta en ninguna de las dos instancias, se presentó, por parte de los parlamentarios un requerimiento al Tribunal Constitucional. Dicho Tribunal, señaló que el poder legislativo debe cumplir con su deber de consultar a los pueblos y debe establecer los  mecanismos necesarios para cumplir con los estándares internacionales.  De esta forma, mencionó, el Congreso debería modificar su ley orgánica y también su reglamento para adecuar su normativa a la consulta de los pueblos indígenas. Enfatizó que esta sugerencia, así como otras, no se han cumplido, al igual que el Ejecutivo no ha cumplido con la consulta de este proyecto de ley porque las que ha realizado no reúnen con los estándares internacionales, además de que ha utilizado el decreto 124, el cual es un reglamento inconsulto que está objetado tanto por el Relator de derechos de los pueblos indígenas como por la OIT.


Hizo presente que se encuentran en una situación preocupante respecto de este proyecto, que afecta al pueblo mapuche desde la Octava Región hacia el sur y todas las entidades territoriales que conforman el pueblo mapuche.  


En seguida, reseñó que el pueblo mapuche ha sido despojado de sus tierras históricamente y el Estado de Chile no ha pagado esa deuda. Actualmente se ha profundizado porque no se han dado orientaciones claras para producir esa restitución territorial que el pueblo mapuche reclama a diario.


Es por ello, continuó, que el pueblo mapuche se ha levantado y no sólo por el efecto medioambiental sino también territorial, la tierra y el territorio son fundamentales para el pueblo mapuche, de eso depende la vida de los pueblos originarios y del pueblo mapuche en particular.  Indicó que la restitución territorial que tiene que ver con el despojo a las tierras, se fue concretando en forma paulatina y nociva  provocando reducción y migración de la población mapuche, afectando su subsistencia y creando distintos instrumentos para doblegar y reducir al pueblo mapuche. A modo de ejemplo mencionó la reforma agraria, la contra reforma, y otras medidas como las transnacionales y las forestales. Estas últimas, expresó, se han instalado en territorio de los pueblos indígenas con total garantía, y aclaró  que son los mismos grupos económicos que están en la pesca, en la minería y en las principales actividades económicas del país. Estos grupos, apuntó, han producido estragos en los pueblos indígenas,  provocando desertificación y contaminación, entre otros.


Rechazó esta situación y resaltó que el fallo del Tribunal Constitucional dictado con ocasión de la ley de pesca, le da un deber importante al Congreso Nacional respecto a la consulta de los pueblos indígenas y debe cumplirla. Respecto a este proyecto, reiteró, el Ejecutivo no cumplió o lo hace erróneamente y es el poder legislativo el que debe hacerse cargo de ella.


A continuación, Juan Valeria, Coordinador de las Autoridades Ancestrales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Autoconvocados, se refirió a la consulta consagrada en el Convenio 169 de la OIT, y expresó que el Estado debe consultar a los pueblos indígenas cuando se trate de medidas legislativas y administrativas que les afecten, lo cual es previo a la presentación del proyecto. Recordó que sobre este proyecto, el Ejecutivo realizó una consulta que no reúne los estándares del señalado convenio y que por lo mismo, la rechazan.


Hizo presente que la finalidad de la consulta es poder alcanzar un acuerdo, que tiene que ver con una gobernabilidad democrática de generar procesos políticos para resolver conflictos de manera amistosa y no profundizarlos. Criticó que el poder legislativo le dé tramitación a un proyecto de ley que previamente debió haber  consultado. Afirmó que se niega y manipula la buena fe que debiese existir para lograr un consenso al no realizar una consulta pertinente y adecuada a los requerimientos internacionales.


Al respecto, citó las palabras del Relator de la OIT, James Anaya, quien enfatiza la importancia de consultar a los pueblos indígenas y señala que es necesario avanzar en un proceso de diálogo y concertación con los pueblos indígenas de Chile del modo más amplio e inclusivo para la elaboración del texto final del Reglamento de Normativa de Consulta y del instrumento conexo de Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Del mismo modo, agregó, aplicar el reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental SEIA, tampoco  es válido porque no ha sido consultado previamente. 


Resaltó que la consulta es una medida especial para garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas y fortalecer la legitimidad de las decisiones estatales. Insistió en que la consulta previa es un diálogo de buena fe entre el Estado y los pueblos indígenas, cuya finalidad es llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas legislativas o administrativas a adoptar, en el marco de los derechos humanos.

Resaltó que el principio de la buena fe, que debe regir la conducta del Estado en el contexto de las consultas con los pueblos indígenas, impone conductas de diligencia debida a los órganos del Estado para identificar cuándo una medida que se propone adoptar pueda afectar a los pueblos indígenas, y para proporcionar la información necesaria y asistencia técnica de modo proactivo. 

Enseguida enunció los principios que regulan la consulta: participación efectiva de todos los pueblos involucrados y no de una organización piramidal; efectividad en las decisiones consultadas; conservar la libre determinación, es decir la autonomía de los pueblos, por tanto, no se puede alterar los procesos de participación y tampoco incidir en ellos. El consentimiento debe ser libre, previo e informado, con un diálogo efectivo de comunicación y entendimiento y con respeto mutuo.



Enfatizó el carácter previo de la consulta, libre e informada. Lamentó que no se hiciera así y señaló que continuarán luchando por sus derechos y, en particular, por el derecho a sobrevivir en sus tierras, lo cual debe prevalecer, acotó.


17.- La Directora de ASI CONSERVA CHILE, A.G: de Iniciativas de Conservación en Áreas Privadas y Territorios de Pueblos Originarios, señora Mariela Núñez,  informó que están realizando el catastro nacional de las áreas protegidas privadas de Chile, por encargo del Ministerio del Medio Ambiente, cuyos resultados muestran que existen 300 iniciativas de conservación en áreas privadas y en territorios de pueblos originarios, que abarcan un millón seiscientas mil hectáreas en nuestro país, distribuidas, principalmente, desde la región del Maule hasta  la región de Los Lagos, que es donde se concentra el actual modelo forestal.


Explicó que representa  a la Asociación Gremial de propietarios, tenedores y usuarios de tierras privadas y de pueblos originarios de Chile que practican y fomentan la explotación sustentable de recursos naturales renovables, con énfasis en la conservación y uso sostenible de la biodiversidad. Aclaró que no son ambientalistas y puntualizó que las iniciativas de conservación y uso sostenible de la biodiversidad son todos aquellos emprendimientos productivos basados en la valorización y comercialización de los múltiples bienes y servicios ambientales del ecosistema, incluyendo el desarrollo de turismo de intereses especiales, el aprovechamiento de los recursos naturales renovables, la captura de carbono o el aprovechamiento de energías renovables, entre otras actividades productivas basadas en la conservación.


Informó que diversos actores sociales han emprendido estas iniciativas de Conservación: individuos, familias, medianos y pequeños propietarios, pueblos originarios, comunidades de conservación, universidades, comunidades rurales, ONGs nacionales e internacionales, con y sin fines de lucro, y empresas forestales, mineras y de generación eléctrica.


Refirió que la distribución de la propiedad de la tierra que tienen las iniciativas de conservación privada, se observa que en su mayoría, los tamaños de las propiedades son menores a mil hectáreas, no obstante que también hay grandes con un máximo de 300 mil hectáreas. Al hacer el desglose entre una y mil hectáreas, se observa que la mayoría de las iniciativas de conservación privada son menores a 100 hectáreas, es decir, pequeños propietarios.


Hizo presente que, en estas áreas protegidas  desarrollan diversas actividades: explotación forestal de bosques nativos y de plantaciones exóticas, agricultura y fruticultura, ganadería extensiva, intensiva y lechería, desarrollo inmobiliario, actividades turísticas intensivas y de bajo impacto, captura de carbono y otros servicios ecosistémicos.

En seguida, mostró un gráfico en el cual están los objetivos de las distintas iniciativas de conservación, en el que se observa que tanto las áreas protegidas que tienen objetivos con manejo como sin manejo de recursos naturales, tienen ingresos a partir de actividades consuntivas, por lo tanto, se constata que la mayoría está haciendo actividades económicas del manejo de recursos naturales en sus áreas.

Informó que además de generar trabajo y estas actividades productivas en las áreas protegidas del país, generan diversos servicios ecosistémicos. El valor total de estos servicios en áreas públicas y privadas es de 34.149 VET millones de dólares, que es prácticamente la mitad del producto interno bruto del país. Las exportaciones del sector forestal en el 2009, fueron de $4.162, millones de dólares, segundo poder exportador  3% PIB.

Refirió que una de las actividades que realizan con fuerza, es el turismo sustentable y citó como ejemplo la Reserva del HUILO-HUILO, que obtuvo dos premios internacionales por el desarrollo del turismo en base a la conservación de la biodiversidad y la belleza escénica.

Indicó que el principal problema al que se enfrentan son las empresas forestales, así señaló que el DL 701, incrementó cuatro veces la tasa de las plantaciones en el paisaje. En seguida, mostró una lámina en la cual se constata que actualmente existe en Chile 2,7 millones de hectáreas de monocultivo forestales y  Conaf plantea expandir en 2 millones de hectáreas la superficie forestal. Al respecto, resaltó que la información científica muestra que las plantaciones forestales generan impactos sociales y ambientales negativos.

En cuanto al proyecto de ley, que tiene por objeto regular el sector y la actividad forestal, manifestó su conformidad no obstante hacer presente que se debe orientar a la pequeña y mediana propiedad forestal, que es la mayoría de las áreas protegidas de la entidad que representa y con énfasis en la prevención y degradación de los suelos, contribuir al ciclo hidrológico, al desarrollo sustentable y a la superación de la pobreza rural. Resaltó que esta es una oportunidad para promover las plantaciones con especies nativas  y la restauración.

De esta forma, sugirió agregar en los servicios ambientales o servicios ecosistémicos, a continuación de las plantaciones forestales, la frase “con especies nativas”, por cuanto, dijo, es una falacia que se señale que las plantaciones forestales con especies exóticas entregan servicios.

Reseñó que mejorar la disponibilidad o calidad de recursos hídricos, se observa por mediciones científicas, que un solo eucalipto de 3 años puede consumir 20 litros de agua por día. (Fuente: Huber y Muñoz 2003).  Así también, las plantaciones se realizan a una densidad de 1.500 a 2.000 árboles por hectáreas, sin importar donde se localicen. Luego, se puede sostener que una plantación a 20 años puede consumir hasta 200 litros por día, si el agua está disponible, lo que genera un grave problema en el verano al ser escaso el recurso.

En cuanto al servicio ambiental, belleza escénica, mostró una foto en la cual se muestra la tala rasa efectuada en las plantaciones forestales. Agregó que, en el tema de controlar la erosión, es conocido que posterior a una tala rasa, en una pendiente por sobre el 30%  y con precipitaciones de 2.000 mm anuales –como ocurre en la Región de Los Lagos-, la cantidad de suelo transportado a los caudales puede llegar a 20 toneladas por hectárea y los montos promedios de exportación de sedimentos desde una cuenca con plantaciones forestales sometida a tala rasa, son de 4 a 8 toneladas por hectárea al año.  Precisó que después de una cosecha, el suelo quedará expuesto por al menos tres años.


Resumió los efectos de las prácticas productivas actuales, a saber:

· Escasez de agua en verano, por alto consumo de agua de árboles;

· Pérdida de suelos por erosión  y alta turbidez de agua en invierno, por arrastre de sedimentos posterior a la cosecha;

· Contaminación de agua por uso de agroquímico y fertilizantes, y destrucción de zonas de protección de cursos de agua.


Al respecto, hizo presente la necesidad de terminar con este modelo forestal y destacó que el proyecto es una oportunidad para hacerlo. Las grandes empresas, acotó, no se hacen cargo de los impactos que generan sus actividades económicas.


Finalmente, expresó que apoyan a los pueblos originarios ya que existen varias iniciativas de conservación en sus territorios y que son parte de la organización e instó por el respeto al Convenio 169 de la OIT, de una manera transparente y reiteró que para modificar este proyecto de ley no ha habido consulta.  Además de abogó por que esta nueva  ley sirva para restaurar el bosque nativo y para promover los servicios ambientales de los mismos.


Terminada la ronda de audiencias, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció a los participantes sus exposiciones y observó que hay muchas consideraciones que son comunes tanto en aspectos positivos como en críticos que se hacen desde distintas perspectivas, y que serán determinantes para el juicio que cada uno de los integrantes de la Comisión y, luego, de la Sala, deberá tener presente al momento de tomar su decisión, de aprobar en general o no esta iniciativa. 


Posteriormente, en sesión de 13 de mayo de 2013, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán indicó que corresponde cerrar el debate sobre el proyecto de ley en estudio y votarlo en general. Refirió que el señor Ministro de Agricultura está dispuesto a recoger algunos de los planteamientos formulados en las audiencias para presentarlos como indicaciones en la discusión en particular. Al respecto, mencionó el tema de la concursabilidad para acceder a las bonificaciones y  la promoción de la asociatividad de los pequeños y medianos propietarios.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que de las exposiciones realizadas por los invitados en las audiencias, se han formulado, al menos, unas treinta observaciones al presente proyecto de ley, lo que, a su juicio, implica una clara oposición al mismo. De esta forma,  consideró fundamental, antes de votarlo en general, conocer la disposición del Ejecutivo para acoger estas observaciones. Manifestó que entiende que el Ejecutivo tenga interés en aprobar este proyecto de ley a la brevedad posible por razones de calendario, pero acotó que en los términos en que está propuesto no se encuentra en condiciones de aprobarlo, porque adolece de graves defectos, como el hecho de entregar facultades propias de un órgano público a la Corporación Nacional Forestal.


Por todo lo anterior, planteó a Sus Señorías aprobar una prórroga del decreto ley N° 701 actualmente vigente y darse un plazo, que no exceda el término del actual Gobierno, para discutir una nueva Ley Forestal.


A continuación, el Honorable Senador señor Horvath subrayó la necesidad de generar un acuerdo razonable en la materia, dado que en Chile existen graves problemas de erosión y de desertificación, que responda a la diversidad de las organizaciones y a la realidad que tienen las distintas regiones del país. Al efecto, consideró que se debe priorizar que la reforestación se realice con bosque nativo, salvo en las áreas en que las especies exóticas juegan un rol importante en el emprendimiento de las actividades productivas, ya que no es lo mismo forestar en la Región de La Araucanía que en la Región de Aysén. Reseñó que en esta última región  existen 500.000 hectáreas que urge reforestar, para lo cual se requiere una política con voluntad y con un horizonte a largo de plazo, de al menos veinte años.

En seguida, hizo entrega de un documento que contiene una propuesta de acuerdo para destrabar la discusión del presente proyecto de ley, que  se transcribe a continuación:

“ACUERDO PARA PROYECTO DE LEY QUE BONIFICA LA FORESTACIÓN

(BOLETIN N° 8.603-01)

1.- Reconocemos que la forestación es necesaria y urgente, para detener los procesos de erosión y desertificación que sufren los ecosistemas en todo el territorio nacional. Así como la forestación y reforestación con especies nativas en las cabeceras de cuenca y cursos de agua.

2.- Que los subsidios para la reforestación deben diferenciar positivamente a favor de la reconstitución de ecosistemas naturales con bosque nativo y con plantaciones exóticas que permitan ser una etapa de transición para facilitar el prendimiento de especies nativas.

3.- La reforestación y forestación con todo tipo de especies vegetacionales con consideraciones ambientales y sociales constituye una actividad relevante para las regiones y el país.

4.- La aplicación de los subsidios de forestación y reforestación estará focalizada en los pequeños y medianos propietarios según se define en la Ley del INDAP.

5.- La bonificación de forestación y reforestación incluirá obras necesarias para: proteger cabeceras de cuencas y cursos de agua, prevenir erosión y desertificación, así como para reconstituir suelos y la cobertura vegetacional.

6.- La forestación y reforestación podrá realizarse por etapas, cuyo fin sea el establecimiento de especies nativas.

7.- El subsidio incluirá las labores de poda y raleo en los períodos que corresponda según el tipo de bosque y región del país.

8.- La bonificación será compatible con otros subsidios de otras actividades que se realicen en el predio.

9.- El subsidio se entregará directamente cumpliéndose los requisitos que establece la ley.

10.- Se establece una instancia de trabajo entre los Senadores de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y el Ministro de Agricultura, para acordar la Ley de CONAF Pública que se presenta a discusión y análisis en el Congreso Nacional antes de fines de junio del presente año.

11.- Se deberá presentar una evaluación económica, social y ambiental por parte del Gobierno respecto de la aplicación del DL 701 durante los 39 años de aplicación.”.

En seguida, el Honorable Senador señor Coloma manifestó su voluntad de aprobar a la brevedad el presente proyecto de ley. Al respecto, argumentó que ha tenido una implementación eficiente en todo el país y las modificaciones que introduce son claramente positivas y recordó que en la Cámara de Diputados ya se realizó un debate profundo sobre el sector forestal.

El señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal se refirió a las supuestas deficiencias que tendría  la consulta a los pueblos indígenas. Al respecto, indicó que la Corporación realizó un gran esfuerzo para hacer esta consulta y que probablemente  es el proceso más completo que se ha hecho hasta la fecha. Además, consignó que no se les puede responsabilizar de que todavía no esté listo el nuevo procedimiento de consulta y  dejó en claro que este proyecto no puede resolver todos los problemas del sector forestal y que su objetivo es regular las plantaciones. 

En seguida, puso de relieve que no tiene sentido dilatar la aprobación en general de esta iniciativa y se manifestó contrario a prorrogar por dos años más el decreto ley N° 701 actualmente vigente. 

El Honorable Senador señor Navarro hizo presente que este proyecto de ley requiere de una serie de modificaciones, dentro de las cuales mencionó el tema de la concursabilidad. Al efecto, precisó que ha trascendido que este criterio en la Ley de Bosque Nativo ha jugado en contra de la participación de los pequeños propietarios y que por lo mismo no ha sido utilizado, por lo que en su opinión no debe repetirse esta fórmula de bajo impacto. Sobre este mismo punto, solicitó al Ejecutivo copia del informe de evaluación del decreto ley N° 701 y de la Ley de Bosque Nativo.

Asimismo, reparó que existen dificultades con los funcionarios de la Corporación Nacional Forestal y que en los hechos prevé que este proyecto de ley no se enfocará en los pequeños y medianos propietarios. 

Por otro lado, manifestó su rechazo a los dichos del señor Ministro de Agricultura, en un medio de comunicación, haciendo un llamado al Senado para agilizar la aprobación de esta ley. Entiende que Ministro de Estado no puede emplazar al Senado por la prensa, por lo que solicitó a la Contraloría General de la República un pronunciamiento al respecto.

Por todo lo anterior, anunció su apoyo a la propuesta del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Respecto a la evaluación del decreto ley 701, el señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal recordó que en días pasados, hizo entrega a la Comisión de la documentación solicitada, elaborada por la Dirección de Presupuestos. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, informó que se comunicó con el señor Ministro de Agricultura para manifestarle la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en orden a prorrogar la vigencia del decreto ley 701, y que su respuesta fue que la intención del Ejecutivo es de perseverar en la tramitación de este proyecto de ley. Luego, hizo presente a Sus Señorías que el informe financiero de este proyecto de ley está incorporado en el mensaje y que esta iniciativa legal también será analizado por la Comisión de Hacienda, la cual que deberá pronunciarse sobre los mayores costos que involucra y su financiamiento.

El Honorable Senador señor García Huidobro precisó que, sin duda, el rechazo de la idea de legislar del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal coloca al legislador en un situación compleja cuando tiene que abordar temas relativos al sector forestal, pero acotó que este punto no puede servir de fundamento para postergar la votación de esta iniciativa legal, porque los pequeños propietarios del secano costero esperan con ansias la aprobación de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Navarro resaltó que se trata de un proyecto de ley que tendrá una vigencia de veinte años, por lo que consideró que deben darse un tiempo mayor para su estudio. Además, consignó que le gustaría conocer si las forestales cumplen con su obligación de pagar el impuesto territorial, ya que según sus antecedentes en Curalinahue, Los Álamos y en Lebu estas empresas no han pagado el referido impuesto. Estimó fundamental, antes de modificar el decreto ley N° 701, conocer si sus beneficiarios cumplen con la ley.

El Honorable Senador señor Quintana manifestó que se está perdiendo una gran oportunidad de realizar una modificación más profunda al sector forestal, teniendo en cuenta el impacto que se está generando en el medio ambiente y en las comunidades indígenas.  Luego, aclaró que si bien la industria de la celulosa no es la beneficiara directa de esta iniciativa, sí recibe algún tipo de beneficio, porque el decreto ley N° 701 incide en los precios de la madera, lo que ha sido denunciado por los pequeños productores forestales y reparó en que no existe una institucionalidad forestal adecuada.

En materia de la consulta indígena, expresó que ésta no se ha ejecutado de acuerdo a los parámetros internacionales a los pueblos indígenas. Al efecto, comentó que el Lonko Curinao, de Ercilla, se distanció del proceso de consulta que encabeza el Gobierno y que rechaza la metodología de todas las consultas que han realizado hasta la fecha. Asimismo, recordó que los señores Ministros de Interior y de Seguridad Pública, y de Desarrollo Social señalaron públicamente que para este Gobierno era prioritario tener una nueva Ley de Consulta, con lo que concluye que también este Gobierno le resta validez al decreto N° 124 que hoy rige para la consulta.

Resaltó que como representante de una zona con una fuerte presencia de indígena no puede respaldar un proyecto de ley como éste, por lo que se suma a la propuesta planteada por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma reiteró la urgencia de aprobar este proyecto de ley y recordó su participación en la discusión de la Ley de Bosque Nativo, la que se demoró dieciséis años en su tramitación, fundados en los mismos argumentos que en esta oportunidad se han planteado. Expresó que prorrogar la vigencia del decreto ley N° 701 hará un grave un daño a la institucionalidad forestal y al país, por lo que anunció su voto en contra de dicha propuesta. 

El Honorable Senador señor García manifestó su rechazo a la prórroga del decreto ley 701 y argumentó que el presente proyecto evita la desertificación y la erosión del suelo, de manera que es mejor que el actual texto del decreto ley N° 701. No obstante, hizo un llamado a Sus Señorías a buscar un acuerdo para no repetir lo sucedido con el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal. Luego, consultó sobre los alcances de la propuesta que presentó el Honorable Senador señor Horvath.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, informó que la propuesta presentada por el Honorable Senador señor Horvath no ha sido acordada.  En cuanto a lo planteado por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide estimó que prorrogar la vigencia del decreto ley N° 701 no es una buena solución. Afirmó que el proyecto de ley en estudio es superior a la norma actual, ya que se enfoca en los pequeños y medianos propietarios forestales, protege el medio ambiente e intenta frenar la desertificación. No obstante, reconocer que tiene defectos, que espera que sean resueltos durante la discusión en particular.

En cuanto a las críticas que se han formulado al proceso de consulta a los pueblos indígenas, hizo presente que este problema no podrá resolverse mientras no cuenten con un nuevo reglamento de consulta. Sin perjuicio de lo anterior, destacó que la consulta realizada por el Ejecutivo ha sido la más completa que se ha ejecutado al mundo indígena y que, a pesar de todas las críticas que pudieren hacerle, cumple con la normativa vigente, haciendo un gran esfuerzo por recoger la opinión de los pueblos indígenas. Por todas estas consideraciones, anunció su votó en contra de la propuesta del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- Puesta en votación, la propuesta del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide de aprobar una prórroga del decreto ley N° 701 actualmente vigente y dar un plazo para discutir una nueva Ley Forestal, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, y a favor los Honorables Senadores señores Quintana y Ruiz-Esquide.

En seguida, el Honorable Senador señor Larraín puso en votación en general el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide anunció su voto en contra de la idea de legislar  por las siguientes razones: no existe una institucionalidad que se haga responsable de la aplicación de este proyecto de ley, el que tendrá una vigencia de veinte años y significará un costo de 40 millones de dólares anuales; si bien el proyecto señala que se enfoca en los pequeños propietarios, en los hechos no habrá ninguna mejoría para este sector y se continuará beneficiando a las grandes forestales; no mejorará la calidad de los suelos, por el contrario, disminuirá el caudal de los ríos, al estimular las plantaciones de árboles exóticos; no mejora las condiciones de los trabajadores forestales, y no cumple los estándares internacionales sobre la consulta indígena.

El Honorable Senador señor Quintana arguyó que normalmente en los lugares en que existe un aumento de las plantaciones forestales disminuye consecuencialmente la población, por lo que no entiende la insistencia del Gobierno de aprobar un proyecto de ley de esta envergadura sin un debate de fondo, que genera efectos adversos en los recursos naturales y en los asentamientos humanos, especialmente de las comunidades mapuches, que no tienen agua por la disminución de las precipitaciones y por el hecho de vivir en las cercanías de las forestales.

Reparó que este proyecto de ley sigue favoreciendo la forestación con especies exóticas, que ocasionan graves daños a la naturaleza y lamentó que los planes de manejo que se contemplan no guarden relación con las exigencias que se establecen para el bosque nativo. En el cuanto a la Ley del Bosque Nativo, reflexionó que al parecer los dieciséis años de su tramitación fueron insuficientes, porque hoy es conocido que esta ley no está cumpliendo su objetivo. Recordó que el Ministerio de Agricultura encargó un estudio sobre su evaluación,  la que considera fundamental conocer. 

En seguida, se sumó a las críticas respecto a la concursabilidad de los fondos que este proyecto de ley consagra para acceder a las bonificaciones, por estimar que este mecanismo continuará favoreciendo a los grandes propietarios forestales, que son los únicos que tienen capacidad para competir. A mayor abundamiento, lamentó que una vez más se subsidie una actividad lucrativa con recursos del Estado. Por todo lo anterior, insistió en que se está perdiendo una gran oportunidad para hacer un debate de fondo sobre el sector forestal.

Los Honorables Senadores señores Coloma y García señalaron que votarán a favor de la idea de legislar en la materia por los mismos argumentos que dieron a propósito de la votación anterior, en cuanto a que el proyecto de ley evita la desertificación y la erosión del suelo, de manera que es mejor la nueva propuesta que el actual texto del decreto ley N° 701.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reiteró que el no aprobar el presente proyecto de ley implica continuar con lo que hoy existe, que en su opinión es más deficiente a lo que propone el Gobierno. Hizo hincapié que en la discusión en particular se corregirán los defectos detectados, sin perjuicio de que siempre queda abierta la posibilidad de evaluar el funcionamiento de esta ley y de introducirle nuevos cambios. Por todo lo anterior, anunció su voto a favor.

- En votación la idea de legislar del proyecto de ley en estudio, fue aprobada por la mayoría de sus miembros. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, y en contra los Honorables Senadores señores Quintana y Ruiz-Esquide.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto ley Nº701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo primero del decreto ley Nº2.565, de 1979, las siguientes modificaciones:


1.- Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular el sector y la actividad forestal desarrollada en suelos de aptitud preferentemente forestal e incentivar la forestación de suelos degradados o sin bosques, y está orientada a la pequeña y mediana propiedad forestal, con el fin de prevenir la degradación de los suelos, contribuir al ciclo hidrológico, al desarrollo sustentable y a la superación de la pobreza rural.”.


2.- En el artículo 2°:


a) Sustitúyese el encabezado del artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°- Para todos los efectos legales, se entenderá por:”.


b) Reemplázanse las definiciones de “FORESTACIÓN”, “CORPORACIÓN”, “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL”, “MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL” y “SUELOS DEGRADADOS”, por las siguientes: 


- “FORESTACIÓN: La acción de poblar, con especies arbóreas, arbustivas o suculentas, terrenos que carezcan de ellas, o que, estando cubiertos de dicha vegetación, ésta no constituya bosque para los efectos de esta ley y de la ley N°20.283.”.


- “CORPORACIÓN: la Corporación Nacional Forestal o su sucesora legal.”.


- “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL: La persona que tiene título de dominio de uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda las 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las Regiones de Arica y Parinacota y de Coquimbo; o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la Región de La Araucanía; en la provincia de Palena, en la Región de Los Lagos; o en las Regiones de Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades no excedan las 2.400 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario. Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura; las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253; las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria; las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.118, siempre que, a lo menos, el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.


Se entenderá además, como pequeño propietario forestal a aquel poseedor que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 2.695, de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.”.


- “MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisitos establecidos en la definición de pequeño propietario forestal y cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades no excedan las 10.000 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario.”.


- “SUELOS DEGRADADOS: Aquellos suelos de aptitud preferentemente forestal que presentan categorías de erosión moderada a muy severa, susceptibles de ser recuperados mediante actividades, prácticas u obras conservacionistas del uso del suelo.”.


c) Agréganse, al final del artículo, las siguientes definiciones:


“OTROS PROPIETARIOS FORESTALES: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisitos establecidos en la definición de pequeños propietarios y medianos propietarios, cuyos ingresos anuales por venta, servicios y otras actividades se ubiquen entre las 10.001 unidades de fomento y las 50.000 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario. Se excluye de esta categoría a las personas naturales o jurídicas y comunidades que excedan las 50.000 unidades de fomento de ventas promedio en los últimos tres años calendario.


PRODUCTOS FORESTALES NO MADEREROS: Todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de una plantación forestal. Se entenderá, para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, que constituyen productos forestales no madereros bienes tales como: hongos, plantas de uso alimenticio, frutos silvestres de árboles y arbustos; especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacéuticos; fauna silvestre, fibras vegetales y servicios de turismo.


SERVICIOS AMBIENTALES: Beneficios que brindan los recursos naturales para los ecosistemas y para la comunidad y que inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente. Para los efectos de esta ley, se entiende que los bosques nativos, las formaciones xerofíticas y las plantaciones forestales contribuyen, entre otros, a detener la desertificación, controlar la erosión, proteger el suelo; mejorar la disponibilidad y,o calidad de los recursos hídricos, y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, principalmente mediante la captura de dióxido de carbono.


BOSQUES PLANTADOS O PLANTACIÓN FORESTAL: Aquellas formaciones vegetacionales resultantes de forestaciones o reforestaciones realizadas con especies nativas y,o exóticas.”.


3.- Introdúcense, en el inciso primero del artículo 4°, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese la palabra “podrá” por la siguiente frase “, en los casos que resulte pertinente, deberá” y la conjunción disyuntiva “o” que se encuentra entre la palabra “degradados” y la preposición “de” por las conjunciones “y,o”.


b) Intercálase, a continuación de la palabra “adoptar,” la frase: “con especial énfasis en las normas de protección tanto de suelos como de cursos y cuerpos de agua,”. 


c) Agregáse la siguiente oración final: “En el proceso de calificación deberán considerarse los catastros vegetacionales oficiales, determinándose en conformidad a ellos los territorios que presentan las características para ser declarados como tales.”.


4.- Agregáse, en el inciso primero del artículo 8°, sustituyendo el punto (.) aparte, por una coma (,), la siguiente frase final: “además de aplicársele las sanciones legales que correspondan.”.

5.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10°, el guarismo “120” por “60”.


6.- Agregáse, en el Título II, el siguiente artículo 11 bis:


“Artículo 11 bis.- Toda la información relativa a planes de manejo forestal, así como a las bonificaciones otorgadas, será de carácter público.


La información señalada estará disponible en la página web de la Corporación.”.


7.- Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- El Estado, en el periodo de veinte años contado desde el 1 de enero de 2013, bonificará por una sola vez por cada superficie, las forestaciones que se ejecuten con posterioridad a la aprobación de la calificación de terrenos a que se refiere el artículo 4° y que se realicen a su amparo.


Las bonificaciones contempladas en esta ley tendrán por objeto:


a) Incentivar plantaciones forestales con propósitos de provisión de cobertura vegetal permanente, a la que podrán optar todo tipo de propietarios.


b) Incentivar plantaciones forestales con propósitos productivos, ya sean madereros, de generación energética u otros, a la que sólo podrán optar los pequeños, medianos y otros propietarios definidos en el artículo 2° de esta ley.


c) Abastecimiento de agua para localidades urbanas y rurales.


d) Protección de suelo, con erosión moderada y severa.


e) Producción de leña para autosustento, provisión y mantención de servicios ambientales y ecosistémicos, tales como captura y almacenamiento de carbono, mantención de la biodiversidad, valor estético y cultural del paisaje, recreación y prevención y mitigación de la desertificación.


En forma complementaria a la forestación y para los literales a) y b) se podrán bonificar, además, obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas, y obras de estabilización de dunas. El costo de estas obras no podrá ser superior al cincuenta por ciento de los costos de la forestación.


Para el caso de pequeños propietarios forestales, tratándose del literal b) a que se refiere el presente artículo, se bonificarán, además, las actividades de manejo silvícola orientadas a mejorar la calidad de la masa forestal, para lo cual se definirán los estándares técnicos respectivos en el reglamento.”.


8.- Agréganse los siguientes artículos 12 bis, 12 ter, 12 quáter y 12 quinquies:


“Artículo 12 bis.- Cuando se trate de forestaciones cuyo objetivo sea proveer cobertura vegetal permanente, se otorgará una bonificación para su establecimiento y un pago anual por el lapso de veinte años, contados a partir del año siguiente de establecida la forestación. Estas forestaciones deberán mantener una cubierta vegetal permanente, pudiendo efectuar eventualmente aprovechamientos no madereros y de biomasa, de acuerdo a las normas que establezca el reglamento.


Los pequeños propietarios forestales podrán optar a una bonificación del 100% de los costos de forestación y a pagos anuales. Tratándose de medianos propietarios forestales, podrán optar a una bonificación del 90% de los costos de forestación y a pagos anuales. En el caso de otros propietarios, éstos sólo podrán optar a una bonificación del 75% de los costos de forestación.


Las bonificaciones por forestación a las que se refiere este artículo abarcarán los porcentajes antes mencionados, salvo que en determinados concursos se contemplen criterios de cofinanciamiento por parte del beneficiario. En todo caso, siempre deben respetarse los límites establecidos como porcentajes máximos de bonificación.


Artículo 12 ter.- Para las forestaciones con destino productivo se bonificará por una sola vez, por cada superficie, un porcentaje de los costos del establecimiento de las plantaciones forestales y, tratándose de pequeños propietarios, se bonificará, además, las actividades de manejo silvícola.


En este tipo de forestaciones se incluyen aquellas con fines tanto madereros tradicionales como energéticos.


Para los pequeños propietarios forestales, el porcentaje de bonificación será del 90% de los costos de establecimiento y del 75% de los costos de manejo silvícola. Tratándose de medianos propietarios forestales, se bonificará el 75% de los costos de establecimiento. Tratándose de otros propietarios se bonificará el 50% de los costos de establecimiento. Lo señalado en este inciso se entenderá sin perjuicio de que en determinados concursos se contemplen criterios de cofinanciamiento por parte del beneficiario.


Artículo 12 quáter.- Durante los primeros dieciocho meses de vigencia de esta ley, el sistema de otorgamiento de bonificaciones asignará éstas de forma directa. Una vez transcurrido dicho plazo, el sistema de otorgamiento estará sujeto a concurso, excepto para el pago anual por mantención de cobertura vegetal permanente y para las actividades de manejo silvícola señaladas en el inciso final del artículo 12.


El otorgamiento de las bonificaciones se regirá por las normas que se establezcan en el respectivo reglamento, el que deberá contener criterios de focalización y priorización regional, financiera, técnica, ambiental o social.


Las forestaciones que se realicen con especies nativas que estén destinadas a los propósitos de los literales a) y b) del artículo 12 y que requieran para su establecimiento de una forestación de protección lateral, podrán optar a dos bonificaciones para la misma superficie. La primera bonificación será para la forestación inicial que se realizará con la o las especies que brindarán la protección lateral, y la segunda, para la forestación con la o las especies nativas definitivas.


El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento para el pago de las actividades bonificables y los pagos anuales.


El Instituto de Desarrollo Agropecuario establecerá líneas de crédito para pequeños propietarios forestales, cuyo objetivo sea financiar las actividades señaladas en el artículo 15 de esta ley. Para estos efectos, el Instituto de Desarrollo Agropecuario podrá considerar a los pequeños propietarios forestales definidos en esta ley como sujetos de créditos, los que en todo caso deberán cumplir con las normas generales que en materia crediticia establezca la Institución para todos sus beneficiarios.


Las bases, los llamados a concursos y la asignación de puntajes se regirán por las normas que se establezcan en el respectivo reglamento. Dichas bases podrán considerar uno o más fondos con los cuales poder focalizar los incentivos. Las bases y los resultados de los concursos tendrán carácter público.


Para postular a los concursos públicos, los interesados deberán tener la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal previamente aprobada por la Corporación o ingresar su solicitud de calificación acompañada del estudio técnico, dentro del plazo que establecerán las bases del concurso. En la solicitud de calificación, el interesado deberá entregar la información requerida para la postulación de conformidad al reglamento y a las bases.


La ley de Presupuestos de cada año determinará el monto de los recursos que se destinarán a concursos, sin perjuicio de que los gobiernos regionales, con recursos propios podrán financiar concursos adicionales, sólo para el establecimiento de plantaciones, bajo los principios de esta ley.


Se realizará, a lo menos, un concurso al año, en el cual la primera prioridad de adjudicación la tendrá el segmento de pequeño propietario forestal. En el evento que no se alcanzare a copar el monto total de un determinado fondo, el excedente se podrá redireccionar a otros fondos de esta ley. El criterio de reasignación quedará establecido en el llamado a concurso.


Las bonificaciones se pagarán cada vez que los beneficiarios acrediten, mediante un estudio técnico expedido por un ingeniero forestal, la ejecución de las actividades bonificables señaladas en el artículo 12 de esta ley, previa certificación de la Corporación. No obstante, para la procedencia del pago de bonificaciones por poda y raleo, se requerirá, además, de un plan de manejo aprobado por la Corporación. Si no se hubieren realizado todas las actividades o las superficies fueren menores a las adjudicadas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas y por aquella superficie forestada.


Excepcionalmente, las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 letras a) y b) de la ley N°19.253, podrán optar por recibir la bonificación a que alude esta ley, sin perjuicio que la superficie respectiva haya sido objeto de bonificación anterior. Ello, sólo para aquellos bosques que hayan sido explotados y aprovechados por propietarios distintos de las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que hayan sido favorecidas con el subsidio de la referida ley N°19.253.


Excepcionalmente, estas mismas personas, y en las mismas circunstancias, también podrán optar por desafectar los terrenos respectivos de su calidad de aptitud preferentemente forestal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7° de esta ley y en el decreto supremo N°193, de 1998, del Ministerio de Agricultura.


En la situación prevista en el inciso precedente, dichas personas indígenas, comunidades indígenas o parte de éstas, quedarán exentas de la obligación de reintegrar en arcas fiscales aquellas sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por esta ley u otras disposiciones legales o reglamentarias.


Artículo 12 quinquies.- Las bonificaciones percibidas o devengadas se considerarán como ingresos diferidos en el pasivo circulante y no se incluirán para el cálculo de la tasa adicional del artículo 21 de la ley sobre Impuesto a la Renta ni constituirán renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la explotación o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en la que se amortizará abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen, aplicándose a las utilidades resultantes el artículo 14, inciso primero, de la presente ley.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se les aplicará a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el desarrollo de las plantaciones forestales incluidos en las partidas del activo.”.


9.- Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Los incentivos para el establecimiento de plantaciones forestales contemplarán las siguientes actividades, las que se detallarán en el correspondiente reglamento:


a) Habilitación, preparación de terreno y cierre perimetral.


b) Forestación.


c) Manejo silvícola, entendiéndose por tal la primera poda y el primer raleo.


d) Fertilización y control de malezas.


e) Protección y riego de sobrevivencia.


f) Obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas.


g) Obras de estabilización de dunas.


h) Contratación de seguro forestal.


i) Gastos generales.


j) Cortinas cortavientos destinadas a proteger suelos degradados.


Las actividades señaladas en las letras f) y g) serán complementarias a la forestación y se bonificarán conjuntamente con ella.


El monto máximo a bonificar por actividad será el que se establezca en una tabla que fijará el costo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales. Esta tabla se fijará mediante resolución expedida por la Corporación, previa aprobación de los Ministerios de Agricultura y de Hacienda. Esta tabla se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si no se fijaren dichos costos en la fecha indicada, se utilizará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, los montos contenidos en la última tabla de costos publicada.


La tabla de costos se establecerá considerando las diversas categorías de terrenos, suelos, macrozonas, especies y demás elementos, tales como adquisición de plantas con estándares definidos por especie, fertilización, riego; actividades de habilitación, preparación y cercado del terreno; establecimiento de la forestación, primera poda y raleo, control de malezas, protección, prima de seguro forestal, obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas y de estabilización de dunas, y los gastos generales asociados a las actividades objeto de bonificación. El reglamento determinará el procedimiento de elaboración y el mecanismo de reajustabilidad, su actualización y los procedimientos de determinación de los costos anuales.


Asimismo, la tabla de costos contemplará:


a) Un pago anual para pequeños y medianos propietarios forestales por la mantención de una cobertura vegetal permanente por veinte años contados desde que se acreditó la existencia de una forestación bonificada. Dicho pago será el equivalente a 1,27 unidades tributarias mensuales por hectárea, u otro sistema de reajustabilidad autorizado por el Banco Central de Chile.


b) Una bonificación para pequeños propietarios forestales, para la elaboración de estudios técnicos y por la asistencia técnica en terreno cuando corresponda.


c) Una bonificación para personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas para la elaboración del plan de manejo predial o multipredial cuando este contemple aspectos culturales y donde se hayan identificado las áreas de uso forestal.


El beneficiario de las bonificaciones contempladas en esta ley podrá transferirlas a terceros mediante instrumento público o privado autorizado ante notario. Las bonificaciones podrán ser cobradas y percibidas por personas distintas del beneficiario, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.


Los pagos anuales no podrán ser traspasados en caso de venta de sus terrenos a terceros que no califiquen en la condición de pequeños o medianos propietarios, según las definiciones establecidas en el artículo 2º.


Cuando se trate de las actividades señaladas en el artículo 15, la Corporación podrá extender, a solicitud del propietario, un certificado de futura bonificación forestal. Dicho certificado podrá ser presentado para el otorgamiento de créditos destinados a financiar las actividades contempladas en la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal aprobada por la Corporación. El monto del crédito podrá ser transferido a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.


El certificado de futura bonificación forestal que extienda la Corporación podrá constituirse en garantía para solicitar créditos destinados a financiar las actividades contempladas en esta ley.


Cuando el endosante o reendosante sea un pequeño, mediano u otro propietario forestal, el endosatario del certificado de futura bonificación forestal será codeudor solidario del crédito otorgado para financiar las actividades a que se refiere el artículo 15. De ello quedará constancia en el certificado emitido por la institución crediticia.


El pago de las bonificaciones y los pagos anuales serán efectuados por la Tesorería General de la República.”.


10.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Para el pago de las bonificaciones a que se refiere el artículo 12, el beneficiario deberá presentar a la Corporación un estudio técnico que acredite el cumplimiento de las actividades señaladas en la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal o en el plan de manejo para las intervenciones de manejo silvícola. Dicho estudio deberá ser elaborado por un ingeniero forestal.

El reglamento determinará el contenido del estudio técnico de acreditación y el procedimiento de presentación.


Sólo podrán optar a la bonificación las actividades efectivamente realizadas y comprometidas en la calificación de aptitud preferentemente forestal y en el respectivo plan de manejo aprobado.


Para acceder a cada pago anual señalado en el inciso quinto, letra a), del artículo 15, el propietario deberá presentar una declaración jurada simple de la permanencia de la forestación establecida, conforme a lo que se establezca en el reglamento.


La Corporación tendrá un plazo de sesenta días corridos, contado desde la presentación, para pronunciarse mediante resolución emitida por el jefe provincial correspondiente a la ubicación del predio, sobre la aprobación o rechazo del estudio técnico de acreditación contemplado precedentemente. En eventos de caso fortuito o fuerza mayor debidamente fundados, la Corporación podrá suspender el plazo señalado anteriormente, no pudiendo exceder de ciento veinte días corridos para pronunciarse.”.


11.- Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) En su inciso segundo:


i) Reemplázase la expresión “Región V de Valparaíso hasta la Región X de Los Lagos” por “Región de Valparaíso hasta la Región de Los Lagos”.


ii) Agrégase, a continuación de la palabra “protección”, la siguiente frase: “a glaciares, ríos y cuerpos de agua permanentes, esteros permanentes y temporales, quebradas con cauce permanente, temporal o esporádico,”.


b) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “siguiente” por el número “22”.


12.- Agrégase, a continuación del artículo 21, el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Los beneficiarios que corten las plantaciones acogidas a bonificaciones y pagos anuales por objetivos de cobertura vegetal permanente, en contravención a lo señalado en el artículo 12 bis, deberán restituir los montos de bonificaciones otorgadas y los pagos anuales recibidos, reajustados de acuerdo a la variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor, o el sistema que lo remplace, entre la fecha de pago de la bonificación y la fecha de la contravención. Dicha restitución deberá ser realizada respecto de aquella superficie intervenida en contravención al inciso segundo del artículo 12 bis. 


Adicionalmente a lo señalado en el inciso anterior, la corta no autorizada de este tipo de forestaciones se sancionará con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida.”.


13.- Modifícase el inciso primero del artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Agrégase, a continuación del término “reforestar”, la frase “en el plazo de dos años contado desde la corta”.


b) Reemplázase la palabra “anterior” por el número “21”.


14.- Agréganse los siguientes artículos 22 bis y 22 ter:


“Artículo 22 bis.- El incumplimiento de las reforestaciones establecidas por orden judicial, derivadas de la detección de corta no autorizada, se sancionará con multa de 5 a 10 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida.


Artículo 22 ter.- El pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley no eximirán al infractor de la obligación de reforestar.”.


15.- Sustitúyese el artículo 24 bis por el siguiente:


“Artículo 24 bis.- Detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación levantarán un acta en la que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuere posible, las normas legales contravenidas y el tribunal ante el cual debe comparecer el infractor.


Con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente, acompañando copia de dicha acta.


Los controles podrán realizarse mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.


El acta señalada tendrá el valor de prueba respecto de los hechos que en ella constan.


Los tribunales a que se refiere el artículo anterior conocerán de las denuncias que se formulen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


Tratándose de una primera infracción y si aparecieren antecedentes favorables, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.”.


16.- Reemplázase el artículo 24 bis B) por el siguiente:

“Artículo 24 bis B).- Los funcionarios designados por la Corporación para la fiscalización de esta ley y Carabineros de Chile tendrán el carácter de ministros de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.


Los funcionarios de la Corporación sólo podrán ingresar en los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización de la administración.


En caso de negativa para autorizar el ingreso, la Corporación podrá solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, el cual, por resolución fundada y en mérito de los antecedentes proporcionados por la Corporación, la podrá conceder de inmediato.”.


17.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que sean ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.”.


18.- Sustitúyese, en el artículo 33, la frase “artículo 12 de este cuerpo legal” por “artículo 12 quinquies de este cuerpo legal”.


19.- Agréganse los siguientes artículos 37, 38, 39, 40, 41 y 42:


“Artículo 37.- La captura de dióxido de carbono constituye uno de los servicios ambientales proporcionados por los bosques y plantaciones forestales que el Estado reconoce y le interesa fomentar.


A partir de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las capturas o remociones de dióxido de carbono producidas por las plantaciones forestales bonificadas al amparo de ésta, tendrán como objetivo la mitigación de las emisiones de los gases de efecto invernadero del país. El reglamento establecerá las regulaciones para eventuales transacciones del carbono forestal generado, las que sólo podrán efectuarse dentro del país. Dicha restricción no se aplicará mientras no exista un mercado interno para transacción de bonos de carbono o que, existiendo este mercado, la demanda sea menor a la disponibilidad, excepción que en todo caso no podrá superar los cuatro años desde la promulgación de la presente ley.


Artículo 38.- El Ministerio de Agricultura deberá mantener un sistema de información de existencia y flujos de biomasa y carbono. Para ello, se deberá realizar un inventario forestal de los recursos forestales del país con una periodicidad mínima de cinco años.


Artículo 39.- El Ministerio de Bienes Nacionales establecerá una línea de trabajo para pequeños propietarios forestales, con el objeto que éstos puedan sanear sus títulos de dominio a fin de optar a los incentivos de esta ley.


Artículo 40.- Cada cinco años se realizará, por un organismo externo a la Corporación, una evaluación del funcionamiento de esta ley, considerando tanto su administración como los resultados alcanzados.


Artículo 41.- Tratándose de suelos agrícolas que han sido bonificados por la ley N°20.412 y que sean forestados en un período igual o menor a cinco años desde que se percibió la o las bonificaciones, los propietarios deberán reintegrar en arcas fiscales todas las bonificaciones otorgadas para esa superficie en dicho período, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos en conformidad con las normas del Código Tributario. Esta obligación regirá a partir de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 42.- Los poseedores de predios de aptitud preferentemente forestal podrán acogerse a los beneficios de esta ley, cumpliendo sus exigencias, siempre que acrediten reunir los requisitos del decreto con fuerza de ley N°6, de 1968, del Ministerio de Agricultura, o a las normas que lo modifiquen o reemplacen, y hayan presentado solicitud de saneamiento de títulos de dominio del inmueble respectivo, circunstancia que se comprobará mediante certificado del Departamento de Títulos del Ministerio de Tierras y Colonización.


El poseedor que se encuentre en las condiciones previstas en este artículo podrá percibir las bonificaciones contempladas en el artículo 12.”.


Artículo 2°.- Deróganse el artículo segundo y los artículos 1° y 6° transitorios de la ley N°19.561.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- En el plazo de noventa días hábiles, a partir de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, la Corporación, conforme a lo establecido en el artículo 15, fijará la tabla de costos.


Artículo segundo.- El reglamento relativo a los concursos deberá dictarse en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. Los restantes reglamentos del decreto ley N°701, de 1974, mantendrán su vigencia en lo que no sean contrarios a la ley y en tanto el Presidente de la República no dicte nuevas normas sobre la materia con el objeto de adecuarlos y,o modificarlos.


Artículo tercero.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a las forestaciones cuyas calificaciones de terrenos de aptitud preferentemente forestal se hayan aprobado con posterioridad a su entrada en vigencia. Las forestaciones cuya calificación es anterior a la entrada en vigencia de este cuerpo normativo se regirán por las normas que le eran aplicables a la fecha de su aprobación.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo del Ministerio de Agricultura, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°701, de 1974, y todas sus modificaciones, incluidas las disposiciones pertinentes del decreto ley N°2.565, de 1979. En uso de esta facultad, el Presidente de la República podrá establecer una numeración correlativa de los artículos y desglosarlos, cambiar el nombre y el orden de los títulos y adecuar la redacción de la parte no modificada de este decreto ley, con el exclusivo objeto de armonizarla con las nuevas disposiciones que se le incorporan.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 15 de abril, y 6 y 13 de mayo de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Jaime Quintana Leal y Mariano 
Ruiz-Esquide Jara. 

Sala de la Comisión, a 22 de mayo de 2013.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCORPORA UN TÍTULO NUEVO SOBRE NAVEGACIÓN FLUVIAL EN EL DECRETO LEY N° 2.222, DE 1978, LEY DE NAVEGACIÓN

(8913-02)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Larraín Peña.

También concurrieron, especialmente invitados,   del Ministerio de Defensa Nacional, el Jefe de Asesores Jurídicos, señor Sebastián Lagos; del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Jefe de la División Legislativa, señor Alejandro Arriagada, y los asesores, señores Esteban Carrasco y Gabriel Jiménez. De la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (DIRECTEMAR), el Contralmirante (LT), señor Iván Valenzuela, y el Capitán de Fragata (JT), señor Rodrigo Ramírez. De la Ilustre Municipalidad de Valdivia, el Alcalde, señor Omar Sabat, y la Asesora Jurídica, señora Rocío Neira. De la Asociación de Turismo Fluvial (ATF) Valdivia, el Presidente, señor Jimmy Davis; la Gerente, señora Loreto Cerda, y el Tesorero, señor César Marín. De la Sociedad Marítima de Niebla (Transbordadores), su Presidente, señor Jorge Larraín. De la SEGPRES, el asesor, señor Luís Sánchez. También estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Baldo Prokurica, señora Carmen Castañaza; la asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis; al asesor del Honorable Senador señor Eduardo Frei, señor Eduardo Jara, y el asesor del Honorable Senador señor Carlos Larraín, señor Hernán Castillo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto de ley tiene por objeto incorporar un nuevo título a la Ley de Navegación, para promover la actividad en los ríos de nuestro país y resguardar la seguridad del transporte en ellos, regulando todas las labores concernientes a la navegación fluvial o relacionadas con ella.

- - - 

 
Los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - - 

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTE JURÍDICO

1.- Decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje señala que la navegación fluvial históricamente se ha desarrollado en la zona sur del país, principalmente en el Río Valdivia y sus afluentes, siendo en la actualidad el único río navegable que tiene una actividad permanente.

 
Añade que la estacionalidad de algunas tareas desarrolladas en la navegación de aguas interiores, como la turística, hacen imposible contar con dotaciones permanentes para tripular las naves, especialmente las mayores. Las características de operación y de navegación de éstas no difieren con sus homólogas de porte menor, ya que ambas navegan bajo similares condiciones y en la misma área. Por lo tanto, independiente del tamaño de la nave, requieren de personal experimentado con habilidades acreditables.


Por otra parte, explica que dadas las particulares condiciones geográficas de la navegación fluvial, es preciso tener dotaciones que la conozcan cabalmente y que tengan experiencia en este tipo de navegación, cuya principal característica es la fuerte corriente. 


Indica que el análisis de la normativa marítima nacional demuestra que hoy no existen normas específicas que consideren la particular situación que se presenta, desde el punto de vista de las condiciones de seguridad, para la navegación en estas aguas protegidas, donde la posibilidad de asistencia está asegurada en tiempos de reacción casi inmediatos. 

 
Resalta que al no haber preceptos que regulen en forma especial la navegación fluvial, la autoridad marítima es la que por medio de sus Capitanes de Puerto exige el cumplimiento de normas de tipo general, aplicando un criterio razonado a la luz de sus singulares condiciones, y que difiere entre una y otra autoridad.


Manifiesta que al hacer un acabado estudio de la normativa de países que históricamente han desarrollado la navegación en ríos de aguas protegidas, se pudo constatar la existencia de ordenamientos basados en los estándares internacionales, pero que se ajustan a las peculiares realidades de dichas áreas de navegación.


Connota que es necesaria la dictación de normas especiales que regulen la navegación en aguas interiores, poniendo como ejemplo emblemático el caso del Río Valdivia y sus afluentes, en todas las variantes que pudiesen presentarse, esto es, transporte de pasajeros, de carga o mixto.

 
En virtud de lo anterior, expresa, el proyecto de ley tiene como objetivo promover la actividad en los ríos de nuestro país y resguardar la seguridad del transporte en ellos, regulando todas las labores concernientes a la navegación fluvial o relacionadas con ella.

 
Pone de relieve que el proyecto de ley incorpora un título nuevo al decreto ley N° 2.222, de año 1978, Ley de Navegación. El nuevo Título XI, denominado "De la Navegación Fluvial", prescribe que la autoridad marítima se radicará en la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, quien en ejercicio de sus atribuciones velará por la debida organización y control de la navegación fluvial. Las funciones de la autoridad marítima serán las siguientes:


Efectuar los reconocimientos, generales o parciales, de las naves y artefactos fluviales, para el otorgamiento, refrendo o renovación de sus certificados de seguridad contemplados en la nueva ley o en el reglamento que al efecto se dicte, incluyendo los convenios internacionales de los cuales el país es parte. Para ello deberá, entre otros:





Emitir las certificaciones de seguridad que correspondan, previa realización de los reconocimientos a que hubiere lugar.





Realizar peritaje de naves y artefactos fluviales, afectados por siniestros o accidentes en la navegación.





Aprobar los proyectos de construcción, reparación, modificación y transformación de naves y artefactos fluviales.





Toda otra función contemplada en el decreto con fuerza de ley N° 292, del Ministerio de Hacienda, de 1953, Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, en la presente ley u otras leyes y reglamentos concernientes a la navegación fluvial o relacionada con ella. 

 
Añade que las naves o artefactos fluviales serán, según el tipo de servicio que presten: naves o artefactos fluviales de carga; naves o artefactos fluviales de pasajeros, o naves o artefactos fluviales mixtos.


Por definición, nave fluvial será toda construcción principal o independiente, apta para la navegación, cualquiera que sea su sistema de propulsión, destinada a transitar por vías fluviales, con una capacidad de al menos siete nudos de velocidad; y, artefacto fluvial, toda construcción flotante que carece de propulsión propia y que opera en medios fluviales, no comprendida en la definición de nave fluvial.

 
Informa que los antecedentes, requisitos y condiciones que deberán presentar y cumplir los interesados para la operación, funcionamiento, habitabilidad, equipamiento y seguridad de las naves y artefactos fluviales serán determinados por un reglamento que se dicte, y que serán revisados y aprobados por la autoridad fluvial.

 
Afirma que las naves y artefactos fluviales cuyo tonelaje sea superior a 50 toneladas de registro grueso y también aquellas de pasajeros o mixtas que posean capacidad para transportar sobre el número máximo de pasajeros señalado por el reglamento, estarán al mando de un Patrón Fluvial, quien estará investido de la misma autoridad, atribuciones y obligaciones establecidas en el cuerpo legal para el Capitán, sin perjuicio de aquéllas que establezca el correspondiente reglamento. Los requisitos que deberá cumplir este Patrón Fluvial, para obtener el reconocimiento de la autoridad pertinente, estarán determinados en un reglamento que deberá considerar aspectos de formación en navegación y en seguridad, titulación y certificación de conocimiento e idoneidad para el cargo. 

En cuanto a las naves y artefactos fluviales cuyo tonelaje sea igual o inferior a 50 toneladas de registro grueso y también aquellas de pasajeros o mixtas que posean capacidad para transportar hasta el número máximo de pasajeros señalado en el reglamento, se prescribe que estarán al mando de un Patrón en los términos contemplados en el artículo 70 del decreto ley N° 2.222.

 
Agrega que en caso de accidente o siniestro fluvial, los certificados de seguridad caducarán en forma total o parcial, según la naturaleza de las averías ocasionadas. La autoridad fluvial competente suspenderá el zarpe o las operaciones de la nave o artefacto naval afectado, hasta que se subsanen las deficiencias observadas.

 
Expone que todo lo relativo al establecimiento, requisitos, características y uso de muelles fluviales se detallará en el reglamento que se dictará, en el que también se regulará el orden, la seguridad y la disciplina de las naves o embarcaciones fluviales.

 
Concluye señalando que la autoridad fluvial será la encargada de fiscalizar las condiciones de seguridad de naves y artefactos fluviales, para lo cual otorgará un certificado de seguridad supeditado al cumplimiento de las normas sobre reconocimiento, frecuencia y resultado que se establecen en la legislación nacional, cuya emisión y requisitos serán detallados en el reglamento respectivo. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Sebastián Lagos, indicó que el proyecto de ley fue impulsado por las fuerzas comunitarias de la zona de Valdivia, especialmente por las asociaciones gremiales del ámbito fluvial, que fueron respaldadas, además, por los Honorables Senadores de la Región de Los Ríos, señores Eduardo Frei y Carlos Larraín.





Sostuvo que en la actualidad la navegación fluvial se rige por disposiciones dispersas en diversos cuerpos normativos, por lo que la iniciativa uniformará y sistematizará este marco regulatorio.





Expresó que el articulado del proyecto de ley flexibilizará la aplicación de las normas generales, puesto que deja entregado al reglamento respectivo el detalle de algunas materias. 





Por último, destacó los principales aspectos del Mensaje, observando que la autoridad encargada de la navegación fluvial seguirá siendo la DIRECTEMAR. 





El Director (S) de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (DIRECTEMAR) efectuó una presentación, en la que explicó la normativa internacional y nacional que regula la navegación fluvial, enunciando, en éste último caso, los principales textos, tanto legales como reglamentarios.

 



Expuso las fortalezas de la iniciativa en estudio, tales como el fomento de la navegación fluvial; la contribución al dinamismo de la economía local y al desarrollo de los intereses marítimos nacionales; la adaptación de las exigencias técnicas a la particular realidad de la navegación fluvial; el radicar el ejercicio de “la autoridad fluvial” en la Autoridad Marítima existente; el establecimiento como principios inspiradores de la seguridad en la navegación, la protección de la vida humana y la preservación del medio ambiente acuático. Reiteró que se trata de una regulación flexible, que delega en la potestad reglamentaria las materias de orden técnico.




A continuación, comentó algunos problemas y dificultades reseñados en el Mensaje, entre ellos, la estacionalidad de la navegación fluvial al ser practicable solo en verano, lo que conlleva el problema de conseguir la dotación y la tripulación necesarias para este tipo de embarcaciones. También destacó la repercusión en la contratación de dotaciones calificadas y algunos aspectos relacionados con la asistencia en situaciones de emergencia, teniendo en cuenta que la navegación fluvial es considerada más segura que la marítima.





Adelantó, luego, algunas observaciones y planteamientos sobre el articulado del proyecto de ley, a saber:

 



1.- El artículo 170, define y distingue “nave fluvial” y “artefacto fluvial”. Al respecto, indicó que no es necesario formular un nuevo concepto de nave fluvial, diverso al del artículo 826, inciso primero, del Código de Comercio, que prescribe que “Nave es toda construcción principal, destinada a navegar, cualquiera que sea su clase y dimensión.”. Sugirió adaptarlo al contexto fluvial, con la redacción siguiente: “Nave fluvial es toda construcción principal, destinada a navegar por vías fluviales, cualquiera que sea su clase y dimensión.”. 
 



Respecto del concepto de “artefacto fluvial” que se propone, acotó que podría generar dudas en cuanto a la calificación de un objeto como nave o artefacto. Recomendó aplicar en esta materia la definición de “artefacto naval” dispuesta en el inciso final del artículo 826 del Código de Comercio: “Artefacto naval es todo aquel que, no estando construido para navegar, cumple en el agua funciones de complemento o de apoyo a las actividades marítimas, fluviales o lacustres o de extracción de recursos, tales como diques, grúas, plataformas fijas o flotantes, balsas u otros similares. No se incluyen en este concepto las obras portuarias aunque se internen en el agua.”.

 



2.- El artículo 171, clasifica naves y artefactos fluviales, según su tonelaje de registro grueso. Planteó que esta distinción no se aplica en las otras normas del proyecto de ley, que emplea la tradicional diferencia entre naves mayores y menores. De mantenerse el artículo, dijo, es necesario tener presente que la medida del tonelaje de registro grueso no es aplicable a los artefactos navales.
 



3.- El artículo 174, establece que las naves y artefactos fluviales mayores de 50 toneladas de registro grueso (TRG) y aquellas que posean capacidad para transportar sobre el número máximo de pasajeros que señale el reglamento, estarán al mando de un “Patrón Fluvial”; mientras que las de menos de 50 TRG y las que posean capacidad para  transportar hasta el número máximo de pasajeros que señale el mencionado reglamento, estarán al mando de un Patrón de Nave Menor.

 



Manifestó que habría que crear el título de “Patrón Fluvial” en la reglamentación vigente. Asimismo, sugirió distinguir únicamente en base al arqueo de la nave. Concluyó que, por definición, los artefactos navales no se emplean en el transporte de bienes y/o personas.

 



4.- El número 2) del artículo único, excluye el cumplimiento del nuevo Título XI de la función fiscalizadora que realiza la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.
 



En su opinión, el ejercicio de la autoridad fluvial no es sino otra atribución concedida a la Autoridad Marítima Nacional existente, por lo que no se advierte la necesidad de exceptuar de su labor fiscalizadora la observancia de las disposiciones del nuevo Título XI de la Ley de Navegación.





El asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Esteban Carrasco, hizo presente que la Secretaría de Estado que representa apoya el proyecto de ley, puesto que promocionará la actividad fluvial de nuestro país y resguardará la seguridad en el transporte, regulando también todas las actividades relacionadas con esta materia.





Puso a disposición de la Comisión un documento con la explicación particularizada de la iniciativa, que se adjunta al presente informe.





El Alcalde de Valdivia, señor Omar Sabat, señaló que desde el terremoto de 1960 la actividad económica de la ciudad de Valdivia se ha ido deteriorando, debido al éxodo de las empresas radicadas en la zona.





Afirmó que esta comuna fluvial en un momento dio la espalda al río, pero la realidad ha demostrado la necesidad de volver a potenciar este importante factor natural y económico en el desarrollo de la zona.





Destacó que la planificación actual de la ciudad apunta hacia el Río Valdivia; por ello requiere una legislación adecuada y flexible que permita realizar labores fluviales con normalidad.





Mencionó que el municipio -con fondos otorgados por la SUBDERE- planea construir seis muelles fluviales para ser usados por los taxis y por cualquier persona que desee efectuar una actividad en el río, resaltando que se piensa implementar un sistema de transporte público fluvial sustentable, que contribuya a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.





Explicó que el proyecto de ley constituye un gran avance para la actividad turística y comercial de la ciudad, que posee el único río navegable en Chile. Con la nueva regulación, señaló, se consolidará como un atractivo turístico nacional e internacional, con el consiguiente fomento económico de Valdivia.





Indicó que la iniciativa en estudio brindará un marco especial para las actividades comerciales y turísticas llevadas a cabo en los ríos, otorgando certeza jurídica a las personas que las realizan, ya que la actual regulación permite la discrecionalidad de la autoridad. Agregó que un reglamento normará las materias específicas, otorgándole flexibilidad al ordenamiento jurídico aplicable.





Enfatizó que la iniciativa dará un reconocimiento expreso a los muelles fluviales, disponiendo requisitos, características y usos que podrán tener estas instalaciones, lo cual, reiteró, tiene gran relevancia para la ciudad.





A lo anterior, concluyó, se une la tradición fluvial de la comuna, fortalecida por el esfuerzo de ciudadanos microempresarios, que han posicionado a esta zona como un centro turístico.





El Presidente de la Asociación de Turismo Fluvial (ATF), señor Jimmy Davis, expresó que la ciudad de Valdivia ha ido disminuyendo su actividad económica y comercial, e hizo un llamado a concentrar los esfuerzos en el fortalecimiento de la actividad fluvial.





Además, planteó la necesidad de que el puerto de Corral recobre la importancia que merece, y que Valdivia termine con la subutilización de sus instalaciones fluviales.





Señaló que el desarrollo de la actividad fluvial en la zona ha sido complejo debido a la aplicación de una normativa destinada a la actividad marítima, en circunstancias de que se trata de ambientes que poseen características particulares, que los hacen diferentes. Actualmente, dijo, DIRECTERMAR no tiene facultades legales para obviar ciertos aspectos regulatorios que aplica a la navegación fluvial, cuestión que será subsanada con este proyecto de ley.





Informó que su Asociación ha trabajado en la confección del reglamento de esta nueva legislación, tarea esencial para el buen funcionamiento y aplicación de la ley. Concluyó destacando la  transversalidad de las fuerzas vivas de la ciudad de Valdivia que trabajaron mancomunadamente en la enunciación de este proyecto.





El Presidente de la Sociedad Marítima de Niebla (Transbordadores), señor Jorge Larraín, expuso que las barcazas utilizadas como transbordadores son destinadas a la actividad turística y al transporte de carga y de vehículos entre Niebla y las ciudades de Valdivia y de Corral.





Recordó que hoy en día la normativa clasifica a las naves en mayores y menores; y reafirmó que los requerimientos establecidos para las mayores son de difícil cumplimiento, impidiendo el adecuado desarrollo de esta actividad. Por ello, subrayó la importancia de que el proyecto de ley flexibilice los preceptos aplicables a las naves fluviales que efectúan actividades de transporte, carga o dragado.





El Honorable Senador señor Frei agradeció al ex Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, por haber hecho posible esta iniciativa.





Puso de relieve que hace un año y medio diversas agrupaciones de Valdivia han estado trabajando en una regulación más adaptable a la actividad fluvial, corrigiendo el enfoque marítimo de la actual legislación.





En este contexto, mencionó que empresarios de la zona construyeron catamaranes y taxis fluviales, que no han podido operar, porque no han logrado conseguir los permisos para construir los paraderos correspondientes, ya que deben cumplir con las mismas exigencias y requisitos que los muelles marítimos. También observó que el puerto de Corral transporta escasamente entre 200 y 300 toneladas al año, debido a la falta de acceso al mismo.





Su Señoría instó a cambiar el enfoque de la regulación fluvial, insistiendo en que debe ser distinta a la marítima, habida consideración de las diferencias existentes entre ambos medios de navegación.





Por otra parte, opinó que la ciudad de Valdivia debe impulsar el turismo durante todo el año y no sólo en la época estival, ya que hoy la autoridad marítima concede los permisos para que las actividades fluviales se realicen entre enero y marzo. Recordó que el Centro Náutico de la ciudad demoró alrededor de dos años en obtener la concesión respectiva, por la excesiva cantidad de requerimientos de la autoridad.

 

Llamó a tener una visión global de la iniciativa en tramitación, y solicitó a la Armada cambiar el enfoque marítimo de su labor en el Río Valdivia hacia una visión fluvial. Añadió que las áreas fluviales son importantes para una serie de actividades, como el transporte de personas y de carga, turismo y dragado, entre otras; en consecuencia, la nueva legislación constituirá una herramienta importante para el fomento económico y comercial de la ciudad de Valdivia.



Confirmó que existe un reglamento confeccionado con la colaboración de los actores involucrados, que será indispensable para adecuar la normativa a la realidad fluvial; de lo contrario, enfatizó, la ley será letra muerta.



Asimismo, aseveró que varias industrias se han trasladado de la ciudad de Valdivia; citó el caso de ASENAV, que finalmente frustró el intento de abandonar la Región gracias a la gestión de un offset para construir remolcadores para el Polo Norte, por encargo de una empresa extranjera.



Además, dijo que los productos de la zona sur de nuestro país salen por el Puerto de Coronel -como la madera de la empresa Celulosa Valdivia-, lo que es inexplicable teniendo el puerto de Corral en la Región de Los Ríos.



Concluyó su argumentación realzando que la única posibilidad de crecimiento para Valdivia es por medio de la actividad fluvial. Indicó que en la actualidad y pese a la escasez de instalaciones, en el Muelle de Valdivia hay un submarino de la Armada que ocupa casi el 50% de su capacidad, impidiendo su uso por particulares que deseen efectuar alguna actividad fluvial, como el transporte de pasajeros o la realización de deportes náuticos.



El Alcalde de Valdivia señaló que el proyecto a ejecutar en el borde costero del río contempla dejar ciertas franjas libres para que los privados efectúen inversiones, y para que la comunidad las utilice según su conveniencia. Añadió que estas instalaciones servirán también para conectar los distintos sectores rurales de la zona, que muchas veces quedan aislados por fenómenos climáticos.



El Honorable Senador señor Kuschel felicitó a la comunidad valdiviana por hacer posible esta iniciativa de ley, agregando que en la Región que representa también existen ríos navegables, pero que no son de la envergadura e importancia del Río Valdivia. Manifestó estar de acuerdo con la flexibilización de las normas para la navegación fluvial, y afirmó que la navegación lacustre también presenta este tipo de problemas. Anunció que a futuro sería interesante analizar una nueva iniciativa que aborde esta última actividad.



El Honorable Senador señor Gómez adhirió a las felicitaciones del Honorable Senador señor Kuschel, y expresó su disconformidad con la actual centralización en el sistema de toma de decisiones, resaltando que es nefasto para las regiones, ya que deben consultar todo al Nivel Central. Abogó por la elección popular de los CORE y porque una parte de los recursos producidos por una región queden en ella y sean administrados en forma local.





 





Aseveró que la Armada de Chile posee una visión de la legislación que impide el adecuado desarrollo de los bordes costeros, tanto marítimos como fluviales, y destacó la importancia de contar con un reglamento claro y flexible para la apropiada aplicación de la ley en los ríos.





Finalmente, rescató el hecho de que el proyecto de ley haya sido promovido y apoyado desde un principio por los Senadores de la Región de Los Ríos, y recordó que la nueva normativa -aunque inspirada en el Río Valdivia- será aplicable a todos los ríos navegables del país, ya que se trata de una regulación de carácter general.





El Honorable Senador señor Carlos Larraín sostuvo que la iniciativa recoge los principales requerimientos de los actores locales de la ciudad de Valdivia, con miras al correcto funcionamiento de las actividades fluviales.





Añadió que su articulado fue acuciosamente analizado por entendidos en la materia, tomando en consideración la legislación comparada. Abogó por que el Congreso Nacional le otorgue una tramitación ágil, y agradeció a los ex Ministros de Defensa Nacional y de Economía, Fomento y Turismo, señores Andrés Allamand y Pablo Longueira, respectivamente, por hacer posible esta iniciativa.





El Honorable Senador señor Coloma anunció su voto favorable a la idea de legislar, ya que permitirá metodizar y flexibilizar el marco regulatorio de la navegación fluvial, posibilitando el desarrollo de actividades económicas y turísticas. Lo anterior, dijo, ayudará también a las regiones y a la desconcentración de poderes.





Su Señoría puso énfasis en las particulares condiciones de la navegación en ríos, que no han sido consideradas por la legislación vigente, tornando dificultosa su operación. Por ello respaldó la nueva regulación, que reconoce la realidad de la navegación fluvial, con sus características particulares, que la hacen diferente de la actividad marítima propiamente tal. En este sentido, manifestó concordar con el principio consagrado en el número 2) del artículo único.

- - -





-Puesto en votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Frei, Gómez y Larraín, don Carlos.  




- - - 

TEXTO DEL PROYECTO





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

P R O Y E C T O   D E   L E Y:

 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación:

 
“1) Incorpórase el siguiente Título XI, nuevo, sobre Navegación Fluvial, pasando los actuales artículos 168 a 172 a ser 184 a 188, respectivamente.

“TÍTULO XI. 

De la Navegación Fluvial

Párrafo 1° Disposiciones Generales

 
Art. 167. Para efectos de este Título se entenderá por actividad fluvial, toda aquella actividad relacionada con la navegación de naves y artefactos fluviales que se ejecuten en ríos que sirvan como vías fluviales.

 
Art. 168. Todas las actividades concernientes a la navegación fluvial o relacionada con ella, se regirán por este Título y las disposiciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, en aquello que le sea aplicable. 

 
Art. 169. Corresponderá ejercer la autoridad fluvial a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, quien en ejercicio de sus atribuciones velará por la debida organización y control de la navegación fluvial.

 
Asimismo, aplicará y fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Título, de los convenios internacionales y las normas legales o reglamentarias relacionadas con sus funciones. Serán funciones de la autoridad fluvial:

 
1. Efectuar los reconocimientos, generales o parciales de las naves y artefactos fluviales, para el otorgamiento, refrendo o renovación de sus certificados de seguridad contemplados por el presente Título o en el reglamento que al efecto se dicte, incluyendo los convenios internacionales de los cuales el país es parte.

 
2. Emitir las certificaciones de seguridad que correspondan, previa realización de los reconocimientos a que hubiere lugar.

 
3. Efectuar peritaje de naves y artefactos fluviales, afectados por siniestros o accidentes en la navegación.

 
4. Aprobar los proyectos de construcción, reparación, modificación y transformación de naves y artefactos fluviales.

 
5. Toda otra contemplada en el decreto con fuerza de ley N° 292, del Ministerio de Hacienda, de 1953, Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, en la presente ley u otras leyes y reglamentos concernientes a la navegación fluvial o relacionada con ella. 

Párrafo 2° De Las Naves

 
Art. 170. Las naves o artefactos fluviales serán según el tipo de servicio que presten: naves o artefactos fluviales de carga, naves o artefactos fluviales de pasajeros, o naves o artefactos fluviales mixtas.

 
Para efectos de este Título, se entenderá por nave fluvial, toda construcción principal o independiente, apta para la navegación, cualquiera que sea su sistema de propulsión, destinada a transitar por vías fluviales, con una capacidad de al menos siete nudos de velocidad.

 
Asimismo, se entenderá por artefacto fluvial, toda construcción flotante que carece de propulsión propia y que opera en medios fluviales, no comprendida en el inciso anterior.

 
Art. 171. Las naves o artefactos fluviales señaladas en el artículo precedente, se clasificarán atendido su registro grueso en: 

 
1) Naves o artefactos fluviales hasta 25 toneladas de registro grueso;

 
2) Naves o artefactos fluviales de 25 a 100 toneladas de registro grueso; y 

 
3) Naves o artefactos fluviales de 100 a 250 toneladas de registro grueso. 

 
Art. 172. Un reglamento determinará los antecedentes, requisitos y condiciones que deberán presentar y cumplir los interesados para la construcción de naves y artefactos fluviales, los que serán revisados y aprobados por la autoridad fluvial.

 
Dicho reglamento establecerá los antecedentes, requisitos y condiciones para cada nave o artefacto fluvial, teniendo en consideración el tipo de servicio que presten y su tonelaje de registro grueso. 

 
Art. 173. Un reglamento determinará los antecedentes, requisitos y condiciones que deberán presentar y cumplir los interesados para la operación, funcionamiento, habitabilidad, equipamiento y seguridad de las naves y artefactos fluviales, los que serán revisados y aprobados por la autoridad fluvial.

 
Dicho reglamento establecerá los antecedentes, requisitos y condiciones para cada nave o artefacto fluvial, teniendo en consideración el tipo de servicio que presten y su tonelaje de registro grueso.

Párrafo 3° Del Personal Embarcado

 
Art. 174. Las naves y artefactos fluviales cuyo tonelaje sea superior a 50 toneladas de registro grueso y también aquellas de pasajeros o mixtas que posean capacidad para transportar sobre el número máximo de pasajeros señalado por el reglamento que al efecto se dicte, estarán al mando de un Patrón Fluvial, quien estará investido de la misma autoridad, atribuciones y obligaciones establecidas en el presente cuerpo legal para el Capitán, sin perjuicio de aquéllas que establezca el correspondiente reglamento.


Los requisitos que deberá cumplir este Patrón Fluvial, para contar con el reconocimiento por parte de la autoridad pertinente, estarán determinados en un reglamento dictado para estos efectos, el que deberá considerar aspectos de formación en navegación y seguridad, titulación y certificación de conocimiento e idoneidad para el cargo. 

 
Las naves y artefactos fluviales cuyo tonelaje sea igual o inferior a 50 toneladas de registro grueso y también aquellas de pasajeros o mixtas que posean capacidad para transportar hasta el número máximo de pasajeros señalado por el reglamento, estarán al mando de un Patrón en los términos establecidos en el artículo 70 del presente cuerpo legal, junto con las responsabilidades para éste.

 
Art. 175. El patrón fluvial será responsable por las omisiones de los reconocimientos, correspondiéndole especialmente la obligación de notificar a la autoridad fluvial la caducidad de los certificados e informar a la autoridad fluvial del primer puerto a que arriben, las averías o defectos que afecten a su seguridad o a la integridad de sus dispositivos de salvamento. La descripción de los reconocimientos que se requiere efectuar se establecerá en el reglamento que se dictará al efecto. 

 
Art. 176. La dotación de tripulación de las naves o artefactos fluviales, esto es, del conjunto de personas embarcadas, debidamente identificadas y provistas de sus respectivos permisos o licencias, destinadas a atender y desempeñar las diversas funciones y operar con seguridad los instrumentos y accesorios de una nave o artefacto fluvial, y sus medios de salvamento, ya sea en navegación o en puerto,  será fijada por la autoridad fluvial, de conformidad con el reglamento respectivo. 

Párrafo 4° Otros Aspectos De La Navegación Fluvial

 
Art. 177. En caso de accidente o siniestro fluvial, los certificados de seguridad caducarán en forma total o parcial, según la naturaleza de las averías causadas. En tal caso, la autoridad fluvial competente suspenderá el zarpe o las operaciones de la nave o artefacto naval afectado, hasta que se subsanen las deficiencias observadas.

 
La autorización de zarpe o el reinicio de las operaciones, según el caso, estarán sujetas a la realización de los reconocimientos adicionales, generales o parciales, destinados a verificar el resultado de las reparaciones llevadas a cabo para restituir la nave o artefacto fluvial, a lo menos, a su condición operativa previa al accidente. 

 
Art. 178. Todo lo relativo al establecimiento, requisitos, características y uso de muelles fluviales se establecerá en reglamento que se dictará al efecto. 

 
Asimismo, las normas relativas al orden, seguridad y disciplina de las naves o embarcaciones fluviales se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto.

 
Art. 179. La recepción y el despacho de las naves reguladas en el presente Título, se llevará a cabo según el procedimiento establecido en el reglamento que se dictará al efecto. 

 
Art. 180. La regulación del zarpe de naves o artefactos fluviales de pasajeros dedicados al turismo, se establecerá en un reglamento que se dictará al efecto.

Párrafo 5° De Las Certificaciones

 
Art. 181. La autoridad fluvial será la encargada de fiscalizar las condiciones de seguridad de naves y artefactos fluviales,  para lo cual otorgará un certificado de seguridad supeditado al cumplimiento de las normas sobre reconocimiento, frecuencia y resultado que se establecen en la legislación nacional, cuya emisión y requisitos serán establecidos por el reglamento que regule la materia. 

 
Art. 182. La fiscalización, tendrá por objeto comprobar que la nave o artefacto fluvial, sus aparatos y dispositivos, elementos, materiales o equipos, su tripulación, su maquinaria e instalaciones, su carga y sus procedimientos operativos, reúnen, respecto al fin al que se destina, las prescripciones y condiciones aplicables del presente Título, en materia de seguridad fluvial, que se entenderá como seguridad de la vida humana en la navegación, de la nave o artefacto fluvial particular, de la navegación y de prevención de la contaminación del medio ambiente fluvial producida desde a bordo. 

 
Art. 183. La regulación de los procedimientos destinados a la certificación y verificación del cumplimiento de los requisitos por parte de la tripulación y dotación mínima de las embarcaciones fluviales deberá ser establecida en un reglamento que se dictará al efecto.”.

 
2) Intercálase en el artículo 5°, entre la coma que sigue al término “ley” y la expresión “de los convenios internacionales”, la frase “con excepción del Título XI,”.”.

 
Artículo transitorio. Los reglamentos establecidos en el Título XI sobre Navegación Fluvial del decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, incorporado por esta ley, deberán ser dictados por el Ministerio de Defensa Nacional y suscritos, además, por los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Transportes y Telecomunicaciones, en un plazo no superior a 1 año a contar de la fecha de publicación del presente cuerpo legal.”.

- - -

 



Acordado en sesiones celebradas el día 14 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica (Carlos Larraín Peña) y Patricio Walker Prieto (Eduardo Frei Ruiz Tagle).

Sala de la Comisión, a 17 de mayo de 2013.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

(8662-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, quien fue acompañado por los siguientes funcionarios: el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Andrés Schiappacase, su asesor, señor Joaquín Vicuña, y el Coordinador Legislativo de la mencionada Subsecretaría, señor Francisco Moreno.


En representación del Colegio de Abogados de Chile concurrió su Presidenta, señora Olga Feliú y los integrantes de su Comisión Tributaria, señores Cristián Blanche; Ricardo Escobar; Pablo González, y Mauricio Zelada.





Igualmente participó la Asociación de Magistrados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Chile, representada por su Presidente señor César Verdugo y sus asociados señores Jorge Pohlhammer y Gonzalo Miguez.





Asimismo, asistieron la asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis y el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash.



Hacemos presente que al momento de tratar este proyecto por la Comisión, el mismo no tenía urgencia vigente, razón por la que sólo lo discutió en general.


Cabe dejar constancia que tanto la señora  Presidenta del Colegio de Abogados como el señor Presidente de la Asociación de Magistrados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Chile, acompañaron a sus presentaciones documentos que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y que se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia de los cuales quedan a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Esta iniciativa tiene por propósito reducir el tamaño de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que indica; remplazar las salas de Corte de Apelaciones de dedicación exclusiva para el conocimiento de las causas tributarias creó la ley Nº 20.322, por salas de conocimiento preferente; corregir algunos errores contenidos en la mencionada ley y establecer un derecho de opción de cambio de jurisdicción para los litigantes de los procesos que actualmente estén siendo conocidos por la antigua judicatura tributaria o aduanera.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el proyecto de ley tiene el carácter del ley orgánica constitucional porque incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia y debe, en consecuencia, ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 y el artículo 77, ambos de la Constitución Política de la República.

INFORME DE LA CORTE SUPREMA


La Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto de esta iniciativa de ley, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Ley Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal emitió su opinión mediante oficio N° 142-2012, de fecha 20 de noviembre de 2012. En la parte esencial de su respuesta la Corte Suprema señala lo siguiente:


“Tercero: Que las modificaciones propuesta a la Ley Orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros tiene por objeto adecuar la planta de estos tribunales al nuevo flujo de movimiento de causas estimado, según así se expresa en el mensaje. En concordancia con ello, la norma transitoria establece que los cargos actualmente servidos solamente se suprimirán una vez que dicha plaza se encuentre vacante.


Estima la Corte Suprema que la decisión anterior no parece oportuna, pues parece aconsejable, antes de adoptar una determinación en tal sentido, esperar a que la reforma tributaria se encuentre en vigencia en todo el territorio de la república, máxima cuando resta la Región Metropolitana, cuyos tribunales probablemente tengan la mayor carga de trabajo, y que no se hacen valer antecedentes estadísticos que lo justifiquen. Además, la experiencia demuestra que en un primer período la carga de trabajo es mínima, pero nada asegura que ello se mantenga en el futuro cuando los Tribunales Tributarios y Aduaneros estén plenamente operativos.


Cuarto: Qué, en otro aspecto y en cuanto a técnica legislativa se refiere, es importante destacar que el Nº 2) del artículo único del proyecto modifica el artículo 6º de la Ley Nº 20.322, el que a su vez modificó el Código Orgánico de Tribunales. Este procedimiento de técnica legislativa es irregular porque implica una especie de derogación retroactiva de esa disposición y lo que procede es, en rigor, modificar directamente la norma del Código Orgánico de Tribunales y no las reglas que lo han modificado anteriormente. Más aún, en algunas normas del Proyecto de Ley se utiliza ambas técnicas: modifica la ley modificada y modificar la ley modificatoria, lo cual índice a mayor confusión.


Por otra parte, el Nº 4) del artículo único del proyecto, que modifica el artículo 2º transitorio de la actual Ley Nº 20.322, establece una especie de competencia alternativa (los nuevos tribunales tributarios o el Director Regional) y se faculta al contribuyente para optar, propuesta en relación a la cual este Tribunal no tiene reparos y le parece acertada.


Quinto: Que respecto de las salas especializadas que originalmente establecía la Ley Nº 20.322 para las jurisdicciones de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago por tener mayor flujo de causas, el proyecto solamente deja la alternativa de sala especializada para la Corte de Santiago. El Tribunal Plano considera conveniente que se adopte respecto de la Corte de Santiago el mismo criterio que el proyecto sigue respecto de la de Concepción, en el sentido que a una de sus salas se entregue el conocimiento preferente, y no exclusivo, de las cuestiones tributarias y aduaneras, de manera tal que si la carga de trabajo lo permite, esa sala puede conocer también de asuntos de otra naturaleza.”.

ANTECEDENTES

1.- Jurídicos


Están relacionadas con el presente proyecto de ley las siguientes disposiciones legales:


1.1.- Ley Nº 20.322 que fortaleció y perfeccionó la jurisdicción tributaria y aduanera.


1.2.- Código Orgánico de Tribunales.

2.- de Hecho

2.1.- Fundamentos

En los fundamentos de esta iniciativa, el Primer Mandatario hace presente que existe la necesidad de disminuir la actual dotación de planta de los tribunales tributarios y aduaneros.
Para justificar esta proposición manifiesta que la ley N° 20.322, que fortaleció y perfeccionó la jurisdicción tributaria y aduanera, consideró su entrada en vigencia por etapas, las que se dividieron en cuatro años para la total implementación de los nuevos Tribunales Tributarios y Aduaneros a lo largo del país. Recuerda que a febrero del año 2012 se han ejecutado tres de esas etapas, restando únicamente una cuarta fijada para febrero de 2013 y que contempla la instalación de estos nuevos tribunales en Rancagua, Valparaíso y Santiago. 

Hace presente que si bien la puesta en práctica de la reforma ha sido exitosa se ha detectado una sobre estimación del número de causas proyectadas, lo que determinó que las dotaciones de planta de funcionarios fueran mayores a las estrictamente necesarias. 

Agrega que nuevos estudios hechos el año 2012 indican que los mencionados tribunales, cuya instalación aún se encuentra pendiente, probablemente tendrán una carga de trabajo menor a la que originalmente se proyectó. 
Puntualiza que para evitar que el Fisco incurra en costos innecesarios, es necesario reducir el tamaño de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Arica, Iquique, Copiapó, Santiago, Valparaíso, Rancagua, Talca, Concepción, Valdivia, Puerto Montt y Punta Arenas, conforme a las nuevas proyecciones realizadas.

Adicionalmente, propone remplazar las salas exclusivas creadas por la ley Nº 20.322 en las Cortes de Apelaciones de San Miguel, Concepción y Valparaíso para el conocimiento de las causas tributarias, por las denominadas salas preferentes. 

Seguidamente, indica que mediante esta iniciativa  se garantiza el derecho a opción para reclamantes que actúan en la antigua jurisdicción y cuyas causas pasarán a la nueva jurisdicción tributaria y aduanera. Asimismo, señala que para lograr este objetivo se contempla una modificación a la ley Nº 20.322, tendiente a permitir que quienes actualmente tramiten causas tributarias y aduaneras ante los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos o bien ante la autoridad aduanera competente, puedan optar a que ellas sean tramitadas ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros que correspondan a su jurisdicción, iniciándose nuevamente esas causas. Precisa que dado que se trata de un derecho de opción para los contribuyentes, y con el fin de resguardar que la tramitación de estas causas se ajuste a la ley, los reajustes e intereses devengados al momento de ejercer la opción no se interrumpirán ni se suspenderán, sino que se seguirán devengando durante la tramitación del nuevo juicio, sin solución de continuidad. 

En cuanto al contenido de esta iniciativa explica, en primer lugar, que el proyecto de ley reduce las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 

Al efecto, puntualiza que en el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros ya instalados, la reducción no operará en forma inmediata, sino que cuando el cargo eliminado quede vacante por las causales actualmente consideradas para los cargos de planta. Excepcionalmente, respecto de los tribunales instalados, la disminución de los cargos contenidos en la presente ley operará en forma inmediata. Agrega que ello ocurrirá respecto de los tribunales de Arica, Iquique y Concepción, pues se eliminan cargos de auxiliar y resolutor que en la práctica se encuentran actualmente vacantes. 

Señala, en relación con los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no instalados, que el número de cargos de planta se reduce, en la Región Metropolitana, de 46 a 26 personas. En los tribunales de Valparaíso y Rancagua, ellos decrecen de 14 a 8, y de 6 a 5, respectivamente. 

En segundo lugar, se refiere a las normas sobre subrogación de jueces y secretarios abogados. Asimismo, explica que se introduce la opción para reiniciar los juicios tributarios y aduaneros existentes antes de la instauración de la nueva judicatura e indica que se establecen normas para una mayor eficacia en la jurisdicción territorial de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de la Región Metropolitana.

Igualmente, expone las adecuaciones a la normativa sobre salas exclusivas de carácter tributario y aduanero en ciertas cortes de apelaciones

Señala que mediante la enmienda del artículo sexto de la ley Nº 20.322, se introducen una serie de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, con el objeto de ajustar el número de ministros y relatores de las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción, así como el número de salas en que funcionan en este ámbito.  

Al efecto, hace presente que solamente en la Corte de Apelaciones de Santiago existirá una sala para el conocimiento exclusivo de las causas tributarias y aduaneras, mientras que en las demás se dispondrá de salas preferentes.

Finalmente, manifiesta que la vigencia de estas modificaciones comenzará a regir a partir de la fecha de publicación del proyecto de ley en el Diario Oficial, con excepción de aquellas disposiciones que establecen la disminución de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros respecto de cargos ya proveídos y que estén siendo ocupados, los cuales se aplicarán una vez que se produzca la vacancia de las respectivas plantas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de este proyecto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, dio la bienvenida a los invitados y ofreció la palabra al Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn.


El señor Subsecretario agradeció la invitación de la Comisión e inició su presentación explicando las razones que justifican la presentación de esta iniciativa legal. 


En primer lugar, señaló que el proyecto pretende disminuir la dotaciones de planta de determinados tribunales tributarios y aduaneros debido al bajo número de causas ingresadas durante los tres años de funcionamiento del nuevo sistema que los creó. Agregó que esta iniciativa también es necesaria pues pretende corregir algunos errores e introducir algunas mejoras a la ley Nº 20.322, que fortalecen y perfeccionan la jurisdicción tributaria y aduanera. Finalmente, explicó que es indispensable otorgar un nuevo derecho a opción a los contribuyentes que  tramitan sus causas tributarias o aduaneras regidas por el viejo sistema, para trasladar sus contenciosos a esta nueva judicatura.


Ahondando en estas razones, el señor Subsecretario manifestó que la diferencia entre el flujo de causas proyectado y la cantidad efectiva de juicios que han sido presentados ante la nueva judicatura se observa en los siguientes cuadros:
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Explicó que si los datos antes señalados se contrastan con la cantidad de funcionarios por tribunal, incluyendo a los que entran en funcionamiento en el mes de febrero de 2013, se observa la situación que se describe en el cuadro siguiente:
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A partir de estos antecedentes, el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros del Ministerio de Hacienda, señor Andrés Schiappacasse, explicó que esta nueva judicatura está compuesta por jueces independientes y especialmente capacitados en materias tributarias y aduaneras, que tienen un trabajo intenso en la preparación de las audiencias de las causas que llegan a su conocimiento, las que en su gran mayoría proviene de contribuyentes que no llegaron a acuerdos en la instancia administrativa con el Servicio respectivo.


Por su parte, el Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, destacó que la nueva estimación de causas tiene en vista los datos recogidos con los tribunales tributarios efectivamente en marcha y las que lleva adelante el Servicio de Impuestos Internos. Explicó que esas estimaciones tienen un porcentaje de error del orden del 10%, y que no existen elementos para suponer que va existir un aumento desmedido de causas. Indicó que en el cuadro precedente se muestra la estimación de causas por funcionario que se lograría si se aprueba el proyecto.


Asimismo, puntualizó que la iniciativa también corrige errores e introduce mejoras en la ley Nº 20.322. Por ejemplo, explicó que se incorpora a la comuna de Isla de Maipo dentro de la competencia territorial del primer y segundo tribunal de la Región Metropolitana; se configuran normas especiales de subrogación de los secretarios de estos tribunales; y se incluye la competencia en materia aduanera a todos los nuevos juzgados que deban establecerse en la Región Metropolitana, todo ello con el fin de distribuir de mejor manera su carga de trabajo.


 Añadió que el proyecto contempla un novedoso sistema el funcionamiento en pares de los tribunales de la Región Metropolitana, que será regulado mediante un auto acordado. Hizo presente que este sistema divide a la Región en dos grandes territorios y permite un sistema ordenado de subrogación.


Explicó que también se considera cambiar los requisitos legales para optar al cargo de profesional experto en el tribunal, pues la norma actual requiere un título proveniente de una carrera universitaria de a lo menos 10 semestres de duración, lo que no tiene en consideración que la mayor parte de los programas universitarios de auditoría son de 8. Seguidamente, manifestó que la iniciativa establece un sistema de autorizaciones de comisiones de servicio para los jueces de los tribunales tributarios y aduaneros a cargo de la respectiva Corte de Apelaciones.


En otro orden de materias, puntualizó que se reconoce legalmente el funcionamiento preferente y no exclusivo para el conocimiento de causas tributarias y aduaneras en una de las salas de las Cortes de Apelaciones de Concepción. Hizo presente que lo anterior corresponde a la práctica actual de ese tribunal de alzada.


Finalmente, sostuvo que la ley faculta a los actuales  contribuyentes que han reclamado en primera instancia ante el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos o ante la Autoridad Aduanera competente, para solicitar, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la ley, que su causa sean enviada al tribunal tributario o aduanero correspondiente, reiniciándose el proceso. Añadió que dado que se trata de un derecho, los intereses y reajustes ya devengados no se interrumpirán ni se suspenderán con el reinicio de la tramitación del expediente.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la Presidenta del Colegio de Abogados de Santiago, señora Olga Feliú, quien agradeció la invitación cursada e inició su intervención expresando que la necesidad de establecer un justicia tributaria y aduanera independiente de la Administración que gestiona los tributos ha sido materia de varios acuerdos en sucesivos consejos del Colegio y, por esa razón, la institución que preside prestó toda su colaboración para la discusión del proyecto de ley que originalmente aprobó la implantación de los tribunales tributarios y aduaneros. 


 Manifestó que las motivaciones que orientan el proyecto de ley que ahora se discute también han sido objeto de análisis en el seno de la Comisión de Derecho Tributario que funciona el interior de la entidad gremial que dirige.


Sobre el particular, indicó que se han levantado una serie de observaciones y reparos. En primer término, recordó que el proyecto indica que en las regiones del país donde se instalaron los primeros tribunales de esta judicatura se generó un flujo de ingresos menor al que originalmente se estimaba. Explicó que ello no supone que hay menor litigiosidad que la esperada en esas regiones del país, ya que en ellas funcionan contribuyentes que típicamente son asesorados por contadores y no por abogados,  pero aquellos profesionales están impedidos de comparecer en representación de sus clientes ante la nueva magistratura a diferencia de lo que sucedía antes, cuando sí podían hacer ante el Servicio de Impuestos Internos. Agregó que tampoco se han considerado fondos públicos para campañas de difusión de los derechos de los contribuyentes, lo que podría aumentar el flujo de causas que conocen estos tribunales.


En este orden de ideas, connotó que en la Región Metropolitana cuenta con contribuyentes mejor asesorados y con representación letrada, por lo que es esperable que exista un número considerable de causas que no justifican la proposición de reducir cargos de planta en los tribunales de la Región Metropolitana, Valparaíso y Rancagua. Asimismo, recordó que la última fase del proceso de instalación de estos tribunales involucra a las regiones de Valparaíso y Metropolitana, que son lugares de asientos de las direcciones nacionales del Servicio de Impuestos Internos y del Servicio Nacional de Aduanas, y por esa sola circunstancia es previsible que se presente un número extra de litigios originados en el ejercicio de las potestades exclusivas de los mencionados directores, los que no se presentan en las regiones del país donde actualmente funcionan los tribunales tributarios y aduaneros.


Sostuvo que hay consenso en torno al diagnóstico positivo respecto a la instauración de esta nueva judicatura tal como está diseñada en la ley vigente, y por ello no se observan razones para que esta reforma no se materialice en plenitud en todas las regiones del país.


Añadió que debía tenerse en vista que existe un considerable número de causas tributarias en curso ante el juez delegado por los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos que fueron anuladas como consecuencia de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario decretada por el Tribunal Constitucional. Señaló que estos procesos pueden pasar a la nueva judicatura, lo que implicaría un aumento de carga de trabajo que el proyecto no considera.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al abogado de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados de Santiago, señor Ricardo Escobar, quien manifestó que cuando se diseñó la ley vigente se determinó que ella se implementaría gradualmente partiendo por las regiones donde hay menos contribuyentes. Explicó que ello permitió probar el sistema en los lugares que se preveía tendrían menos causas, de forma que mediante un proceso de ensayo y error se identificaran las falencias del sistema en una etapa temprana.


Señaló que en ese contexto el proyecto en actual discusión presenta algunos aspectos significativos, como los cambios en los sistemas de subrogación y la posibilidad de que las salas especializadas en materias tributarias de las Cortes de Apelaciones del país puedan conocer también otros asuntos.


Con todo, subrayó que en el proceso de instalación de la nueva judicatura el tema más sensible son las dotaciones. Hizo presente que no es adecuado extrapolar la situación de regiones pequeñas con la que probablemente se producirá en la Región de Valparaíso y Metropolitana, dada la distribución y naturaleza de los contribuyentes que en ellas laboran, y por el porcentaje en el total de la recaudación tributaria nacional que representan. Señaló que por esta razón no considera que sea conducente proponer una reducción de más del 40% de las plantas que integraran los tribunales que deben empezar a funcionar en febrero de este año.


Indicó que la Región de Valparaíso y Metropolitana concentran la gran mayoría de los contribuyentes que estarían en posición de optar al traspaso de sus causas del antiguo sistema a la nueva judicatura, y los que están en posición de litigar con abogados.


A continuación de ofreció la palabra al abogado de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados, señor Mauricio Zelada, quien inició su intervención indicando que era necesario que el juicio al nuevo sistema se realice de forma integral; en este sentido objetó que el proyecto se centra únicamente en la eficacia en el uso de los recursos y no tenga en consideración la forma en que los nuevos tribunales tributarios y aduaneros han cambiado el sistema judicial en Chile. 


Recordó que lo que había antes era una justicia administrativa que recaudaban los impuestos, lo que era particularmente parcial en el caso de la Aduana, pues en ese caso incluso la segunda instancia estaba radicaba en sede administrativa.


Indicó que también ha sido muy relevante el desarrollo jurisprudencial que han generado estos nuevos tribunales. Al respecto recordó que en el sistema anterior no había continuidad de criterios y muchas de las decisiones que se adoptaban estaban poco fundamentadas, aspectos que cambiaron radicalmente con la nueva judicatura.


Señaló que no hay ningún estudio completo que explique por qué hay menos causas que las proyectadas en los tribunales que funcionan en las regiones pequeñas, o que permita extrapolar ese dato a regiones grandes en las que aún no ha entrado a regir la reforma.


Manifestó que la proyección original se hizo con estricto apego a la estadística histórica. En este sentido, recordó que la gran mayoría de los asuntos se tramitan en las regiones de Valparaíso, Metropolitana e Iquique.


Respecto de la propuesta, manifestó que hay problemas con su diseño cuando se trata de asuntos aduaneros, porque el texto del proyecto considera este derecho a cambiar de judicatura sólo respecto de las causas que actualmente se tramiten en primera instancia, lo que no tiene en consideración que el procedimiento tributario aduanero contempla que la primera y la segunda instancia se sustancian ante el mismo Servicio, y que en él las causas infraccionales se conocen en única instancia.


A continuación de ofreció la palabra al abogado de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados, señor Pablo González, quien inició su presentación manifestando que cuando se elaboró la ley vigente se tuvieron a la vista las estadísticas históricas y a partir de ellas se elaboraron las plantas de los tribunales. 


Explicó que esta es la única judicatura cuyo flujo de trabajo depende de manera casi exclusiva de las decisiones de un servicio público. A modo de ejemplo, señaló que un cambio en la política de fiscalización o un reavalúo de propiedades urbanas pueden implicar un aumento explosivo de causas. Añadió que es esperable que ellas aumenten paulatinamente, porque la política de las últimas décadas ha sido dotar al Servicio de Impuestos Internos y a la Aduana de nuevas capacidades fiscalizadoras, lo que mejora las herramientas y dotación disponible para este propósito.


Recordó que la última reforma tributaria introdujo una regla que le permitirá al Servicio de Impuestos Internos controlar el precio de transferencia en los procesos de reorganización empresarial, norma que naturalmente está destinada a los grandes contribuyentes y a los que ejercen actividades relacionadas con los recursos naturales. Hizo presente que esos contribuyentes tributan, en su inmensa mayoría, en las regiones de Valparaíso y Metropolitana, por lo que es esperable que estos tribunales tengan un volumen de trabajo significativo.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión le ofreció la palabra al abogado y miembro de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados de Santiago, señor Christian Blanche.


El señor Blanche inició su presentación señalando que las normas del proyecto que no están en directa relación con la disminución de dotaciones de plantas también merecen reparos. En primer término, manifestó que el derecho que se le ofrece a los contribuyentes con causas pendientes en el sistema judicial tributario antiguo para trasladar sus procesos a los nuevos tribunales supone, de manera expresa, que se aplicarán todos los reajustes e intereses que se hayan devengado en el intertanto, sin solución de continuidad. Expresó que esta situación es injusta por varias razones. En primer lugar, recordó que el Código Tributario establece un interés penal para obligaciones tributarias impagas de 1,5% mensual, lo que implica que un proceso que lleva un año pendiente ya ha acumulado por este concepto 18% del capital reclamado, lo que es extraordinariamente oneroso para los contribuyentes. En segundo lugar, relató en este derecho a opción no se ha tenido en cuenta que los juicios tributarios anulados en virtud de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario hecha por el Tribunal Constitucional. Esos juicios han sido retrotraídos al estado de contestación de la reclamación en primera instancia, tal efecto ha sido dispuesto por la Excelentísima Corte Suprema, la que ha señalado que los intereses penales devengados también se anulan.


Respecto de la situación de las regiones donde actualmente rige la nueva judicatura, señaló que la ley establece que los reclamos por un monto superior a 1,5 millones de pesos deben ser siempre patrocinados por un abogado. Hizo presente que los contribuyentes de regiones generalmente son asesorados por un contador, y por ello se ha entendido que habría una barrera de entrada para ejercer acciones legales ante estos tribunales, lo que explica en parte el bajo número de ingresos que se denuncia en el proyecto. Indicó que un contribuyente que reclama por una infracción por ese monto no tiene necesariamente disponibilidad de dinero como para contratar a un abogado tributarista que lo asesore, y la ley no establece un sistema que otorgue en este caso algún tipo de asesoría legal financiada por el Estado, como sí existe en materia criminal por ilícitos que pueden estar muy por encima de este tope. Agregó que si esa situación es revisada se observará un aumento importante de causas incluso en las regiones más alejadas.


En relación a la limitación que se propone para las salas especializadas, indicó que la formulación actual del recurso de casación en materia tributaria y la configuración de la novedosa acción de amparo tributario requieren una revisión para mejorar su efectividad, con lo cual necesariamente las salas especializadas de los tribunales de alzada tendrían mayor flujo de trabajo.


En otro orden de materias, manifestó que sería muy recomendable que se vuelva a estudiar un aumento de competencias para los tribunales tributarios y aduaneros, porque parece adecuado que ellos tengan a su cargo las reclamaciones por patentes municipales y la tramitación de los juicios ejecutivos que en materia tributaria se sustancian ante una entidad administrativa como es la Tesorería General de la República. Asimismo, recordó que en la actualidad están vigentes en nuestro país alrededor de veinticinco convenios internacionales sobre doble tributación que establecen mecanismos de intercambio de información entre autoridades tributarias. Explicó que en la aplicación de esas normas se pueden vulnerar derechos de los contribuyentes, y por ello es dable esperar que tales conflictos también deba ser conocido por los nuevos tribunales tributarios y aduaneros.


 Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Presidente de la Asociación Gremial de Magistrados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Chile, señor Cesar Verdugo, quién agradeció la invitación cursada e inició su presentación señalando que los jueces y secretarios abogados representados por la asociación que preside no concuerdan con este proyecto por las siguientes razones:


En primer lugar, se observa una excesiva incumbencia de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.


Sobre el particular, el dirigente gremial recordó que en el antiguo sistema de justicia tributaria no era posible hablar de independencia e imparcialidad, y por ello la ley Nº 20.322 introdujo una nueva judicatura, autónoma e independiente, para conocer estas materias. Señaló que ese mismo cuerpo normativo creó, al interior de los nuevos tribunales, una unidad llamada “Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros” (UATTA), que está destinada a prestar apoyo administrativo a estos juzgados, pero que depende directamente de la Subsecretaría de Hacienda.


Recordó que la introducción de las UATTA fue ampliamente cuestionada por diversos parlamentarios cuando se discutía el proyecto, pues consideraron que su presencia al interior de los nuevos juzgados representaba una intromisión indebida de la Administración en la nueva judicatura, y que desconocía la adecuada autonomía de estos  tribunales.


Manifestó que los temores de intromisión planteados durante la discusión de la ley se han materializado. Sobre el punto, manifestó que los tribunales tributario y aduaneros no han contado con el soporte material necesario para cumplir con sus labores, ha existido una presión constante por generar sentencias en el menor tiempo posible, e incluso se han presentado conflictos entre el Jefe de la Unidad y los jueces, que han desembocado en litigios disciplinarios que han sido conocidos, por ejemplo, por la Ilustre Corte de Apelaciones del Maule.


Indicó que la práctica de esa Unidad se ha orientado a mantener un tutelaje permanente para encausar, de alguna forma, el funcionamiento interno de los tribunales tributarios y aduaneros, de forma tal que su funcionamiento no afecte la recaudación fiscal. Expresó que esta conducta no tiene en cuenta que cerca del 97% de los ingresos tributarios son voluntariamente erogados por los contribuyentes, y sólo el 3% restante proviene de condenas impuestas por los tribunales tributarios y aduaneros.


En segundo lugar, los fundamentos de hecho del proyecto son erróneos.


Al referirse a este punto indicó que no parece prudente evaluar la carga de trabajo del nuevo Sistema de Tribunales Tributarios y Aduaneros cuando aún no ha entrado en vigencia en las regiones que concentrarán la mayoría de las causas. 


Manifestó que la función de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, como la de todos los Tribunales de Justicia, no puede medirse por el número de causas en tramitación. Agregó que lo ideal sería que cada vez existan menos reclamos tributarios y que los contribuyentes cumplan sus obligaciones tributarias sin que medie una sentencia de un tribunal. En todo caso, connotó que estos tribunales tienen una función social que cumplir, cual es que en caso de conflicto los contribuyentes cuenten con una instancia que resuelva conforme a derecho, en forma imparcial y con absoluta independencia de toda autoridad.


En relación con el argumento del ahorro de recursos que se obtendría con la aprobación de este proyecto, puntualizó que no se ha tenido en cuenta que la etapa de implementación y puesta en marcha de estos tribunales puede transitoriamente resultar más onerosa. Además, manifestó que la UATTA ha efectuado gastos enormes que pudieron evitarse. Así por ejemplo, se incurrió en costos vinculados a la adquisición de inmuebles, de seguridad, de sistemas informáticos y de personal no considerado en la ley. 


Expresó que no es adecuado exigir a la judicatura una relación costo/beneficio como parece desprenderse del proyecto, porque ella no está en posición de incentivar la litigiosidad en las materias que conoce. Agregó que la sola presencia de estos tribunales en el panorama nacional ha beneficiado la imagen internacional de nuestro país.


Al explicar el menor número de causas que se han iniciado en estos tribunales indicó que ello puede deberse a distintos factores, ninguno de los cuales es atribuible los tribunales sino que a decisiones de la propia Administración. Para explicar lo anterior, señaló, a modo de ejemplo, que ha existido una pobre difusión de esta reforma por parte del Ejecutivo; una significativa disminución de las acciones de la Administración Tributaria que ha sido más cautelosa en sus acciones de fiscalización; el uso intensivo de la reconsideración administrativa y el otorgamiento de condonaciones para evitar llegar a juicios; el temor de los contribuyentes de litigar contra la Administración Tributaria y Aduanera, que se ha reforzado con nuevos abogados para litigar contra los contribuyentes, y las regulaciones administrativas que coartan o inhiben el ejercicio del derecho a reclamo de los contribuyentes. Observó que actualmente el Servicio de Impuestos Internos sólo inicia causas en casos seleccionados y de éxito casi asegurado. Agregó que a pesar de lo anterior, pueden aumentar el numero de causas si en el futuro se implementen nuevamente planes masivos de fiscalización.


Finalmente, señaló que plantas administrativas demasiado reducidas podrían provocar un problema interno en los tribunales, porque impedirá el reemplazo de los que se ausenten por licencia médica, embarazo; vacaciones, permisos, capacitación, etc., lo que a la larga terminará perjudicando a los contribuyentes.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Juez Titular del Tribunal Tributario y Aduanero de la XVª región, señor Jorge Pohlhammer, quien expresó que la distribución territorial de los contribuyentes para el año 2011 muestra que las regiones de Valparaíso, Metropolitana y del Libertador Bernardo O´Higgins agrupa el porcentaje  más alto de reclamos a nivel nacional, tal como se observa en los siguientes cuadro.
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Seguidamente, hizo presente que la Ley de Presupuestos del Sector Público del año 2013 no considera recursos para la contratación de los nuevos magistrados de los tribunales que entraran a regir en febrero de este año, y los edificios que facilitados para que funcionen son evidentemente insuficientes para recibir al nuevo contingente de funcionarios que la ley prevé que sean contratados este año.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero de la Región de Los Lagos, señor Gonzalo Miguez, quien explicó que el proyecto también presenta problemas con el sistema de subrogación de funcionarios que propone, pues en vez de aportar a una mejor gestión, es difícil de aplicar y puede resultar muy costoso. Señaló que no ha tenido en consideración las distancias físicas existentes entre regiones vecinas como la XI y XII. Al respecto, manifestó que es preferible mantener y mejorar el sistema actual de subrogación de funcionarios al interior del propio tribunal. Con ese propósito, expresó que debía tenerse en cuenta el artículo 388 del Código Orgánico de Tribunales, que establece que en los juzgados de letras el secretario abogado que falte por licencia, implicancia o recusación, es subrogado por el oficial primero a cargo, que en el caso de los tribunales tributarios y aduaneros puede quedar a cargo del profesional resolutor, y sólo a falta de todos los funcionarios llamados a ocupar el cargo, podría autorizarse a la Corte de Apelaciones respectiva para que designe a un abogado externo de manera interina.


Seguidamente, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn hizo presente que no compartía algunas de las aseveraciones que se habían señalado precedentemente. Recordó que está fuera de discusión que todos los sectores políticos con representación parlamentaria optaron por una justicia tributaria independiente del órgano administrativo recaudador, y ese propósito es plenamente compartido por el actual Gobierno.


Manifestó que la forma como esa independencia se expresa admite matices y puede darse en un proceso progresivo. Sobre el punto, recordó que la Administración anterior fue muy cauta en esta materia porque temió que la implantación de la nueva justicia podría tener efectos en la recaudación, y por ello propuso y logró aprobar en este Parlamento un sistema que contempla la existencia de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Precisó que el proyecto en discusión no persigue introducir enmiendas en esta materia.


Manifestó que las críticas antes planteadas apuntan esencialmente a la disminución de plantas, pero abarcan a los demás contenidos del proyecto, a saber, la corrección de errores de la ley Nº 20.322 y el nuevo derecho a opción que se concede a los contribuyentes para trasladar sus causas del sistema antiguo a la nueva judicatura.


Respecto de la propuesta de reducción de plantas, sostuvo que se cometió un error de estimación acerca del número de ingresos esperados para las regiones donde comenzó a aplicarse el nuevo sistema. Señaló que ese mismo efecto podría producirse en aquellas donde ahora corresponde iniciar el funcionamiento de los tribunales tributarios y aduaneros.


Manifestó que el actual flujo de causas de los tribunales que ya están en funciones se explica, como antes fue señalado, por el uso de la instancia de reconsideración administrativa, que evita que muchos conflictos lleguen a la instancia judicial.


Puntualizó que el Servicio de Impuestos Internos fue muy certero al estimar las causas que ingresaría a los tribunales tributarios y aduaneros durante el año 2012, y esos mismos criterios son los que se emplearon para calcular la carga de trabajo futura de esta judicatura en las regiones de Valparaíso y Metropolitana, que arrojan un resultado que no justifica poner en práctica de las plantas originalmente establecidas en la ley para estas zonas del país.


Insistió, finalmente, que para el Ejecutivo era muy importante no malgastar el dinero de los contribuyentes en cargos que no se justifican.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, quien manifestó que si bien en este proyecto hay ciertos elementos que pueden concitar apoyo, hay otros que requieren ser revisados. Consideró que era razonable esperar que en las regiones de Valparaíso y Metropolitana tuvieran un volumen de trabajo mayor pues concentran el mayor número de causas, de contribuyentes y de procesos de fiscalización.


Por esa razón, llamó al Ejecutivo a reformular su proyecto, e incluir en ella elementos como la creación de un defensor de contribuyentes para PYMES, la posibilidad de incluir el conocimiento de conflictos sobre patentes municipales en la competencia de la judicatura tributaria y aduanera, y fondos para la difusión del sistema.


Añadió que no es adecuado que al interior de esta magistratura funcione una entidad de control que dependa por completo del Poder Ejecutivo, porque ello es incompatible con un estándar mínimo de independencia de los tribunales. Por tal razón,  solicitó que ese punto también sea considerado en una futura revisión de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, le pidió al señor Subsecretario precisar el monto del ahorro de recursos públicos que se obtendrá si se aprueba esta iniciativa.


El señor Subsecretario de Hacienda expresó que aproximadamente se alcanzará la cifra de 700 millones de pesos anuales.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó que ese ahorro parece no ser muy significativo, si se tiene en cuenta que el presupuesto aprobado por el Congreso para el año 2013, deducidas las transferencias entre ministerios, alcanza a la suma de $32.461.931.361.000.


En una sesión posterior, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, destacó que la discusión habida en la Comisión ha revelado que no hay mayores inconvenientes con aquellas   modificaciones que dicen relación con la corrección de imperfecciones que presenta la legislación vigente y con la opción que se le otorga a los contribuyentes para trasladar sus causas desde la antigua judicatura a los nuevos tribunales.


Agregó que la observación principal se centra básicamente en la rebaja de plantas propuesta para los tribunales tributarios y aduaneros de las Regiones de Valparaíso, del Libertador Bernardo O´Higgins y Metropolitana.


Señaló que para solucionar la diferencia, el Ejecutivo se compromete a presentar una indicación en la Comisión de Hacienda que mantenga los elementos del proyecto que no han generado problemas, excluyendo las modificaciones que se refieren a la disminución del personal de los tribunales tributarios y aduaneros que deben entrar en funciones en las Regiones de Valparaíso, del Libertador Bernardo O´Higgins y Metropolitana.


Por su parte, el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que lo planteado por el señor Subsecretario resuelve la inquietud formulada en orden a no rebajar las plantas de los tribunales que aún no entran en funcionamiento. 


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que valoraba la disposición del señor Subsecretario, pero hizo presente que en el propio nombre del proyecto aún se conserva, como idea matriz de esta iniciativa, la de reducir las plantas de los tribunales tributarios y aduaneros. Señaló que los otros dos asuntos a que hizo mención el Subsecretario son valiosos, pero en el contexto del proyecto son secundarios.


Expresó que mientras no se conozca la indicación anunciada no está en condiciones de votar favorablemente esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que la propuesta del señor Subsecretario parece ser adecuada y subsana las principales observaciones que se han formulado a esta iniciativa.


Asimismo, recordó que unos de los asuntos planteados en la sesión anterior dicen relación con la independencia administrativa de los tribunales. Al respecto preguntó si en esta oportunidad cabría considerar una modificación en esta materia, ya que debe tenerse en cuenta que el Ejecutivo de nuestro país cambia de mano regularmente, y por ello las políticas actuales pueden variar.


Indicó que parece obvio que estos tribunales no pueden tener como móvil principal de funcionamiento la recaudación. Su tarea esencial debiera ser velar por la recta aplicación del derecho tributario y aduanero. Puntualizó que en virtud de las reformas tributarias introducidas en los últimos años, la carga impositiva ha subido del 18% al 24% del PIB, por lo que naturalmente los contribuyentes requerirán de más amparo legal.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que tiene buena voluntad para legislar en esta materia, pero la presentación hecha por el representante de  la Asociación que reúne  a los magistrados de los tribunales tributarios y aduaneros, y la de los abogados de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados de Santiago, le generaron una serie de dudas sobre la conveniencia de aprobar este proyecto en los términos en que lo presentó el Gobierno.


Expresó que el tema de la dependencia y existencia de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros es preocupante y, en consecuencia, debería ser esta la oportunidad para definir adecuadamente este punto.


Añadió que al igual que la Honorable Senadora señora Alvear sólo podría votar a favor de esta iniciativa si previo a ello el Ejecutivo presenta y da a conocer la modificación que ha anunciado.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que las ideas matrices no comprenden una modificación a la Unidad Administrativa de estos tribunales. Agregó que ella si comprende la corrección de imperfecciones de la ley original, y la opción que se le otorga a los contribuyentes con procesos tributarios pendientes para optar por trasladar sus causas desde la antigua judicatura a los nuevos tribunales.


Puntualizó que la propuesta formulada por el Subsecretario le parece adecuada y que le basta con lo prometido en orden a que se presentará la indicación anunciada para votar favorablemente este proyecto.


Indicó que la observación hecha por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, en torno la dependencia administrativa de esta nueva judicatura es un punto a tener a consideración, pero su modificación no es parte de las ideas matrices de este proyecto.


Seguidamente, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, hicieron presente que si se considera que ya no es necesaria la disminución de las plantas de los tribunales que entran a funcionar en febrero próximo, este proyecto pierde su urgencia inicial, y, por tanto, su votación puede aplazarse hasta que se conozca la indicación anunciada por el Ejecutivo.


Por su parte, el señor Subsecretario de Hacienda manifestó que hay aspectos del proyecto que no están referidos a la reducción de plantas de los tribunales de las regiones ya indicadas, pero que tienen vinculación directa con esos órganos. Expresó que en esa condición está la inclusión de la comuna de Isla de Maipo en la competencia del tribunal correspondiente a la Región Metropolitana, la propuesta de reorganización de la competencia territorial en esa zona, y el sistema para que dichos juzgados funcionen en pares complementarios. Por esa razón, insistió que era muy importante despachar este proyecto a la brevedad.


A su vez, indicó que considera muy plausible la idea de avanzar en la idea de independizar administrativamente a esta nueva judicatura, pero observó que ello es un proceso paulatino que debe encausarse en el esquema original definido por el Ejecutivo anterior, y que en esta oportunidad dicha inquietud no forma parte de la idea matriz de la iniciativa.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que los elementos de juicio sobre este proyecto ya se han vertido por lo que correspondía pronunciarse acerca de la idea de legislar y no entrar en la discusión en particular de este proyecto ya que a la fecha de esta sesión el proyecto no tiene urgencia vigente.


Sometido a votación la idea de legislar sobre esta iniciativa, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra, por las razones expresadas previamente, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


-.-.-

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifíquese la ley Nº 20.322, que fortalece y perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera, en el siguiente sentido:

1) Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo primero, que contiene el texto de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros:

a) Modifíquese el artículo 3º, del siguiente modo:

i) Sustitúyanse los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

Primer y Segundo Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia, Recoleta, Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué, Isla de Maipo y María Pinto.

Tercer y Cuarto Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine, El Bosque, Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo. 

La distribución de las causas entre el Primer y Segundo Tribunal, por un lado, y entre el Tercer y Cuarto Tribunal, por otro, todos de la Región Metropolitana, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”

ii) Suprímase el inciso cuarto.

b) Sustitúyase en el artículo 4º, el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 4º.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




2

Resolutor





2

Profesional Experto




2

Administrativo




1

Total planta





8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, IV y VI REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Resolutor





2

Profesional Experto




2

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VII y X REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Resolutor





1

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Total planta





5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Resolutor





2

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





7
TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO III, XII, XIV 

y XV REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Total planta





4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO IX REGIÓN,

PRIMER Y SEGUNDO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA 

DE SANTIAGO

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Resolutor





1

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





6

TERCER Y CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA 

DE SANTIAGO

Cargos





Nº de Cargos

Juez Tributario y Aduanero


1

Secretario Abogado




1

Resolutor





2

Profesional Experto




1

Administrativo




1

Auxiliar





1

Total planta





7”
c) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:

i) Sustitúyase en el inciso tercero, la palabra “diez”, por la palabra “ocho”.

ii) Suprímase el inciso cuarto.

d) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10:

i) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

 “A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el secretario abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del secretario abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo. En todo caso, la subrogación de los Tribunales indicados en la tabla será recíproca entre los mismos; así, por ejemplo, al VII Tribunal lo subrogará el VI Tribunal, y a este último lo subrogará el VII Tribunal:

	XV Región
	I Región

	II Región
	III Región

	IV Región
	V Región

	VI Región
	VII Región

	VIII Región
	IX Región

	X Región
	XIV Región

	XI Región
	XII Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	2° Tribunal Región Metropolitana

	3° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana


“

ii) Sustitúyase el inciso final, por el siguiente: 

"La subrogación del secretario abogado corresponderá al funcionario que se desempeñe como resolutor del mismo tribunal. Si hubiere más de uno, subrogará el más antiguo de ellos. Si hubiere dos o más con la misma antigüedad, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el respectivo juez haya determinado. En ausencia de los anteriores, subrogará el profesional experto que sea abogado.  A falta o inhabilidad de estos, subrogará el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla del inciso anterior.  A falta o inhabilidad de todos los anteriores, decidirá el Presidente de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que requiere la subrogación, debiendo ser abogado al funcionario que elija para tales efectos.”.

e) Intercálase, en el artículo 13, a continuación de la palabra "feriado", la expresión ", comisiones de servicio"

f) Reemplázase la tabla del artículo 25, por la siguiente:

“

	Cargos
	N° de Cargos
	Grado

	Juez Tributario y Aduanero
	18
	V

	Secretario Abogado
	19
	VII

	Resolutor
	15
	X

	Profesional Experto
	19
	X

	Administrativo
	18
	XVII

	Auxiliar
	11
	XX

	Total Planta
	100
	


“

2) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo sexto:

a) Sustitúyase en el número 1), las letras a) y b), por las siguientes:

“a) Reemplázase el número 3º por el siguiente: “3°. La Corte de Apelaciones de Valparaíso tendrá dieciséis miembros;

b) Sustitúyese el número 4º por el siguiente: “4°. Las Cortes de Apelaciones de San Miguel y Concepción tendrán diecinueve miembros, y”.”.

b) Sustitúyase en el número 5º., del artículo 59, del Código Orgánico de Tribunales, modificado por el número 2), del artículo sexto, de la ley Nº 20.322, la palabra “trece” por “doce”.

c) Sustitúyase el número 3), por el siguiente:

“3) Modifícase el artículo 61 de la siguiente manera:

a) Sustitúyase la expresión “las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción en cinco salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en seis salas; y la Corte de Apelaciones de Santiago en nueves salas” por “la Corte de Apelaciones de Valparaíso, en cinco salas; las Cortes de Apelaciones de Concepción y San Miguel, en seis salas, y la Corte de Apelaciones de Santiago, en diez salas”.

b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:

“No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y noveno del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, a los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias, salvo en el caso del inciso séptimo del referido artículo, en el que los ministros deberán necesariamente poseer dichos conocimientos.

Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior, se deberá contar con cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.”.”.
d) Sustitúyase el inciso séptimo, del artículo 66, del Código Orgánico de Tribunales, incorporado por el número 4), del artículo sexto, de la ley Nº 20.322, por el siguiente:

“La Corte de Apelaciones de Santiago, designará una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.”.

3) Suprímense en el artículo noveno las expresiones “, San Miguel, Valparaíso”.
4) Modifíquese el artículo 2º transitorio, de la siguiente forma:

a) Agréguese en el inciso primero, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido: “No obstante lo anterior, a opción del contribuyente reclamante, estas causas podrán ser sometidas al conocimiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que, una vez instalados, sean competentes de acuerdo a esta ley para conocer dichas causas.”.

b) Intercálense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, salvo las causas tributarias que se encontraren pendientes de resolución ante los Directores Regionales de la VI Región de O'Higgins, la V Región de Valparaíso y la Región Metropolitana, todos del Servicio de Impuestos Internos, en cuyo caso la opción deberá ser ejercida dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de vigencia señalada en el inciso primero del artículo 1º transitorio. Para este efecto, el reclamante comunicará al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, en su calidad de juez tributario, de lo que deberá quedar constancia en el expediente respectivo, el ejercicio de la opción. En este caso, el tribunal deberá resolver dicha presentación sin más trámite, y enviará el expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, produciéndose el desasimiento del primer tribunal. 

Una vez recibido el expediente por el Tribunal Tributario y Aduanero, el reclamante deberá cumplir con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, dentro del plazo de cinco días contados desde la recepción del expediente. Cumplido lo anterior, se tendrá por interpuesto el reclamo original, reiniciándose su tramitación de acuerdo al nuevo procedimiento que establece esta ley.

En caso de verificarse lo anterior, y para efectos del artículo 201, inciso final, del Código Tributario, se entenderá que el Servicio de Impuestos Internos ha estado impedido de girar desde la interposición del reclamo original. Asimismo, los reajustes e intereses devengados durante la tramitación del reclamo ante el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente, continuarán devengándose durante la tramitación del juicio ante el Tribunal Tributario y Aduanero, sin solución de continuidad.”.

5) Agréguese en el artículo 4º transitorio, la siguiente oración a continuación de la frase “según corresponda”, antes del punto final (.): 

“, aplicándose a este respecto, a las causas que se tramitan en primera instancia, el derecho de opción que regula el artículo 2º transitorio en sus incisos primero, segundo y tercero, en cuanto sean aplicables, debiendo entenderse que las referencias hechas en dicha disposición a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos corresponden a los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana, Junta General de Aduanas o al Director Nacional de Aduanas; y debiendo entenderse, además, que las referencias al Código Tributario lo son, en lo que fuere procedente, al Título IV, del Libro II, de la Ordenanza de Aduanas.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo único transitorio.- La supresión de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dispuesta por la letra b), del número 1), del artículo único, de la presente ley, respecto de los cargos que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren siendo servidos, se producirá una vez que el cargo respectivo quedare vacante por las causales legales correspondientes.”.

· - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 22 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

(8662-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Andrés Schiappacasse, y su asesor, señor Joaquín Vicuña.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoritas Constanza Castillo y Carol Parada. 

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

La asesora del Honorable Senador señor Novoa, señorita Bernardita Del Río.

- - -

El proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 7 de mayo de 2013.

Cabe hacer presente que la iniciativa en estudio fue analizada previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Reducir el tamaño de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que indica; reemplazar las salas de Corte de Apelaciones de dedicación exclusiva para el conocimiento de las causas tributarias que creó la ley Nº 20.322, por salas de conocimiento preferente; corregir algunos errores contenidos en la mencionada ley y establecer un derecho de opción de cambio de jurisdicción para los litigantes de los procesos que actualmente estén siendo conocidos por la antigua judicatura tributaria o aduanera.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

Razones para la presentación del proyecto de ley

1) Bajo número de causas ingresadas durante los 3 años de funcionamiento que lleva el nuevo sistema de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;

2) Corrección de errores y mejoras a la ley N° 20.322, de 27 de enero de 2009, que “Fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria y aduanera”, y

3) Establecimiento de un derecho a opción de los contribuyentes para tramitar sus causas ante el nuevo sistema (o bien permanecer en el antiguo).

En seguida, presentó información sobre el bajo número de causas ingresadas:

	Causas proyectadas originalmente para el año 2012

	
	
	
	
	
	

	TRIBUNAL
	Causas SII Proyect.
	Causas Aduana Proyect.
	Total Causas Proyect.
	Causas x Funcionario Proyect.
	

	Arica
	357
	143
	500
	100
	

	Tarapacá
	598
	551
	1.149
	114
	

	Antofagasta
	592
	87
	679
	135
	

	Atacama
	280
	4
	284
	56
	

	Coquimbo
	791
	6
	797
	159
	

	Maule
	896
	-
	896
	149
	

	Bío Bío
	2.021
	229
	2.250
	250
	

	La Araucanía
	1.098
	-
	1.098
	183
	

	Los Ríos
	268
	12
	280
	56
	

	Los Lagos
	536
	24
	560
	93
	

	Aysén
	171
	8
	179
	44
	

	Magallanes
	317
	33
	350
	70
	

	TOTAL
	7.925
	1.097
	9.022
	127
	


	Causas ingresadas reales año 2012

	
	
	
	
	

	TRIBUNAL
	Causas SII
	Causas Aduana
	Total Causas
	Causas por Funcionario

	Arica
	8
	17
	25
	5

	Tarapacá
	18
	67
	85
	8

	Antofagasta
	19
	8
	27
	5

	Atacama
	14
	-
	14
	2

	Coquimbo
	50
	8
	58
	11

	Maule
	51
	-
	51
	8

	Bío Bío
	105
	5
	110
	12

	La Araucanía
	98
	-
	98
	16

	Los Ríos
	26
	-
	26
	5

	Los Lagos
	22
	8
	30
	5

	Aysén
	9
	-
	9
	2

	Magallanes
	13
	-
	13
	2

	TOTAL
	433
	113
	546
	7


	Causas y Plantas Tribunales según datos reales 2012

	
	
	
	
	
	

	TRIBUNAL 
	Planta Ley 20.322
	Causas SII '12
	Causas Aduana'12
	Total Causas 2012
	Causas x Funcionario

	Arica 
	5
	8
	17
	25
	5

	Tarapacá  
	10
	18
	67
	85
	8

	Antofagasta   
	5
	19
	8
	27
	5

	Atacama  
	5
	14
	0
	14
	2

	Coquimbo 
	5
	50
	8
	58
	11

	Valparaíso
	
	
	
	
	

	Santiago
	
	
	
	
	

	Rancagua
	
	
	
	
	

	Maule 
	6
	51
	0
	51
	8

	Bío Bío 
	9
	105
	5
	110
	12

	La Araucanía
	6
	98
	0
	98
	16

	Los Ríos 
	5
	26
	0
	26
	5

	Los Lagos 
	6
	22
	8
	30
	5

	Aysén 
	4
	9
	0
	9
	2

	Magallanes
	5
	13
	0
	13
	2

	TOTAL
	71
	433
	113
	546
	7

	
	
	
	
	
	

	Incluye causas inadmisibles y desistidas y que se tienen por no presentadas


Causas y Plantas Tribunales proyectados 2013

	TRIBUNAL
	Planta Proy. Ley
	Proy. Causas SII'13
	Proy. Causas Aduana'13
	Total Causas  proy. 2013
	Causas x Funcionario

	Arica
	4
	8
	18
	26
	6

	Tarapacá
	8
	22
	70
	92
	11

	Antofagasta
	5
	25
	8
	33
	6

	Atacama
	4
	11
	0
	11
	2

	Coquimbo
	5
	42
	8
	50
	10

	Valparaíso
	14
	190
	218
	408
	29

	Santiago
	46
	1004
	261
	1265
	27

	Rancagua
	6
	104
	0
	104
	17

	Maule
	5
	62
	0
	62
	12

	Bío Bío
	7
	159
	5
	164
	23

	La Araucanía
	6
	73
	0
	73
	12

	Los Ríos
	4
	40
	0
	40
	10

	Los Lagos
	5
	35
	8
	43
	8

	Aysén
	4
	21
	0
	21
	5

	Magallanes
	4
	20
	0
	20
	5

	TOTAL
	127
	1816
	578
	2412
	18

	
	
	
	
	
	

	Incluye causas inadmisibles y desistidas y que se tienen por no presentadas


A continuación, prosiguió con la presentación el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Andrés Schiappacasse:
Corrección de errores y mejoras a la ley N° 20.322 que “Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera”

- Se incorpora dentro de la competencia territorial del Primer y Segundo Tribunal de la Región Metropolitana, a la comuna de Isla de Maipo, la cual no fue incluida en la ley mencionada.

- Se incorpora forma de subrogación de Secretarios de los Tribunales. 

- Amplía competencia en materia aduanera a todos los Tribunales (antes era solo el Primer Tribunal Tributario y Aduanero de la Región Metropolitana).

- Jurisdicción Territorial sobre las mismas comunas y funcionamiento en pares para 1er y 2do Tribunal (Santiago Poniente) y para 3er y 4to Tribunal (Santiago Oriente), generando dos grandes macrozonas, dado que las áreas con mayor carga de trabajo son la de Santiago Centro y la Oriente.

- Se establece subrogación de jueces según su funcionamiento en pares (1° y 2° / 3° y 4°).

- Cambio en requisitos para el cargo de Profesional Experto (actualmente título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración que son rebajados a 8 semestres).

- Las autorizaciones de las comisiones de servicio de los jueces corresponderán al Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones, lo que no había sido regulado en la ley.

Finalizó la exposición el Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Miguel Zamora, quien se refirió al derecho a opción de los contribuyentes para que puedan tramitar sus causas ante el nuevo sistema:

Los Contribuyentes reclamantes podrán – hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013- solicitar el envío de su expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, reiniciándose su tramitación de acuerdo al procedimiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Se entenderá que los Servicios (Servicio de Impuestos Internos y Servicio Nacional de Aduanas) han estado impedidos de girar la interposición del reclamo original y los reajustes e intereses se continuarán devengando sin solución de continuidad.

Agregó que esta propuesta ha sido muy bien recibida por los actores del Sistema.
El Honorable Senador señor Kuschel consultó la razón de que se haya proyectado un ingreso de causas tan desproporcionadamente alto respecto de lo que realmente está ocurriendo.

Asimismo, observó que no sería raro que en el presente año se incremente el número de causas presentadas, porque informaciones preliminares dan cuenta de un aumento de la declaración de renta mucho más allá del esperado, con personas que antes no tributaban y ahora si, y personas que enteraban sumas pequeñas por impuesto a la renta ahora deberán pagar sumas mucho mayores. En relación a dicha información, advirtió que si se produce un alza fuerte en el número de causas no se vaya a producir una escasez de personal en los tribunales debido a la aprobación del presente proyecto de ley. 

El Subsecretario, señor Dittborn, indicó que las estimaciones de las capacidades de los tribunales se han hecho en conjunto con los Servicios, y aunque no se han tenido a la vista los antecedentes de la operación de este año, estimó que se podrá enfrentar un aumento de la demanda.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, señaló que resulta muy demostrativo el antecedente de que se estimó un promedio de 127 causas por funcionario al proyectar los tribunales, y en la realidad se han verificado un promedio de siete causas por funcionario, por lo que con las plantas mínimamente ajustadas se mantiene una holgura bastante grande para enfrentar un cambio de conducta.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que la consulta sobre la razón de la diferencia tan amplia entre lo proyectado y lo que realmente está ocurriendo es válida, porque los funcionarios de los Servicios que efectuaron la proyección y que ahora presentan una nueva estimación son básicamente las mismas personas que se preocupan de la parte técnica. Del mismo modo, expresó que le gustaría saber si existe una razón de fondo que explique la referida diferencia.

El Subsecretario, señor Dittborn, explicó que del análisis efectuado con directivos del Servicio de Impuestos Internos han surgido varias causas que explicarían la diferencia en la proyección, y aunque no existe acuerdo sobre cuál sería la razón fundamental, sí se ha determinado que una de las principales es que el mismo Servicio cambió de conducta, intentando arreglar los problemas a nivel administrativo, antes de llegar a la primera instancia judicial, lo que disminuyó el número de procedimientos judicializados.

El Honorable Senador señor Lagos citó la opinión del integrante de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados de Chile, señor Cristián Blanche, ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, quien señaló que la ley establece que los reclamos por un monto superior a $1.500.000 deben ser siempre patrocinados por un abogado, e hizo presente que los contribuyentes de regiones generalmente son asesorados por un contador, por lo que se ha entendido que habría una barrera de entrada para ejercer acciones legales ante estos tribunales, lo que explica en parte el bajo número de ingresos que se denuncia en el proyecto. 

Acotó que ésta sería una barrera de entrada que también ayuda a explicar el bajo número de causas ingresadas.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que la Excelentísima Corte Suprema en su informe sobre el proyecto de ley hizo una observación en cuanto a la forma correcta de modificar los distintos cuerpos legales involucrados en la iniciativa legal.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, expresó que el Ejecutivo está dispuesto a revisar la forma de efectuar las modificaciones, y explicó que la redacción actual se debe a que las normas del Código Orgánico de Tribunales, al momento de presentarse la iniciativa legal, contaban con dos redacciones vigentes, una para las zonas del país en que la reforma se encontraba vigente mediante la ley N° 20.322, y otra para las zonas de Valparaíso, Santiago y Rancagua, en que la reforma no se encontraba vigente y regía la anterior versión del Código Orgánico de Tribunales. Señaló que en virtud de lo anteriormente expuesto, se vieron obligados a plantear las modificaciones respecto de la ley que modifica el referido Código, pero hoy ya no se presenta dicho problema.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó mayores detalles, respecto de las modificaciones al artículo 6°, relativas al número de semestres de duración de las carreras que se exigen a los profesionales expertos, dado que entiende que los contadores auditores cuentan con programas de una duración que también es de 10 semestres.

El Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Schiappacasse, sostuvo que tanto las carreras de contador como la de contador auditor cuentan con programas que pueden tener una duración de 8 ó 10 semestres, variando según la institución que imparte la carrera, existiendo sólo dos que ofrecen la carrera con 10 semestres. 

El Honorable Senador señor Lagos advirtió que antes de que pase el informe de la Comisión a la Sala debe hacerse llegar un nuevo informe financiero referido a las indicaciones que se aprueben.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

- - -

Las disposiciones que fueron objeto de indicaciones se reseñan o transcriben a continuación: 
Artículo único

Modifica, mediante cinco numerales, la ley Nº 20.322, que fortalece y perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.

Número 1)

Introduce modificaciones en el artículo primero, que contiene el texto de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros.

Letra b)

Sustituye en el artículo 4° de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, su inciso primero que establece las plantas de los referidos tribunales.

La indicación número 1 de Su Excelencia el Presidente de la República, es para reemplazar la letra b) por la siguiente:

“b) Sustitúyase en el artículo 4°, el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
2

Resolutor
2

Profesional Experto
2

Administrativo
1 

Total planta
8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, IV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
6

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                         14

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI y IX REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VII y X REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
2

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
7

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO III, XII, XIV y XV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
4

PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
7

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                          15

SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
3

Profesional Experto
1

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta
9

CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
2

Secretario Abogado
1

Resolutor
4

Profesional Experto
3

Administrativo
2

Auxiliar
1

              Total planta    13".".

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó a los representantes del Ejecutivo que expliquen con mayor detalle las reducciones de cargos que se proponen.

El Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Schiappacasse, señaló que las reducciones se dan en las zonas que ya estaba operando la nueva ley y en el área central en que recién empezó a regir, la llamada cuarta etapa, no se hizo ninguna modificación de personal. Especificó, señalando que los cambios afectan a las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Atacama, Maule, Biobío, Los Ríos, Los Lagos y Magallanes y la Antártica Chilena. 

Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

La Comisión, por la misma unanimidad anterior, y tendiendo presente que la aprobación de la indicación implica que el Cuarto Tribunal de la Región Metropolitana cuente con dos cargos de Juez Tributario y Aduanero, acordó enmendar la redacción de la letra a) del número 1), para que el párrafo respectivo del inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 20.322 refleje ese hecho.

Letra d)

Introduce, mediante dos literales, modificaciones en el artículo 10 de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Literal ii)

Sustituye el inciso final del artículo 10, referido a la subrogación del secretario abogado del tribunal.

La indicación número 2 de Su Excelencia el Presidente de la República, es para sustituir el literal ii) por el siguiente:

“ii) La subrogación del secretario abogado corresponderá al funcionario que se desempeñe como resolutor del mismo tribunal. Si hubiere más de uno, subrogará el más antiguo de ellos. Si hubiere dos o más con la misma antigüedad, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el respectivo juez haya determinado. En ausencia de los anteriores, subrogará el profesional experto que sea abogado, salvo que no exista profesional experto abogado en cuyo caso, podrá subrogar un funcionario del mismo tribunal con al menos 5 años de antigüedad en el cargo y que sea designado por el juez. A falta o inhabilidad de estos, subrogará quien decida el Presidente de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que requiere la subrogación, debiendo ser abogado el funcionario que elija para tales efectos y no pudiendo este funcionario subrogar en caso alguno al juez si fuese aplicable a su vez las normas de subrogación de los incisos 1° a 4° anteriores.”.

El Jefe de la Unidad Administradora, señor Schiappacasse, explicó que el cambio se debe a un problema práctico, relacionado principalmente con las zonas extremas del país, en que ocurre, por ejemplo, que si el Secretario del tribunal con asiento en Aysén subroga al Secretario del tribunal con asiento en Punta Arenas, se deja sin Secretario al primer tribunal. Agregó que en la modificación se deja en última instancia a la Corte de Apelaciones respectiva la tarea de proveer un funcionario abogado que subrogue.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que le parece adecuada la disposición para tener una subrogación independiente. Observó que en último caso quien designa al subrogante es la Corte de Apelaciones respectiva, no pudiendo en este caso subrogar al juez, pero se preguntó si la misma limitación existe para los casos de subrogación contemplados previamente por la misma norma, que en caso de no existir estaría mal porque un juez no puede ser subrogado por un no letrado.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que se debe ser sumamente cuidadosos en la subrogación de magistrados por no letrados, y en su opinión incluso debería alcanzar la norma la subrogación de los secretarios.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, explicó que el problema detectado es que existen tribunales en que el único profesional experto no es abogado y, por tanto, si se exigiera dicho requisito no podría subrogar al secretario que esté ausente.

Asimismo, planteó que el problema en la subrogación del juez no se dará, en razón de que las normas específicas para esa materia, contenidas en los primeros incisos del mismo artículo 10, sólo permiten que quien subrogue sea un abogado.

Los Honorables Senadores señores Novoa y Zaldívar solicitaron dejar constancia de que en ningún caso podrá subrogar al juez un funcionario o profesional que no sea abogado.

La Comisión tuvo presente que, originalmente, con el proyecto de ley se reducía de dos a uno los jueces del Cuarto Tribunal de la Región Metropolitana (único tribunal con dos jueces), circunstancia que con las indicaciones presentadas se deja sin efecto. En virtud de lo anterior, se debe conservar el actual inciso cuarto incorporando un nuevo inciso quinto y final, por lo que se debe ajustar la referencia de la disposición que se agrega mediante la indicación.
Puesta en votación la indicación número 2, fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Letra f)

Reemplaza la tabla del artículo 25, referida a la planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

La indicación número 3 de Su Excelencia el Presidente de la República, es para sustituir la tabla que aparece en dicha letra, por la siguiente:

“
	Cargos
	N° de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	31
	X

	Profesional Experto
	22
	X

	Administrativo
	23
	XVII

	Auxiliar
	11
	XX

	Total planta
	127
	


”
Puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar. 

Número 2)

Introduce modificaciones, mediante cuatro literales, en el artículo sexto de la ley N° 20.322, que a su vez incorporó modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales.

La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar, atendido lo expuesto por la Excelentísima Corte Suprema, acordó modificar este numeral, según se indicará en su oportunidad, transformándolo en un artículo nuevo, y efectuando los cambios que allí se proponen directamente en el Código Orgánico de Tribunales.
Número 4)

Modifica, mediante dos literales, el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.322, referido a las causas tributarias pendientes de resolución a la fecha de entrada en funciones de los nuevos tribunales.

Letra b)

Incorpora en el referido artículo los incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, que regulan la opción que se permite ejercer al contribuyente reclamante para que su causa pueda ser conocida por los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

La indicación número 4 de Su Excelencia el Presidente de la República, es para reemplazar el inciso segundo que se intercala, por el siguiente:

“La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013. Para este efecto, el reclamante comunicará al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, en su calidad de juez tributario, del ejercicio de la opción, debiendo quedar constancia de la misma en el expediente respectivo. En este caso, el tribunal deberá resolver dicha presentación sin más trámite, y enviará el expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, produciéndose el desasimiento del primer tribunal.”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, explicó que el cambio que propone la indicación tiene como razón de ser el que ahora la reforma se encuentra vigente en todo el país, y se hace necesario adecuar la redacción de la disposición.
Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

Número 5)

Intercala una modificación en el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.322, referido a las causas pendientes de resolución a la fecha de entrada en funciones de los nuevos tribunales ante los organismos competentes de Aduanas.

La indicación número 5 de Su Excelencia el Presidente de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:

“5) Agréguese en el artículo 4° transitorio, la siguiente oración a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.):

“No obstante lo anterior, a opción del reclamante, los reclamos de cargos deducidos conforme al artículo 117 de la Ordenanza de Aduanas en vigor con anterioridad a la vigencia de esta ley, y que estén actualmente pendientes de ser resueltos ante el Director Regional o Administrador de Aduanas respectivo, podrán someterse al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero respectivo. Igual opción existirá respecto de la reclamación de multas deducidas conforme al artículo 186 de dicho cuerpo legal, vigente con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y que estén actualmente pendientes ante la Junta General de Aduanas. La opción referida, se ceñirá a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° transitorio precedente, debiendo entenderse que las referencias hechas en dichos incisos a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos corresponden a los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana o Junta General de Aduanas, según corresponda. La referencia al inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, debe entenderse hecha al inciso final del artículo 122 de la referida Ordenanza de Aduanas.”.”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, señaló que en esta indicación recogieron varias propuestas tendientes a mejorar la regulación referida a causas pendientes en materias aduaneras.

Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de septiembre de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
Este proyecto de ley busca modificar la ley N° 20.322, que fortalece y perfecciona la justicia tributaria y aduanera, principalmente, a través de la reducción del número de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Para los Tribunales Tributarios y Aduaneros ya instalados, la reducción de 6 cargos de planta no opera en forma inmediata, sino cuando el cargo eliminado por el presente proyecto de ley quede en el futuro vacante por las causales actualmente contempladas para los cargos de planta. Respecto de los tribunales de las Regiones I, VIII y XV, se disminuyen de forma inmediata 4 cargos de planta que en la práctica están vacantes por no existir necesidad de contar con su función. Para los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no instalados, se reducen de forma inmediata 27 cargos de planta. A continuación se resume la situación señalada anteriormente:

	Tribunal Tributario Aduanero¹
	Planta según Ley actual
	Planta según PdL
	Cargo que se reduce de forma inmediata
	Cargo que se reduce cuando queda la vacante

	Tribunales Instalados

	I Región Tarapacá
	10
	8
	2
	

	III Región Atacama
	5
	4
	
	1

	VII Región Maule
	6
	5
	
	1

	VIII Región Bío-Bío
	9
	7
	1
	1

	X Región de Los Lagos
	6
	5
	
	1

	XII Magallanes
	5
	4
	
	1

	XIV de Los Ríos
	5
	4
	
	1

	XV de Arica y Parinacota
	5
	4
	1
	

	Tribunales no instalados

	V Región Valparaíso
	14
	8
	6
	

	VI Región O´Higgins
	6
	5
	1
	

	RM – 1° Tribunal
	15
	6
	9
	

	RM – 2° Tribunal
	9
	6
	3
	

	RM – 3° Tribunal
	9
	7
	2
	

	RM – 4° Tribunal
	13
	7
	6
	

	Total
	117
	80
	31
	6


¹No incluye los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las Regiones II, IV, IX y XI, porque no se modifica la planta (20 cargos de planta).

Además, el proyecto permite que los contribuyentes que actualmente tienen causas tributarias y aduaneras ante los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos, o bien ante la autoridad aduanera competente, puedan optar a que esas mismas causas sean tramitadas ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros que correspondan a su jurisdicción, iniciándose nuevamente. Una vez ejercida la opción, ésta no podrá dejarse sin efecto, por lo que la cause quedará radicada irreversiblemente en el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley implica un menor costo fiscal de $709.243 miles anuales en régimen. De éstos, $664.033 miles derivan de la rebaja inmediata de 31 cargos de planta y $45.210 miles están asociados a 6 cargos de planta que quedarán vacantes en el futuro por las causales actualmente contempladas para estos cargos.”.

Posteriormente, fue presentado un informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 9 de mayo de 2013, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
La indicación tiene por objetivo modificar las plantas en determinados Tribunales, precisa la subrogación del Secretario Abogado y establece fecha para que los reclamantes, por causas en el Servicio de Impuestos Internos y Servicio Nacional de Aduanas, recurran a los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Las modificaciones se resumen a continuación:

1. Se sustituye el artículo 4°, inciso primero, modificando la planta correspondiente a los tribunales de la V Región Valparaíso, VI Región O'Higgins y los cuatro que comprenden la Región Metropolitana, con lo cual se restituyen 27 cargos que se eliminaban en el respectivo proyecto de ley.

2. Se sustituye en la letra d), el literal ii), referido a la subrogación del Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero, agregando la posibilidad de que en caso que no exista experto abogado, podrá subrogarlo un funcionario del mismo tribunal que tenga al menos 5 años de antigüedad y que sea designado por el juez.

3. Se reemplaza la letra b), inciso segundo, y modifica artículo 4° transitorio, estableciendo el último día hábil del mes de agosto de 2013, para ejercer la opción de los contribuyentes reclamantes de poner en conocimiento a los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las causas en tramitación o pendientes de ser resueltas por el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Con la presente indicación, el efecto sobre los gastos sólo se produce por la restitución de los 27 cargos antes señalados, con lo cual el menor costo fiscal estimado inicialmente de M$664.033 pasa a M$64.199. Se mantiene el menor costo de M$45.210 asociados a 6 cargos de planta que se extinguirán en el futuro por causales de renuncia o jubilación.

III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El efecto neto es de un menor costo fiscal estimado en M$ 114.879, conforme se señala en el siguiente cuadro (en miles de $ de 2013):

	Situación inicial M$ 2012
	Efecto de la Indicación M$ 2013

	Tribunal Tributario Aduanero


	Menor Planta
	Menor Planta por extinción
	Menor Planta
	Menor Planta por extinción

	I Región Tarapacá
	33.005
	
	34.655
	

	III Región Atacama
	
	6.891
	
	7.236

	V Región Valparaíso
	139.061
	
	
	

	VI Región O´Higgins
	21.908
	
	
	

	VII Región Maule
	
	5.879
	
	6.173

	VIII Región Bío Bío
	23.641
	10.984
	24.823
	11.533

	X Región de Los Lagos
	
	6.452
	
	6.775

	XII Magallanes
	
	8.552
	
	8.979

	XIV de Los Ríos
	
	6.452
	
	6.775

	XV de Arica y Parinacota
	7.553
	
	7.931
	

	Región Metropolitana 1er. Tribunal
	204.785
	
	
	

	Región Metropolitana 2do. Tribunal
	52.421
	
	
	

	Región Metropolitana 3er. Tribunal
	30.513
	
	
	

	Región Metropolitana 4to. Tribunal
	151.147
	
	
	

	Total
	664.033
	45.210
	67.409
	47.470


El presente informe financiero reemplaza al IF N° 125 de 11 SEP. 2012.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -





En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda introdujo las siguientes enmiendas respecto del texto consignado en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:
Artículo único

Pasa a ser artículo 1°. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Número 1)

Letra a)

Literal i)

Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 3º que se sustituye, la frase “Tercer y Cuarto Tribunal, cada uno con un juez y” por los términos “Tercer Tribunal, con un juez, y Cuarto Tribunal, con dos jueces,”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:

“b) Sustitúyase en el artículo 4°, el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
2

Resolutor
2

Profesional Experto
2

Administrativo
1 

Total planta
8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, IV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
6

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                         14

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI y IX REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VII y X REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
2

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
7

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO III, XII, XIV y XV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
4

PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
7

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                          15

SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
3

Profesional Experto
1

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta
9

CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
2

Secretario Abogado
1

Resolutor
4

Profesional Experto
3

Administrativo
2

Auxiliar
1

              Total planta    13".". (Unanimidad 5x0. Indicación número 1 de Su Excelencia el Presidente de la República)
Letra d)

Literal ii)
Sustituirlo por el siguiente:
“ii) Incorpórase como inciso final, nuevo, el siguiente:  

“La subrogación del secretario abogado corresponderá al funcionario que se desempeñe como resolutor del mismo tribunal. Si hubiere más de uno, subrogará el más antiguo de ellos. Si hubiere dos o más con la misma antigüedad, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el respectivo juez haya determinado. En ausencia de los anteriores, subrogará el profesional experto que sea abogado, salvo que no exista profesional experto abogado en cuyo caso, podrá subrogar un funcionario del mismo tribunal con al menos 5 años de antigüedad en el cargo y que sea designado por el juez. A falta o inhabilidad de estos, subrogará quien decida el Presidente de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que requiere la subrogación, debiendo ser abogado el funcionario que elija para tales efectos y no pudiendo este funcionario subrogar en caso alguno al juez si fuese aplicable a su vez las normas de subrogación de los incisos primero a cuarto anteriores.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2 de Su Excelencia el Presidente de la República)

Letra f)

Sustituir la tabla allí contenida, por la siguiente:

“
	Cargos
	N° de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	31
	X

	Profesional Experto
	22
	X

	Administrativo
	23
	XVII

	Auxiliar
	11
	XX

	Total planta
	127
	


”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 3 de Su Excelencia el Presidente de la República)
Número 2)

Pasa a ser artículo 2°, con el texto que se indicará en su oportunidad. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Número 3)

Pasa a ser número 2), sin enmiendas.

Número 4)

Pasa a ser número 3), con la siguiente enmienda:

Letra b)

Reemplazar el inciso segundo, nuevo, que se intercala, por el siguiente:

“La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013. Para este efecto, el reclamante comunicará al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, en su calidad de juez tributario, del ejercicio de la opción, debiendo quedar constancia de la misma en el expediente respectivo. En este caso, el tribunal deberá resolver dicha presentación sin más trámite, y enviará el expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, produciéndose el desasimiento del primer tribunal.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4 de Su Excelencia el Presidente de la República)

Número 5)

Pasa a ser número 4), sustituyéndolo por el siguiente:

“4) Agréguese en el artículo 4° transitorio, la siguiente oración a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.):

“No obstante lo anterior, a opción del reclamante, los reclamos de cargos deducidos conforme al artículo 117 de la Ordenanza de Aduanas en vigor con anterioridad a la vigencia de esta ley, y que estén actualmente pendientes de ser resueltos ante el Director Regional o Administrador de Aduanas respectivo, podrán someterse al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero respectivo. Igual opción existirá respecto de la reclamación de multas deducidas conforme al artículo 186 de dicho cuerpo legal, vigente con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y que estén actualmente pendientes ante la Junta General de Aduanas. La opción referida, se ceñirá a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° transitorio precedente, debiendo entenderse que las referencias hechas en dichos incisos a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos corresponden a los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana o Junta General de Aduanas, según corresponda. La referencia al inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, debe entenderse hecha al inciso final del artículo 122 de la referida Ordenanza de Aduanas.”.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 5 de Su Excelencia el Presidente de la República)
°°°

Artículo 2°, nuevo

Intercalar el siguiente artículo 2°, nuevo:

“Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

a) En el artículo 56:

Reemplázanse los números 3º y 4° por los siguientes: 

“3°. La Corte de Apelaciones de Valparaíso tendrá dieciséis miembros;

4°. Las Cortes de Apelaciones de San Miguel y Concepción tendrán diecinueve miembros, y”.

b) Sustitúyase en el número 5º. del artículo 59 la palabra “trece” por “doce”.

c) En el artículo 61:

Sustitúyase, en el inciso primero, la expresión “las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción en seis salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en siete salas;” por “la Corte de Apelaciones de Valparaíso, en cinco salas; las Cortes de Apelaciones de Concepción y San Miguel, en seis salas,”.

Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y noveno del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, a los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias, salvo en el caso del inciso séptimo del referido artículo, en el que los ministros deberán necesariamente poseer dichos conocimientos.

Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior, se deberá contar con cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.”.
d) Sustitúyase el inciso séptimo del artículo 66, por el siguiente:

“La Corte de Apelaciones de Santiago, designará una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley Nº 20.322, que fortalece y perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera, en el siguiente sentido:

1) Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo primero, que contiene el texto de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros:

a) Modifíquese el artículo 3º, del siguiente modo:

i) Sustitúyanse los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

Primer y Segundo Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia, Recoleta, Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué, Isla de Maipo y María Pinto.

Tercer Tribunal, con un juez, y Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine, El Bosque, Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo. 

La distribución de las causas entre el Primer y Segundo Tribunal, por un lado, y entre el Tercer y Cuarto Tribunal, por otro, todos de la Región Metropolitana, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.

ii) Suprímase el inciso cuarto.

b) Sustitúyase en el artículo 4°, el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
2

Resolutor
2

Profesional Experto
2

Administrativo
1 

Total planta
8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, IV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
6

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                         14

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI y IX REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VII y X REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
2

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
7

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO III, XII, XIV y XV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
4

PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
7

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                          15

SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
3

Profesional Experto
1

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta
9

CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
2

Secretario Abogado
1

Resolutor
4

Profesional Experto
3

Administrativo
2

Auxiliar
1

                                                          Total planta    13".
c) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:

i) Sustitúyase en el inciso tercero, la palabra “diez”, por la palabra “ocho”.

ii) Suprímase el inciso cuarto.

d) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10:

i) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

 “A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el secretario abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del secretario abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo. En todo caso, la subrogación de los Tribunales indicados en la tabla será recíproca entre los mismos; así, por ejemplo, al VII Tribunal lo subrogará el VI Tribunal, y a este último lo subrogará el VII Tribunal:

	XV Región
	I Región

	II Región
	III Región

	IV Región
	V Región

	VI Región
	VII Región

	VIII Región
	IX Región

	X Región
	XIV Región

	XI Región
	XII Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	2° Tribunal Región Metropolitana

	3° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana


”.

ii) Incorpórase como inciso final, nuevo, el siguiente:  

“La subrogación del secretario abogado corresponderá al funcionario que se desempeñe como resolutor del mismo tribunal. Si hubiere más de uno, subrogará el más antiguo de ellos. Si hubiere dos o más con la misma antigüedad, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el respectivo juez haya determinado. En ausencia de los anteriores, subrogará el profesional experto que sea abogado, salvo que no exista profesional experto abogado en cuyo caso, podrá subrogar un funcionario del mismo tribunal con al menos 5 años de antigüedad en el cargo y que sea designado por el juez. A falta o inhabilidad de estos, subrogará quien decida el Presidente de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que requiere la subrogación, debiendo ser abogado el funcionario que elija para tales efectos y no pudiendo este funcionario subrogar en caso alguno al juez si fuese aplicable a su vez las normas de subrogación de los incisos primero a cuarto anteriores.”.
e) Intercálase, en el artículo 13, a continuación de la palabra "feriado", la expresión ", comisiones de servicio"

f) Reemplázase la tabla del artículo 25, por la siguiente:

“
	Cargos
	N° de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	31
	X

	Profesional Experto
	22
	X

	Administrativo
	23
	XVII

	Auxiliar
	11
	XX

	Total planta
	127
	


 ”.

2) Suprímense en el artículo noveno las expresiones “, San Miguel, Valparaíso”.
3) Modifíquese el artículo 2º transitorio, de la siguiente forma:

a) Agréguese en el inciso primero, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido: “No obstante lo anterior, a opción del contribuyente reclamante, estas causas podrán ser sometidas al conocimiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que, una vez instalados, sean competentes de acuerdo a esta ley para conocer dichas causas.”.

b) Intercálense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013. Para este efecto, el reclamante comunicará al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, en su calidad de juez tributario, del ejercicio de la opción, debiendo quedar constancia de la misma en el expediente respectivo. En este caso, el tribunal deberá resolver dicha presentación sin más trámite, y enviará el expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, produciéndose el desasimiento del primer tribunal. 

Una vez recibido el expediente por el Tribunal Tributario y Aduanero, el reclamante deberá cumplir con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, dentro del plazo de cinco días contados desde la recepción del expediente. Cumplido lo anterior, se tendrá por interpuesto el reclamo original, reiniciándose su tramitación de acuerdo al nuevo procedimiento que establece esta ley.

En caso de verificarse lo anterior, y para efectos del artículo 201, inciso final, del Código Tributario, se entenderá que el Servicio de Impuestos Internos ha estado impedido de girar desde la interposición del reclamo original. Asimismo, los reajustes e intereses devengados durante la tramitación del reclamo ante el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente, continuarán devengándose durante la tramitación del juicio ante el Tribunal Tributario y Aduanero, sin solución de continuidad.”.

4) Agréguese en el artículo 4° transitorio, la siguiente oración a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.):

“No obstante lo anterior, a opción del reclamante, los reclamos de cargos deducidos conforme al artículo 117 de la Ordenanza de Aduanas en vigor con anterioridad a la vigencia de esta ley, y que estén actualmente pendientes de ser resueltos ante el Director Regional o Administrador de Aduanas respectivo, podrán someterse al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero respectivo. Igual opción existirá respecto de la reclamación de multas deducidas conforme al artículo 186 de dicho cuerpo legal, vigente con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y que estén actualmente pendientes ante la Junta General de Aduanas. La opción referida, se ceñirá a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° transitorio precedente, debiendo entenderse que las referencias hechas en dichos incisos a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos corresponden a los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana o Junta General de Aduanas, según corresponda. La referencia al inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, debe entenderse hecha al inciso final del artículo 122 de la referida Ordenanza de Aduanas.”.
Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

a) En el artículo 56:

Reemplázanse los números 3º y 4° por los siguientes: 

“3°. La Corte de Apelaciones de Valparaíso tendrá dieciséis miembros;

4°. Las Cortes de Apelaciones de San Miguel y Concepción tendrán diecinueve miembros, y”.

b) Sustitúyase en el número 5º. del artículo 59 la palabra “trece” por “doce”.

c) En el artículo 61:

Sustitúyase, en el inciso primero, la expresión “las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción en seis salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en siete salas;” por “la Corte de Apelaciones de Valparaíso, en cinco salas; las Cortes de Apelaciones de Concepción y San Miguel, en seis salas,”.

Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y noveno del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, a los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias, salvo en el caso del inciso séptimo del referido artículo, en el que los ministros deberán necesariamente poseer dichos conocimientos.

Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior, se deberá contar con cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.”.
d) Sustitúyase el inciso séptimo del artículo 66, por el siguiente:

“La Corte de Apelaciones de Santiago, designará una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo transitorio.- La supresión de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dispuesta por la letra b), del número 1), del artículo único, de la presente ley, respecto de los cargos que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren siendo servidos, se producirá una vez que el cargo respectivo quedare vacante por las causales legales correspondientes.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 17 de mayo de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión

7
MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE BANCOS ESTABLECIENDO REQUISITOS PARA LA FIJACIÓN DE TARIFAS POR PRODUCTOS O SERVICIOS BANCARIOS

(8958-05)

En el mes de mayo del año 2007 fue presentado por este Senador un proyecto de ley que proponía la incorporación de un nuevo Párrafo número 2 en el Título VIH del Decreto con Fuerza de Ley N° 3, Ley General de Bancos, denominado “Bases para la Fijación de Tarifas por los Productos o Servicios Bancarios”
En los fundamentos de dicho proyecto se señalaba que no obstante la normativa respecto al cobro de comisiones dictada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, era necesario que al máximo nivel legal y no sólo Reglamentario, se establecieran normas claras que por un lado establecieran un marco claro para las instituciones bancarias y financieras y por otro lado protegieran a los usuarios de dichas instituciones de abusos por parte de las mismas en el cobro de comisiones.

Luego de más de 5 años de presentado dicho Proyecto de Ley, los resultados de los largos litigios judiciales seguidos por agrupaciones de Consumidores y el Servicio Nacional del Consumidor en contra de Cencosud y Banco Estado por el alza unilateral en el cobro de comisiones efectuado por estas empresas, nos hace reafirmar nuestra convicción de que no es suficiente una regulación de esta materia por parte de la SBIF sino que se hace necesaria una regulación legal de esta importante materia de manera de otorgar reglas claras y tranquilidad tanto a las empresas que se dedican al negocio rio y financiero así como también y por sobretodo a los clientes de dichas empresas.

El proyecto que se presenta en esta oportunidad mantiene en líneas generales los conceptos planteados en el proyecto anterior, sólo cabe destacar la incorporación en el número 7 del párrafo propuesto de una norma que establece que el Banco o institución financiera sólo podrá modificar las tarifas y gastos en la forma y periodicidad que determine la normativa legal vigente y siempre previo aviso y consentimiento expreso del usuario para, de esta manera impedir que se produzcan alzas unilaterales por parte de las empresas en el cobro de comisiones, como las ocurridas en los casos precedentemente mencionados de Cencosud y Banco Estado.

Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley
Artículo 1: Incorpórese al Título VIII del Decreto con Fuerza de Ley N° 3, Ley General de Bancos, la expresión: “Párrafo 1” previo a la expresión “Operaciones de los Bancos”.

Artículo 2: Incorpórese al Título VIII del Decreto con Fuerza de Ley N° 3 el siguiente:

“Párrafo 2. Bases para la Fijación de Tarifas por los Productos o Servicios Bancarios”.
Artículo 69 (bis): Las entidades bancarias se someterán a las disposiciones de este título para efectos de fijar sus tarifas por sus productos o servicios.

1) Las instituciones bancarias deberán otorgar en forma transparente y clara tanto a clientes como al público en general, la información íntegra sobre sus políticas en materias de cobros, las razones de su procedencia y sus montos, con sujeción a las exigencias mínimas de las normas otorgadas por la Superintendencia y demás disposiciones legales que regulen la materia.

2) Las comisiones y gastos que cobren las instituciones bancarias por sus productos y servicios deben corresponder a servicios efectivamente prestados, con las formalidades legales pertinentes, y con el previo consentimiento del cliente.

3) Las instituciones bancarias no estarán facultadas para el cobro de gestiones derivadas directamente de las obligaciones legítimamente contraídas, respecto de las cuales el banco ya está percibiendo una remuneración, a menos que se trate de una operación diferente.

4) Sin perjuicio de las comisiones fijas por concepto de apertura y manejo de una cuenta bancaria, sea cual sea su naturaleza; tarjetas de crédito y en general, cualquier producto que implique el uso de tarjeta en cajeros automáticos; no procederá cobro de comisiones por servicios propios e inherentes al producto y a su manejo, tales como cheques girados y/o pagados; compras con tarjeta de crédito o de débito, giros y en general transacciones de cualquier tipo efectuadas en cajeros automáticos; llamadas a teléfonos de auto-consulta; consultas de saldos y cartolas obtenidos por cualquier medio, sea éste la concurrencia personal ante ejecutivos bancarios, o el uso de terminales de consulta especiales o cajeros automáticos; transferencias de fondos a otros bancos a través de Internet, envío de talonario a domicilio, etc.

5) Ni las transacciones señaladas en el número anterior ni ninguna de orden similar podrá ser restringida en cantidad y cualquier pacto en contrario se tendrá por no válido.

6) Sin perjuicio de la comisión fija por la apertura de una línea de crédito, en lo que respecta al cobro de comisiones por pago de cheques por sobregiro, las instituciones bancarias podrán fijarla y aplicarla por un número determinado de sobregiros en cada mes, o bien por un promedio en un período determinado u otro procedimiento similar que el Directorio del banco establezca. Pero en ningún caso podrán efectuar cobros de comisiones por sobregiros no contratados, sin perjuicios de otras medidas, tales como el no pago de los cheques.

7) El Banco o institución financiera sólo podrá modificar las tarifas y gastos en la forma y periodicidad que determine a la normativa legal vigente y siempre previo aviso y consentimiento expreso del usuario.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.

8
MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ORPIS, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.084 PARA HACER EFECTIVA LA SANCIÓN ACCESORIA QUE SOMETE AL JOVEN INFRACTOR DE LEY PENAL A UN TRATAMIENTO DE REHABILITACIÓN DESDE QUE SEA MANIFIESTA SU DEPENDENCIA DE LAS DROGAS O DEL ALCOHOL

(8957-07)

Al cumplirse 5 años de la promulgación, puesta en marcha e implementación de la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente, la cual entro a regir el 8 de junio de 2007, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento estimó oportuno realizar una evaluación sobre cómo se ha implementado en la práctica la Ley 20.084, con la finalidad de determinar las dificultades propias de su aplicación. Como señalé en la Comisión, es deber del legislador no sólo concurrir a la elaboración de diversos cuerpos legales, sino también evaluar su implementación por parte del Ejecutivo o los órganos o Poderes del Estado Ilamados a cumplirlo. Es por ello y entendiendo el espíritu de este cuerpo legal, el cual no es sólo un conjunto de normas destinadas a sancionar penalmente a los adolescentes, sino que a partir de la rehabilitación, sacarlos del círculo del delito, que propongo las siguientes modificaciones a la ley.

Según el desarrollo de la norma original el SENAME se ocuparía de rehabilitar a los adolescentes privados de libertad con consumos problemáticos. Para combatir la adicción de los menores que cumplirían la pena en libertad se estableció la pena accesoria consagrada en el artículo 7° de este cuerpo legal. Este artículo señala "Sanción accesoria.  El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol."  La pena accesoria consiste en rehabilitación y libertad asistida simple y especial, donde la responsabilidad de la rehabilitación recae sobre los delegados, creándose los centros de derivación y centros de tratamiento.

Lamentablemente, el SENAME no dio abasto para cumplir esta labor y los delegados -en su mayoría- no tenían conocimientos técnicos sobre drogas y rehabilitación. El Delegado, frente a un adolescente infractor con consumo problemático de drogas, lo primero que debiese hacer es derivarlo a un tratamiento, ya que el problema basal de los hechos delictuales en los que incurre el adolescente es conseguir dinero para financiar su adicción. En la práctica esto no está ocurriendo, más aún, cuando el joven es derivado y no concurre, el Delegado suele ofrecerle una alternativa, como reinsertarlo en el colegio, deporte, etc. Esto no solo impide la rehabilitación del adolescente, si no que le demuestra que en caso de incumplimiento, no le pasara nada. Esto sumado a que la Defensa de los jóvenes infractores se opuso tajantemente a la aplicación de la pena accesoria, por considerar una doble penalización para el adolescente infractor, considerando a la rehabilitación del adolescente una pena en sí misma. Esta interpretación se encuentra absolutamente desvirtuada y alejada de los principios inspiradores de esta ley, una correcta interpretación de esta norma es considerar a la rehabilitación del adolescente con consumo problemático de drogas y de alcohol, no como una sanción en sí misma, sino un derecho del adolescente.

Con conocimiento de causa -ya que abrimos dos centros para la rehabilitación de adolescentes- puedo decir que no se produjeron derivaciones, por lo mismo y con el dolor que nos generó, debimos cerrarlos. La experiencia ha demostrado que el diagnóstico- de un adolescente con consumo problemático de drogas- debiese hacerse lo antes posible y con la mayor cercanía a la audiencia, para poder derivarlo a un centro, apenas se decrete la pena alternativa. Mientras más próximo a la dictación de la pena se realice el diagnóstico y la derivación a un centro de rehabilitación, la adherencia del adolescente al tratamiento será mayor, con mayores posibilidades de lograr una reinserción social, directriz fundamental de esta ley. Si el adolescente se encuentra recién formalizado o condenado, tiene mayor predisposición a acceder al tratamiento, que si han pasado 6 ó 12 meses desde esta audiencia y se produce la derivación. En este proceso la labor del delegado es fundamental, contar con el apoyo de éste y la coordinación del mismo, con la institución rehabilitadora es crucial, para lograr buenos resultados.

PROYECTO DE LEY

NUEVO ARTICULO 7°.- Modifíquese el artículo 7° de la ley N° 20.084, por el siguiente: 

Artículo 7.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Si quedase de manifiesto la dependencia del joven infractor a las drogas o al alcohol, será responsabilidad del Juez propender que los intervinientes opten por la sanción accesoria de rehabilitación. En caso que existiesen dudas sobre dicha dependencia, el Fiscal deberá decretar las medidas necesarias para establecer o no la dependencia del adolescente. El Defensor deberá coordinar que estas medidas se efectúen.

En incumplimiento de la pena accesoria de rehabilitación de drogas o de alcohol, será sancionada de la misma manera que el incumplimiento de la pena principal.

NUEVO ARTÍCULO 13°.- Modifíquese el artículo 13° de la ley N° 20.084, por el siguiente:

Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social. La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos. 

El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.

Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares. 

En caso que quede manifiesta la dependencia del adolescente infractor a sustancias ilícitas o alcohol, el delegado tendrá la obligación de propender a su rehabilitación. Deberá realizar todas las gestiones tendientes a derivarlo cuanto antes a un centro de rehabilitación.

En caso que en la audiencia respectiva se manifieste la dependencia a las drogas o al alcohol del adolescente, el Juez tendrá la obligación de verificar que el delegado asignado cuente con la preparación y cursos necesarios en materia de rehabilitación de drogas y alcohol.

Si el adolescente fuese derivado a un centro de rehabilitación, será labor del delegado coordinarse con el equipo técnico del centro y solicitar informes sobre el estado y evolución del adolescente. Estos informes deberán ser presentados al Tribunal, para su aprobación.

El centro de rehabilitación tendrá la obligación de enviar informes sobre la asistencia y evolución del adolescente. En caso que el adolescente no cumpla con la asistencia establecida se le reformalizará estableciendo una pena más gravosa.

La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.

NUEVO ARTÍCULO 14°.- Modifíquese el artículo 14° de la ley N° 20.084, por el siguiente: 

Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable. En caso que quede manifiesta la dependencia del adolescente infractor a sustancias ilícitas o alcohol, el delegado tendrá la obligación de propender a su rehabilitación. Deberá realizar todas las gestiones tendientes a derivarlo cuanto antes a un centro de rehabilitación.

En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado. Al igual que el delegado, el Tribunal tendrá la obligación de propender a la rehabilitación del adolescente con consumo problemático de drogas y alcohol, por ello deberá cerciorase que el delegado adopte todas las medidas tendientes a su inmediata derivación a un centro de rehabilitación.

En caso que en la audiencia respectiva se manifieste la dependencia a las drogas del adolescente, el Juez tendrá la obligación de verificar que el delegado asignado cuente con la preparación y cursos necesarios en materia de rehabilitación de drogas y alcohol. Si el adolescente fuese derivado a un centro de rehabilitación, será labor del delegado coordinarse con el equipo técnico del centro y solicitar informes sobre el estado y evolución del adolescente. Estos informes deberán ser presentados al Tribunal, para su aprobación.

El centro de rehabilitación tendrá la obligación de enviar informes sobre la asistencia y evolución del adolescente. En caso que el adolescente no cumpla con la asistencia establecida se le reformalizará estableciendo una pena más gravosa.
La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, FREI, HORVATH, KUSCHEL, LARRAÍN PEÑA, MUÑOZ ABURTO Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA IMPLEMENTACIÓN Y FINANCIAMIENTO DE UN PLAN QUE DETERMINE LAS RESERVAS DE HIDRATOS DE GAS SUBMARINOS, EXISTENTES EN LAS COSTAS DE CHILE Y LA FACTIBILIDAD DE SU EXPLOTACIÓN

(S 1574-12)

Considerando que:

1° Chile no posee reservas importantes de recursos energéticos fósiles;

2° El Hidrato de Gas Submarino, es un gas en su estado natural, pero bajo condiciones especiales como presión alta y baja temperatura, sumado a la presencia de agua en el medio ambiente, permite que se forme una especie de estructura cristalina, similar a un cubo de hielo;

3° Los Hidratos de Gas pueden constituir la reserva de combustible fósil más grande de la Tierra. Se estiman que sus reservas duplican a las actuales existencias de Petróleo, Gas Natural y Carbón;

4° Según un estudio realizado por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y la Armada de Chile, en las costas de nuestro país existirían importantes reservas de Hidratos de gas Submarino, a una profundidad superior a los 500 metros;

5° En las costas de Chile, existirían reservas que permitirían triplicar los actuales consumos de gas de nuestro país, situación que adquiere relevancia estratégica, en consideración a la escasez de recursos energéticos fósiles propios;

6° Los estudios realizados han detectado reservas importantes en sectores costeros frente a San Antonio y Talcahuano;

7° Explotar dichas reservas, nos permitiría asegurar un suministro energético, aminorar nuestra dependencia de otros países, utilizar una fuente energética menos contaminante, crear nueva tecnología y ponernos a la altura de países como Estados Unidos, Canadá, Alemania y Japón.

En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E. el Presidente de la República implementar y financiar un programa destinado a determinar las reservas de Hidratos de Gas Submarino existentes en las costa de Chile y la realización de los estudios que permitan determinar la factibilidad de explotación de dicho recurso.
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, LARRAÍN FERNÁNDEZ, PROKURICA Y RUIZ-ESQUIDE, CON EL QUE PIDEN A S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DE UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDA HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2014 EL BONO POR RETIRO VOLUNTARIO QUE EL ARTÍCULO 9° TRANSITORIO DE LA LEY N° 20.501 ESTABLECIÓ PARA LOS PROFESIONALES DE EDUCACIÓN SIN MENOSCABO DEL BONO POST LABORAL DISPUESTO POR LA LEY N° 20.305

(S 1575-12)

1°.- Que la ley N° 20.501, sobre calidad y equidad de la educación, publicada el 26 de febrero de 2011, estableció en su artículo 9° transitorio, una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 hubieren pertenecido a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2012 hubieren tenido sesenta o más años de edad, en el caso de las mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad, si fueren hombres, y hubieren renunciado a la dotación docente del sector municipal a que pertenecían, respecto del total de horas que hubieren servido. Los profesionales de la educación que desearon acogerse al beneficio anterior debieron formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del 2012.

2°.- Que dicha bonificación tuvo un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), siendo proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación correspondió al profesional de la educación que hubiere renunciado voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia de dicha ley y el 31 de julio de 2012, que hubiere tenido once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas. Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, que hubieren formalizado su renuncia dentro del mencionado plazo, tuvieron derecho al ciento por ciento de la bonificación, calculado proporcionalmente a las horas de contrato servidas y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

3°.- Que al amparo de estas disposiciones, muchos profesionales de la educación, que se encontraban en edad de jubilar obtuvieron esta bonificación de incentivo at retiro, que por lo demás era de toda justicia, para evitar un daño previsional, como ocurrió hace muchos años, y que generó la denominada “deuda histórica del magisterio”.

4°.- Que no obstante lo expuesto precedentemente, muchos otros profesionales de la educación, quedaron sin la posibilidad de acceder a estos beneficios, por faltarle muy poco tiempo para cumplir las edades exigidas en la ley para ser beneficiarios de las mismas, por lo que también se estima de justicia que puedan hacer uso de este incentivo al retiro, para lo cual se requiere prorrogar los beneficios de dicho texto normativo hasta el 31 de diciembre de 2014, modificándose por ende, la ley N° 20.501, todo ello, sin afectar el denominado bono post laboral dispuesto por la ley N° 20.305, para cuyo efecto se requiere un proyecto de ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Por las consideraciones expuestas,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:
Solicitar a S. E., el Presidente de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar la ley 20.501, para hacer extensivo hasta el 31 de diciembre de 2014, el bono por retiro voluntario que el artículo 9° transitorio que dicho cuerpo legal estableció para los profesionales de la educación, todo ello sin afectar el denominado bono post laboral, dispuesto por la ley N° 20.305.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, LARRAÍN FERNÁNDEZ, PROKURICA Y RUIZ-ESQUIDE, CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA REMISIÓN DE UN PROYECTO DE LEY QUE PRORROGUE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2014 LAS BONIFICACIONES QUE LA LEY N° 20.374 ESTABLECIÓ COMO INCENTIVO AL RETIRO PARA LOS FUNCIONARIOS DE LAS UNIVERSIDADES ESTATALES

(S 1576-12)

Considerando:
1°.- Que en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.374, publicada el 7 de septiembre de 2009, se facultó a las universidades estatales para conceder una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios que, desempeñándose en planta o a contrata, hayan prestado servicios en dichos planteles por un período no inferior a cincos años continuos o discontinuos a la fecha de impetrar el beneficio y que entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2011, ambas fechas inclusive, tuvieren o cumplieren 65 años de edad, si son hombres, y en el caso de las mujeres, desde que cumplieren 60 y hasta los 65 años de edad; y que hicieren efectiva su renuncia voluntaria, en el plazo de 180 días siguientes al cumplimiento de sus edades, como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que hubieren servido en virtud de sus nombramientos o contratos. Con todo, dicha ley dispuso que las edades referidas deberían haberse cumplido a más tardar el 31 de diciembre de 2011.
2°.- Que en la misma ley se estableció que dicha bonificación debió ser equivalente a un mes de remuneraciones por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, servidos de manera continua o discontinua en la misma universidad, ya sea en planta o contrata, con un máximo de once meses.
3°.- Que el artículo 4° del mismo texto legal estableció que el personal de las universidades estatales que acogiéndose a la bonificación a que se refiere el artículo 1° de esta ley, se encontrare afiliado al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y cotice o hubiere cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tuvo derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional. Dicha bonificación fue equivalente a la suma de 395 unidades de fomento para el personal no académico, ni profesional y de 935 unidades de fomento para el personal profesional, directivo y académico.
4°.- Que al amparo de estas disposiciones, muchos funcionarios de universidades estatales, tanto académicos como no académicos ni profesionales, y que se encontraban en edad de jubilar obtuvieron esta bonificación de incentivo al retiro, que por lo demás era de toda justicia, para evitar un daño previsional.
5°.- Que no obstante lo expuesto precedentemente, muchos otros funcionarios de dichas universidades quedaron sin la posibilidad de acceder a estas bonificaciones, por faltarle muy poco tiempo para cumplir las edades exigidas en la ley para ser beneficiarios de las mismas, por lo que también se estima de justicia que puedan hacer uso de este incentivo al retiro, para lo cual se requiere prorrogar los beneficios de dicho texto normativo hasta el 31 de diciembre de 2014, modificándose por ende, la ley N° 20.374, mediante un proyecto de ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Por las consideraciones expuestas,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar la ley 20.374, para hacer extensivo hasta el 31 de diciembre de 2014, las bonificaciones que en dicho cuerpo legal se establecieron como mecanismo de incentivo al retiro para los funcionarios de universidades estatales.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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